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INTRODUCCIÓN: VIOLENCIA DE GÉNERO Y MUJERES INMIGRANTES 

 

El principal objetivo de este trabajo es analizar el impacto de la violencia contra las mujeres 

inmigrantes en el ámbito de la pareja y la respuesta que les ofrece el sistema de justicia 

penal, prestando especial atención a la situación de las víctimas con barrera idiomática. Las 

hipótesis de partida son que las mujeres inmigrantes: a) sufren más violencia de género1 que 

las españolas; b) tienen mayores dificultades para el acceso al sistema de justicia penal; c) 

reciben una respuesta del sistema penal que no tiene en cuenta sus características y 

necesidades específicas; y d) cuando tienen barrera lingüística su derecho a la información 

no está garantizado a lo largo del proceso penal. 

 

Para responder a los objetivos mencionados este trabajo se estructura en cuatro capítulos. 

En el primero de ellos se profundiza en la discusión actual sobre la violencia de género en 

España y el impacto que la inmigración ha tenido en el discurso y las políticas públicas 

aprobadas en este ámbito. En el segundo capítulo se analizan, por un lado, los datos 

disponibles sobre violencia contra la mujer en la pareja, y por otro lado, las teorías 

criminológicas que explican este comportamiento y los factores de riesgo asociados al 

mismo, teniendo en cuenta en ambos casos su impacto en las mujeres inmigrantes. En 

tercer lugar, se examina el paso de las víctimas de maltrato por el sistema de justicia penal: 

las dificultades que puedan tener en su acceso al mismo, las características específicas de la 

respuesta ofrecida por los operadores jurídicos y las consecuencias de la intervención del 

sistema penal para estas mujeres. Por último, en el cuarto capítulo, se presenta el estudio 

exploratorio realizado en Barcelona sobre el derecho a la información de las víctimas de 

violencia de género durante proceso penal cuando éstas desconocen el idioma. 

 

Las investigaciones realizadas en el ámbito comparado han detectado que la violencia de 

género afecta en mayor medida a las mujeres inmigrantes (Backman – Saltzman, 1995; 

Dasgupta, 2000; Menjívar – Salcido, 2002; Raj – Silverman, 2002; Hazen – Soriano, 2007; 

Morash et al., 2007; en España ver Echeburúa et al., 2008; Vives-Cases et al., 2010).  

                                                
1 A lo largo de este trabajo se utilizan las expresiones ‘violencia o maltrato contra la mujer en la pareja’ y 
‘violencia de género’ para hacer referencia a la violencia ejercida por el hombre contra la mujer con la que 
mantiene o ha mantenido una relación de pareja. 
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Por lo que respecta a España cabe hacer tres apreciaciones: en primer lugar, la presencia de 

mujeres inmigrantes ha incrementado de forma progresiva a lo largo de la última década2, 

dando lugar al fenómeno conocido como ‘feminización de la inmigración’ (Aubarell – 

Ribas, 2000: 320-321; Bernardo, 2001: 34; Gaspar, 2003: 44). Así, han pasado de 

representar en 1996 un 1,3% en la población femenina total a un 11,5% en 20123; en 

segundo lugar, los datos empíricos sobre denuncias por violencia de género, así como los 

relativos a muertes por esta causa (ver Capítulo II), parecen indicar que el maltrato por 

parte de la pareja afecta en mayor medida a estas mujeres que a las españolas; y en tercer 

lugar, el Derecho Penal ha sido configurado como uno de los instrumentos fundamentales 

para la prevención y erradicación del maltrato en la pareja, incluso como uno de los 

requisitos fundamentales para el acceso a los recursos4. Por tanto, teniendo en cuenta que el 

número de mujeres inmigrantes en España tiene una tendencia creciente, que su riesgo de 

sufrir violencia de género es mayor que el de las nacionales, y que el sistema de justicia 

penal es uno de los principales recursos que el Estado ha previsto para su protección, se 

considera relevante analizar los factores que pueden aumentar el riesgo de las mujeres 

inmigrantes de sufrir maltrato, su acceso al sistema penal y la respuesta que éste les ofrece. 

 

La preocupación por la mayor vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes y su mayor riesgo 

de ser maltratadas por su pareja ha sido puesta de manifiesto por diversas instituciones 

públicas, que destacan la doble posición de desigualdad de estas mujeres por razón de 

género y por su condición de inmigrantes. A este respecto la Asamblea General de las 

Naciones Unidas, en la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, 

                                                
2 A este respecto cabe indicar que en España la inmigración es un fenómeno relativamente reciente (Aubarell 
– Ribas, 2000: 329). Los primeros flujos migratorios, estrechamente vinculados al crecimiento económico y al 
aumento de la demanda de mano de obra fuertemente masculinizada, se iniciaron a finales de los años 80 y 
comenzaron a ser más visibles en los 90 (Balado, 2008: 47; Göttsch, 2010: 292). Por otra parte, se ha indicado 
que el protagonismo de las mujeres en las migraciones no es un fenómeno reciente, ya que históricamente 
han migrado del campo a la ciudad en el país de origen, a nivel internacional y ‘patrilocal’, al instalarse en la 
localidad de su pareja (ver Juliano, 2010). Por otra parte, autoras como Holgado (2006: 175 y 178) han 
vinculado la globalización con la subordinación y la precariedad que sufren las mujeres inmigrantes al ser un 
refuerzo de los mecanismos de dominación patriarcal. 
3 Elaboración propia a partir de los datos publicados por el Instituto Nacional de Estadística. Última consulta 
realizada el 18 de julio de 2013: 
http://www.ine.es/jaxi/menu.do?type=pcaxis&path=%2Ft20%2Fe245&file=inebase&L=0 
4 En este sentido la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género (publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 313, de 29 de diciembre, p. 42.166 a 42.197), 
indica en su art. 23 que para el reconocimiento de los derechos en ella regulados se requiere haber obtenido 
una orden de protección a favor de la víctima, o en su defecto, un informe del Ministerio Fiscal en el que se 
indique que existen indicios de violencia.  



3 
 

aprobada en 1993, reconoce a las mujeres migrantes y pertenecientes a minorías como un 

grupo especialmente vulnerable, y en su art. 4.l. propone la adopción de medidas 

específicas dirigidas a erradicar la violencia ejercida hacia ese colectivo5. Asimismo, el Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (en adelante 

ACNUDH) recoge en algunas de sus resoluciones6 la especial vulnerabilidad de las mujeres 

inmigrantes ante la violencia, reconociendo que las distintas formas de intolerancia se 

manifiestan de forma diferenciada en estas mujeres, lo que puede dar lugar no solo al 

ejercicio de la violencia sino también a otras formas de limitación de sus derechos. En este 

sentido, la Declaración y Programa de Acción de Durban afirma que el racismo afecta más 

directamente a determinados grupos, como son las mujeres, y se insta a los Estados a que 

presten una especial atención a las cuestiones de género en las políticas de extranjería e 

inmigración (2002: 39, 51 y 93), en particular en el caso de ‘las mujeres víctimas de 

violencia conyugal’ (2002: 44). Por último, la Relatora Especial sobre Violencia contra la 

Mujer insta a los Estados en su Informe sobre la aplicación de la Resolución 60/251, a 

abordar la violencia contra la mujer en intersección con otras formas de desigualdad, entre 

otras cosas, escuchando ‘las diversas voces de mujeres dentro de las comunidades 

específicas’ (párrafo 72.c.iv).  

 

En el ámbito europeo destaca la Resolución del Parlamento Europeo, de 11 de junio de 

1986, sobre las Agresiones a la Mujer, en la que se dedica un apartado específico a las 

‘mujeres pertenecientes a minorías’ donde se advierte de la importancia de la normativa de 

extranjería (párrafo 44) y la necesidad de garantizar su acceso a la información (párrafos 13 

y 46). Asimismo, en lo que respecta a las agresiones ‘en el ámbito privado’, destaca la mayor 

                                                
5 En este misma línea, diversos informes y resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas han 
puesto de manifiesto los continuos abusos a los que se ven sometidas las mujeres inmigrantes, tanto en el 
ámbito laboral como en el ámbito ‘privado’, en los distintos países miembros. Así por ejemplo, según el 
Informe sobre Violencia contra las Trabajadoras Migratorias (A/58/161, de 17 de julio de 2003), Nueva 
Zelanda informó que había un número importante de mujeres, entre ellas trabajadoras migratorias, que eran 
víctimas de violencia por parte de su pareja, ante lo cual se reaccionó con la aprobación de la Ley contra la 
Violencia en el Hogar, en la que se regula la obtención del permiso de residencia de las personas víctimas de 
violencia familiar (párrafos 9, 14 y 24).  
6 Véanse a modo de ejemplo las siguientes Resoluciones: 
- 2002/58, sobre Violencia contra las Trabajadoras Inmigrantes  
- 2002/62, sobre los Derechos Humanos de los Inmigrantes 
- 2003/45, sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer 
- 2003/46, sobre los Derechos Humanos de los Inmigrantes 
- 2004/49, sobre Violencia contra las Trabajadoras Inmigrantes 
- 2005/47, sobre los Derechos Humanos de los Inmigrantes 
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vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes y la necesidad de que el sistema penal las proteja 

y salvaguarde su intimidad, así como prever una red de recursos sociales y económicos 

teniendo en cuenta sus necesidades específicas (párrafos 21 y 22). Por otra parte, en su 

Informe sobre la Inmigración Femenina: Papel y Situación de las Mujeres Migrantes en la 

Unión Europea, el Parlamento Europeo afirma que: ‘las mujeres inmigrantes están más 

expuestas a la violencia, psíquica y física, bien a causa de su dependencia económica y legal, 

bien porque las mujeres inmigrantes sin estatus legal son más vulnerables ante la violencia y 

la explotación sexual en el lugar de trabajo así como frente a las redes de trata de personas; 

considerando que, al carecer de estatuto legal en el territorio del Estado en que residen, las 

mujeres inmigrantes en situación irregular corren particularmente el riesgo de que se les 

denieguen sus derechos fundamentales y de convertirse aún más en victimas de 

discriminaciones y violencia en la vida cotidiana’, por lo que pide a los estados que 

informen a las mujeres de forma preventiva sobre sus derechos en el país de acogida 

(párrafo 9).  

 

Por último, en el ámbito nacional también se ha reconocido el mayor riesgo de las mujeres 

inmigrantes de sufrir violencia de género tanto en el art. 32 de la LO 1/2004, de 28 de 

diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género (en adelante 

LO 1/2004) como en diversos planes de igualdad y de prevención del maltrato contra la 

mujer en la pareja7. Asimismo, varias instituciones (Ministerio de Igualdad, 2008: 117) y 

organismos (Amnistía Internacional, 2003, 2005, 2007a) han reconocido su doble 

sometimiento a situaciones de desigualdad, su especial vulnerabilidad ante el maltrato y sus 

mayores dificultades para poner fin al mismo. 

 

En los documentos expuestos se reconoce el mayor riesgo que tienen las mujeres 

inmigrantes de sufrir violencia por parte de su pareja. Además del patriarcado y las 

relaciones asimétricas de poder entre hombres y mujeres, se apuntan diversos factores 

estructurales que pueden favorecer su mayor vulnerabilidad, como el estatus administrativo, 

la dependencia económica o las distintas situaciones de subordinación y desigualdad a las 

                                                
7 Véase el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género 2007-2008, (Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, 2006a: 8, 18, 19 y 20), el V Plan Estratégico para la Igualdad de Oportunidades 
2008-2011 (Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2008: 93) o más recientemente el Plan de Atención y 
Prevención de la Violencia de Género en la Población Extranjera Inmigrante 2009-2012 (Ministerio de 
Igualdad, 2009a). 
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que se ven sometidas estas mujeres en diferentes ámbitos. A este respecto cabe indicar que 

la barrera idiomática ha sido una de las variables que con mayor frecuencia se ha señalado 

como obstáculo para la integración social de las mujeres y su acceso a los recursos.  

 

En definitiva, teniendo en cuenta la mayor victimización de las mujeres inmigrantes en 

delitos de violencia de género y la preocupación institucional por este fenómeno, así como 

el crecimiento de las migraciones femeninas en España y el uso del Derecho Penal como 

una de las principales herramientas para la prevención y erradicación de este tipo de 

violencia, se considera oportuno el estudio de la exposición de estas mujeres a la violencia 

en la pareja y la adecuación de la respuesta del sistema penal español a sus necesidades y 

problemáticas específicas. 

 

Una vez expuestos los objetivos, las hipótesis y la justificación de este trabajo, es necesario 

realizar una breve puntualización sobre los dos conceptos centrales del mismo: ‘mujer 

inmigrante’8 y ‘violencia de género’. Por lo que respecta al concepto ‘mujer inmigrante’, 

cabe indicar que existen tres términos utilizados por la doctrina y en diversas 

investigaciones que pueden en ocasiones crear cierta confusión9: 

a) Mujeres extranjeras: el concepto de extranjería sirve para definir el estatuto jurídico de 

las personas que no tienen la nacionalidad española. Los extranjeros a su vez están 

divididos en dos subcategorías: comunitarios – procedentes de países miembros de la 

Unión Europea – y extracomunitarios – procedentes de países externos a la Unión 

Europea. Los extranjeros extracomunitarios están sometidos a un estatuto jurídico 

específico regulado por la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre los Derechos y Libertades 

de los Extranjeros en España y su Integración Social10 (en adelante Ley de Extranjería), a 

través del cuál se establece su régimen de vida en España, se reconocen sus derechos y 

obligaciones y se regula el ejercicio de los mismos y su acceso a los recursos. A este 
                                                
8 La dificultad de definir el concepto de inmigrante y determinar quién es un ‘inmigrante’ y cuándo deja de 
serlo se ha planteado en otros trabajos (Göttsch, 2010: 293 y 296). A este respecto Izquierdo (1991: 21-22) 
establece distintas acepciones que acompañan al concepto de inmigrante – irregular, indocumentado, 
clandestino e ilegal – cuya confusión en el uso de las mismas tanto en los medios de comunicación como en 
la doctrina y en la sociedad, puede contribuir a crear una imagen del inmigrante vinculada con la delincuencia 
y la inseguridad. 
9 En España el Colectivo IOÉ (2000: 167 y ss) realizó una clasificación de los distintos tipos de mujeres 
inmigrantes en función de criterios vinculados principalmente a la extranjería, la clase social y al grupo étnico 
o cultural al que pertenecen. Otros autores (Casal – Mestre, 2002: 202; Márquez, 2005: 195; Mestre, 2005a: 
140) también han puesto de manifiesto la diferencia entre los conceptos de extranjero e inmigrante. 
10 Publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 10, de 12 de enero de 2000 (p. 1139 - 1150). 
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respecto algunos autores (Casal – Mestre, 2002: 121; Gil, 2005: 121; Mestre, 2005a: 140) 

han indicado que esta subdivisión ha sido creada para hacer frente a la inmigración 

procedente de países no europeos a través de la limitación de sus derechos y libertades. 

b) Mujeres inmigrantes11: la condición de ‘inmigrante’ es una categoría sociológica que 

hace referencia a aquellas personas procedentes de países ‘pobres’ o en vías de 

desarrollo y que se establecen en España con un proyecto migratorio diverso, 

principalmente de carácter económico (Colectivo IOÉ, 2000: 167 y ss; Holgado, 2006: 

178). Según lo establecido por la doctrina sociológica (Izquierdo, 1991: 21 y ss; Delgado, 

2003: 14 y ss), este concepto tiene connotaciones negativas que varían en función de 

distintos criterios – cultura, religión, etnia, color de piel, clase social o nacionalidad – por 

lo que no todas las personas procedentes de otro país y que se establecen en España 

responderían a la categoría social de ‘inmigrante’, y al contrario, personas que han 

nacido en España, y que por tanto no serían en sentido estricto inmigrantes, pueden ser 

identificadas como tal, como es el caso de los denominados ‘inmigrantes de segunda 

generación’12.  

c) Mujeres pertenecientes a minorías étnicas13: son mujeres pertenecientes a ‘colectivos 

numéricamente inferiores al resto de la población de un Estado, en situación no 

dominante, cuyos miembros, súbditos del Estado, poseen desde el punto de vista étnico, 

religioso o lingüístico unas características que difieren del resto de la población y 

manifiestan al menos de modo implícito, un sentimiento de solidaridad al objeto de 

conservar su cultura, sus tradiciones, su religión o su idioma’ (Massó, 2008: 176-177). La 

pertenencia a una minoría étnica podría equipararse en ocasiones a la condición de 

inmigrante, ya que algunas de las características atribuidas a este colectivo se solapan 

(Medina, 2002: 209). Sin embargo, es importante destacar que las personas 

pertenecientes a minorías no necesariamente tienen que ser inmigrantes o extranjeras, 

sino que pueden ser nacionales. 

 

                                                
11 Algunos trabajos realizados en Estados Unidos definen a las mujeres inmigrantes como aquellas que no han 
nacido en Estados Unidos o que no tienen ascendencia norteamericana (Raj – Silverman, 2002). 
12 Se utiliza este término para hacer referencia a los descendientes de inmigrantes que han nacido y residen en 
el país de acogida. Para una crítica de este concepto ver Delgado (2003). 
13 Los derechos de las minorías están reconocidos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(art. 27), o de forma más explícita, en la Declaración sobre los Derechos de las Personas Pertenecientes a 
Minorías Nacionales o Étnicas, Religiosas y Lingüísticas. Respecto de la discusión sobre el concepto de 
minoría ver Massó (2008: 177 y ss). 
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Aunque con frecuencia estos conceptos se utilizan de forma indistinta, es conveniente 

tener en cuenta que el riesgo de sufrir violencia de género puede variar en función de si las 

mujeres son extranjeras, inmigrantes y/o pertenecientes a minorías étnicas, ya que la 

pertenencia a una o varias de esas categorías contribuye a definir su grado de integración 

social, su acceso a los recursos y su vulnerabilidad ante el maltrato, así como la respuesta 

que puedan recibir del sistema penal (Dupont – Sokoloff, 2005a). 

 

En España los datos recogidos sobre violencia de género hacen referencia al concepto 

jurídico de extranjero, diferenciando entre víctimas españolas y extranjeras, sin indicar su 

nacionalidad o si son inmigrantes o pertenecientes a una minoría. Esta circunstancia tiene 

dos consecuencias:  

a) En la categoría de ‘mujeres españolas’ pueden estar clasificadas aquellas que han 

obtenido la nacionalidad española pero que socialmente son identificadas como 

inmigrantes o pertenecientes a una minoría étnica, en cuyo caso podrían estar presentes 

variables que en la literatura comparada se han considerado de riesgo, como el 

aislamiento social o las barreas culturales (Stets, 1991; Mehrotra, 1999: 630-631; Raj – 

Silverman, 2002: 369 y 370; Dupont – Sokoloff, 2005a: 42). 

b) En la categoría ‘mujeres extranjeras’ se incluyen las comunitarias y aquellas que no 

residen en España, en cuyo caso la problemática derivada del estatus administrativo o de 

la pertenencia a una minoría étnica podría no estar presente.  

 

Por tanto, los datos de los que se dispone en España permitirían en principio analizar la 

incidencia de la ‘extranjería’ en la violencia de género, pero no cómo afecta la condición de 

inmigrante, el país de procedencia o la situación administrativa al riesgo de sufrir maltrato, 

factores que sí han sido considerados en diversos trabajos (Bui – Morash, 1999: 788; Lee, 

2000: 224 y ss; Raj – Silverman, 2002 : 374-376 ; Menjívar – Salcido, 2002: 901 y ss). En 

efecto las investigaciones realizadas hasta el momento en el ámbito comparado14 sobre las 

                                                
14 Uno de los primeros trabajos realizados en España analizó la situación de los inmigrantes en la 
Administración de Justicia (Calvo – Gascón – Gracia, 2002). Más recientemente se han llevado a cabo 
investigaciones sobre la victimización de los extranjeros (Tamarit et al., 2011) y otras específicas sobre las 
mujeres inmigrantes víctimas de violencia de género y la respuesta de los profesionales del sistema penal 
(Cubells et al., 2008 y 2010; Salazar, 2009; Gracia – Herrero – Lila, 2010). Otras autoras como Martínez 
Escamilla (2013) han analizado la situación los extranjeros irregulares desde una perspectiva de género, 
centrándose en la situación de las mujeres que se encuentran en los Centros de Internamiento para 
Extranjeros a la espera de ser expulsadas. 
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causas de la violencia de género y el análisis de la respuesta del sistema penal a colectivos 

específicos se centran fundamentalmente en grupos concretos de inmigrantes o minorías 

étnicas, por lo que en su caso el factor de riesgo vinculado al estatus administrativo y a la 

condición de extranjero no es el centro del análisis15. Ello puede deberse a que la mayoría 

de los trabajos a este respecto se han llevado a cabo en Estados Unidos, donde la posible 

respuesta diferencial por parte del sistema penal y el riesgo de sufrir violencia puede venir 

provocado en mayor medida por la pertenencia a una minoría étnica o la condición de 

inmigrante, mientras que el estatus migratorio sería en su caso una factor de vulnerabilidad 

que confluye con los anteriores. Dado que en España se desconoce el origen étnico de las 

víctimas y de los agresores o su condición de inmigrantes, resulta difícil establecer vínculos 

entre los datos disponibles y las investigaciones realizadas, así como extraer conclusiones al 

respecto. Sin embargo, a pesar de estos obstáculos, se considera que en el caso de España 

podría ser correcto asumir que las mujeres extranjeras que sufren violencia de género y que 

son detectadas por el sistema se corresponden en gran medida con mujeres inmigrantes o 

con mujeres pertenecientes a minorías étnicas. 

 

Así por ejemplo, del total de mujeres extranjeras que hicieron uso del servicio telefónico 

016 entre septiembre de 2007 y febrero de 2012, el 66,8% eran ecuatorianas, colombianas 

bolivianas, brasileñas, rumanas, peruanas, marroquís, paraguayas y argentinas (Ministerio de 

Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012a: 18-19). Asimismo, se ha indicado que, entre 

2003 y 2009, el 50,7% de las víctimas mortales de origen extranjero procedían de países 

latinoamericanos, el 12,7% de países de África y el 6,3% de países europeos no 

pertenecientes a la Unión Europea (Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 

2010b: 64). Si bien se desconocen las condiciones de la migración de cada una de las 

mujeres que han sufrido violencia de género, de los datos expuestos se podría inferir que, 

aunque la información ofrecida por las instituciones oficiales hace referencia a la 

nacionalidad en un sentido dicotómico – diferenciando entre españolas y extranjeras – y no 

a la condición de inmigrante, las víctimas extranjeras responden en un alto porcentaje a la 

categoría de mujeres inmigrantes.  

 

                                                
15 Abraham (1995), Bograd (1999), Mehrotra (1999), Lee (2000), Raj – Silverman (2002), Menjívar – Salcido 
(2002), Bui (2003), Benson et al. (2004), Caetano – Field (2004), Dupont – Sokoloff (2005a), Hazen – Soriano 
(2007), Raghavan et al. (2009). 
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Asimismo, se podría considerar que las mujeres inmigrantes en España conforman las 

minorías étnicas en base a las cuales se han desarrollado los trabajos en la literatura 

comparada16. Según los datos del Instituto Nacional de Estadística17, a 1 de enero de 2013, 

el 76,9% de las extranjeros proceden de países ajenos a la Unión Europea – sin tener en 

cuenta Rumanía y Bulgaria. La distribución de este 76,9% según su lugar de procedencia es 

la siguiente: 

 
Gráfico 1: Distribución de las mujeres extranjeras extracomunitarias por lugar de procedencia18 (2013) 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos publicados en el Instituto Nacional de Estadística 

 

                                                
16 Las investigaciones realizadas a este respecto se han centrado principalmente en cuatro categorías: 
- Negras / Afroamericanas (Hampton – Gelles, 1994; Axelrod et al., 2000; Bhattacharjee, 2001; Allad, 2005; 

Parmar – Sampson, 2005; Smith, A. 2005; Smith, B.V. 2005; Taft et al., 2009). 
- Árabes (Abu-ras, 2007; Kulwicki et al., 2010) . 
- Asiáticas (Huey-long Song, 1992; Abraham, 1995; Bui – Morash, 1999; Mehrotra, 1999; Lee, 2000; Tran – 

Des Jardins, 2000; Bui, 2003; Raj – Silverman, 2003; Gill, 2004; Morash et al., 2007; Kim-Goh – Baello, 
2008; Ahmad et al., 2009; Anitha, 2010; Ismail, 2010). 

- Latinas (Kantor – Jasinski – Aldarondo, 1994; Perilla, 1999; Dutton et al., 2000; Hazen – Soriano, 2007; 
Klevens et al., 2007; Vidales, 2010; Villalón, 2010; Macy – Rizo, 2011). 

17 Los datos presentados a continuación son de elaboración propia, a partir de la información publicada por el 
Instituto Nacional de Estadística, consultada el 15 de julio de 2013: 
http://www.ine.es/jaxi/tabla.do?path=/t20/p321/serie/l0/&file=01003.px&type=pcaxis&L=0  
18 Cabe indicar que del 29,9% de extranjeras de origen sudamericano las nacionalidades más comunes son la 
ecuatoriana y la colombiana y que el 83,6% de las mujeress procedentes de Rumanía y Bulgaria son rumanas. 
La mayor presencia de extranjeras de Centroamérica y América del Sur en España podría deberse al uso de la 
misma lengua, mientras que en el caso de las procedentes de Marruecos su mayor representación podría 
explicarse por la cercanía de ambos territorios. 

29,9% 

23,4% 
4,9% 

21,7% 

9,4% 

9,5% Centro y Sur de América 

Rumanía/Bulgaria 

Otros países del Europa 

Marruecos 

Otros países de África 

Asia 

Oceanía y Norteamérica  
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Por tanto, asumiendo el sesgo que supone que un porcentaje de las mujeres extranjeras 

víctimas de violencia de género que son detectadas por el sistema penal pueden no 

responder a la categoría social de inmigrante, a lo largo de este trabajo se utilizarán los 

términos ‘extranjera’, ‘inmigrante’ y ‘perteneciente a una minoría étnica’ para hacer 

referencia a aquellas mujeres procedentes de países pobres o en vías de desarrollo que se 

establecen en España con un proyecto migratorio económico.  

 

Por lo que respecta al concepto de ‘violencia de género’, la Declaración sobre la 

Eliminación de la Violencia sobre la Mujer utiliza el término ‘violencia contra la mujer’ para 

hacer referencia a: 

 

Todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o 
pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico 
para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación 
arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida 
privada (art. 1, Declaración sobre la Eliminación de la Violencia sobre la 
Mujer) 

 

La Resolución 2003/45 (ACNUDH) añade además lo siguiente:  

 

Incluida la violencia doméstica, los delitos cometidos por cuestiones de honor, 
los crímenes pasionales, la trata de mujeres y niñas, las prácticas tradicionales 
nocivas para la mujer, incluida la mutilación genital femenina, el matrimonio 
precoz y forzado, el infanticidio de niñas, los actos de violencia y los asesinatos 
relacionados con la dote, los ataques con ácido y la violencia relacionada con la 
explotación sexual comercial y con la explotación económica (Resolución 
2003/45, ACNUDH) 

 

En consecuencia, en el ámbito internacional la violencia de género se identifica con la 

violencia que sufren las mujeres por el hecho de ser mujeres. En España, la LO 1/2004 

recoge en las primeras líneas de su Exposición de Motivos este aspecto, indicando que ‘se 

trata de una violencia que se dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser 

consideradas, por sus agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y 

capacidad de decisión’, por lo que continúa manteniendo la idea de ‘violencia estructural 

fundada en normas y valores sociales que encuentra su fundamente en las relaciones 

desiguales y jerarquizadas entre los sexos’ (Añón – Mestre, 2005: 35). Sin embargo, a pesar 

de este referente internacional, la ley finalmente adopta un enfoque reduccionista 
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(Laurenzo, 2007: 38-39), al identificar en el objeto de la ley la violencia de género con la 

ejercida por el hombre contra la mujer en el ámbito de la pareja o ex-pareja (art. 1 LO 

1/2004).  

 

El objeto de este trabajo es el análisis de la ‘violencia contra la mujer en el ámbito de la 

pareja’. Para evitar el uso reiterado de la misma terminología se utilizarán indistintamente 

las expresiones ‘violencia de género’, ‘violencia contra la mujer en la pareja’ y ‘maltrato’, 

siguiendo el criterio utilizado por la LO 1/2004.  

 

Sin embargo, a pesar de no ser analizado en esta tesis, cabe recordar que las mujeres 

inmigrantes están más expuestas a sufrir diferentes tipos de victimización por el hecho de 

ser mujeres e inmigrantes, como violencia sexual a lo largo del proceso migratorio (Médicos 

sin Fronteras, 2010) o en los Centros de Internamiento para Extranjeros19, la trata de 

mujeres y niñas20 (Amnistía Internacional, 2009), la mutilación genital femenina (véase en 

España Kaplan et al., 2006; Vázquez, 2010; en el ámbito comparado ver Guiné – Moreno, 

2007), la violencia relacionada con la explotación laboral21, los delitos cometidos por 

                                                
19 A este respecto cabe indicar que en España están imputados cinco policías por abusos sexuales a mujeres 
internas en el Centro de Internamiento para Extranjeros de Málaga, afirmando los abogados de las víctimas 
que ‘aquellas mujeres que no participaban en las fiestas salvajes eran duramente reprendidas. Eran insultadas y 
amenazadas antes de ser devueltas a sus celdas’ (consulta realizada el 19 de julio de 2013: 
http://periodismohumano.com/migracion/juicio-a-las-fiestas-con-abusos-sexuales-en-cie-de-malaga-siete-
anos-despues.html). Asimismo, un subinspector del Cuerpo Nacional de Policía fue condenado a 9 años de 
prisión por un delito de agresión sexual con prevalimiento contra una mujer venezolana en situación irregular, 
y a doce meses de prisión por dos delitos de abuso sexual contra dos mujeres ecuatorianas, todos ellos con la 
concurrencia de la circunstancia atenuante analógica de anomalía o alteración psíquica y de la atenuante de 
reparación del daño (Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, 370/2012, de 20 de septiembre de 
2012). En ambos casos, según se indica en los hechos probados, el condenado hacía uso de su placa para 
pedir la documentación de las mujeres y les indicaba que podrían ser expulsadas del país si denunciaban los 
hechos. 
20 Por lo que respecta a la explotación sexual de las mujeres inmigrantes en España se ha indicado que entre el 
70% y el 90% de las inmigrantes que se prostituyen no tienen papeles, por lo que están más expuestas a sufrir 
situaciones de desigualdad y a la explotación, aumentando con ello su vulnerabilidad ante la violencia 
(Holgado, 2006: 182). Sobre la discusión acerca de si las mujeres inmigrantes representan la mayor parte de 
las trabajadoras sexuales o si ello se debe a que están más visibilizadas ver Cuenca (2006), López (2007: 109-
114) o Maqueda (2008: 86 y ss). Sobre la confusión entre tráfico y trata de personas y la identificación de las 
mujeres inmigrantes con víctimas ver López – Mestre (2005), Doezema (2004) Juliano (2004), Mestre (2004, 
2005b y 2005c) o Maqueda (2008). Por último, para un estudio más exhaustivo de cómo la victimización de 
las mujeres inmigrantes y su necesidad de protección son argumentos utilizados para justificar políticas de 
control que finalmente afectan negativamente a estas mujeres ver Casal – Mestre (2002: 154), Arango (2003), 
Doezema (2004: 159-160), Arella et al. (2007: 109 y 113), Maqueda (2007: 16 y 2008: 88), Holgado (2008a: 7), 
Göttsch (2010: 289-290). 
21 La Relatora Especial de los Derechos Humanos de los Inmigrantes (Consejo Económico y Social, 2004) 
indica que las mujeres inmigrantes que trabajan en el servicio doméstico tienen mayor riesgo de verse 
sometidas a prácticas de abusos sexuales por parte de los empleadores y/o sus familiares. En España el 
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cuestiones de honor, el matrimonio precoz y forzado, los actos de violencia relacionados 

con la dote, los ataques con ácido, o aquella violencia perpetrada por la sociedad22 por 

razón de etnia o religión23 (Berlabi, 2000: 37-39; Nash, 2000; Hadj, 2009). 

  

                                                                                                                                          
Gobierno Vasco (2011: 83-92) ha publicado una investigación realizada sobre las agresiones sexuales en el 
ámbito laboral, en el que dedica un apartado específico a las mujeres migrantes.  
22 A este respecto algunas investigaciones realizadas en el ámbito comparado han destacado los prejuicios 
sociales hacia las mujeres inmigrantes que se casan con hombres nacionales – ya sean descendientes de 
inmigrantes o no – contrayendo ‘matrimonios de conveniencia’, en cuyo caso, a pesar de que sea el hombre 
quien busque una ‘mujer más tradicional’, socialmente ellas son culpabilizadas por ‘aprovecharse’ de las 
ventajas económicas del país de destino o de su sistema social (Menjívar – Salcido, 2002: 906; Raj – 
Silverman, 2002: 371 y 374). 
23 Véase a modo de ejemplo el caso detectado en Francia en el que una mujer fue condenada por agredir a 
una ciudadana de los Emiratos Árabes que llevaba un burka (noticia consultada el 15 de julio de 2013: 
http://www.lemonde.fr/societe/article/2010/11/04/un-mois-de-prison-avec-sursis-pour-avoir-arrache-un-
niqab_1435584_3224.html?xtmc=burqa&xtcr=3) 
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CAPÍTULO I. IMPACTO DE LA INMIGRACIÓN EN EL DISCURSO Y LAS 

POLÍTICAS PÚBLICAS SOBRE VIOLENCIA DE GÉNERO EN ESPAÑA 

 

La violencia de género ha entrado en el debate público como problema social en época 

relativamente reciente (Medina, 2002: 25). En el ámbito internacional el logro de su 

visibilización se atribuye principalmente al ‘movimiento de las mujeres maltratadas’24, 

iniciado en los años 60 y apoyado por otras plataformas sociales, como el ‘movimiento de 

defensa de las víctimas’, debido a su coincidencia temporal y su base reivindicativa (Yllö, 

1988: 28 y 1994: 213; Abraham, 1995: 455; Kanuha, 1996: 35; Medina, 2002: 25-26; 

Shapiro, 2002: 27; Hoyle, 2007: 146; Threlfall, 2009: 40-41; Valcárcel, 2009: 177). En lo que 

respecta a la violencia contra la mujer en la pareja, los primeros resultados del movimiento 

de mujeres maltratadas se produjeron en el ámbito político25, mientras que la toma de 

conciencia social sobre el maltrato fue posterior, cuando pasó a considerarse un problema 

público. Así, las reivindicaciones de esta acción social consiguieron sacar a la luz pública la 

violencia de género e impulsar reformas para su tratamiento legal.  

 

En España, dada la particular situación socio-política vivida en este periodo y las 

dificultades a las que se enfrentó la lucha feminista durante la dictadura franquista, los 

primeros avances por la erradicación de los malos tratos comenzaron a percibirse con más 

de una década de retraso respecto a los países de nuestro entorno (Valiente, 1996: 30). En 

el ámbito político los primeros efectos se reflejaron con la constitución de la Comisión de 

Investigación de los Malos Tratos en 1982, compuesta por quince mujeres profesionales 

con el objetivo de concienciar a la sociedad y la clase política sobre la violencia de género, y 

con la creación por parte del primer gobierno socialista del Instituto de la Mujer en 1983 

(Miller – Barberet, 1994: 924 y 931; Pelayo, 2009: 128; Toboso, 2009: 91) 26. Sin embargo, la 

mayor atención social tuvo lugar a finales de la década de los 90, tras el asesinato de Ana 

Orantes (ver Medina, 2002: 37 y ss), cuando la violencia contra la mujer en la pareja dejó de 
                                                
24 Para un análisis sobre el tratamiento de la etnia de las víctimas dentro del ‘movimiento de mujeres 
maltratadas’ en Estados Unidos ver Kanuha (1996). 
25 Véase a este respecto en Estados Unidos la Violence Against Women Act, aprobada en 1994, o la Family 
Law Act, aprobada por el Gobierno de Gran Bretaña en 1996 y que sentó las bases de la actual Domestic 
Violence, Crime and Victims Act (2004). Para un análisis del tratamiento legal de la violencia de género en el 
Reino Unido ver Hoyle (1998: 2-7). 
26 Threlfall (2009: 40 y ss) indica que las organizaciones de mujeres contribuyeron a visibilizar estos nuevos 
organismos y a aumentar su legitimidad, afirmando incluso que fueron estos grupos de mujeres los que ‘re-
descubrieron la violencia en el hogar … ayudándoles a tomar conciencia de este problema “invisible”’. 



14 
 

considerarse un problema gestionado dentro del ámbito privado para ser tratado como un 

asunto de interés general, pasando a un primer plano mediático y social. 

 

De acuerdo con lo indicado por la doctrina (Medina, 2002: 37 y ss; Laurenzo, 2008: 329-

330), el asesinato de Ana Orantes supuso un cambio en la consideración de la violencia de 

género y los medios de comunicación comenzaron a dar prioridad a las noticias vinculadas 

al maltrato contra la mujer en la pareja (Barata, 2005: 58; Varela, 2006)27. Esto pudo influir 

en la toma de conciencia social sobre la existencia y la gravedad de este tipo de violencia, 

como muestra el Barómetro del Centro de Investigaciones Sociológicas de marzo de 2004, 

en el que la violencia contra la mujer pasó a situarse entre los cinco problemas que más 

preocupaba a la sociedad española28. Asimismo, pudo favorecer que el tratamiento de este 

tipo de violencia se incluyese en la agenda política como un problema relevante29 

(Laurenzo, 2007: 314). 

 

A continuación se analizan las reformas legislativas y los diversos planes de prevención y 

sensibilización que fueron aprobados para el tratamiento de la violencia de género en 

España en este contexto sociopolítico, así como los organismos específicos encargados de 

estudiar el impacto de la violencia contra la mujer en el ámbito de la pareja. 

 

 

 

                                                
27 En este sentido, Barata (2005: 58) indica que durante el primer trimestre de 1997 en el diario El País se 
publicaron 24 noticias sobre violencia de género, mientras que en el mismo periodo de 1998 se publicaron 73. 
A este respecto, el autor afirma que los medios de comunicación han contribuido a que la violencia de género 
se haya incluido en la agenda política, e incluso a la aprobación de reformas penales y a la movilización de las 
víctimas (Barata, 2005: 59-60). Sobre la relación de la ‘agenda’ política y la mediática en el ámbito penal y el 
tratamiento de la delincuencia ver Soto (2005) y García Arán – Peres (2009). 
28 El Centro de Investigaciones Sociológicas incluye por primera vez ‘La violencia contra la mujer’ como una 
de las posibles categorías que pueden indicar los ciudadanos en su Barómetro de septiembre del año 2000, en 
el que este tipo de violencia aparece como la decimonovena preocupación de los españoles (de un total de 
veintisiete posibles respuestas). Desde entonces la preocupación de los españoles por este fenómeno fue en 
constante aumento, hasta llegar a ocupar el quinto puesto en marzo de 2004. A partir de entonces ha ido 
descendiendo hasta encontrarse en Febrero de 2011 en el puesto diecisiete, cercano a las posiciones del año 
2000, y bajar en Diciembre de 2012 al puesto veintiséis (de entre treinta y tres posibles respuestas), siendo un 
0.4 de los españoles los que manifestaron su preocupación por la violencia contra las mujeres (Última 
consulta realizada el 8 de enero de 2013: http://www.cis.es/cis/opencm/ES/11_barometros/index.jsp).  
29 Bajo mi punto de vista, este interés social por la violencia de género pudo favorecer que, además de ser un 
problema de preocupación política, como ya venía ocurriendo desde los años 80, pasase a ser un tema de 
interés electoral, aumentando así la actividad política y legislativa en este ámbito. Véase esta idea respecto del 
uso del Derecho Penal con fines electorales en Larrauri (2006: 15) y García Arán – Peres (2009: 285). 
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1. Violencia de género en España: visibilidad de un problema y reformas penales 

La primera reforma legal en materia de violencia de género30 se llevó a cabo mediante la LO 

3/1989, de 22 de junio, de Actualización del Código Penal31, a través de la cual se creó el 

delito de violencia doméstica habitual regulado en el art. 425 CP (Miller – Barberet, 1994: 

932; Valiente, 1996: 33; Medina, 2002: 36; Larrauri, 2007a: 60-61; Maqueda, 2007: 5-6; 

Antón – Larrauri, 2009: 4). Seis años más tarde se promulgó la LO 10/1995, de 23 de 

noviembre, del Código Penal32, por la que se introdujo una nueva modificación del delito 

de violencia habitual según la cual este delito pasaba a regularse en el art. 153 CP y a 

castigarse con una pena de hasta tres años de prisión. Sin embargo, no se modificaron 

aspectos básicos como la inclusión de la violencia psíquica en la conducta típica (Arroyo – 

Muñoz, 1993: 145; Cuello, 1993: 12; Cervelló, 1994: 56), lo que contribuyó a reavivar las 

críticas de la doctrina y de los grupos de mujeres33, no solo hacia el legislador, sino también 

hacia los profesionales del sistema penal – policía, jueces y fiscales, principalmente –, a 

quienes acusaban de no aplicar las leyes y de favorecer en esta materia el asentamiento de 

un ‘Derecho Penal simbólico’ (Valiente, 1996: 30; Medina, 2002: 26; Maqueda, 2007: 6).  

 

Esta situación propició la promulgación de nuevas reformas legislativas34 encaminadas a un 

mayor uso del Derecho Penal (Laurenzo, 2006b: 79 y ss), hasta que en el año 2003 se 

                                                
30 Para un análisis más amplio de las sucesivas reformas en materia de malos tratos a nivel general y las críticas 
que suscitaron ver Asúa (2004), Benítez (2004), Boix – Martínez (2005), Martínez (2005), Muerza et al. (2005), 
Boldova – Rueda (2006), Larrauri (2007a: 59-62) Laurenzo (2003 y 2005).  
31 Publicada en el Boletín Oficial del Estado, núm. 148, de 22 de junio de 1989 (p. 19.351 a 19.358). 
32 Publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 281, viernes 24 de noviembre de 1995 (p. 33.987- 
35.058). 
33 Se realizaron asimismo reivindicaciones por parte de algunos grupos políticos e instituciones públicas para 
exigir reformas legales en esta materia, como las llevadas a cabo por el Defensor del Pueblo (1998). 
Asimismo, el Consejo General del Poder Judicial (2001) incidía en la necesidad de reformas más punitivas 
para prevenir la violencia contra la mujer (para un análisis más exhaustivo ver Maqueda, 2007: 20 y ss). Es 
importante mencionar a este respecto que una parte de la judicatura y algunos partidos políticos, como el 
PSOE, consideraban que los instrumentos legales existentes eran suficientes y que había que trabajar para 
garantizar su aplicación y la protección de las mujeres (Medina, 2002: 39-40). 
34 Algunas de las reformas legales más relevantes desde 1995 han sido las siguientes:  
- LO 11/1999, de 30 de abril, de modificación del Título VIII del Libro II del Código Penal, publicada en el 

Boletín Oficial del Estado, número 104, de 1 de abril de 1999 (p.16.099 – 16.102);  
- LO 14/1999, de 9 de junio, de modificación del CP de 1995, en materia de protección de las víctimas de 

malos tratos y de la LECr, publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 138, de 10 de junio de 1999 
(p.22.251 – 22.253);  

- Ley 38/2002, de 24 de octubre, de reforma parcial de la LECr para el enjuiciamiento rápido e inmediato de 
determinados delitos y faltas, y de modificación del procedimiento abreviado, publicada en el Boletín Oficial 
del Estado, número 258, de 28 de octubre de 2002 (p. 37.778 – 37.795);  

- Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica, 
publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 183, de 1 de agosto de 2003 (p. 29.881 – 29.883);  
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aprobó la LO 11/2003, de 29 de septiembre, de Medidas Concretas en Materia de 

Seguridad Ciudadana, Violencia Doméstica e Integración Social de los Extranjeros35, por la 

que la violencia habitual pasa a regularse en el art. 173CP y el maltrato ocasional en el 

ámbito de la pareja pasa a ser un delito regulado en el art. 153 CP, contemplándose la 

privación de libertad en prisión como una de las penas principales para la sanción de esta 

conducta36.  

 

El proceso reformista culminó en el año 2004 con la promulgación de la LO 1/2004, de 28 

de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, en la que 

se define por primera vez en España la violencia contra la mujer en la pareja como 

‘violencia de género’37, centrándose entonces la atención en este fenómeno y en las víctimas 

del mismo, y dejando a un lado la violencia acontecida dentro del ámbito doméstico hacia 

otras mujeres de la familia o la ejercida contra las mujeres por otras personas que no son su 

pareja o ex-pareja o en otros ámbitos, como el laboral38.  

 

Contrariamente a lo esperado si se tiene en cuenta el apoyo prácticamente unánime que 

había recibido durante su proceso de aprobación, la LO 1/2004 generó un rechazo por 

parte de distintos estamentos sociales, políticos y profesionales39. Desde la doctrina 

penalista se ha indicado que la LO 1/2004 no deja claro cuál es el fundamento y la 

justificación de una mayor protección penal a la mujer pareja, ni cuál es exactamente el bien 

                                                                                                                                          
- LO 15/2003, de 25 de noviembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 

Código Penal, publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 283, de 26 de noviembre de 2003 (p. 
41.842 – 41.875). 

35 Publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 234, de 30 de septiembre de 2003 (p. 35.398 – 35.404). 
36 Para un análisis más exhaustivo ver Martínez (2005), Muerza et al. (2005), Boldova – Rueda (2006), Larrauri 
(2007a), Antón – Larrauri (2009).  
37 Sobre el uso de los términos violencia doméstica o familiar y violencia de género ver Asúa (2004), Laurenzo 
(2005), Armendáriz – Mirat (2007), Larrauri (2007a), Ramos (2008), Martínez (2009). Respecto del uso de 
‘violencia de género’ en la jurisprudencia ver Asúa (2010: 84).  
38 La LO 1/2004 continúa insistiendo en reforzar el Derecho Penal para luchar contra la violencia en la 
pareja, sin embargo, tiene un carácter integral que a su vez impulsa el desarrollo de una intervención en otros 
ámbitos como el educativo, sanitario o social (Laurenzo, 2007: 35). 
39 A pesar de que la LO 1/2004 se aprobó con el consenso y apoyo de todas las agrupaciones políticas, parte 
de la doctrina advertía de los riesgos de aprobar una ley con pretensiones de erradicación de la violencia. En 
esta línea, Per Stangeland puso de manifiesto que ‘cuando se proclaman metas que nunca se van a alcanzar, 
como la erradicación de todas formas de malos tratos familiares, lo único que se consigue a largo plazo será 
un desprecio hacia movimientos feministas, contra la clase política, la justicia y las leyes’ (Stangeland, 2005: 
258). Sin embargo, a pesar de que las críticas a la LO 1/2004 y al discurso oficial se han realizado desde 
diferentes ámbitos, como se verá a lo largo de este apartado, algunas organizaciones de mujeres han 
considerado dichas objeciones como un reflejo de la resistencia social a la igualdad efectiva de los sexos (ver 
Laurenzo, 2007: 36-37 y 2008: 332, np. 14). 
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jurídico protegido (Corcoy, 2005: 1.234; Maqueda, 2006: 178; Larrauri, 2007a: 99). En su 

Exposición de Motivos esta ley define la violencia de género como ‘una violencia que se 

dirige sobre las mujeres por el hecho mismo de serlo, por ser consideradas, por sus 

agresores, carentes de los derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión’. 

Sin embargo, su art. 1 define como objetivo de la ley ‘actuar contra la violencia que, como 

manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de 

los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por parte de quienes sean o hayan sido 

sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por relaciones similares de 

afectividad, aun sin convivencia’, lo que supone una cierta confusión en cuanto a los 

conceptos y al objeto de tutela. Asimismo, el hecho de que además de a la mujer pareja se 

incluya en el abanico de sujetos protegidos a los ‘especialmente vulnerables’, aumenta las 

dudas sobre cuál es el objeto de protección de la LO 1/2004 (Asúa, 2004: 203; Maqueda, 

2006: 178 y ss).  

 

Por otra parte, desde el ámbito penal se ha criticado la dificultad de valorar el elemento 

subjetivo incorporado en el art. 1.1. de la LO 1/2004, esto es, que la violencia sea 

manifestación de la discriminación, la desigualdad y las relaciones de poder de los hombres 

sobre las mujeres (Consejo General del Poder Judicial, 2004: 43-44; Gimbernat, 2004; 

Maqueda, 2006: 177 y 179; Larrauri, 2007a: 43-44 y 100). En principio, el requisito de que 

exista una voluntad de subordinar o controlar a la mujer no está contemplado de forma 

explícita en los tipos penales vigentes40, lo que permite que su aplicación sea automática en 

casos en los que la víctima sea la mujer pareja o ex-pareja. No obstante, el mencionado art. 

1.1 LO 1/2004, permite que se interprete que es necesario exigir la intencionalidad de 

subordinación para su aplicación. En este sentido desde los primeros años de aplicación de 

la norma se puso de manifiesto una divergencia entre aquellas Audiencias Provinciales que 

abogaban por no contemplar como violencia de género aquellos casos en los que no 

quedara probado el elemento subjetivo de intención de subordinación y manipulación por 

parte del hombre, por ejemplo en supuestos de agresiones mutuas41, y aquellas que 

                                                
40 Para una revisión crítica de la ‘exigencia de intencionalidad manifiesta de machismo’ y las tendencias 
jurisprudenciales al respecto ver (Heim et al., 2012: 136-138). 
41 Véanse a este respecto las Sentencias de la Sección 2ª Audiencia Provincial de Castellón, número 377/2007, 
de 18 de septiembre de 2007, y número 33/2008, de 24 de enero de 2008, la Sentencia de la Sección 1ª de la 
Audiencia Provincial de las Palmas de Gran Canaria, número 76/2007, de 9 de febrero de 2007, las Sentencias 
de la Sección 20ª de la Audiencia Provincial de Barcelona, número 1252/2008, de 20 de noviembre de 2008 y 
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consideraban que este elemento subjetivo no debe ser exigido cuando la agresión sea 

ejercida por el hombre contra la mujer pareja o ex-pareja, en cuyo caso se presume la 

situación de desigualdad42.  

 

A este respecto la Sala 2ª de lo Penal del Tribunal Supremo en su STS 58/2008, de 25 de 

enero de 2008, estimó que era necesaria la concurrencia de ‘una intencionalidad en el actuar 

del sujeto activo del delito, que se puede condensar en la expresión actuar en posición de 

dominio del hombre frente a la mujer para que el hecho merezca la consideración de 

violencia de género’. En pronunciamientos el Tribunal Supremo parece corroborar con 

mayor contundencia este aspecto, como puede observarse en las STS 654/2009, de 6 de 

junio de 2009 y 1177/2009, de 24 de noviembre de 2009. Sin embargo, ha dictado 

asimismo sentencias en sentido contrario, como la STS 510/2009, de 12 de mayo de 2009, 

en la que se indica que ‘conforme a la literalidad del art. 153.1 del Código Penal [...] parece 

fuera de dudas que golpear a la persona con la que se mantiene una relación de afectividad 

[...] integra el delito allí descrito’. Es por ello que desde la judicatura se ha considerado que 

la cuestión está lejos de estar resuelta, como se observa en lo expresado por la Sección 4ª de 

la Audiencia Provincial de Sevilla: 

 

No puede decirse, sin embargo, que exista en este momento una jurisprudencia 
consolidada del Tribunal Supremo en la materia que obligue, si más no por 
razones de seguridad jurídica e igualdad en la aplicación de la ley penal, a dar por 
definitivamente resuelta la controversia que al respecto divide a la praxis judicial 
(Sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla, número 613/2010, de 29 de 
noviembre de 2010). 

 

Por último, en lo que respecta a las observaciones realizadas por la doctrina penal, es 

importante destacar la repercusión que ha tenido en el debate la discusión acerca de la 

creación por parte de la LO 1/2004 de un ‘Derecho Penal de autor’ (Del Rosal, 2005: 328; 

Acale, 2006b: 216), ya que a través de esta ley se reforma nuevamente el art. 153 CP, y se 

eleva la pena en función del sexo del agresor y de la víctima. Así, ante una misma conducta 

lesiva, cuando el agresor es hombre y la víctima la mujer pareja o ex-pareja la pena privativa 

                                                                                                                                          
1363/2009, de 15 de octubre de 2009, o la Sentencia de la Sección 2ª Audiencia Provincial de Albacete, 
número 133/2009, de 2 de junio de 2009.  
42 Véanse las Sentencias de la Sección 4ª de la Audiencia Provincial de Sevilla, número 507/2008, de 23 de 
octubre de 2008, y número 613/2010, de 29 de noviembre de 2010, o la Sentencia de la Sección 4ª de la 
Audiencia Provincial de Tarragona, número 128/2009, de 25 de abril de 2009. 
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de libertad que se puede imponer es de seis meses a un año, mientras que cuando la víctima 

es el hombre el margen en la pena impuesta puede ser de tres meses a un año (ver Consejo 

General del Poder Judicial, 2004: 18 y 44 y ss; Laurenzo, 2005: 17-19; Larrauri, 2007a: 110 y 

ss; Asúa, 2010: 77, np. 10). 

 

Además de las objeciones realizadas por un sector de la doctrina penalista, una parte de la 

judicatura también se manifestó disconforme con las reformas llevadas a cabo en el ámbito 

de la violencia de género (ver Corcoy, 2005: 1.233 y ss; Laurenzo, 2008: 331; Larrauri, 

2009). En un primer momento las críticas se centraron en la LO 11/2003 (Laurenzo, 2007: 

41 y ss). Parte de la judicatura consideró que a través de la conversión del maltrato 

ocasional en delito se infringía el principio de proporcionalidad de la penas, al ser ‘excesiva 

la cuantía o extensión de la pena en relación con la entidad del delito’, por lo que se 

interpusieron dos cuestiones de inconstitucionalidad43. De acuerdo a lo expuesto por el 

Fiscal General del Estado, ambas cuestiones de inconstitucionalidad fueron desestimadas 

por el Tribunal Constitucional por considerarse ‘notoriamente infundadas’44, ya que: los 

bienes jurídicos protegidos y los fines de protección de la norma no están 

constitucionalmente proscritos y son socialmente relevantes, la pena aplicada es 

cualitativamente adecuada para conseguir la desaparición de este tipo de maltrato y la 

previsión de los trabajos en beneficio de la comunidad como pena principal permite 

adecuar la pena impuesta a la gravedad del hecho (Laurenzo, 2007: 42-43 y 2008: 336).  

 

Tras la reforma del art. 153 CP llevada a cabo por la LO 1/2004, las críticas de la judicatura 

se centraron en la consideración de que este precepto infringía el principio de igualdad al 

castigar conductas idénticas con mayor pena en función del sexo del agresor (Laurenzo, 

2006b: 80 y ss). Numerosas cuestiones de inconstitucionalidad han sido interpuestas contra 

la LO 1/2004 en este sentido, sin embargo, el Tribunal Constitucional declaró 

constitucional el art. 153 CP a través de la STC 59/2008, de 14 de mayo de 2008 (para un 

análisis más exhaustivo de la discusión ver Larrauri, 2009).  

 

                                                
43 La primera de ellas fue presentada por el Juzgado de Instrucción número 1 de Sant Viçent del Raspeig, con 
oposición del Ministerio Fiscal, y la segunda fue planteada por el Juzgado de lo Penal número 12 de Valencia, 
también con la oposición del Ministerio Fiscal. 
44 ATC 233/2004, de 7 de junio de 2004 y el ATC 332/2005, de 13 de septiembre de 2005. 
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Por otra parte, además de las críticas realizadas por una parte de la doctrina penalista y la 

judicatura, un sector del feminismo45 también ha mostrado su desacuerdo con algunos 

aspectos de la LO 1/2004, como es la definición de violencia descrita en la misma. Así, 

como se ha indicado, en su Exposición de Motivos esta ley describe la violencia de género 

como aquella violencia que sufren las mujeres por el hecho mismo de ser mujeres, por lo 

que debería incluir, además de la violencia en la pareja, otros tipos de violencia contra las 

mujeres como la prostitución forzosa, la trata de personas, la mutilación genital femenina o 

la violencia sexual. Sin embargo, la LO 1/2004 finalmente acaba reduciendo su ámbito de 

aplicación únicamente a la protección de la mujer pareja, dejando fuera a todas las demás 

mujeres, tanto en el ámbito privado (madres, hijas o hermanas) como público (víctimas de 

trata, de violencia sexual o de acoso sexual en el ámbito laboral, entre otras) (Duran, 2004: 

12; Corcoy, 2005: 1.232 y ss; Maqueda, 2006: 177; Larrauri, 2007a: 98-101; Laurenzo, 2008: 

333). 

 

Del mismo modo, desde diversas líneas del feminismo se ha cuestionado que sin un 

argumento teórico o empírico se hayan incluido dentro de la LO 1/2004 (art. 1.3) 

determinadas conductas, como el maltrato, las amenazas, las coacciones o las lesiones, y se 

hayan dejado fuera de su ámbito de protección otras, como la prostitución forzada en el 

seno de la pareja o la violencia sexual ejercida por personas con las que se mantenga o haya 

mantenido una relación sentimental (Larrauri, 2007a: 99-100). 

 

Por último, además de las objeciones descritas, cabe indicar que las modificaciones legales 

llevadas a cabo no han atendido a la especificidad de determinados grupos como la 

población inmigrante46 (Laurenzo, 2007: 63). En este sentido, ninguna de las reformas 

                                                
45 A este respecto, en marzo de 2006 fue publicado un artículo en El País, con el título: ‘Un feminismo que 
también existe’, en el que se pretendía poner de manifiesto la diversidad dentro de la corriente feminista y el 
desacuerdo de una parte del feminismo con las prácticas abusivas y el discurso universalista defendido por las 
posturas oficiales (ver Laurenzo, 2008: 331). 
46 La falta de previsión en las políticas de género respecto de la especial vulnerabilidad de las mujeres 
inmigrantes se puede constatar, entre otras cuestiones, por el hecho de que la LO 1/2004 supuso la 
modificación de al menos cinco leyes orgánicas, siete leyes y dos reales decretos, pero no modificó la Ley de 
Extranjería vigente en ese momento. Otro indicador de la falta de atención a este colectivo es la no previsión 
de la coordinación de los juzgados de violencia contra la mujer (art. 43 y ss LO 1/2004) y las autoridades 
administrativas que se encargan de tramitar la expulsión de los extranjeros indocumentados (Acale, 2006b: 
136 -137). A este respecto cabe mencionar la idea expuesta por Durán (2004: 10), quien propuso ampliar las 
competencias de los juzgados de violencia sobre la mujer a distintas jurisdicciones, entre las que se 
encontrarían el ámbito laboral, mercantil o administrativo. 



21 
 

adoptadas ha permitido abordar su posible situación de sometimiento a distintas formas de 

opresión y desigualdad y cómo ello puede incidir en su posición de vulnerabilidad a la 

violencia de género. A pesar de que en el art. 32.4 LO 1/2004 se reconoce su mayor riesgo 

de sufrir violencia y sus mayores dificultades para acceder a los recursos, la ley no toma las 

oportunas medidas para la protección y atención específica a este grupo de población, más 

allá de esta declaración en su articulado. Esto ha llevado a algunos autores a afirmar que los 

derechos recogidos en la LO 1/2004 son para las mujeres inmigrantes derechos formales 

que en algunos casos no se pueden llegar a materializar (Acale, 2006a: 381-382 y 2006b: 137 

y ss). Asimismo, Amnistía Internacional (2005: 2) ha sostenido incluso que esta ley provoca 

un trato ‘discriminatorio’ hacia las mujeres inmigrantes por razón de nacionalidad y 

situación administrativa. En este sentido parece que existe cierta incongruencia al 

desarrollar una ley cuya premisa y justificación es que la violencia de género no tiene 

fronteras, y que por tanto se aplicará a mujeres de diferentes colectivos, pero que no 

atiende a la especificidad de dichos grupos (Amnistía Internacional, 2005: 2; Acale, 2006b: 

152).  

 

Al margen de las reformas penales llevadas a cabo y de las críticas que estas medidas han 

recibido, es importante mencionar que en la última década se han creado organismos 

públicos dedicados a analizar exhaustivamente el impacto de la violencia de género en 

nuestra sociedad. En septiembre de 2002 se instauró el Observatorio contra la Violencia 

Doméstica y de Género47, cuya tarea principal es analizar la labor judicial en materia de 

violencia de género a través de la elaboración de estadísticas sobre la aplicación de la ley 

por los órganos judiciales. Asimismo, en marzo de 2005, fruto de la LO 1/2004 (art. 29), se 

creó la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género48, a la cual se adscribe un 

nuevo organismo, también por indicación de la LO 1/2004 (art. 30), el Observatorio 

Estatal de Violencia sobre la Mujer49. Incluso se llegó a crear el Ministerio de Igualdad, en 

                                                
47 Esta entidad está compuesta por siete instituciones públicas: el Consejo General del Poder Judicial, el 
Ministerio de Justicia, el Ministerio de Igualdad, la Fiscalía General del Estado, las Comunidades Autónomas 
con competencias en materia de justicia, y el Consejo General de la Abogacía Española.  
48 RD 237/2005, de 4 de marzo, por el que se establecen el rango y las funciones de la Delegación Especial de 
Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, prevista en la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género, publicado en el Boletín Oficial del Estado, número 57, de 
8 de marzo de 2005 (p. 8.114 – 8.116).  
49 RD 253/2006, de 3 de marzo, por el que se Establecen las Funciones, el Régimen de Funcionamiento y la 
Composición del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, y se Modifica el RD 1600/2004, de 2 de 
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2008, con el fin de velar por el cumplimiento de muchas de las acciones recogidas en la LO 

1/2004 y de incorporar la perspectiva de género a diferentes ámbitos del gobierno, 

trabajando directamente con otros Ministerios como los de Interior, Sanidad o Justicia50.  

 

Por último, además de las reformas penales y la creación de organismos públicos 

destinados al estudio de la violencia de género, es importante mencionar la elaboración de 

planes de acción y prevención de este tipo de violencia51. El primero de ellos, el I Plan de 

acción contra la violencia doméstica52 1998-2000, aprobado en 1998, no incluye ninguna 

referencia al mayor riesgo de sufrir violencia de género que pueden tener determinados 

grupos como las mujeres inmigrantes. Este hecho ha sido valorado por autores como 

Medina (2002: 43) como un mal punto de partida en lo que respecta a la cobertura de las 

medidas adoptadas, ya que impide que se atienda las necesidades de todas las víctimas. 

Diversos grupos y organizaciones de mujeres criticaron las medidas adoptadas por su 

carácter simbólico, sin embargo, la falta de una evaluación política rigurosa sobre el mismo 

dificulta valorar su implementación y su impacto en la prevención de la violencia (Medina, 

2002: 45-46). 

 

Tres años más tarde se aprobó el II Plan integral contra la violencia doméstica, 2001-2004, que 

modificó su denominación con el objetivo de subrayar la voluntad de que el plan fuera 

integral y tratase diversos aspectos de la violencia desde diferentes ámbitos. En este 

segundo plan, como en el anterior, se omite cualquier mención al mayor impacto de la 

                                                                                                                                          
julio, por el que se Desarrolla la Estructura Orgánica Básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 
publicado en el Boletín Oficial del Estado, número 62, de 14 de marzo de 2006 (p. 10.166 – 10.170). 
50 Desde el Ministerio de Igualdad fueron impulsadas reformas como la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, 
de Salud Sexual y Reproductiva y de la Interrupción Voluntaria del Embarazo (González, B., El País, 20 de 
octubre de 2010), en cuya elaboración y aprobación participó de forma activa. 
51 Además de los continuos planes para la igualdad efectiva de los hombres y las mujeres que se han venido 
aprobando desde el año 1988 hasta la actualidad, en los que se hace mención a la situación de las mujeres 
maltratadas, también se han elaborado desde el año 1998 planes de acción específicos contra la violencia 
doméstica y de género, no solo a nivel estatal, sino también autonómico. En este apartado me ceñiré 
únicamente al estudio de las medidas más relevantes a nivel estatal, dada la imposibilidad de analizar todos los 
documentos aprobados. En lo que respecta a las Comunidades Autónomas, cabe destacar que, además de 
planes de acción y sensibilización, desde el año 2001 hasta la actualidad (julio de 2013) la mayoría de las 
Comunidades Autónomas han aprobado leyes específicas de violencia de género, excepto las Islas Baleares y 
el País Vasco, que tratan la violencia de género de forma indirecta a través de leyes de igualdad, decretos y 
planes de actuación concretos. 
52 A pesar de que se dirigía especialmente a las mujeres que sufrían violencia en el ámbito de la pareja, la 
terminología utilizada, en la línea de lo acontecido hasta ese momento, hacía referencia a ‘violencia 
doméstica’. 
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violencia en función de factores como la clase social o la etnia, lo que se refleja en el 

carácter general de las medidas que se recogen el mismo (Corcoy, 2005: 1.246). 

 

El último plan desarrollado en esta materia ha sido el Plan nacional de sensibilización y prevención 

de la violencia de género53, 2007-2008, aprobado el 16 de diciembre de 2006 por el Consejo de 

Ministros, y elaborado por la Secretaría General de Políticas de Igualdad y el Observatorio 

Estatal de Violencia sobre la Mujer según los términos establecidos en el art. 3 de la LO 

1/2004. El mencionado artículo regula todo lo relativo a los planes de prevención y 

dispone que irán dirigidos tanto a hombres como a mujeres ‘desde un trabajo comunitario 

e intercultural’, pudiéndose apreciar la intención de atender a las necesidades de grupos de 

población culturalmente diversos. Asimismo, indica que los planes contemplarán un 

‘amplio programa de formación complementaria y de reciclaje de los profesionales que 

intervienen en estas situaciones’54.  

 

A diferencia de los planes anteriores, se menciona de forma expresa la mayor 

vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes, cuya causa se atribuye al hecho de estar 

sometidas a una doble ‘discriminación’ (Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2006a: 

8). Por ello para el desarrollo de algunas de sus medidas, como las referidas a la asistencia 

social integral o al ámbito educativo, se considera que las instituciones encargadas de 

llevarlas a cabo tienen que considerar las necesidades específicas de este grupo (Ministerio 

de Trabajo y Asuntos Sociales, 2006a: 15-17). Finalmente, en lo que respecta al análisis de 

la eficacia de las medidas recogidas en el plan, se requiere que se tengan en cuenta los 

obstáculos y las dificultades específicas a las que se enfrentan los colectivos con mayor 

riesgo de sufrir violencia, como las mujeres inmigrantes (Ministerio de Trabajo y Asuntos 

Sociales, 2006a: 19). 

 

                                                
53 Es importante destacar que el nuevo plan, siguiendo la terminología adoptada por el legislador en la LO 
1/2004, ya no habla de violencia doméstica, sino de violencia de género. 
54 La LO 1/2004 no especifica a qué hace referencia esa ‘complementariedad’, aunque, teniendo en cuenta el 
contenido del plan (Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, 2006a: 20), se puede asumir que no solo se 
requiere que los profesionales tengan formación en materia de género, sino también en materia de 
inmigración o exclusión social, entre otras cuestiones, con el fin de ofrecer una respuesta adecuada a los 
grupos con mayor riesgo de sufrir violencia. 
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Se han realizado dos evaluaciones55 de las medidas llevadas a cabo en este plan. La primera 

se publicó en el año 2008 con el fin de evaluar su primer año de aplicación, y en lo que 

respecta a las mujeres inmigrantes se puede advertir que la atención específica a este 

colectivo, a pesar de haber sido reconocidas como un grupo de riesgo y con mayores 

dificultades para acceder a los recursos, se limita a la elaboración de folletos informativos y 

guías en varios idiomas – en Andalucía, Madrid y las Islas Baleares – y a la organización en 

Andalucía de un Foro Provincial de Género para la Integración Social de las Mujeres 

Inmigrantes (Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 2008: 25-26 y 45).  

 

La segunda evaluación del plan, publicada en el año 2009, muestra de nuevo que se 

invirtieron esfuerzos en la reedición de los folletos y las guías informativas en varios 

idiomas. Asimismo, dedica un apartado específico a las víctimas vulnerables, reconociendo 

que es el colectivo de mujeres inmigrantes en el que se han puesto más esfuerzos 

institucionales para mejorar su acceso a la información y a los recursos (Ministerio de 

Igualdad, 2009b: 170 y ss). A este respecto cabe mencionar que se han incorporado hasta 

54 idiomas diferentes en los servicios de asistencia telefónica, que desde que se han puesto 

en marcha en 2008 y durante el año 2009, han sido utilizados en un 26.25% de los casos 

por mujeres extranjeras (Ministerio de Igualdad, 2009b: 171). A pesar de que es un 

porcentaje considerado alto en la propia evaluación del plan, si tenemos en cuenta que las 

mujeres extranjeras que denuncian violencia por parte de su pareja representaban 

aproximadamente un 33% en 2007 (ver Tabla 4), se puede afirmar que estas mujeres hacen 

un uso del teléfono de ayuda en un porcentaje inferior a su representación en las denuncias 

por maltrato56. Asimismo, en lo que respecta al acceso a los recursos económicos, la 

                                                
55 Este plan nacional fue evaluado, según los términos establecidos en el mismo, por una Comisión para el 
Seguimiento y la Evaluación, compuesta por la Comisión Permanente del Observatorio Estatal de Violencia 
sobre la Mujer – de la que formaban parte representantes de diferentes Ministerios, la Fiscal de la Sala 
Delegada contra la Violencia sobre la Mujer, el CGPJ y distintos organismos autonómicos, agentes sociales y 
grupos de mujeres –, representantes de los Ministerios de Sanidad y Consumo y de Educación, Política Social 
y Deporte. Se han realizado dos evaluaciones sobre su aplicación durante los años 2007 y 2008, pero a pesar 
de lo indicado en el propio plan, no se ha realizado una evaluación final del mismo.  
56 Esto podría deberse a varias cuestiones: a) que culturalmente no contemplen la posibilidad de comunicar a 
un desconocido la situación de violencia o que el uso del teléfono como medio de solicitar ayuda no se 
considere adecuado; b) que desconfíen de la efectividad de este servicio porque lo identifican con otros 
servicios que ya han utilizado, en España o en su país de origen, y de los que no han obtenido los resultados 
esperados; c) que desconocen su existencia porque los canales utilizados para la publicidad de dicho número 
no son accesibles para estas mujeres; d) que exista una la barrera idiomática que provoque que desconozcan 
este recurso o bien que desistan de su uso por miedo a que no se puedan comunicar correctamente. A este 
respecto cabe indicar que la mayoría de las mujeres extranjeras que contactan con el 016 son latinoamericanas 
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evaluación del plan muestra que el porcentaje de mujeres que en 2006 accedió a la Renta 

Activa de Inserción (RAI) fue del 13,6%, pasando en 2008 a representar el 19,4%, siendo 

esta evolución muy similar a la que ha tenido lugar con la ayuda económica reconocida en 

el art. 27 de la LO 1/2004 (Ministerio de Igualdad, 2009b: 172). 

 

Por último, el plan contempla la necesidad de publicar estadísticas completas sobre 

violencia de género. A este respecto cabe indicar que a nivel estatal se ha prestado un 

relativo interés a la nacionalidad, y ninguna atención a la situación administrativa, a pesar de 

haberse constatado que es un factor de vulnerabilidad y una barrera en el acceso a la 

justicia, como se verá en los siguientes capítulos.  

 

 

2. Feminismo oficial y discursos sobre violencia de género 

Una vez expuestas las medias aprobadas para el tratamiento de la violencia de género en 

España, se analiza la influencia en la elaboración de dichas medidas del ‘feminismo oficial’ 

(Ptacek, 1999). Con este término se pretende hacer referencia al discurso feminista 

adoptado por diversas instituciones públicas y que ha tenido un impacto importante en las 

decisiones políticas sobre violencia de género57. Dado que este discurso ha favorecido y ha 

guiado muchas de las reformas sociales y legislativas llevadas a cabo en materia de violencia 

de género (Larrauri, 2007a: 15 y 19), en el siguiente apartado se exponen las características 

de este discurso y las críticas que ha recibido desde diferentes ámbitos. 

 

Antes de proceder a este análisis conviene precisar que los argumentos mantenidos por las 

instituciones y los grupos de mujeres58 con frecuencia han sido considerados como un 

                                                                                                                                          
(Ministerio de Igualdad, 2009b: 171), por lo que a pesar de que existe la atención telefónica en varios idiomas, 
cabe la posibilidad de que en un primer momento la falta de comunicación o comprensión del castellano 
pueda suponer una barrera. 
57 Este término ha sido utilizado en nuestro país por autores como Larrauri (2007a: 15), Maqueda (2007: 9 y 
ss y 2008: 84) o Sáez (2007:14). Sin embargo, otros autores hacen referencia a este fenómeno haciendo uso de 
expresiones como ‘feminismo belicoso’ o ‘pensamiento progresista dominante’ (De Miguel, 2006: 180-181), 
‘feminismo de Estado’ (Valiente, 1996: 33, np. 5), ‘feminismo militante’ (Laurenzo, 2008) o ‘feminismo de 
poder’ (Holgado, 2008a: 7; Maqueda, 2008: 88). Se utilizan en este trabajo de forma indistinta los términos 
‘discurso oficial’, ‘feminismo oficial’ y ‘feminismo institucional’, para referirse al discurso feminista defendido 
por diversas instituciones públicas.  
58 En España destaca la Federación de Asociaciones de Mujeres Separadas y Divorciadas, que tiene su origen 
en el año 1973, y desde entonces ha luchado por la igualdad de sexos y por la libertad de las mujeres. 
Asimismo, tuvo gran influencia el trabajo realizado por la Asociación de Mujeres Juristas Themis o la 
Federación de Mujeres Progresistas, ambas constituidas en 1987. 
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único discurso, por lo que esta perspectiva oficial en ocasiones ha sido identificada 

socialmente con el feminismo59, a pesar de que la corriente de pensamiento feminista es 

heterogénea (Larrauri, 2007a: 66 y ss). Sin embargo, cabe indicar que si bien ambos 

discursos pretenden luchar por la igualdad de sexos y por la erradicación de la violencia 

contra las mujeres, los medios que utilizan para materializar sus objetivos son en ocasiones 

diferentes60. Desde algunas instituciones públicas se trabaja por la creación de recursos para 

las mujeres y la concesión de ayudas para la investigación, entre otras cuestiones, mientras 

que las organizaciones de mujeres, desde una perspectiva más práctica, trabajan 

directamente con las víctimas fomentando sus capacidades y su toma de decisiones61 

(Medina, 2002: 28-29).  

 

 

2.1. Características del feminismo oficial 

Uno de los primeros documentos aprobados en España en materia de violencia de género 

fue el Informe de la Comisión de Relaciones con el Defensor del Pueblo y de los Derechos 

Humanos Encargada del Estudio de la Mujer Maltratada (Informe de la Comisión, 1989). 

Este informe se enmarcaba dentro del Plan para la Igualdad de Oportunidades de las 

Mujeres, 1988-1989, y fue elaborado por la Comisión de Investigación de los Malos Tratos 

y el Instituto de la Mujer. Además, para su desarrollo se contó con la colaboración del 

                                                
59 Para un análisis más exhaustivo de las distintas posturas dentro del feminismo ver Álvarez (2001), De 
Miguel (2002), Suárez Llanos (2002), Beltrán – Maqueira (2005) o De las Heras (2009). En el ámbito 
internacional ver Tobías (1997), Hooks (2000), Burguess-Proctor, (2006). 
60 Quizás esta identificación entre ambos discursos pueda deberse a que: a) tienen una base teórica común, 
según la cual la violencia es al mismo tiempo causa y consecuencia de la subordinación de las mujeres 
provocada por el patriarcado, por la desigualdad de género; b) ambos han contribuido en mayor medida a la 
visibilización de la violencia contra las mujeres; c) son los que han ejercido mayor presión política y los que 
han tenido mayor impacto mediático, y por tanto, socialmente son los más visibles. 
61 En España las instituciones públicas han tenido un gran peso político y han jugado un papel muy relevante 
en la concienciación social de la violencia contra las mujeres, fundamentalmente el Instituto de la Mujer 
(Miller – Barberet, 1994: 963). Por su parte, los grupos y asociaciones de mujeres, aunque con menos 
protagonismo, también han ejercido una presión política que ha sido fundamental para el reconocimiento 
social de la violencia (Larrauri, 2007a: 15 y 19; Martínez et al., 2009). Sin embargo, se pueden apreciar 
diferencias en su tratamiento de la violencia de género. Un ejemplo actual de las divergencias entre ambos 
discursos es el debate sobre el tratamiento de las muertes por violencia de género por parte de los medios de 
comunicación. Mientras que algunas instituciones públicas, como la Secretaría de Igualdad o el Observatorio 
contra la Violencia Doméstica y de Género, optan por reducir la información para evitar un ‘efecto imitación’, 
diversas asociaciones de mujeres, como la Federación de Mujeres Progresistas o la Federación de 
Asociaciones de Mujeres Separadas y Divorciadas, consideran esta posición un paso atrás en la lucha por la 
visibilización de la violencia (Nogueira – Sahuquillo, ‘Ocultar la violencia nunca ayuda’, El País, 23 de mayo 
de 2011). Para un análisis en España sobre la brecha dentro del feminismo ver Radcliff (2009: 64 y ss), 
Toboso (2009: 79-80 y 83) o Amorós (2009: 194). 
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Defensor del Pueblo y de los Derechos Humanos y de varias organizaciones de mujeres, 

como la Asociación Española de Mujeres Separadas y Divorciadas (Miller – Barberet, 1994: 

932; Valiente, 1996: 37; Medina, 2002: 33). Dicho informe es el primer documento oficial 

en el que se reconoce la cultura patriarcal62 como la raíz del maltrato (Medina, 2002: 34; 

Laurenzo, 2008: 229) y en el que se adopta una postura que se podría identificar con el 

feminismo oficial63 al asumir los dos postulados característicos de su discurso: 

a) Análisis de la violencia de género desde una perspectiva universalista64 (Ptacek, 1999: 20 

y ss; Dupont – Sokoloff, 2005a: 41) que contempla la desigualdad de género como causa 

única de la violencia contra las mujeres.  

b) Aceptación del uso del Derecho Penal como instrumento adecuado para favorecer la 

concienciación social de la violencia contra las mujeres (Larrauri, 2007a: 16 y 19)65. 

 

A continuación se analizan ambos rasgos. La perspectiva universalista66 adoptada por el 

discurso oficial asume que la desigualdad por razón de género es la principal causa del 

maltrato. En este sentido, sus reivindicaciones parten de la base de que la violencia juega un 

doble rol en las relaciones de poder y opresión entre hombres y mujeres: como expresión 

de la dominación masculina y como instrumento que sirve para mantener la subordinación 

femenina (Álvarez, 2001: 24; Medina, 2002: 26). El maltrato se produce porque existe una 

desigualdad de género, de manera que todas las mujeres, por el hecho de serlo, están en 

                                                
62 Según lo establecido por la Real Academia Española, el uso sociológico del término ‘patriarcado’ hace 
referencia a ‘una organización social primitiva en que la autoridad es ejercida por un varón jefe de cada 
familia’. A efectos de este trabajo, se utilizará este término para hacer referencia al sistema de dominación 
masculina por el cual se mantiene la subordinación de las mujeres. Para un análisis del concepto de 
patriarcado en España ver Puleo (2002). 
63 Si bien en el Informe de la Comisión (1989: 9) se reconocen otros factores de carácter individual que 
pueden facilitar o desencadenar el maltrato, como el paro, la pobreza o la drogadicción, en él no se atiende al 
impacto de la violencia en función de la nacionalidad de las víctimas. Por otra parte, en el informe se reclama 
la posibilidad de castigar penalmente la reiteración de conductas violentas en el ámbito doméstico, así como la 
protección de las víctimas y la criminalización de este tipo de conductas, llegando incluso a considerar que el 
tipo de pena aplicado a estos actos, en general multa o arresto menor, es contraproducente para las víctimas 
bien por repercutir en la economía familiar o bien por suponer una amenaza para su integridad física. 
64 En España esta terminología ha sido utilizada por Medina (2002: 211), Larrauri, (2007a: 33 y ss) o De las 
Heras (2009: 63-64).  
65 Una parte de la doctrina (ver en España, entre otros, Maqueda, 2007: 31; De las Heras, 2009: 68) ha puesto 
de manifiesto que esta postura del feminismo oficial se mantuvo a pesar de ser contraria a la esencia originaria 
del movimiento feminista y de la postura adoptada por otras corrientes feministas que consideran al sistema 
penal inadecuado para proteger a las mujeres. Para un análisis del sistema penal español desde una perspectiva 
de género ver lo expuesto por autoras como Bodelón (2003), Acale (2006a), Faraldo (2006), Larrauri (2007a), 
Laurenzo (2006a y 2008).  
66 A este respecto algunos autores han utilizado la denominación ‘teorías de riesgo universal’ para hacer 
referencia a las teorías que pretenden explicar la violencia de género desde una perspectiva universalista, 
como un tipo de violencia que afecta a todas las mujeres por el hecho de ser mujeres (Schwartz: 1988: 373). 
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idéntico riesgo de ser víctimas de este tipo de violencia, sin tomar en consideración la 

incidencia de otras fuentes de desigualdad – por ejemplo las acontecidas por razón de etnia, 

clase social, nacionalidad, lengua o religión. 

 

La adopción de este enfoque universalista se considera útil porque:  

a) Puede favorecer la identificación social con las víctimas: admitir que todas las mujeres 

corren el riesgo de ser víctimas de violencia de género permite que la sociedad en 

general, y las mujeres en particular, se identifiquen como potenciales víctimas de este 

tipo de violencia y que empaticen y se solidaricen con el sufrimiento de las víctimas 

(Schwartz, 1988: 374; Kanuha, 1996: 42; Ptacek, 1999: 21-34; Lee, 2000: 216; Dupont – 

Sokoloff, 2005a: 41; Larrauri, 2007a: 37). En este sentido, se considera que existe un 

cierto temor por parte del feminismo oficial a que el reconocimiento del mayor riesgo 

de algunos grupos pueda reducir la identificación social con las víctimas, sobre todo si se 

tiene en cuenta que las teorías de riesgo universal fueron creadas precisamente para 

desvincular la violencia de género de la clase social (Schwartz, 1988: 373). 

b) Permite evitar el análisis de este problema desde una perspectiva interseccional, 

desvinculándolo de otras formas de opresión de carácter estructural derivadas del 

imperialismo, clasismo y racismo (Dupont – Sokoloff, 2005a: 45-46), que pondrían 

poner de manifiesto una problemática que evidenciaría las carencias en diferentes 

ámbitos, desde la gestión de la inmigración hasta las políticas que generan exclusión 

social y aumentan la vulnerabilidad de determinados grupos. 

 

Por último, cabe indicar que esta perspectiva universalista también está presente en 

diversos documentos internacionales67 en los que se identifica la violencia contra las 

mujeres con ‘un tipo de violencia transversal que atraviesa todas las clases sociales, etnias y 

culturas y que tiene su causa última en la desigualdad por razón de género’68. Esta postura 

                                                
67 Ver, entre otros documentos, la Resolución 1990/15, del Consejo Económico y Social de las Naciones 
Unidas (párrafo 23 del Anexo), la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, aprobada 
por Asamblea General de las Naciones Unidas en 1993, en cuyo art. 1 se define la violencia contra la mujer 
como ‘...todo acto de violencia basado en la pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como 
resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para las mujeres, inclusive las amenazas de tales 
actos, la coacción o privación arbitraria de la libertad, tanto si se producen en la vida pública o privada’, o el 
Informe Mundial sobre Salud y Violencia (Organización Mundial de la Salud, 2002: 17-18). 
68 A este respecto se ha apuntado que este tipo de consideraciones que afirman que la violencia afecta a todas 
las mujeres por igual trivializan tanto las experiencias de las mujeres pobres, no-blancas o pertenecientes a 
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ha servido al legislador español para justificar muchas de las políticas y reformas legales que 

se han llevado a cabo en la última década69. Sin embargo, la postura adoptada por los 

organismos internacionales ha sido ambigua: a pesar de que sus análisis parten de premisas 

universalistas, desde principios de la década de los 90 comenzaron a señalar la especial 

vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes70, reconociendo ya en 2003 de forma explícita su 

mayor riesgo de maltrato71.  

 

Por lo que respecta al uso del Derecho Penal, el discurso oficial en España, como ya 

hicieran años atrás otras líneas del feminismo72, ha considerado la justicia penal como uno 

de los instrumentos fundamentales para la toma de conciencia social y la lucha contra la 

violencia de género73 (Bodelón, 2003: 476-477). En este sentido, se podría afirmar que la 

incorporación de la violencia contra la mujer en la pareja al Código Penal español ha sido 

producto de esta lucha de las instituciones feministas, apoyadas también por otras 

entidades (Defensor del Pueblo, 1998: 120 y 124; Consejo General del Poder Judicial, 2001: 

36 y 54-57) y grupos de mujeres (Themis, 1999: 91), que consideraban que de esta forma se 

conseguiría, por un lado, visibilizar la violencia como un problema social grave que requiere 

de la intervención del Derecho Penal, y por otro lado, proteger a las mujeres y fomentar un 

rechazo social a este tipo de violencia74.   

                                                                                                                                          
minorías, como los análisis que se realizan sobre la prevalencia y el impacto que en ellas tiene la violencia de 
género (Kanuha, 1996: 40-41). 
69 Ver a modo de ejemplo la Exposición de Motivos de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 
Protección Integral contra la Violencia de Género. 
70 En este sentido, la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la Declaración sobre la Eliminación de la 
Violencia contra la Mujer, se manifiesta ‘preocupada por el hecho de que algunos grupos de mujeres, como 
por ejemplo las mujeres pertenecientes a minorías, las mujeres indígenas, las refugiadas, las mujeres 
migrantes… son particularmente vulnerables a la violencia’. 
71 La Resolución 2003/45, sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, reconoce de forma explícita 
la especial vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes, a quienes considera ‘particularmente expuestas a la 
violencia’, además de afirmar que el racismo y otras formas de intolerancia se muestran de forma diferenciada 
para las mujeres, y esto puede ‘llevar a la violencia’. 
72 A este respecto Larrauri (1991, citada en Medina, 2002: 31) puso de manifiesto el extraño hermanamiento 
que tuvo lugar entre el sector feminista, en principio de carácter progresista, y el sector más conservador de 
Estados Unidos, quien también tenía entre sus objetivos fundamentales el endurecimiento del sistema penal, 
aunque por intereses distintos a la protección de las mujeres. 
73 Esto ha sido así a pesar de que dentro del propio movimiento feminista se había señalado la inadecuación 
del sistema penal como medio para la protección de las mujeres y para responder a sus necesidades (Larrauri, 
1994a: 93, 2005: 157-162 y 2007a: 57; Maqueda, 2007: 6-7 y 31-32; Toboso, 2009: 75, 78 y 97). Sobre los 
efectos de la organización y las prácticas del ámbito de justicia en las mujeres víctimas de este tipo de 
violencia ver Rodríguez – Naredo (2012: 180 y ss). 
74 Aún se puede apreciar el interés en la intervención penal como medio para la protección de las mujeres en 
el discurso oficial actual. Uno de los ejemplos ha sido su apoyo a la propuesta de modificación del Código 
Penal en el Congreso, en noviembre de 2009, con el fin de no considerar atenuante el consumo de drogas o 
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2.2. Críticas a la perspectiva universalista y al uso del Derecho Penal 

Como se ha indicado en el apartado anterior, las medidas penales que se han llevado a cabo 

en España para el tratamiento de la violencia sobre la mujer en la pareja han sido 

reprobadas desde diferentes ámbitos. Se puede observar que las críticas señaladas se 

centran en dos cuestiones básicas, características del discurso feminista: la atribución de la 

causa del maltrato a la desigualdad de género y el uso del Derecho Penal como herramienta 

para la lucha contra la violencia de género y para la protección de las mujeres (Laurenzo, 

2008: 332). Ambas cuestiones son analizadas a continuación. 

 

 

2.2.1. Desconocimiento de la victimización de la mujer inmigrante 

Los datos estadísticos recogidos por diferentes organismos han permitido realizar una 

aproximación más precisa al fenómeno de la violencia contra las mujeres, especialmente en 

el ámbito de la pareja, al recopilar información sobre el número de denuncias interpuestas, 

los procesos incoados o las condenas impuestas en esta materia75, entre otras cuestiones. 

Ello ha posibilitado disponer de un mayor conocimiento empírico sobre este fenómeno 

que, contrariamente a lo manifestado por el discurso institucional y la LO 1/2004, muestra 

que la incidencia de la violencia no es igual en todos los grupos sociales, por lo que la 

universalidad del fenómeno, en los términos en los que se había transmitido y gestionado, 

sería cuestionable. En este sentido, la objeción al discurso feminista oficial y a las medidas 

adoptadas con base en el mismo pudo verse influida por el creciente conocimiento del 

impacto de la violencia de género, que ha permitido cuestionar la eficacia de las reformas 

en el caso de las mujeres inmigrantes y discutir con más herramientas empíricas y teóricas si 

la desigualdad de género es la causa de este tipo de violencia (De Miguel, 2006: 187). 

 

                                                                                                                                          
de alcohol y de retirar la custodia paterna en casos de violencia de género (Informe de la Subcomisión, 2009: 
32, 35, 51, 52, 53 y 57). Asimismo, en el Informe Anual del Observatorio Estatal de Violencia contra la Mujer 
(2007: 171 y ss) se manifiesta la necesidad de eliminar de la dispensa de declarar recogida en el art. 416 LECr, 
con el fin de evitar que muchas sentencias terminen en absolución por falta de pruebas. Por último, cabría 
mencionar las campañas publicitarias favorables a la denuncia y a la intervención penal como medida de 
protección de las mujeres e impulsadas desde el Ministerio de Igualdad, como las llevadas a cabo en 2006 – 
‘Contra los malos tratos gana la ley’ – o en 2008 – ‘Ante el Maltratador, Tolerancia Cero’. Para un análisis 
sobre la capacidad transformadora del derecho en la violencia de género véase Rubio (2006). Para una crítica 
a este respecto en el ámbito internacional véase Hoyle – Sanders (2000: 14 y 30). 
75 Ver en este sentido los datos publicados por el Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género. 
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Violencia_domestica_y_de_genero/Actividad_del_Observatori
o/Datos_estadisticos 
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A este respecto, en España en la última década los datos publicados han puesto de 

manifiesto que las mujeres inmigrantes sufren más violencia76 y los hombres inmigrantes 

están sobrerrepresentados en el número de denuncias y condenas por estos delitos (Sáez, 

2007: 14; CGPJ, 2010a: 5). Así, como se observa en la Tabla 1, los datos anuales publicados 

por el Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género (CGPJ, 2011a) permiten 

afirmar que en 2011 en los Juzgados de Violencia sobre la Mujer eran extranjeros: a) el 

33,7% de los hombres denunciados; b) el 27,5% de los hombres enjuiciados; y c) el 30,1% 

de los hombres condenados. Y en lo que respecta a los datos recogidos por los Juzgados de 

lo Penal en materia de violencia de género, se observa que eran extranjeros: a) el 33,8% de 

los enjuiciados; y b) el 32,7% de los condenados. 

 
 

Tabla 1: Datos sobre hombres denunciados, enjuiciados y condenados en España por violencia de género por 
los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y los Juzgados de lo Penal en el año 2011  

  Españoles Extranjeros 
JVM Denunciados 66,3% 33,7% 

Enjuiciados 72,5% 27,5% 
Condenados 69,9% 30,1% 

JP Enjuiciados 66,2% 33,8% 
Condenados 67,3% 32,7% 

Población masculina mayor de 15 años 87,1% 12,9%% 
Fuente de los datos descritos: Elaboración propia a partir de los datos publicados por el Observatorio contra 

la Violencia Doméstica y de Género (CGPJ, 2011a) y por el Instituto Nacional de Estadística (INE)77 
 

Si atendemos a los datos publicados por el INE los hombres extranjeros a 1 de enero de 

2012 representaban un 12,9% sobre el total de población masculina mayor de 15 años, por 

lo que cabe afirmar que los extranjeros se ven inmersos en procesos penales por violencia 

de género en un porcentaje casi tres veces mayor al que correspondería a su representación 

en la sociedad. Esto, unido a la sobrerrepresentación de las mujeres inmigrantes como 

víctimas de violencia de género (véase capítulo II) ha servido para cuestionar uno de los 

principios que hasta el momento había constituido la base para la elaboración de las 

reformas penales aprobadas en este ámbito y de muchos de los programas y medidas de 

prevención: ‘la violencia de género afecta a todas las mujeres por igual por el simple hecho 

de ser mujeres’. 

 

                                                
76 Los datos relativos a la victimización de las mujeres inmigrantes se analizarán de forma exhaustiva en el 
siguiente capítulo. 
77 Datos consultados el 23 de enero de 2013, disponibles en la web del INE: 
http://www.ine.es/jaxi/menu.do?type=pcaxis&path=%2Ft20%2Fe245&file=inebase&L=0 
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Asimismo, estas cifras han contribuido al desarrollo de las críticas a la perspectiva 

universalista, fundamentalmente por parte de la doctrina criminológica que considera que 

una de las principales carencias del discurso feminista oficial es pretender explicar la 

violencia contra la mujer a través de una causa única – la desigualdad estructural a la que se 

ven sometidas las mujeres – sin analizar las formas en las que opera el vínculo entre la 

subordinación de las mujeres y la victimización78 (Larrauri, 2007a: 23; Laurenzo, 2008: 353-

354). En este sentido, se sostiene que a través de la posición universalista no se consigue 

explicar por qué: a) no todos los hombres ejercen violencia contra las mujeres (ver en el 

ámbito internacional Dutton, 1994a: 170 y ss); b) no todas las mujeres tienen el mismo 

riesgo de ser víctimas de violencia (Cerezo, 2000; Larrauri, 2007a: 24); y c) determinados 

países con un nivel de igualdad mayor, en los que a priori se presupone que la violencia 

contra las mujeres tiene que ser más baja, las tasas de homicidio en la pareja son mayores 

que en países menos igualitarios (Stangeland, 2005: 246 y ss; ver en el ámbito internacional 

Dutton, 1994a: 173). 

 

Por otra parte, surgieron críticas hacia el discurso oficial por no haber tenido en cuenta los 

datos y las investigaciones realizadas al respecto que afirmaban que el impacto de este tipo 

de violencia varía en función de la intersección con otros tipos de desigualdad, como 

pueden ser los acontecidos por razón de etnia, por la situación de exclusión social79 o por la 

religión, entre otros80 (Larrauri, 2007a: 33)81. 

                                                
78 Para un análisis de la discusión a este respecto en el ámbito internacional ver lo expuesto por Cornell – 
Gelles (1990: 115) y Dutton (1994a: 167), y la respuesta por parte del feminismo en Yllö (1993). 
79 Respecto de la mayor victimización de las mujeres en alguna situación de exclusión social ver Juliano (2004 
y 2010) o Cruells et al. (2005). 
80 Para un análisis de esta crítica el ámbito internacional ver Schwartz (1988: 374) o Buzawa – Buzawa (2003).  
81 El feminismo oficial en España responde a estas críticas aportando principalmente dos argumentos: a) la 
creencia de que este tipo de violencia afecta en mayor medida a determinados grupos sociales se debe a un 
incorrecto tratamiento mediático respecto de esta problemática social (Observatorio Estatal de Violencia 
contra la Mujer, 2007: 107-108); y b) los datos empíricos que indican que la violencia contra las mujeres afecta 
en mayor medida a determinados grupos de población no responden a la realidad de la violencia porque se 
obtienen a través de métodos de investigación basados en las tasas de denuncias, en el ámbito sanitario o en 
casas de acogida, entre otros, y que por tanto no reflejan la violencia padecida por las mujeres que tienen una 
menor tendencia a recurrir al sistema penal porque tienen otros recursos para gestionar la situación de 
violencia, y por lo tanto, el sistema no las detecta (ver a este respecto la crítica realizada por Larrauri, 2007a: 
34-35). Ciertamente, como se verá en el siguiente capítulo, esta discusión respecto de quién denuncia más 
recuerda a la discusión mantenida entre el feminismo de los años 70 y los sociólogos que defendían la 
perspectiva de violencia familiar (Family Violence Approach), pero invirtiendo los argumentos. El feminismo 
oficial se ha servido precisamente de datos obtenidos en el ámbito policial, judicial o en diferentes recursos 
sociales, como casas de acogida, para argumentar que la violencia de género afecta mayoritariamente a las 
mujeres. Ante esta afirmación los sociólogos de la perspectiva de la violencia familiar argumentaban que en 
los datos utilizados por el feminismo oficial no aparecen representados los hombres porque denuncian 
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Por último, otra de las objeciones que se han vertido desde la criminología es que la 

aprobación por unanimidad de la LO 1/2004 ha respondido más a presiones feministas y a 

la voluntad de obtener una ganancia electoral, que a un debate criminológico basado en 

datos empíricos sobre las causas de la violencia de género, la relación que existe entre la 

delincuencia menor y los delitos graves en este ámbito, o las medidas que pueden servir 

para prevenir este tipo de violencia (Asúa, 2004: 226-227; Stangeland, 2005: 256-258; 

Laurenzo, 2008: 337).  

 

 

2.2.2. Críticas al uso del Derecho Penal  

Que el tratamiento de la violencia contra las mujeres por parte del Derecho Penal se 

centrara en la aprobación de reformas encaminadas a endurecer las penas y a penalizar 

conductas que hasta el momento estaban tipificadas como falta pudo servir para captar la 

atención de una parte de la doctrina y para activar las críticas desde distintos sectores, como 

por ejemplo desde la criminología, al considerar que se ha hecho un uso ‘excesivo’ del 

Derecho Penal (Larrauri, 2007a: 65). Además de lo apuntado en el apartado anterior sobre 

las críticas vertidas a las reformas legales, especialmente a la LO 1/2004, el apoyo del 

feminismo institucional al uso del Derecho Penal también ha recibido la reprobación de 

una parte de la doctrina penalista82 y de la judicatura.  

 

Se ha criticado la mayor criminalización producida por la LO 11/2003, ya que al elevar a 

delito conductas que hasta el momento constituían falta permitió la detención policial y la 

imposición de la pena de prisión por actos hechos considerados leves (Laurenzo, 2003: 9-

10; Larrauri, 2007a: 107-109), lo cual ha sido catalogado de desproporcionado por algunas 

autoras83 (Benítez, 2004: 96-98). Para evitar este aumento punitivo una parte de la doctrina 

                                                                                                                                          
menos. Sin embargo, parece que estos mismos datos que esta línea del feminismo utiliza para argumentar que 
las mujeres están más victimizadas que los hombres no les resultan fiables cuando indican que la violencia de 
género afecta más a determinados grupos de población. 
82 A este respecto, cabe indicar que en España el distanciamiento entre la doctrina penal y el pensamiento 
feminista surge precisamente respecto del uso del Derecho Penal como medio para prevenir la violencia, a 
partir de los años 90 (Maqueda, 2007: 6). Si bien autoras como Bodelón (2003: 472) ponen de manifiesto que 
la intención del feminismo entonces no era buscar soluciones a la violencia contra las mujeres a través del 
Derecho Penal, sino más bien conseguir visibilizar esta problemática social, por lo que su uso en este sentido 
podría estar justificado. 
83 En este sentido, también es importante la crítica vertida por Stangeland, desde una perspectiva más 
criminológica, respecto del hecho de que a través de esta ley lo que se pretende es castigar conductas que 
‘previsiblemente’ – aunque sin ningún estudio empírico que lo avale – pueden ocurrir en un futuro, en lugar 
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proponía cambios en las pautas de actuación de los operadores jurídicos (Asúa, 2004: 223; 

Laurenzo, 2003: 10 y 2008: 338-340; Corcoy, 2005: 1.235), como un mayor uso por parte 

de la judicatura de la circunstancia agravante de parentesco, afirmando que tras la reforma 

penal se podrían imponer penas de menor entidad que si se aplicara dicha agravante. 

Adicionalmente, algunos autores (Corcoy, 2005: 1.234; Larrauri, 2007a: 108; Sáez, 2007: 16) 

advirtieron que el aumento en la severidad penal podría tener como efecto 

contraproducente la neutralización de las normas por parte de los operadores jurídicos, que 

pueden optar por sobreseer o absolver del delito en cuestión, o bien condenar por un delito 

penal castigado con una pena inferior84. 

 

Por otra parte, se ha considerado que las reformas han provocado una disminución de la 

discrecionalidad a los jueces, convirtiendo algunas de las penas accesorias o de las reglas de 

conducta en casos de suspensión en medidas de obligatoria imposición (Larrauri, 2007a: 

96). Esta injerencia del legislador en la actividad judicial ha sido criticada por la judicatura 

no solo por reducir su discrecionalidad, sino también por afectar al principio de 

individualización de la pena85 y suponer una intromisión en la vida personal de las víctimas 

(Laurenzo, 2007: 47 y ss). 

 

Asimismo, el uso del Derecho Penal como medio para responder a la violencia de género y 

para proteger a las mujeres ha recibido la reprobación de un sector del feminismo que ha 

advertido que a través de las reformas legales se puede reducir la capacidad de decisión de 

las mujeres (Laurenzo, 2007: 49-50 y 67). La voluntad de las víctimas sobre continuar o no 

con el proceso o sobre las medidas de protección, entre otras cuestiones, es irrelevante para 

                                                                                                                                          
de juzgar los daños cometidos por el acto cometido (Stangeland, 2005: 257). En esta misma línea, autores 
como Laurenzo (2003: 10-11), Asúa (2004: 226-227) o Del Rosal (2005: 339) criticaron que a través de esta 
reforma se considerara que los actos del maltrato aislados, cuando tuvieran lugar en el ámbito familiar, 
predijeran una violencia reiterada, como presuponía el Consejo General del Poder Judicial (2001: 36). 
84 A este respecto cabría reflexionar si la aplicación del art. 153 CP, referido a los malos tratos ocasionales, en 
detrimento del art. 173 CP, que hace referencia a los malos tratos habituales, podría servir como medio para 
neutralizar las normas que se consideran excesivas, como ya habían advertido Amnistía Internacional (2006: 
58) y autoras como Larrauri (2007a: 108). En este sentido los datos del Consejo General del Poder Judicial 
(2011a: 6) indican que en 2011 el 61,4% de los delitos instruidos por violencia de género eran por violencia 
ocasional (art. 153 CP), frente a un 13% por violencia habitual (art. 173 CP). Así, teniendo en cuenta que el 
delito del art. 173 CP se aplica de forma residual (Laurenzo, 2008: 339), cabría al menos plantearse si en este 
caso estamos frente a un Derecho Penal simbólico o al menos una neutralización de la norma por parte de los 
operadores jurídicos. 
85 José Antonio Rodríguez Sáez, Magistrado del Jugado de Ejecución Penal número 21 de Barcelona 
(Comunicación personal, 6 de julio de 2009). 



35 
 

el desarrollo del proceso penal, que puede instruirse y juzgarse de oficio (Larrauri, 2007a: 

102). A este respecto, Laurenzo (2008: 340 y ss) ha indicado que el Estado, desde una 

perspectiva paternalista86, permite que un tercero interponga la denuncia, que se procese el 

caso de oficio y que se obligue a que se impongan las penas accesorias de alejamiento en 

todo caso, siempre que se dicte una sentencia condenatoria, y en la fase de ejecución, si la 

condena se suspendiera o se sustituyese. De este modo la voluntad de las mujeres y su 

capacidad de decisión, así como el respeto a sus motivaciones y la confianza en su criterio, 

quedan totalmente anulados en favor de su protección y del castigo al agresor87. Bajo mi 

punto de vista, y de acuerdo con Laurenzo (2008: 343) con esta postura se está 

cuestionando la capacidad de razonar de las víctimas y de decidir por sí mismas88, lo cual ya 

ha sido objeto de crítica por parte de otras corrientes feministas. 

 

Una parte del feminismo ha manifestado asimismo la preocupación por las consecuencias 

negativas que pueda tener en las mujeres la intervención excesiva del sistema penal. En este 

sentido, se ha indicado que el paso por el sistema penal como requisito indispensable para 

poder acceder a los recursos creados para las víctimas de violencia de género89, podría 

provocar:  

                                                
86 Una de las críticas realizadas al uso del sistema penal para la resolución de casos de violencia de género en 
el ámbito internacional ha sido el carácter paternalista de esta medida y la consecuente limitación de la 
autonomía de las mujeres que conlleva (Hoyle, 2007: 158). 
87 Uno de los debates que afectan a la voluntad de la mujer en casos de violencia de género es la pretensión, 
tras la Recomendación del Grupo de Expertos del Consejo General del Poder Judicial (CGPJ, 2006: 77 y ss), 
de anular el derecho de las mujeres a acogerse al art. 416 LECrim, por el cual se les permite no prestar 
declaración contra su pareja. Para ello, el Grupo de Expertos utiliza: a) un argumento protector, basado en 
que una buena parte de las absoluciones en este ámbito se deben a que las mujeres se acogen a este derecho, y 
por tanto, si se las obligase a declarar el número de condenas aumentaría, estando ellas más protegidas; y b) 
un argumento de carácter procesal, según el cual una vez que se interpone la denuncia la persona demandante 
pierde su derecho a no declarar, no estando habilitada por tanto en estos casos a acogerse al art. 416 LECr. El 
discurso oficial también ha apoyado esta propuesta (Observatorio Estatal de Violencia contra la Mujer, 2007: 
187 y ss), considerando que a través de la dispensa de declarar se está dando entrada al perdón del ofendido, 
realidad que no tiene cabida en delitos perseguibles de oficio, como los de violencia de género. 
88 Un ejemplo de la negación de la capacidad de decidir de las mujeres ha sido la prohibición por mandato 
legal de la mediación como medio para la resolución de la violencia en el ámbito de la pareja, recogida en el 
art. 44.5 de la LO 1/2004 (Carmena, 2005: 37 y ss; Larrauri, 2007a: 106). Por lo que respecta a la capacidad de 
decisión de las mujeres existe un largo debate, principalmente en torno a la prostitución (ver en España 
Juliano, 2004; Mestre 2004 y 2005c; López – Mestre, 2005). 
89 Según lo establecido en el art. 23 LO 1/2004, la situación de violencia se acreditará con la orden de 
protección a favor de la víctima, o excepcionalmente, con el informe del Ministerio Fiscal que indique la 
existencia de indicios de violencia. A este respecto Larrauri (2007a: 104) indica que esta obligatoriedad de 
acudir al sistema penal no respeta la Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa 
realizada en 2005 sobre la protección de las mujeres contra la violencia, en cuyo párrafo 23 se insta a los 
Estados a proteger a las mujeres en función de sus necesidades e independientemente de si deciden denunciar 
o no. En este mismo sentido se manifiesta Asúa (2010: 80), quien advierte el ‘exceso de énfasis en la 
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a) Una victimización social. A este respecto se afirma que hay una tendencia a valorar 

socialmente la actitud de las mujeres hacia la denuncia en dos sentidos contrapuestos: 

considerar que las mujeres hacen un uso utilitarista de la denuncia para conseguir 

determinados beneficios, como la adjudicación de la vivienda en casos de divorcio o la 

obtención del permiso de residencia, en el caso de las mujeres inmigrantes (Larrauri, 

2007b: 14 y ss; Ortega, 2009: 601)90, y culpabilizar a aquellas mujeres que por diferentes 

razones deciden no acudir al sistema penal, considerándolas responsables de la 

continuación de la violencia y de tomar decisiones irracionales (Larrauri, 2005: 159). 

b) Una victimización institucional. En este sentido, el sistema penal ha sido considerado 

un instrumento inadecuado para responder a las necesidades de las mujeres porque su 

intervención puede dar lugar a una victimización secundaria91 (Acale, 2006b: 132). 

c) Una mayor intervención del Estado, que aumentaría su capacidad de control sobre las 

mujeres. De este modo, bajo la premisa de la necesidad de protección, se permite la 

imposición de medidas, como la prohibición de convivir con su pareja, que podrían en 

ocasiones perjudicarlas, especialmente si son inmigrantes92 (Casal – Mestre, 2002: 154; 

Maqueda, 2007: 17). 

 

En definitiva, a efectos de desarrollar una política criminal más eficiente y racional93, 

hubiera sido oportuno analizar previamente las causas de la violencia de género y la 

capacidad del Derecho Penal como instrumento para prevenirla. Como ya ha indicado 

Larrauri (2007a: 134), no se puede justificar el uso del Derecho Penal como instrumento 

preventivo y luego argumentar que la prevención no se consigue únicamente a través del 

Derecho Penal. 

                                                                                                                                          
importancia de denunciar, hasta el punto de condicionar las ayudas especiales que establece [la LO 1/2004] a 
la presentación de dicha denuncia’.  
90 Estas afirmaciones obvian, como se ha indicado, que las víctimas tienen que denunciar la situación de 
maltrato para acceder a los recursos previstos en la LO 1/2004.  
91 Se entiende por victimización secundaria las ‘actitudes, reacciones, comportamientos y prácticas por parte 
de los profesionales del sistema penal que culpabilizan a la víctima y dan lugar nuevamente a la violación de 
los derechos de las víctimas o a nuevos traumas’ (traducción propia de Wolhuter – Olley – Denham, 2009: 
55; para un estudio más exhaustivo ver Condry, 2010). Este aspecto referido a la violencia institucional se ve 
también confirmado en documentos internacionales, como los elaborados por el Comité para la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra la Mujer de las Naciones Unidas (Observaciones finales 
realizadas a España, A/59/38, párrafo 338 y C/ESP/CO/6, párrafo 31) o por el Consejo de Europa (en 
Ministerio de Igualdad, 2009c: 304), en los que se reconoce la existencia y el riesgo de violencia institucional 
hacia las mujeres extranjeras por parte de las autoridades españolas.  
92 Sobre el proceso de anulación de la capacidad de decisión de las mujeres y su ‘infantilización’ en casos de 
trata de personas ver Doezema (2004). 
93 Sobre la racionalidad de las leyes penales ver Díez Ripollés (2003). 
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Las críticas vertidas a la postura universalista y al uso del Derecho Penal en casos de 

violencia de género, bajo mi punto de vista, han podido contribuir a la erosión del apoyo 

social94 y político al feminismo oficial y a las reformas institucionales llevadas a cabo95. 

Muestra de ello son los movimientos que cuestionan no solo la efectividad de la LO 

1/2004, sino también su constitucionalidad, al considerar que no se respetan los principios 

de presunción de inocencia y de igualdad. Plataformas sociales como Projusticia, Custodia 

Compartida Ya o Asociación de Padres Separados, desarrollan una lucha activa contra la 

esta ley basándose fundamentalmente en: a) su inconstitucionalidad, por no cumplir con los 

principios de presunción de inocencia e igualdad mencionados; b) los efectos 

contraproducentes que puede tener en los hijos, basándose en el Síndrome de Alienación 

Parental96 y en la concesión mayoritaria de la custodia a la madre; y c) la afirmación 

constante, aunque desmentida por la Fiscalía General del Estado (2011: 737-738), de la 

existencia de una mayoría de denuncias falsas interpuestas como medio para obtener 

beneficios, por ejemplo en casos de separación o divorcio97. A partir de estas premisas este 

movimiento social ha formulado algunas de las críticas más contundentes al discurso 

feminista oficial.  

 

En cuanto a la falta de apoyo político, se pone de manifiesto principalmente en la 

reducción de los presupuestos destinados a materia de igualdad y de violencia de género en 

los últimos años98. Uno de los ejemplos más destacados en el ámbito estatal ha sido la 

desaparición del Ministerio de Igualdad en 2010, tan solo dos años después de su creación, 

y tras haber sido uno de los más criticados por la oposición política99. Asimismo, en el 

                                                
94 Cabe recordar que en el Barómetro de diciembre de 2012, los datos del Centro de Investigaciones 
Sociológicas respecto de las preocupaciones de los españoles sitúan la violencia de género en el puesto 
veintiséis, por debajo de los puestos ocupados en el año 2000. Datos consultados el 8 de enero de 2013:  
http://www.cis.es/cis/opencm/ES/11_barometros/index.jsp 
95 Respecto de la creciente preocupación por la ‘construcción de discursos antifeministas’ ver Heim et al. 
(2012: 139 y ss). En este mismo sentido ver en el ámbito internacional Johnson (2011). 
96 Incluso se ha constituido una Asociación Nacional de Afectados por el Síndrome de Alienación Parental 
(ANASAP). Para un análisis más exhaustivo de la discusión acerca del Síndrome de Alienación Parental (SAP) 
ver Cartié et al. (2005) o Gil et al. (2006). Asimismo, se puede consultar el Informe aprobado por el 
Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer en julio de 2010 (Observatorio Estatal de Violencia sobre la 
Mujer, 2010a). 
97 Como se ha indicado, la posible criminalización social de las mujeres como una consecuencia negativa de la 
obligación de pasar por el sistema penal para acceder a los recursos previstos ya se había puesto de manifiesto 
por una parte del feminismo (Larrauri, 2007a: 104).  
98 Este hecho podría haberse visto afectado asimismo por la situación de crisis económica actual. 
99 A este respecto véanse, entre otras, las declaraciones en 2010 de la entonces Presidenta de la Comunidad 
Autónoma de Madrid, Esperanza Aguirre, respecto de las funciones del Ministerio de Igualdad, al que se 
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ámbito autonómico se han eliminado diversos servicios, entidades o programas, como el 

Programa de Seguridad Contra la Violencia Machista, creado por el Departamento de 

Interior de la Generalitat de Cataluña en 2007, y eliminado en 2011 con la entrada del 

nuevo Gobierno autonómico (Heim et al., 2012: 167-168) 

 

 

3. Impacto de la inmigración en el discurso sobre violencia de género 

Una vez analizadas las reformas llevadas a cabo en materia de violencia en la pareja y la 

influencia que ha tenido el discurso feminista oficial en su aprobación, así como las críticas 

realizadas desde diferentes ámbitos, procedo a analizar el vínculo entre la violencia de 

género y la inmigración, la visibilidad de las mujeres inmigrantes en las medidas llevadas a 

cabo para prevenir y erradicar el maltrato y el impacto de la inmigración en el tratamiento 

de este tipo de violencia. 

 

Como he ya se ha señalado, las medidas llevadas a cabo en materia de violencia de género 

se han caracterizado por no tener en cuenta las necesidades específicas de las mujeres 

inmigrantes o de otros colectivos especialmente vulnerables. En este sentido, las reformas y 

los planes adoptados hasta el año 2004 presentaban a las mujeres como una categoría 

homogénea y única, entendiendo no solo que tienen el mismo riesgo de ser víctimas por el 

simple hecho de pertenecer a esa categoría, sino que además, todas tienen las mismas 

necesidades para poner fin a la situación de violencia.  

 

Aunque en la Exposición de Motivos de la LO 1/2004 se afirma que la violencia de género 

‘se manifiesta en nuestra sociedad como el símbolo más brutal de la desigualdad…y se 

dirige a las mujeres por el hecho mismo de serlo’, en su articulado se reconoce la especial 

vulnerabilidad de determinados colectivos de mujeres, como las inmigrantes (art. 32.4 LO 

1/2004). Sin embargo, la mayoría de sus medidas no contemplan la especificidad de estos 

grupos a la hora de gestionar la respuesta a este tipo de violencia porque se considera que la 

problemática radica en la desigualdad de género, y por tanto las víctimas son ‘las mujeres’. 

En este sentido, el legislador español no atendió a lo manifestado por diversos 

                                                                                                                                          
refería de forma despectiva como ‘Ministerio de Igual Da’ (El Mundo, 15 de marzo de 2010. Consultado el 23 
de enero de 2013 en la web: http://www.elmundo.es/elmundo/2010/03/15/madrid/1268643466.html).  
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organismos100 y una parte de la doctrina sobre la necesidad de tener en cuenta el vínculo 

entre el maltrato y otros factores, como la clase social101 o la condición de inmigrante, a 

efectos de desarrollar políticas de intervención adecuadas.  

 

A este respecto, Amnistía Internacional (2003) había señalado la invisibilización de las 

mujeres inmigrantes, principalmente las indocumentadas, en las continuas reformas y 

medidas que se estaban llevando a cabo en materia de violencia de género y de extranjería. 

Asimismo, incidía en su mayor dificultad para poner fin a las situaciones de violencia, 

debido a su triple condición de mujeres, inmigrantes e indocumentadas, reconociendo la 

responsabilidad de la regulación de extranjería en este aspecto. Por otra parte, en sus 

Observaciones al Proyecto de Ley Orgánica de Medidas de Protección Integral contra la 

Violencia de Género, este organismo consideraba que tal y como estaba concebido el 

proyecto de ley no se podría garantizar la protección de todas las víctimas y proponía una 

serie de medidas que debían considerarse para poder ofrecer una respuesta igualitaria a 

todas las mujeres, independientemente de su condición de indocumentadas (Amnistía 

Internacional, 2004: 7-8). 

 

En esta misma línea, varias comparecencias en las Comisiones del Congreso de los 

Diputados para Debatir el Anteproyecto de Ley Integral (Diario de Sesiones del Congreso 

de los Diputados, 22 de julio y 9 de septiembre de 2004) manifestaron su preocupación por 

las mujeres inmigrantes. Así, representantes de asociaciones e instituciones, como Carmen 

Ronei, presidenta de la Asociación de Asistencia a Mujeres Víctimas de Violencia, Micaela 

Navarro, Consejera de Igualdad y Bienestar Social de la Junta de Andalucía, y Antonia Caro 

                                                
100 En el ámbito internacional, el mayor impacto de la violencia de género en las mujeres inmigrantes fue 
destacado en las observaciones realizadas a España por el Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer, en las que se puso de manifiesto la preocupación respecto de la falta de protección a la que 
puedan verse expuestas las mujeres indocumentadas en situaciones de violencia o abusos en nuestro país 
(Amnistía Internacional, 2003: 1). También la Resolución 2003/45, sobre la Eliminación de la Violencia 
contra la Mujer, reconoce de forma explícita la especial vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes, a quienes 
considera ‘particularmente expuestas a la violencia’. En este mismo sentido, la Relatora Especial de Naciones 
Unidas en su Informe sobre la Situación de los Inmigrantes en España señala ‘la especial vulnerabilidad de las 
mujeres reagrupadas con el marido cuando son víctimas de violencia doméstica y del miedo a denunciar la 
situación’ (Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, 2004: 19). 
101 Así lo ha indicado la Organización Mundial de la Salud (2002: 17) en su Informe Mundial sobre la 
Violencia y la Salud, en el que se afirma que los segmentos de población con ingresos más bajos tienen mayor 
riesgo de verse inmersos en situaciones de violencia, reconociendo en sus conclusiones que ‘la violencia, al 
igual que muchos problemas de salud, no es neutra. Todas las clases sociales la padecen, pero las 
investigaciones demuestran sistemáticamente que las personas de nivel socioeconómico más bajo son las que 
corren mayor riesgo’ (Organización Mundial de la Salud, 2002: 39).  
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Hernández, representante de las Asociaciones de Derechos Humanos en Andalucía, 

pusieron de manifiesto su preocupación por este colectivo y su especial vulnerabilidad ante 

la violencia de género, así como la falta de atención de la LO 1/2004 a su problemática 

específica. También desde la comunidad científica se había indicado la necesidad de tener 

en cuenta las particulares características de determinados grupos y su mayor vulnerabilidad 

ante la violencia, como las mujeres pertenecientes a minorías étnicas, inmigrantes o en una 

situación de exclusión social, así como la importancia de adaptar las medidas adoptadas a 

sus necesidades concretas (Medina, 2002: 43). Sin embargo, las sucesivas reformas se 

aprobaron sin tener en cuenta este discurso alternativo que ponía de manifiesto la mayor 

vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes. Al contrario, las medidas recogidas en la LO 

1/2004 se destinan a toda las mujeres víctimas de violencia en la pareja, sin tener en cuenta 

la nacionalidad, la clase social u otros tipos de desigualdad que pueden afectar al riesgo de 

sufrir este tipo de violencia y a sus recursos disponibles para poner fin al maltrato.  

 

Cabe recordar por otra parte que la aplicación de esta ley permitió, a través de la creación 

de organismos destinados al estudio de la violencia de género, visibilizar la problemática 

específica de este colectivo y confirmar las inquietudes que antes de su aprobación se 

habían manifestado al respecto. Este reconocimiento generó un intenso debate sobre el 

vínculo entre violencia de género e inmigración, la victimización de las mujeres inmigrantes 

y las causas del mayor impacto de la violencia en este grupo social, que ha obligado 

modificar en parte el discurso institucional utilizado hasta el momento para explicar el 

maltrato contra la mujer en la pareja y a tomar medidas específicas para su prevención y 

tratamiento en el colectivo inmigrante, como se verá en los siguientes apartados. 

 

 

3.1. Primeros datos y primeras explicaciones 

A diferencia de otros factores de riesgo o ‘desencadenantes’ (Pérez Del Campo, 1996: 14-

15) la inmigración ha tenido mayor aceptación como variable explicativa de la violencia en 

la pareja. Los datos publicados por diferentes organismos han reafirmado la creencia de 

que ‘la violencia de género ocurre con más frecuencia y tiene mayor impacto en la 
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población inmigrante’102 y han contribuido a una mayor aceptación social y política de esta 

realidad. 

 

En efecto, si se atiende a los datos publicados se puede afirmar que las mujeres inmigrantes 

son más vulnerables ante el maltrato y que los hombres inmigrantes se ven inmersos en 

procedimientos por violencia de género en mayor medida que los españoles103. Sin 

embargo, sin un marco explicativo precedente, esta afirmación puede llevar a atribuir la 

mayor tasa de violencia de género en ese grupo de población a ‘su cultura’104, lo cual es al 

menos discutible (Medina, 2002: 211 y ss; ver en el ámbito internacional Volpp, 2003: 394; 

Dupont – Sokoloff, – 2005a).  

 

Asumir que la victimización de las mujeres inmigrantes tiene como causa la cultura de los 

diferentes grupos minoritarios implicaría que la violencia que sufren estas mujeres es 

ejercida por extranjeros. A este respecto no hay datos concluyentes, ya que la información 

sobre denuncias indica la nacionalidad de la persona denunciante, pero no la del 

denunciado, y al contrario, en los casos en los que consta la nacionalidad del condenado se 

desconoce la de la víctima, por lo que la información en este aspecto es sesgada. Uno de los 

datos que permite al menos cuestionar que los agresores de las mujeres inmigrantes son de 

su misma nacionalidad son los publicados por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 

Igualdad (en adelante MSSSI), en los que se indica que, de las mujeres que hicieron uso del 

                                                
102 A pesar de ello aún siguen existiendo ciertas reticencias dentro del feminismo oficial a admitir que la 
condición de inmigrante puede ser un factor de riesgo. Véanse en este sentido las declaraciones de Consuelo 
Abril, portavoz de la Comisión para la Investigación de Malos Tratos a Mujeres, quien afirma que el vínculo 
entre la violencia de género y la inmigración es un ‘argumento sin fundamento’, al considerar respecto del 
tratamiento del efecto imitación que ‘…ya se hizo algo parecido cuando se comenzó a analizar la proporción 
de mujeres inmigrantes que moría a manos de su pareja o ex pareja y se empezó a deslizar eso de que morían 
por ser extranjeras cuando el Estado de derecho tiene que proteger a todos por igual’ (El País, 23 de mayo de 
2011). En esta misma línea, Marta Selva, ex-presidenta del Instituto Catalán de las Mujeres, respondía a la 
pregunta si la violencia de género afecta de forma diferente a autóctonos e inmigrantes y a las distintas clases 
sociales con rotundo ‘No. Es un fenómeno transversal’ (El Periódico, 8 de junio de 2010). 
103 El análisis exhaustivo de los datos sobre violencia de género en la población inmigrante se realizará en el 
segundo capítulo de este trabajo. 
104 Por cultura se entiende el conjunto de normas, valores y creencias que determinan el comportamiento y la 
forma de vida de un grupo social y sirven para formar la identidad de las personas que pertenecen al mismo 
(Klevens et al., 2007: 141-142). Respecto del uso de la cultura como factor explicativo de la violencia de 
género Volpp (2003: 395) plantea que ‘la psicología se utiliza para explicar por qué la gente etiquetada como 
occidental actúan de forma irracional. Por el contrario, la cultura se utiliza para explicar por qué aquellos que 
no son considerados occidentales actúan de forma irracional’ (Traducción propia).  
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servicio de asistencia telefónica 016 e indicaron su nacionalidad105, un 77,6% eran españolas 

y un 22,4% extranjeras, y según la información ofrecida por estas mujeres, un 79,1% de los 

agresores eran españoles y un 20,9% extranjeros (MSSSI, 2012a: 18). A pesar de que los 

porcentajes de víctimas y agresores extranjeros son coincidentes, si se analiza la relación 

víctima-agresor en función de la nacionalidad se observa que el 94,3% de las españolas 

afirman que su agresor es español, mientras que solo el 63,7% de las mujeres extranjeras 

indican que su agresor es extranjero, por lo que es cuestionable el argumento de que la 

violencia en la población inmigrante se debe a la ‘cultura’, ya que hay un 36,3% de las 

mujeres extranjeras que hacen uso del servicio de atención telefónica que manifiestan haber 

sido agredidas por hombres españoles106.  

 

Además, los datos sobre muertes por violencia de género entre 2003 y 2009 permiten 

constatar que el 24% de las mujeres extranjeras fueron asesinadas por hombres españoles 

(Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 2010b: 61). Esta información 

confirmaría lo indicado en el párrafo anterior: hay un porcentaje de agresores de mujeres 

extranjeras cuya nacionalidad es española, por lo que argumentar que la violencia hacia 

estas mujeres tiene lugar por causa de la cultura foránea del agresor no sería correcto. 

 

Bajo mi punto de vista, tres factores han podido contribuir a que se admita de forma 

generalizada y sin demasiado cuestionamiento el mayor impacto de la violencia de género 

en la población inmigrante como consecuencia de su ‘cultura’:  

a) El acceso a datos estadísticos que muestran que los hombres inmigrantes están 

sobrerrepresentados en las denuncias y las condenas por maltrato facilita la creación de 

un nexo causal entre inmigración y violencia de género. 

                                                
105 Es importante indicar que no todas las mujeres que hacen uso del 016 indican toda la información 
requerida. Así, respecto a la nacionalidad, de un total de 231.664 mujeres que utilizaron este servicio entre el 3 
de septiembre de 2007 (fecha de su puesta en marcha) hasta el 29 de febrero de 2012, 49.207 aportaron 
información sobre su nacionalidad y 35.714 sobre la nacionalidad de su pareja (MSSSI, 2012a: 13 y 18). Es 
posible que haya mujeres que no aporten datos al respecto, por ejemplo en casos en los que las mujeres 
teman dar información cuando ellas o sus parejas se encuentren en una situación de irregularidad. Asimismo, 
tal y como se indicará en los capítulos siguientes, cabría también la posibilidad de que haya mujeres 
extranjeras que utilicen este servicio por distintas causas, como barreras culturales o idiomáticas.  
106 Esta idea ya ha sido manifestada por profesionales que trabajan con víctimas, quienes cuestionan el tópico 
‘cultural’ y ponen de relieve la problemática a la que se enfrentan las mujeres extranjeras que son maltratadas 
por españoles, especialmente si las primeras se encuentran en una situación de irregularidad o de reagrupación 
familiar (ver Uría, 2009). 
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b) El vínculo social y mediático que se realiza entre inmigración y delincuencia107 

permite consolidar la imagen creada previamente por las estadísticas, asumiendo que 

también en lo que respecta a la violencia hacia la mujer en la pareja ‘los inmigrantes 

delinquen más’.  

c) El crecimiento de la población inmigrante108 que ha tenido lugar en España en los 

últimos años y la construcción social del inmigrante como ‘culturalmente diferente’ 

(Delgado, 2003: 14 y ss). 

 

Estos factores podrían ofrecer una explicación a las mayores tasas de maltrato en la 

población inmigrante que presentan las estadísticas sin alejarse demasiado del argumento 

utilizado por el discurso oficial: ‘la cultura patriarcal’. Así, desde esta posición se tiende a 

asumir que la violencia de género tiene mayor impacto en este colectivo debido a que la 

cultura patriarcal está más arraigada, sin detenerse a analizar otros factores estructurales 

que, como muestran algunos estudios, podrían neutralizar el factor ‘cultural’ o la condición 

de inmigrante109 (Medina, 2002: 211-212; Larrauri, 2007a: 35). De nuevo el mantenimiento 

del tópico que vincula de forma positiva cultura y violencia de género, de acuerdo a lo 

indicado por Volpp (2003: 398), puede ser funcional tanto para el feminismo oficial como 

para el Estado: el feminismo institucional puede seguir manteniendo su postura sobre la 

desigualdad de género como causa de la violencia contra las mujeres, argumentando que la 

mayor victimización de las mujeres inmigrantes se debe a la educación en una cultura 

patriarcal más arraigada existente en su país de origen; y el Estado, mientras se asuma que la 
                                                
107 Ver por ejemplo la noticia publicada por el diario El Mundo, con el titular ‘El 68% opina que hay 
‘demasiados inmigrantes’ y que traen delincuencia’ (El Mundo, 17 de agosto de 2008, consultado el 23 de 
enero de 2013: http://www.elmundo.es/elmundo/2008/08/17/espana/1218931417.html) o en el diario El 
País, ‘La patronal catalana Pimec vincula delincuencia con inmigración’, (El País, 19 de enero de 2010, 
consultado el 23 de enero de 2013: 
http://elpais.com/elpais/2010/01/19/actualidad/1263892633_850215.html). 
108 La población extranjera ha pasado de representar un 1,37% sobre el total de la población en 1996 a un 
12,19% en el año 2011 (elaboración propia a partir de los datos publicados por el Instituto Nacional de 
Estadística, consultado el 15 de diciembre de 2012:  
http://www.ine.es/jaxi/menu.do?type=pcaxis&path=/t20/e245/&file=inebase) 
109 A este respecto algunos autores han insistido en la necesidad de evitar la confusión entre la cultura, 
entendida como un conjunto de costumbres y tradiciones que definen a los miembros de un grupo social y su 
forma de vida, y el patriarcado, entendido como una forma de organización social en la que la supremacía la 
ostentan los hombres, frente a la subordinación de las mujeres, y que puede observarse en diferentes grupos 
al margen de su cultura. En este sentido se indica que es necesario analizar cómo el patriarcado opera de 
forma diferente en distintas culturas, ya que de lo contrario, si se identifica la cultura con el patriarcado se 
corre el riesgo de que el maltrato se atribuya a la cultura, y que por lo tanto, se identifique la violencia de 
género como algo propio de ‘otros’ grupos sociales minoritarios que no ocurre en el grupo mayoritario 
(Menjívar – Salcido, 2002: 900-901; Dasgupta, 2005; Dupont – Sokoloff, 2005a: 45-47 y 2005b: 5; Sokoloff – 
Pratt, 2005: 18). 
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mayor tasa de maltrato entre la población inmigrante se debe a ‘su’ cultura no se ve 

obligado a revisar, analizar o justificar el grado de vulnerabilidad que pueden implicar sus 

políticas migratorias o de acceso a los recursos para las mujeres inmigrantes.  

 

En definitiva, los datos facilitados por los diferentes organismos y la aceptación del mayor 

impacto de este tipo de violencia en la población inmigrante han dado lugar a la aprobación 

de reformas legislativas en materia de extranjería y de planes de prevención específicos que, 

aunque a la espera de una evaluación de su aplicación, parecen ir en la línea del 

reconocimiento de la existencia de una mayor victimización de las mujeres inmigrantes y de 

su mayor dificultad para el acceso a la justicia y a los recursos, así como de la necesidad de 

una respuesta particular a la problemática de la violencia de género en este colectivo. 

 

 

3.2. Estatus administrativo irregular y principales críticas a la LO 4/2000, de 11 de 

enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España, y su Integración 

Social 

No obstante la cultura, también se ha apuntado la incidencia del estatus administrativo 

irregular como uno de los factores que puede aumentar la vulnerabilidad de las mujeres 

inmigrantes ante la violencia de género. La puesta en marcha de LO 1/2004 supuso en la 

práctica numerosas dificultades a la hora de garantizar los derechos en ella recogidos a 

todas las mujeres, especialmente a las inmigrantes en situación de irregularidad. La 

discusión respecto de su aplicación y la incompatibilidad de muchas de sus medidas con las 

reguladas en la Ley Extranjería110 se vio reforzada por los datos que indicaban la mayor 

victimización de las mujeres inmigrantes.  

                                                
110 La LO 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su 
Integración Social ha sido modificada en cinco ocasiones, por las siguientes reformas: 
- LO 8/2000, de 22 de diciembre de 2000, de reforma de la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y 

libertades de los extranjeros en España y su integración social, publicada en el Boletín Oficial del Estado, 
número 307, de 23 de diciembre de 2000 (p. 45.508 – 45.522).  

- LO 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia 
doméstica e integración social de los extranjeros, publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 234, de 
30 de septiembre de 2003 (p. 35.398 – 35.404).  

- LO 14/2003, de 20 de noviembre, de reforma de la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades 
de los extranjeros en España y su integración social, publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 279, 
de 21 de noviembre de 2003 (p. 41.193 – 41.204).  

- LO 2/2009, de 11 de diciembre, de reforma de la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades 
de los extranjeros en España y su integración social, publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 299, 
de 12 de diciembre de 2009 (p. 104.986 – 105.031).  



45 
 

A este respecto se realizaron críticas a la Ley de Extranjería por no adoptar una perspectiva 

de género que tuviera en cuenta las dificultades a las que se enfrentan las mujeres 

inmigrantes víctimas de violencia de género111. Si bien esta ley ya había recibido varias 

objeciones por su carácter ‘trafiquista’ y sexista (ver Casal – Mestre, 2002; Azize, 2004; 

Mestre, 2005c: 316), las críticas referidas al tratamiento de las víctimas de violencia de 

género comenzaron a realizarse mayoritariamente tras la aprobación de la LO 1/2004, cuya 

puesta en marcha permitió constatar las dificultades estructurales a las que se ven sometidas 

las víctimas extranjeras a causa de la regulación de la extranjería.  

 

Uno de los problemas planteados es que aquellas mujeres en situación administrativa 

irregular o las que estén reagrupadas por su pareja tendrán que interponer una denuncia 

para poder iniciar los trámites de solicitud de la autorización de residencia, lo cual tiene 

consecuencias especialmente graves para estas mujeres, a quienes se les reconocen mayores 

dificultades a la hora de acceder a la justicia (Amnistía Internacional, 2003, 2005 y 2007; 

Corcoy, 2005: 1.237; Acale, 2006a: 373; Larrauri, 2007a: 35; Rueda, 2008: 112-114). Esta 

preocupación por el riesgo que podría tener para las mujeres la obligación de presentar una 

denuncia para acceder a los recursos ya se había puesto de manifiesto en la tramitación de 

la ley, ya que se consideró que este requisito podría suponer en la práctica la denegación de 

estos servicios para aquellas que por distintas causas deciden no acudir al sistema penal 

para resolver la situación de maltrato, especialmente en el caso de mujeres inmigrantes. Así 

lo pusieron de manifiesto Caro Hernández112, en su intervención en la Comisión del 

Congreso de los Diputados para Debatir el Anteproyecto de Ley Integral (Diario de 

Sesiones del Congreso de los Diputados, 9 de septiembre de 2004) y Mercedes Agúndez, 

Defensora del Pueblo Vasco113 (Ararteko, 2003: 8), quien remarcaba la especial 

                                                                                                                                          
- LO10/2011, de 27 de julio, de modificación de los artículos 31 bis y 59 bis de la LO 4/2000, de 11 de enero 

sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, publicada en el Boletín 
Oficial del Estado, número 180, de 28 de julio de 2011 (p. 85.346 – 85.349).  

El texto consolidado se ha publicado en el Boletín Oficial del Estado (última consulta realizada el 22 de abril 
de 2013) http://www.boe.es/buscar/pdf/2000/BOE-A-2000-544-consolidado.pdf  
111 A este respecto Acale (2006a: 125) mencionaba la falta de consideración del sexo en la definición de 
‘discriminación’ realizada en el art. 23 LOEx, así como la falta de mención de la nacionalidad como una de las 
razones que puede suponer una ‘discriminación’ en la LO 1/2004. Esta situación supone un tratamiento 
inconexo de las mujeres víctimas de violencia de género que sean de origen extranjero, especialmente si están 
indocumentadas. 
112 Ver asimismo su intervención en el Diario de noticias de Navarra, 20 de noviembre de 2009. Consultado el 
20 de septiembre de 2010. http://www.noticiasdenavarra.com/2009/11/10/sociedad/navarra/la-obligacion-
de-denunciar-al-maltratador-es-un-obstaculo-tremendo-para-que-las-victimas-accedan-a-recursos-publicos  
113 Para un análisis del Informe realizado por la Defensora del Pueblo Vasco ver Ortubay (2004). 
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vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes y cómo la exigencia de interponer la denuncia 

podría fomentar la denegación automática de determinados recursos. 

 

Asimismo, es importante indicar que, tanto en el caso de las mujeres reagrupadas como en 

el caso de las que se encuentran en España en situación de irregularidad administrativa, la 

posibilidad de iniciar los trámites de solicitud de la autorización de residencia y su 

concesión depende de la obtención de una orden de protección, o en su defecto, desde el 

año 2009, de un informe del Ministerio Fiscal en el que se ponga de manifiesto que existen 

indicios de violencia (ver arts. 19.2 y 31bis de la LOEx).  

 

Respecto a la orden de protección, cabe decir que es una medida cautelar inicialmente 

concebida para proteger a las mujeres cuya vida o integridad física pueda verse vulnerada 

en un futuro inmediato, y no para ‘probar’ que existe violencia de género. Ello, unido a la 

reticencia que según algunas autoras (Acale, 2006b: 145; Heim et al., 2012: 136) tienen los 

jueces a conceder órdenes de protección114, puede suponer un problema para la 

regularización administrativa de estas mujeres. Según los datos publicados por el Consejo 

General del Poder Judicial (2011a: 10), del total de 134.002 denuncias presentadas en 2011 

en los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en un 27% de los casos se solicitaron órdenes 

de protección – un total de 35.816 solicitudes – de las cuales el 34% fueron denegadas. Es 

decir, únicamente el 17,5% del total de mujeres que denuncian violencia de género 

obtienen una orden de protección. Las solicitadas por extranjeras fueron el 34,2% del total, 

un porcentaje ligeramente inferior a su representación en las denuncias en ese mismo año – 

un 36%. Sin embargo, se desconoce el porcentaje de órdenes de protección concedidas a 

mujeres extranjeras115. Además, es importante indicar que la concesión de la orden de 

protección varía en función de la Comunidad Autónoma, siendo Cataluña donde menos se 

                                                
114 En este sentido se manifestaba Francisca Verdejo, magistrada del Juzgado de Violencia sobre la Mujer 
número 2 de Barcelona (comunicación personal, 20 de julio de 2009), quien indicaba que las órdenes de 
protección tenían como objetivo proteger a la víctima en casos de que hubiera un riesgo para su vida o su 
integridad física, y en ningún caso otorgar ‘beneficios’ administrativos. Por ejemplo, en los casos en los que se 
ha decretado prisión preventiva o en los que el imputado vive en otra ciudad o está fuera del país, entre otras 
muchas situaciones, la concesión de la orden de protección no tendría cabida, lo que puede suponer un grave 
problema para las mujeres extranjeras que, independientemente de la finalización del proceso, en primera 
instancia no tendrían posibilidad de solicitar la autorización de residencia por circunstancias excepcionales, y 
por tanto, su acceso a los recursos se vería obstaculizado. 
115 A este respecto el Fiscal Superior de Andalucía, José M. García Calderón, afirmó en una entrevista 
realizada por El País que un 35% de las órdenes de protección se conceden a mujeres indocumentadas (‘Las 
indocumentadas sufren seis veces más la violencia machista’, El País, 21 de junio de 2010). 
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conceden, denegándose un 55% del total de solicitadas (CGPJ, 2011a: 15). Por último, cabe 

indicar que en su concesión se observa una tendencia decreciente en los últimos 5 años, 

habiendo pasado de concederse el 74,8% de las solicitadas en el último trimestre de 2007, a 

un 63,2% en el mismo periodo de 2011.  

 

En cuanto al Informe del Ministerio Fiscal en casos de violencia contra la mujer en la 

pareja, cabe indicar que se encuentra regulado en la Instrucción 2/2005, de 2 de marzo de 

2005, sobre la Acreditación por el Ministerio Fiscal de las Situaciones de Violencia de 

Género (en adelante Instrucción 2/2005). La Fiscalía puede emitir un informe indicando la 

existencia de indicios de violencia para que las víctimas puedan acceder a los recursos 

sociales, laborales y económicos regulados en la LO 1/2004 cuando no se conceda la orden 

de protección. En el caso específico de las mujeres inmigrantes, la regulación de extranjería 

recoge la validez de este informe a efectos de solicitar la autorización de residencia desde la 

aprobación de la LO 2/2009, de 11 de diciembre, de Reforma de la LO 4/2000, de 11 de 

enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social, 

sin embargo, al ser la Instrucción 2/2005 anterior a esta modificación, en ella no se 

contempla la situación específica de las estas mujeres para la solicitud de la autorización de 

residencia. La Fiscalía General del Estado ha regulado esta cuestión posteriormente a través 

de la Circular 6/2011, sobre Criterios para la Unidad de Actuación Especializada del 

Ministerio Fiscal en Relación a la Violencia sobre la Mujer, en la que indica que ‘en los 

supuestos de mujeres extranjeras irregulares o reagrupadas víctimas de violencia de género, 

la acreditación por el Fiscal de la existencia de indicios de dicho violencia, podrá ser emitida 

aun cuando no se haya interesado orden de protección y sin necesidad de valorar la 

existencia de indicios objetivos de riesgo’ (Fiscalía General del Estado, 2012: 667), si bien 

no aporta datos sobre el número de informes solicitados, dictados y denegados. 

 

Por otra parte, en lo que respecta a la concesión de la autorización de residencia, se han 

realizado críticas en torno a dos cuestiones (Ministerio de Igualdad, 2009b: 29):  

a) El carácter potestativo de la concesión de la autorización de residencia temporal por 

circunstancias excepcionales, que podrán solicitar las mujeres víctimas de violencia de 

género que se encuentren de forma irregular en España, y de la autorización de 
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residencia independiente, prevista para las mujeres reagrupadas que sufran este tipo de 

violencia. 

b) La falta de previsión de la autorización para trabajar. Dado que la dependencia 

económica ha sido reconocida por la LO 1/2004 como uno de los factores de riesgo 

ante la violencia de género y una de las barreras en el acceso a la justicia, no resulta 

comprensible que las mujeres extranjeras víctimas de violencia de género puedan 

solicitar la autorización para residir legalmente en España, pero no obtengan la 

autorización para trabajar.  

 

Por último, respecto de la regulación de la reagrupación familiar en casos de violencia de 

género, las críticas se han realizado en dos sentidos. Por un lado, se ha mencionado la falta 

de previsión sobre la situación de los hijos en proceso de reagrupación, de manera que las 

mujeres víctimas de violencia que se encuentren en esta situación pueden verse presionadas 

ante una posible negación de la reagrupación de sus hijos en el caso de que denuncien el 

maltrato (Acale, 2006b: 147). Y por otro lado, la falta de atención a aquellas situaciones en 

las que el agresor es la persona reagrupada, en cuyo caso, a pesar de que haya una condena, 

el maltratador y la víctima seguirán vinculados, al menos administrativamente, ya que el 

permiso de residencia del agresor dependerá del permiso de residencia de la víctima (Acale, 

2006b: 146). 

 

 

3.3. Respuesta a las críticas y reformas en materia de extranjería 

El debate generado desde la puesta en marcha de la LO 1/2004 respecto del impacto de la 

violencia de género en las mujeres inmigrantes y las dificultades de aplicación de esta ley en 

el caso de víctimas extranjeras ha dado lugar a diversas reformas normativas destinadas a 

atender a las necesidades específicas de estas mujeres, así como al desarrollo de nuevas 

medidas para el tratamiento específico de la violencia de género en este colectivo. Además 

de las llevadas a cabo en el ámbito de la inserción socio-laboral116, se han aprobado 

                                                
116 Desde un ámbito social, con el objetivo de mejorar la inserción laboral de aquellas mujeres que sufren 
múltiples tipos de discriminación, el Instituto de la Mujer impulsó un programa específico, el Programa 
CLARA. Este programa está dirigido a mujeres inmigrantes, pertenecientes a minorías étnicas, jóvenes o 
mayores de 45 años, responsables de núcleos familiares o víctimas de violencia de género. En el programa 
CLARA se considera que las mujeres en algunas de estas circunstancias tienen más dificultades para encontrar 
un trabajo estable. Sin embargo, no se tiene en cuenta que en muchas de ellas pueden observarse diversas 
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reformas en la regulación de extranjería y en materia de prevención de la violencia de 

género en la población inmigrante, siendo las más destacadas las que se analizan a 

continuación.  

 

La primera modificación relevante se llevó a cabo en el ámbito policial, apenas siete meses 

después de la promulgación de la LO 1/2004. Tras la aprobación de esta ley se puso de 

manifiesto la dificultad para los cuerpos policiales de cumplir la doble tarea encomendada 

por el Estado: proteger a las víctimas de violencia de género y velar por la protección de las 

fronteras del Estado. Esta situación provocaba un conflicto cuando la policía tenía que dar 

una respuesta efectiva a mujeres que interponen una denuncia por maltrato y se encuentran 

en situación de irregularidad administrativa: la LO 1/2004 obliga a la policía a garantizar la 

protección de las víctimas de violencia de género, mientras que la Ley de Extranjería, del 

mismo rango legal que la LO 1/2004, establece la obligación de iniciar un procedimiento 

sancionador cuando una persona se encuentra residiendo irregularmente en España por 

incumplimiento del art. 53 de la LOEx. 

 

Para solucionar este problema la Secretaría de Estado de Seguridad, el 29 de julio de 2005, 

aprobó la Instrucción 14/2005, de la Secretaría de Estado, sobre Actuación de Dependencias Policiales 

en Relación con Mujeres Extranjeras Víctimas de Violencia Doméstica o de Género en Situación 

Administrativa Irregular (en adelante Instrucción 14/2005), según la cual se insta a la policía a 

informar a la denunciante sobre los derechos reconocidos por la LO 1/2004 a todas las 

víctimas de violencia de género (arts. 17 y ss LO 1/2004), y al mismo tiempo, incoar el 

procedimiento de expulsión correspondiente por encontrarse en España de forma irregular 

(art. 53 LOEx). Así, ante una situación en la que una mujer que se encuentre de forma 

irregular en España interponga una denuncia por violencia de género, la policía tiene que 

seguir los siguientes pasos: a) recoger la denuncia e informar a la mujer de todos los 

derechos regulados en la LO 1/2004, garantizando su protección como víctima de 

violencia de género; b) incoar las actuaciones previas al proceso sancionador que se dejará 

en suspenso hasta que el juez resuelva sobre la concesión o no de la orden de protección; c) 

si el juez no concede la orden de protección se iniciará la incoación del expediente 

                                                                                                                                          
circunstancias de las anteriormente mencionadas: pueden ser mujeres, inmigrantes, responsables de un núcleo 
familiar, pertenecientes a una minoría étnica, jóvenes y además, víctimas de violencia de género. La 
intersección de todas estas variables podría aumentar la vulnerabilidad de estas mujeres. 
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sancionador, y si se concede, se esperará un mes antes de continuar con el proceso en 

función de si la víctima ha solicitado la autorización de residencia por circunstancias 

excepcionales; y d) en caso de que haya solicitado dicha autorización, el proceso 

sancionador finalizará con la ejecución de la expulsión si finalmente no se concede dicho 

permiso, o bien con la solicitud de la sustitución de la expulsión por multa si finalmente se 

concede. 

 

De esta regulación cabe realizar varias apreciaciones. En primer lugar, la mujer en situación 

irregular será sancionada en todo caso, bien con la expulsión, en caso de que del proceso 

no se permita deducir que ha sido de violencia de género, o bien con una sanción de multa, 

si se demuestra que ha sido víctima de malos tratos y consigue obtener la autorización de 

residencia por circunstancias excepcionales. Esta criminalización de las víctimas en 

situación irregular podría tener un impacto negativo en su decisión de denunciar al 

aumentar las dificultades que ya supone el estatus administrativo en sí mismo y el miedo a 

las consecuencias de la intervención del sistema penal, como se verá en el tercer capítulo. 

 

En segundo lugar, esta normativa podría reflejar un cierto grado de desconfianza de las 

autoridades hacia las víctimas de violencia de género, especialmente si son extranjeras 

(Amnistía Internacional, 2005: 9, np. 14; Acale, 2006a: 404). En este sentido, se afirma que 

no existe ninguna otra normativa en la que se indique a la policía que tiene que averiguar la 

condición de extranjero irregular del denunciante o si éste ha incumplido alguna otra norma 

administrativa, a pesar de que en ambos casos la policía sería garante de la aplicación de la 

Ley, tal y como se indica en la introducción de la Instrucción 14/2005117.  

 

En tercer lugar, según lo indicado en la Instrucción 14/2005, la Secretaría de Estado de 

Seguridad opta por la expulsión como medida de sanción principal para las mujeres que se 

encuentren en una situación de irregularidad en España y denuncien violencia de género, ya 

que indica que en los casos en los que finalmente la denunciante obtenga la autorización de 

                                                
117 Se ha remarcado a este respecto la contradicción en la que incurre el Estado al desarrollar políticas de 
inclusión y exclusión que convergen en un mismo colectivo, así como la incoherencia de encomendar a una 
misma institución la obligación de proteger y perseguir al mismo tiempo (Acale, 2006b: 154). Así, los policías 
tienen encomendada la tarea de proteger a las mujeres víctimas de violencia de género, con independencia de 
su origen, religión o cualquier otra circunstancia, pero a su vez tienen la obligación de proteger las fronteras 
del Estado, lo cual es incompatible, o al menos complicado, cuando se encuentran ante una mujer irregular 
que acude a la comisaría a denunciar una situación de maltrato. 
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residencia se solicitará la conmutación de la medida de expulsión por una multa. Sin 

embargo, según lo establecido en la Ley de Extranjería, la estancia irregular supone la 

comisión de una infracción grave castigada con una multa de 501 a 10.000 euros (art. 55.1.b 

LOEx), que ‘podrá ser sustituida atendiendo a razones de proporcionalidad’ por la 

expulsión (art. 57.1 LOEx). Es decir, la sanción principal es la multa, y solo en 

circunstancias excepcionales debería aplicarse la expulsión, y no al contrario, como indica la 

Instrucción 14/2005. 

 

Por último, aunque la Comisión Mixta sobre Derechos de la Mujer118 solicitó que se 

realizara una evaluación para conocer su aplicación, hasta el momento no ha sido evaluada, 

por lo que se desconocen sus efectos en la práctica. Amnistía Internacional (2007a: 36), sin 

embargo, no ha detectado ningún caso de expulsión por esta causa119, aunque sí considera 

que es posible que esta Instrucción ‘vulnere la obligación del Estado de garantizar la 

protección efectiva de los derechos humanos de estas mujeres’.  

 

A pesar de lo expuesto, es importante mencionar que la Instrucción 14/2005 ha sido 

acogida por diversos organismos oficiales como un signo de protección para las mujeres 

extranjeras en situación de irregularidad. Así se observa en el Balance de Resultados de la 

Aplicación de la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 

la Violencia de Género, publicado por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (2006b: 

22-23), en el que se considera esta Instrucción como un medio necesario para garantizar a 

las mujeres extranjeras en situación irregular su acceso a los recursos recogidos en la LO 

1/2004.  

 

                                                
118 Diario de Sesiones de la Comisión Mixta de derechos de la Mujer, de 7 de febrero de 2006. 
119 Respecto de los expedientes de expulsión ‘que se abren automáticamente’ han manifestado su 
preocupación algunos profesionales, como el Fiscal Superior de Andalucía, José M. García Calderón (‘Las 
indocumentadas sufren seis veces más la violencia machista’, El País, 21 de junio de 2010). Asimismo, se ha 
detectado el caso de una mujer boliviana indocumentada que fue detenida en 2007, justo al día siguiente de 
haber denunciado a su marido por violencia de género. Consta que la situación de irregularidad se conoció 
tras el contacto de la víctima con la policía para interponer la denuncia por violencia de género y que cuando 
acudió a comisaría al día siguiente para denunciar un robo en su domicilio la policía procedió a su detención a 
su internamiento en un Centro de Internamiento para Extranjeros (CIE). Aunque esta mujer finalmente no 
fue expulsada, el internamiento en el CIE determinó el curso de su defensa, hasta el punto que su abogado no 
pidió la orden de protección pensando que la expulsarían, y ello impidió que pudiera solicitar la autorización 
provisional de residencia. Noticia consultada el 22 de mayo de 2013:  
http://www.diagonalperiodico.net/Las-inmigrantes-excluidas-de-la.html 
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Al margen del ámbito policial, en 2009 se aprobó el Plan de Atención y Prevención de Violencia 

de Género en Población Extranjera Inmigrante 2009-2012120, en el que se reconoce el mayor 

impacto de la violencia en este grupo de población y se plantea como objetivo fundamental 

la mejora de la atención y la prevención de la violencia de género atendiendo a las 

circunstancias específicas de este colectivo, a través de la corrección del sesgo cultural y del 

uso de apoyos externos que ‘refuercen’ los derechos de las mujeres (Ministerio de Igualdad, 

2009a: 7).  

 

A pesar de ser un plan específico para la población inmigrante continúa adoptando un 

enfoque universalista, al afirmar que la cultura y el patriarcado son elementos causantes del 

maltrato contra la mujer e indicar que el grado de desigualdad de género y la legitimidad de 

este tipo de violencia dependen en gran medida del lugar de origen de la población 

extranjera121. Sin embargo, reconoce también las mayores dificultades de las mujeres 

inmigrantes para acceder a los recursos creados para la atención de las víctimas de violencia 

de género, debido entre otras variables a la falta de red social, la dependencia respecto de 

agresor o la situación económica. En este sentido, expone que su acceso a los recursos es 

limitado, ya que más del 30% de las víctimas de maltrato son extranjeras, mientras que el 

porcentaje de mujeres extranjeras que efectivamente acceden a los recursos no llega al 15% 

(Ministerio de Igualdad, 2009a: 6). Por ello plantea la necesidad de mejorar la situación 

estructural de las mujeres con el fin de que éstas tengan mayores posibilidades de ejercer los 

derechos reconocidos a todas las víctimas de este tipo de violencia. 

                                                
120 Este plan fue fruto de la colaboración entre la Dirección General de Integración de los Inmigrantes y de la 
Delegación del Gobierno para la Violencia de Género (Ministerio de Trabajo e inmigración, 2011: 251), y fue 
elaborado en el marco del Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de Género (MTAS, 
2006a) y del Plan Estratégico Ciudadanía e Integración 2007-2010 (MTAS, 2007). El último plan mencionado 
ya reconocía el mayor riesgo que tienen las mujeres inmigrantes a ser víctimas de violencia de género y 
planteaba como uno de sus objetivos fundamentales ‘facilitar la integración social de las mujeres inmigrantes 
que se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad’, para lo que preveía la creación de un programa 
específico de lucha contra la violencia de género en este grupo de población (MTAS, 2007: 269, 307 y 312). 
121 En este sentido también se pone de manifiesto en el Plan que las mujeres extranjeras, en función de su país 
de procedencia, pueden mostrar reticencias de carácter cultural a la hora de acceder a los recursos, como el 
posible recelo a ser examinada por un médico varón, ya sea en el ámbito de atención primaria o con el médico 
forense, o la desconfianza hacia las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y otras instituciones públicas. Asimismo, 
reconoce la influencia de los factores demográficos como factores explicativos de la sobrerrepresentación de 
este tipo de violencia en la población inmigrante. A este respecto, indica que el aumento de la población 
extranjera joven puede explicar parte de la violencia de género en este colectivo, ya que el grupo de edad en 
que se recurre más a la violencia es el comprendido entre los 20 y los 49 años, y mientras que este grupo en la 
población masculina española representa el 46,9%, en la extranjera es el 64,03%, por lo que en la población 
extranjera hay más hombres en la franja de edad en la que se observa un mayor riesgo de ejercer violencia 
contra la mujer, lo cual se traduce en una mayor incidencia de casos (Ministerio de Igualdad, 2009a). 
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En este plan se insiste de nuevo en la importancia de la información de calidad como 

medio para que la prevención y los recursos lleguen a todas las víctimas. Así, en la línea de 

lo establecido por el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención de la Violencia de 

Género (MTAS, 2006a), indica como uno de los objetivos concretos ‘ofrecer la 

información sobre violencia de género en el formato adecuado’, para lo cual se propone la 

edición de folletos en varias lenguas – rumano, ruso, búlgaro, árabe, chino, francés, inglés, 

con posibilidad de ampliación a otros idiomas –, así como poner a su disposición en su 

lengua materna los impresos básicos de la denuncia – principalmente los relativos a la 

orden de protección y a los derechos de las víctimas. Aunque se reconoce el derecho a la 

información y la necesidad de garantizar que todas las víctimas estén informadas sobre los 

derechos recogidos en la LO 1/2004, no se hace ninguna mención a la necesidad de que las 

víctimas sean informadas de las consecuencias del proceso y de su situación administrativa, 

concretamente en lo que respecta a la expulsión. Por último, es importante mencionar que 

aún no se ha realizado una evaluación de este plan que sirva para medir la eficacia de las 

medidas concretas llevadas a cabo en el colectivo inmigrante, lo que unido a las dificultades 

para encontrar datos completos al respecto, hace por el momento imposible realizar una 

valoración rigurosa de su aplicación. 

 

Una vez examinados la Instrucción Policial 14/2005 y el Plan de Atención y Prevención de 

Violencia de Género en Población Extranjera Inmigrante 2009-2012, me detendré en el 

análisis de las modificaciones de la normativa de extranjería que afectan a las víctimas de violencia 

de género. La primera reforma en materia de extranjería relevante para las mujeres que 

sufren maltrato fue la llevada a cabo por la LO 14/2003, de 20 de noviembre, de Reforma 

de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros 

en España y su Integración Social, y por el reglamento de aplicación de la Ley de 

Extranjería, aprobado por RD 2393/2004, de 29 de diciembre. A través de esta nueva 

regulación se abrió la posibilidad de que las mujeres víctimas de violencia doméstica en 

situación de irregularidad pudieran obtener la autorización de residencia por causas 

humanitarias por un año, siempre que el proceso penal finalizase con una sentencia 

condenatoria (art. 45.4.a y 45.6 RD 2393/2004). Asimismo, se preveía por primera vez que 

las personas reagrupadas víctimas de violencia doméstica pudieran obtener el permiso de 
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residencia independiente a partir de la obtención de una orden de protección122 (art. 19.1 

LOEx y art. 41.2.a RD 2393/2004). En ese momento la concesión era potestativa y para su 

solicitud las mujeres en situación de irregularidad tenían que esperar a la finalización del 

proceso penal, siempre que obtuvieran una sentencia condenatoria. Durante ese periodo 

seguían en una situación de irregularidad administrativa, y por tanto de mayor desamparo. 

 

La segunda reforma relevante para la situación de las víctimas de violencia de género fue la 

llevada a cabo por la LO 2/2009, de 11 de diciembre, de Reforma de la LO 4/2000, de 11 

de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social 

(en adelante LO 2/2009), y su reglamento de aplicación, aprobado por el RD 557/2011, de 

20 de abril. A través de esta modificación de la Ley de Extranjería se introdujeron cambios 

importantes, tanto para las mujeres reagrupadas como para las mujeres en situación de 

irregularidad administrativa. Por lo que respecta a la ‘reagrupación familiar’ se aprobaron 

tres modificaciones significativas, especialmente para las mujeres víctimas de violencia de 

género que se encuentren en ese régimen de residencia, y que solucionan parte de los 

problemas expuestos en el apartado anterior:  

a) Todas las personas reagrupadas que tengan edad para trabajar obtendrán también el 

permiso de trabajo, de manera que, aunque dependientes del reagrupante en su estatus 

jurídico, podrán acceder a un empleo, por lo que tendrán más posibilidades de solicitar 

un permiso independiente al disponer de recursos económicos propios (ar.t 19.1 y 2 

LOEx). 

b) Las mujeres reagrupadas que sufran violencia por parte de su pareja podrán acceder al 

permiso de residencia y trabajo independiente, siempre que obtengan una orden de 

protección o informe del Ministerio Fiscal indicando que ha habido indicios de violencia 

(art. 19.2 LOEx). 

c) Los hijos de las víctimas de violencia de género pasarán a tener el permiso 

dependiente de la persona con la que convivan (art. 59.3 RD 557/2011). 

 

                                                
122 Al no hacer ninguna referencia al permiso de trabajo se entendía que para su solicitud las mujeres víctimas 
de violencia de género tendrían que cumplir los mismos requisitos que cualquier otra persona que solicite la 
autorización de residencia y trabajo independiente, entre otros, disponer de medios económicos suficientes 
para cubrir sus propias necesidades (art. 19.2 LOEx y art. 41.2.a RD 2393/2004) 
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A pesar de la reforma, la concesión de la autorización de residencia independiente para 

estas mujeres continúa siendo potestativa y no se concede de forma automática (art. 59.2.b 

RD 557/2011), por lo que sigue dependiendo de la voluntad de la autoridad competente 

para su resolución y no de ser víctima de violencia de género. Tampoco queda clara la 

posición de los hijos, ya que no se prevé cuál será su situación cuando fueran mayores de 

edad, ni en qué circunstancias podrán solicitar el permiso de residencia independiente123. 

 

Por lo que respecta a las mujeres indocumentadas, la LO 2/2009 supuso cambios 

trascendentes, al crear un artículo específico que regula su situación cuando sean víctimas 

de violencia de género (art. 31bis LOEx). Este artículo abre la posibilidad de que estas 

mujeres puedan solicitar la autorización temporal de residencia y trabajo por circunstancias 

excepcionales por un periodo de cinco años, siempre que obtengan una orden de 

protección o informe del Ministerio Fiscal, solicitud que puede ser concedida si el proceso 

penal finaliza con una sentencia condenatoria. En caso contrario, el proceso administrativo 

sancionador por residir en España de forma irregular se incoaría y la mujer perdería la 

posibilidad de obtener la autorización temporal de residencia y trabajo por circunstancias 

excepcionales. Así, cuando no obtengan una sentencia condenatoria, podrían ser 

sancionadas con expulsión por encontrarse de forma irregular en España (art. 134.2 RD 

557/2011). 

 

Por otra parte, con el fin de evitar que durante el proceso penal las mujeres en situación de 

irregularidad permanezcan en una situación de desamparo jurídico y social, se prevé que 

siempre que una mujer en estas circunstancias solicite la autorización de residencia y trabajo 

temporal la autoridad competente conceda de forma automática un permiso de residencia y 

trabajo provisional que habilita para trabajar en cualquier territorio de España y en 

cualquier sector de actividad, y tendrá vigencia mientras dure el proceso (art. 131.1 RD 

557/2011). Sin embargo, la concesión únicamente se produce si la mujer inicia los trámites 
                                                
123 Se entiende por tanto que los hijos mantendrán la autorización de residencia y de trabajo, a efectos de la 
renovación, dependiente de la persona con la que convivan. En el caso de que sean mayores de edad podrán 
solicitar el permiso de residencia independiente siempre que cumplan los requisitos establecidos por el art. 
19.3 LOEx y el art. 59.1 y 4 RD 557/2011 (disponer de medios económicos suficientes, tener uno o varios 
contratos de trabajo de duración mínima de un año con una retribución no inferior al salario mínimo o 
cumplir con los requisitos exigibles para obtener el permiso de residencia y trabajo por cuenta propia, o haber 
vivido al menos durante cinco años en España). Podrían también obtener el permiso de residencia 
independiente si fueran considerados víctimas de violencia en el ámbito familiar, obteniendo una orden de 
protección o un informe del Ministerio Fiscal (art. 59.2.b. RD 557/2011). 
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para conseguir la autorización de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales, de 

manera que si no lo solicitara, por ejemplo por falta de información al respecto, no podría 

obtener en ningún caso el permiso provisional. 

 

La última reforma de la Ley de Extranjería, llevada a cabo por LO 10/2011, de 27 de julio, 

de Modificación de los Artículos 31 bis y 59 bis de la LO 4/2000, de 11 de enero sobre 

Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social (en adelante 

LO 10/2011), modifica nuevamente el art. 31bis e introduce la posibilidad para las mujeres 

irregulares de obtener la autorización temporal de residencia y trabajo si el proceso finaliza 

con una resolución que permita afirmar que hubo indicios de violencia, aunque ésta no sea 

una sentencia condenatoria124. Asimismo, se elimina en su caso el carácter potestativo de la 

concesión de la autorización de residencia y trabajo cuando el proceso penal finalice con 

sentencia condenatoria o con una resolución de la que se deduzca que ha sido víctima de 

violencia, y se obliga a las autoridades competentes a concederla de forma imperativa en un 

plazo máximo de 20 días desde el momento en que reciban la resolución (art. 134.1.a RD 

557/2011). Además, se incluye la posibilidad de que estas mujeres puedan solicitar la 

autorización por razones humanitarias para sus hijos, a quienes se les concederá también el 

permiso provisional.  

 

De este modo, desde julio de 2011, en el caso de obtener una sentencia condenatoria o una 

resolución de la que se pueda deducir que hubo violencia, la concesión de la autorización 

de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales, tanto para la mujer como para sus 

hijos, será automática. A este respecto, según los datos publicados por el Observatorio de 

Violencia sobre la Mujer, se puede constatar un aumento de las concesiones de la 

autorización de residencia por esta causa125, salvo en los años 2011 y 2012, en los que el 

                                                
124 A este respecto la Ley de Extranjería únicamente indica que en estos supuestos se encuentran el archivo de 
la causa por encontrarse el imputado en paradero desconocido o el sobreseimiento de la causa por expulsión 
del imputado (art. 31.4 LOEx). 
125 En cuanto a la nacionalidad de las mujeres que obtienen la autorización de residencia por circunstancias 
excepcionales es importante destacar que en su mayoría son bolivianas, seguidas de las marroquíes, brasileñas, 
ecuatorianas, colombianas, argentinas y rusas (Observatorio Estatal de Violencia sobre la mujer, 2009: 123). 
Asimismo, es importante mencionar que en el Plan Nacional de Sensibilización y Prevención contra la 
Violencia de Género 2007-2008 se proponía la recogida de datos sobre los permisos de residencia 
independientes concedidos a mujeres reagrupadas por causa de violencia de género, que por el momento no 
se han publicado. 
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número de concesiones ha decrecido respecto al año 2010, que registró el mayor número 

de estas concesiones. 

 

Tabla 2: Concesiones de la autorización de residencia por circunstancias excepcionales 
Año Concesiones de residencia 

por circunstancias excepcionales 
2005 1 
2006 135 
2007 290 
2008 422 
2009 613 
2010 823 
2011 785 
2012  213 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos publicados en los Informes Anuales y en los Boletines 
Estadísticos Mensuales del Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer 

 

Respecto de los datos presentados en la Tabla 2 cabe realizar algunas apreciaciones. Según 

lo indicado por el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer (2007, 2009 y 2010b), 

hasta el año 2010 en estas cifras se incluyen todas las autorizaciones concedidas a mujeres 

víctimas de violencia familiar, no únicamente a víctimas de violencia de género. Sin 

embargo, en los datos aportados por el Informe Anual elaborado en 2011 (Observatorio 

Estatal de Violencia sobre la Mujer (2011) y en los Boletines Estadísticos Mensuales 

publicados desde 2011 hasta la fecha se hace referencia a víctimas de violencia de género, 

por lo que la información ofrecida es confusa y no clarifica a qué colectivo se refiere. 

Asimismo, la fuente de estos datos no indica si se incluyen las autorizaciones provisionales 

que se conceden durante el proceso penal, en cuyo caso podría haber duplicidades si se 

hubiera contabilizado dos veces la autorización concedida a una misma persona, en primer 

lugar la provisional y en segundo lugar la autorización temporal por circunstancias 

excepcionales que prevé el art. 31bis LOEx. Además, se desconoce el porcentaje de 

mujeres que denuncian estando en una situación de irregularidad administrativa y el 

porcentaje de víctimas que solicitan estas autorizaciones. Todo ello impide realizar 

valoraciones concluyentes sobre los datos expuestos, ya que para ello sería necesario 

disponer de información sobre la nacionalidad y la situación administrativa de las 

denunciantes.  

 

Teniendo en cuenta estos matices, se podría hacer una aproximación de lo que representan 

las autorizaciones de residencia concedidas hasta el momento. Así, en 2012 se concedieron 
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213 autorizaciones de residencia temporal y trabajo a mujeres extranjeras víctimas de 

violencia de género (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2013: 29). Por 

otra parte, en el 2012 el 35% del total de 128.543 denuncias interpuestas, esto es 45.592 

denuncias, fueron interpuestas por mujeres extranjeras (Consejo General del Poder Judicial, 

2012: 1-2). Así, el porcentaje de concesiones respecto del total de denuncias interpuestas 

por extranjeras es un 0.5%. Si bien es cierto que como se ha indicado para hacer una 

valoración rigurosa se necesitaría conocer el porcentaje de mujeres en situación irregular 

que denuncian y que solicitan este permiso, parece al menos legítimo formular la hipótesis 

de que 213 autorizaciones no son representativas para las casi 129.000 mujeres extranjeras 

que denuncian. 

 

Esta última modificación permite solucionar la situación de regularidad administrativa 

durante el periodo de tiempo en el que se lleva a cabo el proceso penal, sin embargo, se 

sigue exigiendo que se pueda deducir que ha existido violencia para poder obtener la 

autorización temporal se residencia y trabajo por circunstancias excepcionales. De lo 

contrario, y así lo indican el art. 31 bis.4 LOEx y el art. 134.2 RD 557/2011, el proceso 

sancionador seguirá adelante. Por otra parte, a través de esta reforma no solo no se ha 

derogado la Instrucción Policial 14/2005, como han solicitado algunas instituciones 

(Amnistía Internacional, 2005: 9, np. 14) y partidos políticos126, sino que se ha otorgado 

rango de ley a su contenido, al regularse a través de la Ley de Extranjería. Así, desde la 

aprobación de la LO 10/2011, la mujer en situación administrativa irregular seguirá 

necesitando una sentencia condenatoria firme para asegurar que el proceso sancionador no 

termina en expulsión, tal y como ocurría antes de la entrada en vigor de la reforma. Por lo 

tanto, salvando la posibilidad de que durante el proceso pueden obtener un permiso 

provisional, los obstáculos a los que se enfrentan las mujeres indocumentadas son los 

mismos que antes de la aprobación de esta última reforma.  

 

A pesar de los cambios aprobados en materia de extranjería se siguen planteando varios 

problemas. En el caso de las mujeres reagrupadas, la concesión de la autorización de 

                                                
126 A este respecto se puede ver la intervención de uno de los diputados de UPyD en la que se solicita la 
derogación de esta Instrucción, consultado el 13 de enero de 2013:  
http://www.moncloa.com/2010/01/derogacion-de-la-instruccion-14-2005.html 
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residencia independiente continúa siendo potestativa, por lo que sigue dependiendo de la 

voluntad de la autoridad competente para su concesión (art. 19.2 LOEx).  

 

Por lo que respecta a las mujeres en situación de irregularidad, se continúa exigiendo la 

intervención del sistema penal para poder solicitar la autorización de residencia por 

circunstancias excepcionales bajo la ‘amenaza’ de que ella misma pueda ser sancionada e 

incluso expulsada de España. El temor a la expulsión127 supone una barrera para el acceso 

de estas mujeres al sistema penal y a los recursos, pudiendo ser una razón suficiente para 

decidir evitar cualquier contacto con el sistema (Ararteko, 2003: 8; Caro, 2003; Corcoy, 

2005: 1.237; Acale, 2006a: 373; Larrauri, 2007a: 35; Amnistía Internacional, 2007a: 34 y ss; 

Rueda, 2008: 112-114).  

 

Asimismo, en los casos en los que a pesar de obtener finalmente una sentencia 

condenatoria previamente se haya denegado la orden de protección como medida cautelar 

y no exista informe del Ministerio Fiscal reconociendo indicios de violencia, la víctima no 

podrá solicitar la autorización por circunstancias excepcionales, y por tanto, tampoco podrá 

disponer de la autorización de residencia y trabajo provisional, permaneciendo en situación 

de irregularidad durante todo el proceso. Por último, se continúa exigiendo una sentencia 

condenatoria o que de la resolución del caso se pueda deducir que han sido víctimas de 

violencia de género para la concesión de la autorización de residencia. En este sentido, si se 

atiende a los datos presentados en la Tabla 3, respecto del total de casos tramitados, se 

observa que la posibilidad de obtener una sentencia firme condenatoria no es muy alta.  

 

Tabla 3: Forma de terminación de los procesos de violencia de género tramitados por los Juzgados de 
Violencia sobre la Mujer y los Juzgados de los Penal (2011) 

Juzgado Sobreseimientos Condenas Absoluciones Elevación al órgano competente Otras causas 
JVM 36,6% 11,1% 3,3% 23,9% 25% 
JP 0,5% 48% 47,8%  3,7% 

Fuente: Elaboración propia elaborada a partir de los datos publicados por el Consejo General del Poder 
Judicial (2011a: 8 y 18)  

 

                                                
127 Vinculado a la crítica respecto de la posibilidad de expulsión de la mujer indocumentada que denuncie el 
maltrato se ha puesto de manifiesto la problemática del supuesto en el que ambos sean expulsados, 
concluyendo que esta realidad supondría el traslado del maltrato de un país a otro, sin respetar los principios 
de protección de la mujer (Acale, 2006a: 402). 
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Según estos datos, en 2011 un 36,6% de los procedimientos que llegan a los Juzgados de 

Violencia sobre la Mujer se sobreseen y el 11,1% finaliza en condena por conformidad. Del 

23,9% de los procedimientos que llegan al Juzgado de lo Penal128, un 47,8% finalizan con 

sentencias absolutorias. Por lo tanto, los datos indican que los procedimientos por violencia 

de género finalizan, en un alto porcentaje, en sobreseimiento o absolución. A pesar de que 

la última reforma de la Ley de Extranjería plantea que si de la resolución se puede advertir 

que hubo violencia se puede obtener la autorización, por el momento se desconoce en la 

práctica la utilización de este precepto y cuáles son los criterios de aplicación de las 

entidades gubernativas que se encargan de la concesión de las autorizaciones de residencia y 

trabajo a las víctimas de violencia de género.  

 

En definitiva, las continuas modificaciones de la Ley de Extranjería no han conseguido 

modificar el carácter potestativo de la concesión del permiso independiente a las mujeres 

reagrupadas que sean víctimas de violencia de género, ni tampoco para evitar la expulsión 

de aquellas mujeres en situación irregular que denuncien malos tratos y por cualquier 

circunstancia no consigan que el proceso finalice con una sentencia condenatoria o de la 

que se permita deducir que ha habido violencia. 

 

A lo largo de este capítulo se han analizado las medidas llevadas a cabo en España para el 

tratamiento de la violencia de género y la incidencia de la inmigración en el discurso y las 

políticas sobre violencia de género y extranjería. Aunque la mayor percepción social de la 

violencia de género y su paso del ámbito privado al ámbito público han supuesto un gran 

avance en la protección de muchas mujeres (Richie, 2005: xv-xvi), aún se plantean muchas 

dudas sobre las causas de este tipo de violencia, su impacto en diferentes grupos sociales o 

la capacidad del sistema penal para responder a las necesidades de las víctimas y garantizar 

su protección. Con el objetivo de dilucidar algunas de estas cuestiones se desarrollan los 

siguientes capítulos de este trabajo. 

 
  

                                                
128 Según los datos publicados por el CGPJ (base de datos PC-Axis) en un 99% de los casos en los que se 
elevan al órgano competente este órgano es el Juzgado de lo Penal. 
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CAPÍTULO II. ANÁLISIS DE LOS DATOS ESTADÍSTICOS Y LAS TEORÍAS 

CRIMINOLÓGICAS SOBRE VIOLENCIA DE GÉNERO 

 

Este capítulo tiene dos objetivos: analizar el alcance de la violencia de género que sufren las 

mujeres extranjeras en España y examinar las explicaciones específicas que se han sugerido 

para comprender este tipo de violencia en la población inmigrante. Para ello, en un primer 

apartado se realiza un análisis de las fuentes de datos secundarios sobre violencia de género 

– el volumen de denuncias interpuestas129, las encuestas de victimización130 y los datos 

sobre mujeres muertas por esta causa. En un segundo apartado se exponen las teorías 

criminológicas que explican la violencia contra la mujer en la pareja. Finalmente, el tercer 

apartado se dedica al análisis del impacto de los distintos factores de riesgo en las mujeres 

inmigrantes, así como las causas concretas que afectan a este grupo. 

 

 

1. ¿Sufren las mujeres inmigrantes más violencia de género que las españolas? 

Como se ha indicado en el capítulo anterior, los datos obtenidos a partir de las primeras 

evaluaciones de la LO 1/2004 y los publicados por diferentes organismos – entre otros el 

Instituto de la Mujer, el Observatorio de Violencia Doméstica y de Género o el Ministerio 

del Interior – parecen desmentir que ‘la violencia de género es universal y afecta a todas las 

mujeres independientemente de la clase social o la nacionalidad’. Antes de proceder al 

estudio de los datos disponibles es importante realizar tres apreciaciones: en primer lugar, la 

información analizada hace referencia a la violencia que ha sido detectada por el sistema, 

teniendo en cuenta que presumiblemente existe una cifra negra131 que no es percibida por el 

                                                
129 Este dato permite conocer cuántas personas han sido detectadas por el sistema penal por esta causa, y de 
éstas, qué porcentaje son mujeres extranjeras. Esta información servirá para determinar el número de mujeres 
que denuncian y si existe o no una sobrerrepresentación de las inmigrantes en este ámbito. 
130 Este instrumento metodológico sirve para determinar si la incidencia de la violencia de género es mayor en 
mujeres extranjeras que en la población femenina española. A su vez permite establecer una conexión con los 
datos relativos a las denuncias, de manera que, en el caso de que exista una sobrerrepresentación de las 
mujeres inmigrantes en las tasas de denuncia y de que los resultados de la encuesta de victimización indiquen 
que efectivamente estas mujeres sufren más violencia de género, entonces se podrá argumentar que una de las 
causas de que denuncien más que las españolas es que sufren más violencia. 
131 Garrido – Stangeland – Redondo (2001: 114 y ss) utilizan el término ‘cifras ocultas de la delincuencia’, para 
referirse a delincuencia que no es captada por el sistema, ya sea porque no se denuncia, no se detecta o la 
víctima no lo define como un hecho delictivo. Existe una tendencia a considerar que la violencia de género 
conocida representa únicamente ‘la punta del iceberg’, y algunos de los argumentos aportados al respecto 
hacen referencia a las características específicas de esta tipología delictiva, principalmente al hecho de que 
tiende a tener lugar en el ámbito privado e involucra al conjunto de la familia, además del hecho de que ha 
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mismo. En segundo lugar, es difícil acceder a series de datos comparables temporalmente y 

que hagan referencia a la nacionalidad, así como a la situación administrativa de las víctimas 

y los agresores132, lo cual dificulta el análisis riguroso de los datos y la extracción de 

conclusiones al respecto. Y en tercer lugar, en España los organismos oficiales se limitan a 

recoger la nacionalidad de los afectados (español/extranjero). Ello puede dificultar, por un 

lado, extraer conclusiones exactas respecto a la incidencia de la condición de inmigrante y el 

contexto sociocultural133, y por otro lado, crear un vínculo con las teorías criminológicas, ya 

que éstas se centran en la condición de inmigrante, las consecuencias del proceso 

migratorio y las condiciones de vida de las minorías étnicas, y no tanto en el concepto 

jurídico de extranjero como factor explicativo de la violencia de género. A pesar de estas 

dificultades, como se indicó al comienzo de este trabajo, se podría afirmar que las mujeres 

extranjeras que sufren violencia de género son en su mayoría inmigrantes (ver Ministerio de 

Sanidad, Política Social e Igualdad, 2010: 64; Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 

Igualdad, 2012a: 18). 

 

 

1.1. Denuncias por violencia de género: las mujeres inmigrantes denuncian más 

Las denuncias interpuestas por maltrato hacia la mujer en la pareja se consideran una de las 

fuentes de información más relevantes para aproximarse al conocimiento de la incidencia 

de este tipo de violencia, ya que indican el número de personas que acuden al sistema penal 

por esta causa. En la siguiente tabla se exponen los datos publicados por el Instituto de la 

                                                                                                                                          
sido visibilizada social y legalmente en época reciente. Un dato que podría servir para argumentar que existe 
una cifra negra en delitos de violencia de género es la información aportada por el Consejo General del Poder 
Judicial, que indica que, de las mujeres fallecidas por violencia de género en 2010 tan solo un 30% habían 
denunciado previamente a su pareja, mientras que en 2011 ese porcentaje se redujo al 26% (CGPJ, 2010b y 
2011c). Asimismo, la Macroencuesta de Violencia de género 2011 (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, 2012b: 7), indica que del total de mujeres que manifestaron haber sufrido maltrato un 27,4% habían 
denunciado la violencia mientras que el 72,6% no había interpuesto denuncia. Por tanto, según estos datos, se 
podría afirmar que el sistema penal conoce aproximadamente una cuarta parte de los casos de violencia de 
género que son detectados en las encuestas de victimización y de las mujeres muertas por esta causa. 
132 Algunos autores ya han puesto de manifiesto en sus trabajos la dificultad de acceder a datos completos en 
el ámbito penal, principalmente en lo que respecta a datos sobre ciudadanos extranjeros, y a la necesidad de 
recopilar datos que incluyan la nacionalidad y la situación administrativa de los ciudadanos extranjeros (ver 
García España, 2001). 
133 Cabe recordar que dentro de la categoría ‘extranjeras’ se puede incluir mujeres nacidas en España que 
tengan nacionalidad extranjera o extranjeras que no cumplen las condiciones para ser consideradas 
inmigrantes, como sería el caso de mujeres procedentes de países europeos occidentales o las turistas. 
Asimismo, en la categoría ‘españolas’ puede referirse a mujeres de origen extranjero que, a pesar de haber 
obtenido la nacionalidad española, socialmente puedan ser consideradas mujeres inmigrantes.  
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Mujer sobre denuncias presentadas por faltas o delitos de violencia de género ante las 

Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de Estado. 

 

Tabla 4: Denuncias presentadas por mujeres ante las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado por delitos o 
faltas cometidos por su pareja o ex pareja 

Nacionalidad/
Año 

2002 2003 2004 2005 2006 2007 

Españolas 33.452 39.597 43.186 43.294 43.400 42.264 
% Españolas 77,2% 79,1% 75,1% 72,5% 69,8% 66,7% 
Extranjeras 9.861 10.493 14.341 16.464 18.770 21.083 

% Extranjeras 22,8% 20,9% 24,9% 27,5% 30,2% 33,3% 
TOTAL 43.313 50.090 57.527 59.758 62.170 63.347 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos publicados por el Instituto de la Mujer134 
 

En la Tabla 4 se observa un aumento constante del número de mujeres extranjeras que 

interponen denuncia ante la policía, mientras que desde 2004, el número de denunciantes 

españolas se mantiene estable, e incluso desciende en 2007. Esta información se puede 

apreciar de forma más clara en el siguiente gráfico:  

 

Gráfico 2: Evolución de las denuncias presentadas por violencia de género (2002-2007)

 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos publicados por el Instituto de la Mujer 

 

El Instituto de la Mujer es el único, de entre los diferentes organismos consultados135, que 

publica una serie de datos haciendo referencia la nacionalidad de las víctimas, pero 

                                                
134 Disponibles en la página web (consultada en 15 de septiembre de 2011): 
http://www.inmujer.migualdad.es/mujer/mujeres/cifras/violencia/denuncias_tablas.htm 
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únicamente hasta el año 2007, por lo que se carece de información sobre el número de 

mujeres extranjeras víctimas de violencia de género a partir de esta fecha. El Ministerio del 

Interior por su parte solamente hace mención a la nacionalidad de las víctimas en los 

Balances Anuales sobre la Criminalidad publicados en 2007 y en 2008, en los que presenta 

datos sobre denuncias por violencia hacia la mujer en el ámbito familiar, pudiendo incluir 

en este caso un abanico de sujetos activos más amplio que el hombre pareja o ex-pareja. 

Así, el Ministerio del Interior (2008: 12) indica que en 2008 un 32,9% de las mujeres 

víctimas de violencia familiar eran extranjeras136. Por último, el Consejo General del Poder 

Judicial, a pesar de recoger información sobre las denuncias por violencia de género y hacer 

mención a la condición de extranjeras de las mujeres que manifiestan su voluntad de retirar 

la denuncia, no ha publicado la nacionalidad de las denunciantes sino a partir del segundo 

trimestre de 2011137. Según sus datos, en los tres últimos trimestres de 2011 y en 2012, el 

porcentaje de casos tramitados por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer en los que la 

víctima era extranjera fue del 36% y 35% respectivamente, confirmando así la tendencia 

observada hasta 2007 en los datos publicados por el Instituto de la Mujer (ver Tabla 4). 

 

Las diferentes fuentes de datos permiten realizar dos consideraciones: por una parte, se 

observa un aumento constante del número de mujeres extranjeras que denuncian este tipo 

de violencia, y por otra parte, se puede apreciar que el porcentaje de mujeres inmigrantes 

que denuncia es mayor que su representación en la sociedad138. 

                                                                                                                                          
135 Los organismos consultados, además del Instituto de la Mujer, han sido el Ministerio de Igualdad, el 
Ministerio del Interior, el Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género del Consejo General del 
Poder Judicial y el Observatorio Estatal de Violencia contra la Mujer. 
136 Según los datos publicados en el Balance de Criminalidad de 2008 (Ministerio del Interior, 2008), la 
mujeres inmigrantes han pasado de representar un 11.3% del total de mujeres víctimas de violencia de malos 
tratos en el ámbito familiar en el año 2000 (de un total de 22.860) a representar un 32.9% en el año 2008 (de 
un total de 59.688). La diferencia en las cifras totales ofrecidas por el Ministerio del Interior y el Instituto de la 
Mujer puede deberse a que el último recoge un abanico más amplio de modalidades delictivas de violencia de 
género, incluyendo las faltas, mientras que el primero hace únicamente referencia a los delitos de malos tratos 
en el ámbito familiar. 
137 Cristina Fabré Rosell, Jefa de Unidad del Gabinete Técnico del CGPJ (2 de septiembre de 2011, 
comunicación personal). 
138 Según los datos recogidos por el Instituto Nacional de Estadística, en 2007 las mujeres extranjeras 
representaban el 10,5% del total de población femenina mayor de 15 años, siendo este porcentaje en 2012 del 
12,8%. Sin embargo, según los datos expuestos, las denuncias interpuestas por mujeres extranjeras 
representaron en 2007 el 33,3% y en 2012 un 36% del total de denuncias por violencia de género, es decir, 
aproximadamente tres veces más que lo que en principio correspondería a este grupo de población. Para 
hacer referencia a este fenómeno se utilizarán a lo largo de este trabajo expresiones como 
‘sobrerrepresentación de las mujeres extranjeras’ o ‘las mujeres extranjeras están sobrerrepresentadas’, 
entendiendo que están representadas en un porcentaje mayor del que corresponde a su presencia en la 
población total femenina mayor de quince años. 
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La tendencia creciente del número de mujeres extranjeras que denuncian violencia de 

género puede explicarse por el aumento de la población extranjera femenina que tuvo lugar 

en los primeros años del siglo XXI, como ya han indicado algunos autores (De Miguel, 

2006: 190-193) e instituciones (Ministerio de Igualdad, 2009b: 35-36). En la Tabla 5 puede 

observarse que el porcentaje de mujeres extranjeras que denuncia respecto del total de 

población femenina extranjera mayor de 15 años se mantiene estable desde el año 2002, en 

torno al 1%, lo que permite afirmar que el crecimiento del número de denuncias por parte 

de este colectivo no se debe a que cada vez denuncien más, sino al aumento del número de 

mujeres extranjeras en nuestro país.  

 

Tabla 5: Porcentaje de mujeres extranjeras que denuncia malos tratos respecto de la población femenina 
extranjera mayor de 15 años 

Año Población femenina 
extranjera  

Denuncias % de mujeres extranjeras 
que denuncia 

2002 1.072.466 9.861 0,92% 
2003 1.214.639 10.493 0,86% 
2004 1.482.010 14.341 0,97% 
2005 1.648.875 16.464 1% 
2006 1.815.355 18.770 1% 
2007 2.105.823 21.083 1% 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos publicados por el Instituto de la Mujer y el Instituto Nacional 
de Estadística 

 

Por otra parte, la sobrerrepresentación de las mujeres extranjeras como denunciantes de 

violencia de género se podría explicar aportando dos argumentos: a) sufren más maltrato 

que las nacionales; b) tienen una mayor tendencia que las mujeres españolas a denunciar 

este tipo de violencia. 

 

La primera vía explicativa de esta mayor representación de las mujeres extranjeras como 

denunciantes será analizada con más detenimiento en los puntos siguientes, a través de los 

resultados obtenidos en la encuestas de victimización llevadas a cabo por el Instituto de la 

Mujer y el Centro de Investigaciones Sociológicas en 2006 y 2011 respectivamente, y los 

datos sobre mujeres fallecidas por violencia de género. 

 

En cuanto a la segunda explicación, que las mujeres inmigrantes tienen una mayor 

tendencia a denunciar los malos tratos, se ha indicado que existe un mayor uso fraudulento 

y utilitarista de la denuncia por parte de las mujeres extranjeras como medio para la 
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adquisición de la autorización de residencia (Ortega, 2009: 601). Sin embargo, esta 

afirmación implicaría presuponer que la mayoría de las mujeres inmigrantes que denuncian 

están en una situación administrativa irregular, asunción que no se basa en datos empíricos. 

Adicionalmente, se podría argumentar que quizás las mujeres extranjeras denuncian más 

porque se encuentran con mayor frecuencia en circunstancias estructurales complejas, 

vinculadas a la escasez de recursos sociales o al debilitamiento económico. En cualquier 

caso, afirmar que las extranjeras tienen una mayor tendencia a denunciar que las españolas, 

no solo no ha encontrado, por el momento, evidencias empíricas, sino que además 

contradice los resultados obtenidos en investigaciones realizadas, sobre las actitudes 

sociales hacia la denuncia de malos tratos (Medina, 2001) y sobre las actitudes específicas 

de las mujeres extranjeras respecto de la búsqueda de ayuda institucional para poner fin a la 

situación de violencia (Medina, 2002: 218; Amnistía Internacional, 2007b: 17 y 29; Cárdenas 

– Monreal – Pérez, 2008: 132-133; ver en el ámbito norteamericano Abraham, 1995: 461; 

Perry et al., 1998; Bui – Morash, 1999; Menjívar – Salcido, 2002: 908 – 915; Raj – 

Silverman, 2002: 386-388; Bui, 2003: 208; Krane – Oxman-Martínez, 2005). 

 

El estudio llevado a cabo por Medina (2001: 330-331) sobre las actitudes sociales hacia la 

denuncia de malos tratos concluye que existen tres factores determinantes a la hora de 

decidir no interponer denuncia en caso de malos tratos: la mayor tolerancia a la violencia, la 

creencia en el rol privado y subordinado de la mujer y la menor confianza en el sistema de 

justicia penal139. A pesar de la heterogeneidad de la población inmigrante, y sin la pretensión 

de generalizar, se podría considerar que estos factores se ponen de manifiesto en mayor 

medida en la población inmigrante que en la población nacional, de acuerdo a lo 

manifestado por diferentes organizaciones (Amnistía Internacional, 2007b; Federación de 

Mujeres Progresistas, 2007) e investigaciones (véase Bui – Morash, 1999; Dutton et al., 

2000; Gondolf et al., 1988; Perilla, 1999; Raj – Silverman, 2002; Bui, 2003; Krane – 

                                                
139 El vínculo entre la confianza en el sistema penal y la tasa de denuncias se ha reconocido también a nivel 
institucional, como puede observarse en las consideraciones iniciales de la Directiva 2012/29/UE del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se Establecen Normas Mínimas 
sobre los Derechos, el Apoyo y la Protección de las Víctimas de Delitos, en cuyo párrafo 63 se afirma que es 
‘esencial que las víctimas dispongan de servicios de apoyo fiables y que las autoridades competentes estén 
preparadas para responder a las denuncias de las víctimas de forma respetuosa, considerada, no 
discriminatoria y profesional. Esto aumentaría la confianza de las víctimas en los sistemas de justicia penal y 
reduciría el número de delitos no denunciados’. 
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Oxman-Martínez, 2005; ver en España Moya – Ruiz, 2004; Acale, 2006b; Cárdenas – 

Monreal – Pérez, 2008).  

 

Por lo que respecta al primer factor indicado por Medina (2001), la mayor tolerancia a la 

violencia140, se ha afirmado que el concepto de violencia varía en función de la cultura141, 

siendo algunas concepciones más indulgentes que las consideradas por el legislador. Esta 

circunstancia supondría que las personas pertenecientes a esos grupos culturales tienden a 

aceptar en mayor medida el uso de la violencia como medio de resolución de conflictos 

(Pratt, 1995: 101; Raj – Silverman, 2002: 369 y ss; Dupont – Sokoloff, 2005a: 42; Hoyle, 

2007: 154-155). Esta diferente percepción de la violencia puede dar lugar a que las mujeres 

inmigrantes no se sientan víctimas de violencia de violencia de género o desconozcan el 

significado exacto de los malos tratos tal y como están concebidos y regulados en el sistema 

penal del país de acogida, y por tanto, no sean conscientes de que su situación puede ser 

objeto de denuncia142. En este sentido, uno de los estudios empíricos llevados a cabo en 

España sobre la aceptación y las actitudes hacia la violencia de género concluye que los 

inmigrantes latinoamericanos tienen una percepción de la violencia contra la mujer pareja 

como algo muy frecuente – un 55.9% frente a un 16.6% de los españoles – y concluye que 

existe una mayor tolerancia hacia el maltrato en este grupo (Gracia – Herrero – Lila, 2010: 

25). 

 

También se ha considerado, aunque con mayor controversia143, que el segundo factor 

indicado por Medina, la creencia en el rol privado y subordinado de la mujer, tiene una 

                                                
140 Sobre las actitudes y la justificación de la violencia en el ámbito de la pareja en función del país ver el 
trabajo realizado por Rani – Bonu (2009). En dicho estudio se concluye que la situación laboral o la 
independencia económica de las mujeres no son variables que expliquen por sí solas la actitud hacia el 
maltrato, principalmente porque las mujeres experimentan el mismo sistema patriarcal y las mismas 
desigualdades en el ámbito laboral que en el doméstico (Rani – Bonu, 2009: 225). 
141 Cabe recordar que para el desarrollo de este trabajo se entiende por ‘cultura’ el conjunto de conocimientos, 
modos de vida y costumbres de un grupo social, que forman la identidad de las personas que pertenecen a 
dicho grupo y pueden determinar el modo en que se definen, se interpretan y se resuelven conflictos como 
puede ser la violencia de género (Klevens et al., 2007: 141-142). Para un análisis específico de la relación entre 
cultura y maltrato ver Coelho – Dias – Machado (2010). 
142 Moya – Ruiz (2004: 236-237 y 242), Acale (2006b: 129), Gracia – Herrero – Lila (2010: 28-30); ver a este 
respecto en el ámbito internacional: Gondolf et al. (1988), Perilla (1999), Bui – Morash (1999), Dutton et al. 
(2000), Raj – Silverman (2002: 369-379 y 384-385), Bui (2003: 211), Dupont – Sokoloff (2005a: 42). 
143 Como ya se ha indicado existe un cierto temor por parte de los académico a realizar afirmaciones que 
puedan etiquetarles como ‘imperialistas culturales’, clasistas o racistas (Bent-goodley, 2005: 196; Dupont – 
Sokoloff, 2005a: 45-46). Por otra parte, existe un riesgo real de que como consecuencia de estas afirmaciones 
se tienda a criminalizar a determinados colectivos y a atribuir como causa del maltrato en dichos colectivos su 
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mayor presencia en el colectivo inmigrante. Así, distintos autores en el ámbito comparado 

(Raj – Silverman, 2002: 369 y ss) atribuyen a este colectivo una educación con un fuerte 

componente patriarcal y de subordinación de la mujer, rol que las mujeres habrían 

interiorizado y que podría disuadirlas de recurrir al sistema penal para poner fin a una 

situación de violencia144. En este mismo sentido, se ha puesto de manifiesto que la 

consideración del maltrato como un asunto privado en determinados grupos también 

puede incidir en una menor tendencia a la denuncia de estos hechos (Perry et al., 1998; Raj 

– Silverman, 2002: 384; Bui, 2003: 211). 

 

Respecto al tercer factor indicado por Medina, la menor confianza en el sistema de justicia 

penal, ha sido quizás el que ha generado más acuerdo entre la doctrina. Así, se ha puesto de 

manifiesto que algunas mujeres inmigrantes desconfían de la policía y los jueces y temen las 

posibles consecuencias de recurrir al sistema penal – miedo a la expulsión, propia o de la 

pareja, a que su situación de regularidad se vea perjudicada, a la pérdida de los hijos y/o a 

que su comunidad las responsabilice de romper la familia, entre otros – lo que favorece que 

sean menos propensas que las nacionales a buscar ayuda externa (Abraham, 1995: 461; 

Medina, 2002: 218; Menjívar – Salcido, 2002: 908 – 915; Raj – Silverman, 2002: 386-388; 

Bui, 2003: 208; Amnistía Internacional, 2007b: 17 y 29; Cárdenas – Monreal – Pérez, 2008: 

132-133).  

 

Cabe indicar asimismo que diversos trabajos realizados en el ámbito comparado sobre la 

incidencia y las características de la violencia de género en colectivos inmigrantes indican 

que estos grupos tienen menor tendencia a buscar ayuda externa por cuestiones 

individuales, como pueden ser la barrera idiomática, el aislamiento social o el 

desconocimiento del funcionamiento del sistema penal en el país de acogida (Raj – 

Silverman, 2002: 381 y ss; Menjívar – Salcido, 2002: 903). En este mismo sentido, la 

investigación realizada en España por Heim et al. (2012: 152-153) pone de manifiesto que 

las mujeres migrantes denuncian menos porque tienen una red social y familiar más 

reducida o desfavorable a la intervención del sistema penal, así como por sus circunstancias 

administrativas. Esta afirmación está respaldada además por los datos de la Macroencuesta 

                                                                                                                                          
cultura, por lo que en general los trabajos sobre las causas culturales del maltrato en la población inmigrante 
suelen ser controvertidos (Dupont – Sokoloff, 2005a: 45-46). 
144 En este sentido se ha manifestado en España la Federación de Mujeres Progresistas (2007: 8-10). 
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de Violencia de Género realizada en 2011 (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 

Igualdad, 2012b: 23), que será analizada en el siguiente apartado, en la que se pregunta a las 

mujeres que afirman haber sufrido violencia de género si han denunciado a su agresor, 

siendo la respuesta ligeramente inferior en el caso de las mujeres extranjeras, quienes 

denunciaron en un 26,4% de los casos, frente a un 27,5% de las españolas. 

 

 

1.2. Encuestas de victimización: las mujeres inmigrantes son más victimizadas 

A través del análisis realizado se puede constatar que existe un acuerdo entre la doctrina 

especializada145 sobre la menor tendencia de las mujeres inmigrantes a denunciar el 

maltrato, lo que permite cuestionar que su sobrerrepresentación se deba a que denuncian 

más que las españolas. La posibilidad de que la causa de su mayor representación sea que 

efectivamente están más victimizadas que las españolas se puede verificar a través del 

análisis de las encuestas de victimización realizadas por el Instituto de la Mujer en el año 

2006 y por el Centro de Investigaciones Sociológicas en 2011. 

 

En España se han realizado cuatro macroencuestas sobre la violencia contra las mujeres 

desde el año 1999. La tercera de ellas fue la primera en la que se recogió la nacionalidad de 

las víctimas (Instituto de la Mujer, 2006: 5). Fue llevada a cabo durante el primer trimestre 

de 2006, a través de la realización de 32.426 encuestas telefónicas a mujeres de 18 años o 

más, residentes en España, de las cuales el 96,4% eran españolas y el 3,6% extranjeras146. Su 

principal objetivo era cuantificar la violencia de género en España e identificar su incidencia 

en diferentes grupos de población, entre los que incluía a las mujeres extranjeras (Instituto 

de la Mujer, 2006: 5). En la Macroencuesta de Violencia de Género 2011 (Ministerio de 

Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012b) se encuestó presencialmente a 7.898 mujeres 

                                                
145 Ver entre otros Abraham (1995), Perry et al. (1998), Bui – Morash (1999), Dutton et al. (2000), Gondolf et 
al. (1988), Perilla (1999), Perry et al. (1998), Menjívar – Salcido (2002), Raj – Silverman (2002), Menjívar – 
Salcido (2002), Bui (2003), Krane – Oxman-Martínez (2005), Parmar – Sampson (2005), Cárdenas – Monreal 
– Pérez (2008). A nivel institucional también ha sido señalada esta circunstancia en España por Amnistía 
Internacional (2007b: 17 y 29). 
146 Su margen de error es de un 0.61%, para un nivel de confianza del 95.5% (Instituto de la Mujer, 2006: 
196). A pesar de ser una encuesta representativa, se han detectado posibles sesgos, como son que la encuesta 
se haya realizado telefónicamente, excluyendo a las mujeres que no tienen teléfono o a aquellas que tienen una 
barrera idiomática. 
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mayores de 18 años y residentes en España, de las cuales un 7,5% eran extranjeras y el 

92,5% restante españolas147. 

 

Según los resultados de la Macroencuesta de 2006, el 6% de las españolas manifestaron 

haber sufrido violencia de género alguna vez en la vida, frente a un 12,1% de las 

extranjeras. Asimismo, un 2% de españolas encuestadas declaró haber sido víctima de 

malos tratos por parte de su pareja o ex pareja durante el último año, frente a un 4,8% de 

las mujeres extranjeras, y un 4,1% de las españolas sufrieron este tipo de violencia en los 

años precedentes al que se hizo la encuesta, mientras que en el caso de las extranjeras este 

porcentaje aumentó hasta el 7,3% (Instituto de la Mujer, 2006: 162). Estos datos indican 

que las mujeres extranjeras están más victimizadas que las españolas, siendo la incidencia 

aproximadamente dos veces mayor en el caso de las primeras (Instituto de la Mujer, 2006: 

162), como se observa en el Gráfico 3.  

 
Gráfico 3: Victimización de la mujer pareja en función de la nacionalidad (Encuesta de Victimización, 2006) 

 
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos publicados por el Instituto de la Mujer (2006: 162) y por el 

Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2012b: 21) 
 

                                                
147 En 2011 se modificó la metodología y las encuestas se realizaron presencialmente, entre el 22 de diciembre 
de 2010 y el 16 de febrero de 2011, manteniendo el nivel de confianza del 95,5%, pero aumentando el margen 
de error hasta un 1,12%. Asimismo, el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2012b: 20) señala 
que hay una infrarrepresentación de las mujeres extranjeras respecto de su representación en la sociedad (un 
11,4%), pero no explica a qué se debe. Aunque como se ha indicado las entrevistas son presenciales y no 
telefónicas, como en el año 2006, sin embargo, se sigue manteniendo el sesgo relativo a las mujeres que tienen 
una barrera idiomática y no pueden realizar la entrevista. 
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Los resultados de la macroencuesta realizada en 2011 (Ministerio de Sanidad, Servicios 

Sociales e Igualdad, 2012b: 21 y ss) continúan confirmando la hipótesis de que las mujeres 

extranjeras sufren más violencia de género que las españolas, al indicar que un 4,8% de las 

mujeres españolas declaró haber sido víctima de malos tratos por parte de su pareja o ex 

pareja alguna vez en su vida, frente a un 10,1% de las extranjeras. Por otra parte, un 2,8% 

de españolas indicaron que habían sufrido este tipo de violencia durante el último año, 

frente a un el 5,8% de las extranjeras, y un 7,3% de las españolas fueron maltratadas alguna 

vez en los años precedentes al que se hizo la encuesta, mientras que en el caso de las 

extranjeras fueron un 15,1% (Gráfico 4). 

 
Gráfico 4: Victimización de la mujer pareja en función de la nacionalidad (Encuesta de Victimización, 2011) 

 
Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2012b: 21) 

 

La diferencia porcentual en los resultados de 2006 y 2011 se debe a que la metodología 

utilizada para la realización de las encuestas fue distinta, como indica el Ministerio de 

Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2012b: 1). Pese a ello, se sigue manteniendo el dato 

que indica que las mujeres extranjeras están dos veces más victimizadas que las españolas. 

Por tanto, de acuerdo a las encuestas de victimización realizadas en España, cabría aportar 

validez al argumento que infiere que una de las razones por las que las mujeres inmigrantes 

están más representadas que las españolas en las denuncias por violencia de género es 

porque sufren más violencia. En este mismo sentido concluyen otros estudios llevados a 

cabo en España (Echeburúa et al., 2008; Vives-Cases et al., 2010) y a nivel internacional 
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(Backman – Saltzman, 1995; Dasgupta, 2000; Menjívar – Salcido, 2002; Raj – Silverman, 

2002: 367; Hazen – Soriano, 2007; Morash et al., 2007). 

 

 

1.3. Mujeres fallecidas por violencia de género 

El tercer indicador que puede servir de referencia para conocer la incidencia de la violencia 

de género entre las mujeres extranjeras son los datos sobre víctimas mortales como 

consecuencia de un delito de violencia de género. Si bien los casos de violencia contra la 

mujer en la pareja con resultado de muerte no son estadísticamente representativos148, sí 

indican qué colectivo sufre la violencia más grave, como han señalado algunos autores (Raj 

– Silverman, 2002: 367).  

 

En la Tabla 6 se observa que hasta 2008 hubo un constante aumento de las mujeres 

extranjeras víctimas de violencia de género con resultado de muerte, así como una 

sobrerrepresentación respecto a su volumen de población en la sociedad general, llegando a 

ser casi el 45% de las víctimas muertas en 2008. Esta sobrerrepresentación se puede 

confirmar atendiendo tanto al porcentaje de extranjeras respecto del total de mujeres 

fallecidas como a la tasa por millón en relación al total de la población femenina extranjera. 

 
Tabla 6: Mujeres fallecidas por violencia de género. Evolución de 2003 a 18 de junio de 2013 

Año Españolas Extranjeras TOTAL % de extranjeras Tasa por millón 
de ext. 

Tasa por millón 
de esp. 

2003 62 9 71 12,7% 8 2.99 
2004 54 16 72149 22,9% 11.90 2.59 
2005 41 16 57 28,1% 9.78 1.80 
2006 49 20 69 29% 10.37 2.32 
2007 43 28 71 39,4% 13.18 2.05 
2008 43 33 76 43,4% 14.60 1.92 
2009 36 20 56 35,7% 8.52 1.63 
2010 45 28 73 38,4% 10.54 2.15 
2011 40 21 61 34,4% SD150 SD 
2012 41 11 52 21,2% SD SD 
2013 20 7 24 25,9% SD SD 

Fuente: Instituto de la Mujer151 

                                                
148 Bajo mi punto de vista no son estadísticamente representativos de la violencia de género general porque 
las mujeres muertas por esta causa representan solo una pequeña parte del total de mujeres maltratadas. Por 
ejemplo, si atendemos al total de denuncias que hubo en 2011 por violencia de género, según el Consejo 
General del Poder Judicial (2011a) fueron 134.002, las muertes representarían el 0,045% de los casos de 
violencia de género. 
149 En dos de estos casos no consta la nacionalidad de la víctima. 
150 El acrónimo SD sirve para indicar la falta de existencia de datos al respecto. 
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Los datos aportados en la Tabla 6 indican que son las mujeres extranjeras las principales 

víctimas de la violencia de género más grave152, coincidiendo con la tendencia que se 

observa en otros países como Estados Unidos (Raj – Silverman, 2002: 367; Dupont – 

Sokoloff, 2005a: 44 y 2005b: 8). 

 

De acuerdo a los resultados de las encuestas de victimización llevadas a cabo en España en 

2006 y en 2011 y a los trabajos empíricos realizados a este respecto tanto en nuestro país 

(Echeburúa et al., 2008; Gracia et al., 2010) como en el ámbito internacional (Menjívar – 

Salcido, 2002; Raj – Silverman, 2002 y 2003; Bui, 2003; Dupont – Sokoloff, 2005a; 

Wolhuter – Olley – Denham, 2009: 65 y ss), la sobrerrepresentación de las mujeres 

inmigrantes en las denuncias podría deberse a que están más victimizadas que las 

nacionales, y no a que tengan una mayor tendencia a denunciar el maltrato. Se podría 

afirmar por tanto que, en delitos de violencia de género, la inmigración es un factor de 

riesgo en la victimización. Sin embargo, para poder determinar con exactitud en qué 

medida la condición de inmigrante como factor de riesgo se ve afectada por otras variables, 

como la edad, el nivel de recursos económicos, el acceso a los recursos o la exclusión racial, 

es necesario tener en cuenta el contexto estructural en el que se desarrolla la violencia 

(Dupont – Sokoloff, 2005a: 48). Para ello se presentan a continuación las teorías 

criminológicas sobre violencia de género153. 

 

 

2. Teorías criminológicas sobre violencia de género  

Numerosos trabajos académicos llevados a cabo desde diferentes perspectivas han buscado 

conocer cuáles son las causas de la violencia contra las mujeres en el ámbito de la pareja 

(Holtzworth-Munroe et al., 1997: 65). En un primer momento el análisis se centró en el 

estudio de las características individuales, tanto de la víctima como del agresor, desde una 

                                                                                                                                          
151 Los datos de mujeres muertas por violencia de género se pueden encontrar asimismo en los Informes 
sobre Víctimas Mortales por Violencia Doméstica y Violencia de Género publicados por el Consejo General 
del Poder Judicial (ver CGPJ, 2010b y 2011c). 
152 Aunque referidos a lesiones y no a homicidios, estos resultados son coincidentes con los obtenidos en el 
estudio sobre violencia de género llevado a cabo en el ámbito de salud pública por Enrique Echeburúa, en el 
que se detectó que las mujeres inmigrantes no solo sufrían más violencia de género, llegando a representar 
hasta siete veces más de lo que correspondería a su volumen de población, sino que además eran víctimas de 
la violencia más grave (Echeburúa et al., 2008: 360, 362 y 370). Estos resultados se confirman también en 
otras investigaciones realizadas en el ámbito internacional (ver Wolhuter – Olley – Denham, 2009: 67). 
153 A este respecto ver Jasisnki (2001) o Medina (2002). 
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perspectiva psicológica154. Un segundo modelo de análisis, de carácter sociológico, hace 

hincapié en el análisis de factores socioeconómicos155. Por último, la perspectiva 

feminista156, realiza sus análisis teniendo en cuenta el género y las relaciones de poder que 

tienen lugar entre hombres y mujeres para entender y explicar la violencia contra la mujer 

en la pareja. A continuación se exponen estas perspectivas y las críticas realizadas a cada 

una de ellas. 

 

 

2.1. Perspectiva psicológica 

El vínculo entre enfermedad mental y violencia ya se había planteado con anterioridad a la 

visibilización del maltrato a la mujer, pero no había gozado de gran aceptación en la 

comunidad académica (Medina, 2002: 247). Sin embargo, la idea de que los hombres que 

son violentos con sus parejas son ‘enfermos’ se convirtió en una primera línea de análisis. 

Así, la perspectiva psicológica, en un intento por seguir la tradición norteamericana 

(Medina, 2002: 263), pretende establecer un vínculo causal entre desorden mental y 

violencia de género, asumiendo que la causa del maltrato es un tipo de trastorno de la 

personalidad o enfermedad mental del agresor157 (Faulk, 1974; Gayford, 1975; Rounsaville, 

1978; Dutton, 1994a, 1995 y 1998; Gondolf, 1995 y 1999; Hamberger – Hastings, 1991; 

                                                
154 Ver Faulk (1974), Gayford (1975), Rounsaville (1978), Gondolf (1985, 1995 y 1999), Hamberger – 
Hastings (1986a, 1986b, 1988 y 1991), Maiuro et al. (1986 y 1988), Dutton (1989, 1994a, 1994b, 1995 y 1998), 
Holtzworth-Munroe – Anglin (1991), Hart et al. (1993), Dutton – Starzomski (1993 y 1994), Holtzworth-
Munroe et al. (1997.)  
155 Véase Gelles (1974, 1987 y 1993a y 1993b), Steinmetz (1977), Straus (1980, 1990, 1991 y 2011), Straus et 
al. (1980), Hornung et al. (1981), Farrington (1986), Gelles – Straus (1988), Cornell – Gelles (1990), Gelles – 
Loseke (1993), Benson et al. (2003), Raghavan et al. (2009). 
156 Ver entre otros Dobash – Dobash (1979, 1981, 1988 y 1992), Pagelow (1981), Kurz – Stark (1988), Ptacek 
(1988a, 1988b y 1999), Rosewater (1988), Saunders (1988), Crenshaw (1989 y 1994), Harris (1991), Dobash et 
al. (1992), Hart (1992), Yllö (1993), Hooks (2000), Dasgupta (2005), Dupont – Sokoloff (2005a y 2005b), 
Sokoloff – Pratt (2005), Grossman – Lundy (2007), Collins (2008), Dekeseredy (2010 y 2011). 
157 A nivel general, los trabajos realizados desde la perspectiva psicológica concluyen sus estudios afirmando 
que en los hombres violentos con sus parejas se observan más síntomas vinculados a desórdenes de la 
personalidad que en los hombres que no son violentos (Maiuro et al., 1986; Hart et al., 1993; Dutton – 
Starzomski, 1994; Gondolf, 1995; Holtzworth-Munroe et al., 1997: 67-68). Trabajos como los llevados a cabo 
por Hamberger – Hastings (1986a, 1986b, 1988 y 1991) o Hart et al. (1993) ponen de manifiesto que entre un 
80 y un 90% de lo maltratadores muestran alguno de los síntomas vinculados a desórdenes de personalidad. 
Sin embargo, otros estudios cuestionan estos porcentajes. Así, en un trabajo posterior llevado a cabo por 
Dutton – Hart (1992), únicamente se observan desórdenes de personalidad en un 43,5% de los casos. Por su 
parte, Gondolf (1999: 7), puntualiza que únicamente un 48% de su muestra pone de manifiesto desórdenes de 
la personalidad severos, frente al 80-90% que presentaban las investigaciones anteriormente citadas. Los 
resultados obtenidos en el estudio de Gondolf (1999: 11) le llevan a afirmar que los maltratadores sufren 
menos patologías de las esperadas, aunque ello puede deberse a la utilización de un instrumento de medición 
más depurado que el utilizado en muestras anteriores. 
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Holtzworth-Munroe et al, 1997). Esta línea de análisis supone por tanto que los hombres 

que maltratan a su pareja tienen un problema individual independiente del contexto socio-

cultural y de cuestiones estructurales, y como consecuencia, que las medidas para la 

prevención y erradicación de este tipo de violencia deben centrarse en el tratamiento 

psicológico individual. Con el fin de poder establecer empíricamente este vínculo entre 

enfermedad mental y violencia de género se han llevado a cabo estudios centrados en el 

análisis de la personalidad del agresor y/o de la víctima, el control de impulsos y 

emociones, el alcoholismo, los desajustes de personalidad o la depresión, entre otros, para 

determinar qué características de la personalidad se pueden considerar factores de riesgo en 

casos de maltrato. 

 

Donald G. Dutton (1998), uno de los principales representantes de la perspectiva 

psicológica, dedicó parte de su carrera académica al estudio de la ‘Borderline Personality 

Organization’ (BPO) y al desarrollo de la teoría de la personalidad abusiva para explicar la 

violencia de género158. Dutton partía de la siguiente hipótesis: los rasgos de la ‘personalidad 

límite’159 son similares a los percibidos en los grupos de maltratadores analizados, por lo 

que se podría considerar que la causa de comportamiento violento es precisamente este 

tipo de personalidad (Dutton – Starzomski, 1993: 331-335 y 1994: 219). Así, concluye sus 

estudios afirmando que los maltratadores obtienen una puntuación más alta en los 

instrumentos de valoración de la BPO que los hombres que no ejercen violencia contra su 

pareja (Dutton, 1998: 93). Esta conclusión confirma lo apuntado en otros trabajos 

(Hamberger – Hastings, 1988; Hart et al., 1993; Holtzworth-Munroe et al., 1997: 69-70), si 

bien, autores como Gondolf (1999: 7 y 13) han indicado que solo un pequeño porcentaje 

de maltratadores muestra la ‘personalidad límite’ a la que hace referencia Dutton, por lo 

que la relevancia de este factor es controvertida. Asimismo, este tipo de personalidad se ha 

asociado a otras deficiencias psicológicas, como la baja autoestima, los celos o los altos 

niveles de dependencia, que han sido también vinculados con una mayor tendencia a la 

                                                
158 Una de las ideas más relevantes que este autor utiliza para justificar su estudio sobre la personalidad 
‘borderline’ es la comparación entre las fases de este tipo de personalidad y las distintas fases que estableció 
Walker en su teoría de los ciclos de la violencia (ver Dutton – Starzomski, 1994: 327 y Dutton, 1998: 58 y ss).  
159 Algunos de estos rasgos son la tendencia a establecer relaciones intensas, inestables y de manipulación, la 
personalidad dependiente, la baja autoestima, el miedo a estar solo y al abandono, el enfado, la impulsividad o 
el abuso de sustancias, entre otros (Hotzworth-Munroe et al., 1997: 69). 
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agresión160 (ver Murphy et al., 1994; Dutton – Ginkell – Landolt, 1996; Hotaling – 

Sugarman, 1986: 119). 

 

Otro de los desórdenes de personalidad analizados desde la perspectiva psicológica ha sido 

la depresión, concluyendo los trabajos realizados al respecto que los maltratadores 

manifiestan sufrir más depresión que los hombres no maltratadores161 (Hamberger – 

Hastings, 1986b: 339 y 1988: 28, 41 y 43; Maiuro et al., 1988: 21; Barnett – Hamberger, 

1992: 23-24; Dutton – Starzomski, 1993: 334-335; Julian – McKenry, 1993: 48 y 50).  

 

También se ha estudiado el rol del estrés como factor precipitador de la violencia de 

género162. A pesar de que los primeros estudios afirmaban que los hombres maltratadores 

se ven sometidos a un mayor número de situaciones que pueden generar estrés, en 

comparación con los no maltratadores (Julian – McKenry, 1993: 48 y ss), las 

investigaciones posteriores establecen que no existe una relación significativa entre ambos 

factores (Pan et al., 1994; Gavazzi et al., 1995). Por ello se considera que su vínculo no está 

suficientemente demostrado, al menos desde un punto de vista clínico (Holtzworth-

Munroe et al., 1997: 84). 
                                                
160 A este respecto, Hotaling – Sugarman (1986) indican que en un 60% de los estudios llevados a cabo sobre 
violencia de género desde una perspectiva psicológica se ha detectado una asociación positiva de la baja 
autoestima de los agresores y este tipo de violencia, teniendo los maltratadores niveles de autoestima más 
bajos que los hombres no violentos (Hamberger – Hastings, 1991; Murphy et al., 1994: 733). Sin embargo, 
autores como Holtzworth-Munroe et al. (1997: 68) consideran que esta correlación no ha sido 
suficientemente demostrada. Por lo que respecta a los celos, unos de los primeros trabajos realizados fue el 
llevado a cabo por Rounsaville (1978), en el que se ponía de manifiesto que los maltratadores mostraban 
niveles de celos mayores que los hombres no violentos, vínculo que ha sido confirmado en trabajos 
posteriores, como los llevados a cabo por Gondolf (1988), Holtzworth-Munroe – Anglin (1991: 265-266), 
Dutton – Starzomski (1993: 327 y 335), Dutton (1994b: 269) y Holtzworth-Munroe et al. (1997: 69). Sin 
embargo, como en los casos anteriores, hay trabajos que indican que el vínculo entre los celos y la violencia 
de género no es significativo (Murphy et al., 1994: 731-733). Por último, se ha afirmado que los maltratadores 
tienen mayores niveles de dependencia y de miedo al abandono que los hombres no violentos (Julian – 
McKenry, 1993: 44 y 51; Dutton, 1994b: 264-265; Murphy et al., 1994: 731-733; Holtzworth-Munroe et al., 
1997: 69). 
161 En general la depresión se ha analizado vinculada a otros síntomas, como la dependencia emocional 
(Maiuro et al., 1988: 21; Gondolf, 1999: 7-8; Murphy et al., 1994: 729), la ira y la hostilidad (Gondolf, 1985; 
Hamberger – Hastings, 1986b: 339; Maiuro et al., 1986: 283 y ss y 1988: 21; Dutton – Browning, 1988: 171 y 
ss; Dutton – Starzomski, 1993: 334-335; Dutton, 1994b: 274; Holtzworth-Munroe et al., 1997: 70 y ss) o la 
ansiedad (Dutton – Browning, 1988: 168 y ss; Barnett – Hamberger, 1992: 23-24; Dutton, 1994b: 275; 
Gondolf, 1999: 7-8). 
162 Se ha establecido que hay tres tipos de circunstancias que pueden generar estrés: sociales, matrimoniales o 
individuales (Holtzworth-Munroe et al., 1997: 83). Uno de los estudios más relevantes en lo que respecta a los 
factores sociales generadores de estrés es el llevado a cabo por Barling – Rosenbaum (1986) sobre el estrés 
laboral y la violencia de género, en el que se establece una correlación significativa entre ambas variables 
(Barling – Rosenbaum, 1986: 347). Sin embargo, Pan et al. (1994) establecen que el estrés laboral no es un 
factor de riesgo de violencia de género. 



77 
 

Otro factor estudiado desde la psicología son los déficits en habilidades psicosociales. Manifestar 

deficiencias en ámbitos de comunicación, empatía, asertividad163, razonamiento abstracto o 

moral, autocontrol o resolución cognitiva de conflictos, entre otros, se ha vinculado 

positivamente con el maltrato, al considerar que la carencia de recursos o habilidades para 

la resolución de conflictos puede favorecer un mayor uso de la violencia164 (Rosenbaum – 

O’Leary, 1981; Maiuro et al., 1986; Dutton – Browning, 1988; Holtzworth-Munroe – 

Anglin, 1991; Barnett – Hamberger, 1992; Holtzworth-Munroe et al. 1997; Gondolf, 1999).  

 

Otra variable analizada por la perspectiva psicológica ha sido la victimización en la familia de 

origen165. Se ha indicado a este respecto que la exposición a la violencia durante la niñez 

favorece el aprendizaje de su uso como forma de resolución de conflictos166 (Rosebaum – 

O’Leary, 1981: 68; Hotaling – Sugarman, 1986: 111; Barnett – Hamberger, 1992: 25; 

Dutton – Starzomski, 1993: 335; Murphy et al., 1993: 171; Holtzworth-Munroe et al., 1997: 

85). Esta variable se ha estudiado en dos sentidos: cuando se ha presenciado violencia en el 

ámbito familiar durante la infancia o bien cuando se ha sido víctima de malos tratos por 

parte de alguno de los progenitores (Rosebaum – O’Leary, 1981: 68), siendo la primera la 

que ha sido considerada más relevante como factor de riesgo para la violencia de género167 

(ver Hotaling – Sugarman, 1986: 120; Dutton, 1998: 32 y ss).  

 

                                                
163 En este ámbito se ha dedicado una especial atención al estudio de la aserción como factor de riesgo en la 
violencia de género, de manera que algunos autores afirman que los maltratadores son personas menos 
asertivas que los hombres no violentos (Rosenbaum – O’Leary, 1981: 67 y 69; Hotaling – Sugarman, 1986: 
113; Maiuro et al., 1986: 285 y 287; Holtzworth-Munroe et al., 1997: 76). 
164 A este respecto, una de las cuestiones más relevantes que se plantea es si los maltratadores carecen de 
recursos para la resolución de conflictos (Holtzworth-Munroe – Anglin, 1991: 265-266) o si por el contrario 
disponen de estos recursos pero ‘eligen’ resolver el conflicto a través de la violencia (Dutton –Browning, 
1988: 171 y ss). 
165 A pesar de que es una de las variables que ha generado más acuerdo entre diferentes perspectivas, como se 
verá en los siguientes apartados, existen estudios que consideran que no es una variable relevante, ya que solo 
una pequeña parte de las personas que han sufrido directa o indirectamente violencia se comportan de forma 
violenta cuando son adultos y solo un pequeño porcentaje de los maltratadores han estado expuestos a la 
violencia en su infancia (Jasisnki, 2001: 7). 
166 Dos de los estudios más completos sobre el impacto de esta variable en los casos de violencia de género 
fueron los llevados a cabo por Dutton – Hart (1992) y Murphy et al. (1993). El primero de ellos analizó su 
incidencia en tres grupos de población penitenciaria: condenados por delitos de violencia familiar, por delitos 
violentos (pero no de violencia familiar) y por delitos no violentos. Los primeros manifestaban haber sufrido 
más violencia durante la infancia (un 41%) que lo otros dos grupos (un 30 y un 15% respectivamente). Por su 
parte, Murphy et al. (1993: 169-173) afirmaban que los maltratadores eran significativamente más propensos a 
informar de abusos en la familia de origen, como víctimas y como testigos de violencia hacia sus madres. 
167 El hecho de haber sufrido malos tratos durante la infancia se considera una variable de riesgo menos 
consistente (Holtzworth-Munroe et al., 1997: 85 y ss), si bien, existen estudios que consideran igualmente 
relevantes tanto haber sido testigo de violencia como haber sido víctima directa (Rosebaum – O’Leary, 1981). 
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Por último, se ha investigado el vínculo entre el consumo patológico de alcohol y la violencia de 

género, afirmando que los hombres que ejercen violencia contra su pareja consumen más 

alcohol que los no maltratadores168. En investigaciones en las que se utilizaron muestras de 

mujeres maltratadas, con grupos de control de mujeres no maltratadas, las que habían 

sufrido violencia exponían en mayor medida que sus maridos tenían problemas de alcohol 

(Rosenbaum – O’Leary, 1981: 66). Ello ha sido confirmado por investigaciones en las que 

se utilizan muestras de agresores, como las realizadas por Blane – Leonard (1992), Julian - 

McKenry (1993), Pan et al. (1994), Gavazzi et al. (1995), o más recientemente, por Campos 

Moreira et al. (2011), en las que se pone de manifiesto que existe una correlación 

significativa entre el alcohol y el maltrato a la mujer pareja. Asimismo, se ha afirmado que el 

consumo temprano y continuado de drogas y alcohol es un predictor de la violencia de 

género (Gavazzi et al., 1995; Holtzworth-Munroe et al., 1997: 73). Sin embargo, la relación 

entre el alcohol y la violencia es compleja, ya que su consumo puede estar asociado a otras 

variables de tipo individual o estructural, como psicopatologías o presiones económicas o 

laborales, entre otras, por lo que requeriría de un mayor análisis (Medina, 2002: 255; 

Barberet – Medina, 2003). 

 

En definitiva, con base en los resultados de las investigaciones realizadas bajo este modelo 

psicológico, se podría afirmar que únicamente existe acuerdo en que los déficits en 

habilidades sociales, la violencia en la familia de origen y el consumo de alcohol parecen 

estar vinculados de forma significativa a la violencia de género (Holtzworth-Munroe et al., 

1997: 94), mientras que el resto de variables analizadas tienen una relación inconsistente 

con el maltrato. 

 

                                                
168 Ver Rounsaville (1978), Rosenbaum – O’Leary (1981), Hamberger – Hastings (1988), Blane – Leonard 
(1992), Julian – McKenry (1993), Pan et al. (1994), Gavazzi et al. (1995), Gondolf (1995), Klostermann – 
Fals-Stewart (2006). En un principio estos estudios referidos al vínculo entre el consumo excesivo de alcohol 
y la violencia doméstica, como muchos de los anteriormente citados, tenían problemas metodológicos y no 
eran representativos (Medina, 2002: 254). Sin embargo, desde finales de los años 80 se han llevado a cabo 
estudios más rigurosos y específicos con muestras de hombres maltratadores alcohólicos y no alcohólicos, y 
grupos de control de no maltratadores, en los que se pone de manifiesto que los primeros presentan más 
síntomas vinculados al consumo de alcohol y drogas (Rosenbaum – O’Leary, 1981; Hamberger – Hastings, 
1988 y 1991).  
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Desde sus comienzos la perspectiva psicológica recibió numerosas críticas169 que han 

dificultado su asentamiento en el ámbito académico y político-criminal170 (Dutton, 1989: 

161 y 1994a: 177; Dutton – Bodnarchk, 2005: 6). En lo que respecta a la metodología, se 

han realizado cuatro observaciones:  

a) Las muestras utilizadas eran demasiado reducidas y no eran representativas porque 

estaban basadas en grupos de personas sometidas a un tratamiento voluntario o que 

habían pasado por el sistema penal (Medina, 2002: 248). 

b) No se utilizaban grupos de control, sino que se usaban puntuaciones estandarizadas 

de los instrumentos utilizados como medida de comparación171 (Hamberger – Hastings, 

1986b: 325; Dutton – Browning, 1988: 173; Medina, 2002: 250). 

c) Se utilizaban sistemas de medición clínicos elaborados para evaluar desórdenes de 

personalidad, en lugar de la personalidad en sí misma, lo que podía dar lugar a resultados 

sesgados, ya que a través de estos instrumentos se pueden detectar patologías que 

utilizando instrumentos que miden la personalidad, y no patologías concretas, no se 

detectarían (Barnett – Hamberger, 1992: 16)172. 

d) Se consideraba al grupo de ‘maltratadores’ como un grupo único y homogéneo, sin 

tener en cuenta las diferencias dentro del mismo, lo que podía dar lugar también a un 

sesgo en los resultados (Gondolf, 1988; Barnet – Hamberger, 1992: 16). 

 

                                                
169 Ver entre otras las críticas realizadas por Cornell – Gelles, 1990: 111; Gelles, 1993a: 38; Dutton – 
Bodnarchk, 2005: 14 y ss. Cabe mencionar que muchas de estas críticas provenían de los propios psicólogos, 
que pretendían optimizar y mejorar sus investigaciones para aumentar su impacto en las políticas 
desarrolladas al respecto (véase Hamberger – Hastings, 1986a). 
170 Dutton (1989 y 1994a) atribuye la falta de éxito de la perspectiva psicológica a las presiones ejercidas por la 
doctrina feminista, que goza de mayor apoyo político. Los resultados de las investigaciones psicológicas que 
se han llevado a cabo contradicen parte de los principales postulados feministas, por lo que en opinión de 
Dutton (1989: 161 y 1994a: 168 y ss) desde el ámbito político, e incluso académico, han tendido a ignorarse 
estas investigaciones para evitar la confrontación con los grupos feministas. 
171 De estas muestras utilizadas se pretendía obtener un perfil de maltratador con alguna psicopatología 
determinada que permitiera desarrollar tratamientos específicos más efectivos para tratar la sintomatología de 
los agresores (Holtzworth-Munroe et al., 1997: 67), pero como las muestras eran selectivas y no se establecían 
grupos de control con hombres no maltratadores ni se controlaban otras variables de carácter demográfico o 
estructural, se consideraba que sus resultados no podían ser válidos. Es a partir de los años 80 cuando se 
comienzan a llevar a cabo estudios específicos que tratan de evaluar rasgos concretos de la personalidad de 
los maltratadores con una metodología más depurada, utilizando grupos de control y controlando variables 
sociodemográficas, aunque aún con algunas deficiencias en la selección de las muestras (Gelles, 1993a: 38; 
Medina, 2002: 248 y 263).  
172 Incluso se llegó a considerar que la perspectiva psicológica incurría en un razonamiento circular y en una 
falacia clínica, ya que dado el tamaño de sus muestras y la falta de grupos de control, no se podía afirmar que 
sus resultados supusieran una prueba empírica de que los maltratadores eran enfermos mentales en mayor 
proporción que el resto de la población, ni tampoco la causalidad entre la enfermedad mental y el maltrato 
(Straus, 1980: 8-9). 
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Estos estudios recibieron críticas por la falta de atención al contexto en el que se produce la 

violencia173, al considerar que bajo esta perspectiva no se tiene en cuenta el impacto de 

género y la aceptación social de este tipo de violencia como un comportamiento lógico y 

racional (Dobash – Dobash, 1979; Yllö: 1993). Autores destacados de este modelo 

psicológico, como Dutton – Browning (1988: 173) o Holtzworth-Munroe et al. (1997: 94), 

han reivindicado que el estudio de variables individuales no implica desatender el contexto 

cultural en el que este tipo de violencia tiene lugar y han reconocido la necesidad de 

analizar los factores psicológicos y su interacción con variables sociales y culturales. Sin 

embargo, la mayoría de los estudios realizados desde esta perspectiva, a excepción de los 

desarrollados desde una óptica feminista (ver Kurz – Stark, 1988; Rosewater, 1988; Ferraro, 

2009), no han tenido en cuenta el género a la hora de analizar sus resultados (Miller – 

Burak, 1993, citado en Medina, 2002: 258) y tampoco han dedicado una especial atención al 

posible impacto de otras variables en la salud mental de los maltratadores, como por 

ejemplo el proyecto migratorio174. 

 

Del mismo modo, se ha observado negativamente el hecho que de algunos de estos 

estudios psicológicos concluyan con valoraciones que responsabilizaban directa o 

indirectamente a las mujeres de la situación de maltrato175 (ver Faulk, 1974; Gayford, 1975: 

196-197), llegando a afirmarse desde corrientes del feminismo que algunos de estos trabajos 

se basaban en ‘análisis abiertamente antifeministas’ (Yllö. 1988: 29; Dekeseredy, 2011: 298). 

En este mismo sentido se ha indicado que los estudios psicológicos, si bien apuntaban una 
                                                
173 Esta crítica ha sido realizada principalmente por grupos feministas que consideraban que la perspectiva 
psicológica aportaba explicaciones equivocadas sobre las causas de la violencia de género precisamente por 
analizar este tipo de violencia como un comportamiento ‘anormal’, cuando para el movimiento feminista es 
un comportamiento socialmente aceptado, no excepcional (Bograd, 1988: 17; Dutton, 1994a: 169). Se ha 
considerado en este sentido que analizar las variables individuales desatendiendo el contexto social y el género 
es una forma de excusar o justificar el comportamiento violento, al atribuir la violencia al consumo de 
alcohol, al haber sufrido violencia en la familia de origen o tener algún desorden de personalidad o 
enfermedad mental, entre otras variables (Jasinski, 2001: 9), y no tener en cuenta la situación de 
subordinación de la mujer y la aceptación social de la violencia (Bograd, 1988: 17). 
174 A este respecto Wernke y Huss (2008) analizan las diferencias culturales que existen en la concepción y las 
distintas manifestaciones de la psicopatía, pero por el momento, este tipo de estudios no se han realizado en 
el ámbito de la violencia de género. 
175 Según Bograd (1988: 15) algunos de los trabajos realizados desde esta perspectiva presentan a las víctimas 
como personas masoquistas, culpabilizándolas de la violencia y dando lugar a una nueva victimización de las 
mujeres. Asimismo, se ha indicado que tienden minimizar o no prestar atención al impacto de la estructura 
social en la situación de violencia (Jasinski, 2001: 9; Gelles, 1993a). Al respecto, autores como Goldolf (1988) 
desarrollaron modelos en los que se evitaba la culpabilización de las mujeres definiéndolas como personas 
activas que buscan salir de la violencia y afirmando que si no consiguen este propósito se debe a la falta de 
recursos, de manera que la culpa de que ‘se mantengan’ en las relaciones violentas no es de las mujeres, sino 
del sistema social que impide el acceso a los recursos. 
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relación entre patologías de la víctima y violencia, no servían para establecer la causalidad 

entre ambas variables, ya que no se podía establecer a partir de sus análisis si los desórdenes 

de personalidad detectados en las víctimas eran causa o consecuencia del maltrato176 

(Holtzworth-Munroe et al., 1997: 66-67). 

 

Por último, se ha criticado que la perspectiva psicológica haya ignorado en el análisis de sus 

trabajos la familia, siendo ésta la institución social dentro de la cual tiene lugar la violencia 

contra la pareja (Cornell – Gelles, 1990: 11 y ss; Gelles, 1993a: 34-35). A este respecto se ha 

afirmado que los factores psicológicos explican apenas un 10% de la violencia familiar, 

mientras que el resto de violencia es producto de la naturaleza violenta inherente a la 

sociedad y a la familia (Straus, 1980: 8 y 25).  

 

A pesar de las dificultades para encontrar un espacio en la comunidad científica177, en los 

últimos años las investigaciones realizadas con base en la perspectiva psicológica han 

mejorado la metodología y la calidad teórica, lo que ha sido reconocido incluso por autores 

ajenos a esta corriente178 (Gelles, 1993a: 38; Medina, 2002: 248 y 263). Esto ha permitido 

que se mantenga vigente179, aunque sin demasiado éxito a nivel académico (Dutton – 

Bodnarchk, 2005: 14 y ss) ni un gran impacto a nivel político (Dutton, 1989: 161 y 2005: 14 

y ss). En lo que respecta al objeto de este trabajo, la perspectiva psicológica no ha incidido 

en el estudio y el análisis de la violencia de género en la población inmigrante, ya que los 

análisis sobre las causas del maltrato en este colectivo han tendido a centrarse en mayor 

medida en factores socio-económicos y culturales. 

 

                                                
176 Esta crítica también fue apuntada por psicólogos que ponían de manifiesto la necesidad de centrarse en el 
análisis del agresor, puesto que es la persona que lleva a cabo la conducta violenta, y entender los problemas 
psicológicos de las mujeres como una consecuencia del maltrato y no como la causa del mismo (Hotaling – 
Sugarman, 1986: 118 y 120). Asimismo, psicólogas de corte feminista realizaron estudios con mujeres desde 
una perspectiva de género a través de los cuales pretendían mostrar la causalidad entre la patología y la 
violencia (ver Kurz – Stark, 1988 ; Rosewater, 1988; Ferraro, 2009). 
177 Es importante mencionar que a pesar de la poca aceptación académica y política (Dutton – Bodnarchk, 
2005: 14 y ss), se considera que este modelo ha sido aceptado socialmente porque ayuda a percibir al 
maltratador como alguien diferente (Jasinski, 2001: 9). 
178 Así, desde finales de los 80, los principales estudios llevados a cabo utilizaron grupos de control en sus 
investigaciones, si bien siguen teniendo problemas en lo que respecta a la selección de muestras (Medina, 
2002: 248). Ver, entre otros, los trabajos elaborados por Hamberger – Hastings (1988 y 1991), Maiuro et al. 
(1988), Barnett – Hamberger (1992), Dutton – Hart (1992), Dutton – Starzomski (1993), Hart et al. (1993), 
Julian – McKenry (1993), Gondolf (1999) o Holtzworth-Munroe et al. (1997). 
179 A este respecto ver Dutton – Bodnarchuk (2005), Dutton – Nicholls (2005), Klostermann – Fals-Stewart 
(2006), Temcheff et al. (2008), Pinto et al. (2010), Campos Moreira et al. (2011) o Huang et al. (2011). 
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2.2. Perspectiva sociológica 

Desde la sociología se han desarrollado diferentes teorías que explican la violencia de 

género dejando al margen las variables psicológicas e individuales y centrándose en el 

análisis de los factores socio-económicos que pueden aumentar el riesgo de maltrato en la 

pareja. Asimismo, y a pesar de ser una perspectiva de carácter estructural, algunas de sus 

teorías han adoptado modelos explicativos centrados en la cultura como causa fundamental 

de la violencia de género (véase Wolfwang – Ferracutti, 1967, citado en Batistich, 2004: 20; 

Gelles, 1974; Straus, 1980; Straus et al. 1980; Cornell – Gelles, 1990; Gelles, 1993a; Stith et 

al., 2000; Raghavan et al., 2009). A continuación se exponen las teorías desarrolladas bajo 

esta perspectiva. 

 

Un primer modelo teórico es el que centra su objeto de estudio en los recursos y su vínculo 

con la violencia contra la mujer en el ámbito familiar180. La teoría de los recursos (Goode, 

1971) compara los medios que tiene un miembro de la pareja respecto del otro y parte de la 

idea de ‘poder’, entendido como la capacidad de influir en el comportamiento y las 

decisiones de otras personas (Rodman, 1972: 62; Anderson, 1997: 657). A partir de esta 

definición de poder se desarrollan dos hipótesis: a) cuando las personas se relacionan 

buscan obtener beneficios y evitar castigos; y b) la violencia es un medio para obtener 

beneficios. Teniendo en cuenta estas premisas esta teoría afirma que los hombres ejercen 

violencia contra las mujeres para mantener su posición de poder en la estructura social y 

como mecanismo de control, amparados en que el coste de ser violento no supera los 

beneficios que puede aportar el ejercicio de la violencia (Jasinski, 2001: 11). Así, aquellas 

personas que tengan menos poder y menos capacidades educativas, económicas, personales 

y/o sociales que su pareja recurrirán a la violencia en mayor medida que las personas que 

                                                
180 Dentro de esta línea de estudio se ha desarrollado la ‘Teoría de la dependencia’, sobre la base de la teoría 
del ‘bargaining power’, que surgió para explicar la división del trabajo en el hogar centrando su análisis en los 
recursos individuales de la mujer, cuestionando si realmente el acceso a un salario independiente es suficiente 
para aumentar la capacidad de las mujeres en la negociación de las relaciones de género en el hogar (ver 
Beneria - Roldán, 1987). A partir de esta idea, y tomando como referencia el nivel de recursos totales de la 
mujer, la teoría de la dependencia afirma que si el nivel de recursos de la mujer es reducido la dependencia 
respecto del marido será mayor, lo que podría aumentar el riesgo de ser víctima de violencia por parte de la 
pareja (Rodríguez- Safranoff, 2012: 586). A pesar de que no adopta una perspectiva de género, reconoce la 
importancia del patriarcado como variable que contribuye a explicar la dependencia de las mujeres, si bien lo 
define como un factor necesario pero no suficiente para que se produzca maltrato, a diferencia de la postura 
feminista que se definirá en el próximo apartado (para un análisis más exhaustivo de esta teoría ver 
Rodríguez- Safranoff, 2012).  
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tienen acceso a diferentes recursos como un medio para mantener el dominio181 (Goode, 

1971; Cornell – Gelles, 1990: 115; Gelles, 1993a: 27-38).  

 

Un segundo modelo teórico es el que centra su análisis en el estatus. Por un lado, se ha 

estudiado la importancia del estatus de la pareja en la sociedad a través de la teoría de la 

inconsistencia de estatus, que fue elaborada por Rodman182 (1972) sobre la base de la teoría 

de los recursos (Goode, 1971), y desarrollada por Gelles (1974) y Hornung et al. (1981), 

entre otros autores, para explicar la violencia ejercida por aquellas personas que, a pesar de 

tener recursos, hacían uso de la violencia en el ámbito doméstico. Se afirma que la 

inconsistencia de status se produce en tres situaciones diferentes: a) cuando no existe 

correspondencia entre el nivel educativo y de formación y la posición social y laboral que 

ostenta una persona; b) cuando el estatus obtenido no corresponde a las expectativas 

sociales atribuidas, por ejemplo, en función del sexo (Hornung et al., 1981: 677 y ss); y c) 

cuando el poder que ostenta una persona varía en función del lugar o del momento, como 

ocurre por ejemplo en el caso de personas que tienen mucho poder en el ámbito del hogar 

pero no tienen poder a nivel laboral o social (Batistich, 2004: 19). Cuando tiene lugar 

alguna de estas situaciones se produce una inconsistencia de estatus que aumenta el riesgo 

de que exista violencia en el ámbito de la pareja como un medio para recuperar el estatus 

perdido, porque la posición masculina se ve amenazada y se utiliza la violencia para 

restablecer el orden de subordinación femenina (Gelles, 1974). 

 

Por otro lado, se ha estudiado el estatus que un miembro de la pareja tiene respecto del 

otro – a nivel educativo, laboral y/o social – a través de la teoría de la incompatibilidad de 

estatus (Hornung et al., 1981: 678). Esta teoría afirma que el riesgo de sufrir violencia por 

parte de la pareja aumenta cuando existe una incompatibilidad en los niveles de estatus de 

la pareja, concretamente cuando el hombre tiene un estatus inferior a la mujer (Hornung et 
                                                
181 Uno de los problemas que se ha planteado al respecto es que esta teoría no tiene en cuenta el sexo de la 
persona que ejerce y padece la violencia ni la socialización diferenciada en función del género, de manera que, 
asumiría que en el ámbito de la pareja, cuando los hombres tienen menos recursos recurren a la violencia 
como medio para mantener el poder, pero también que cuando las mujeres son las que tienen menos recursos 
recurrirán a la violencia para restablecer el equilibrio, lo cual ha sido cuestionado por algunos autores (ver 
Anderson, 1997). 
182 Rodman pretendía aplicar la teoría de los recursos elaborada por Goode (1971) a diferentes contextos 
culturales y analizar el rol del poder en la pareja como un factor de riesgo en la violencia de género. Para ello 
realizó un estudio en el que analizó el vínculo entre los recursos de cada miembro de la pareja, respecto de la 
pareja y de la sociedad, su estatus laboral y su poder de decisión en diferentes contextos culturales (ver 
Rodman, 1972). 
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al., 1981: 681 y ss). Se considera que la causa del aumento del riesgo es el estrés que genera 

en el hombre el hecho de que el estatus que socialmente le correspondería en función de 

las normas sociales, como cabeza de familia, se vea cuestionado183 (Hornung et al., 1981: 

691). Esta situación genera un conflicto en la pareja y puede dar lugar al uso de la violencia 

como medio para obtener o restablecer el poder dentro de la misma (Gelles, 1974: 124 y 

ss.).  

 

Además del análisis de los recursos y el estatus como variables que explican la violencia 

contra la mujer en la pareja, dentro de la perspectiva sociológica se ha desarrollado un 

tercer modelo que estudia el estrés184 (Farrington, 1986). A través de la teoría del estrés se 

analizan las características de la familia que pueden facilitar el uso de la violencia dentro de 

la misma, como los altos niveles de estrés inherentes a la propia institución familiar, la falta 

de recursos para gestionar dicho estrés, que varía en función de las características 

estructurales de cada familia, o la aceptación y la justificación social de la violencia como 

respuesta a una situación de estrés en este ámbito (Straus, 1980: 23; Farrington, 1986: 133-

135). Así, se considera que variables de carácter estructural, como el estatus social o la 

propia institución familiar, aumentan los niveles de estrés de los miembros de la familia, 

frente a los cuales la violencia puede ser una respuesta válida y aceptable a nivel social. En 

este sentido, el estrés se considera una de las variables precipitadoras que mejor explica la 

violencia en la familia185 (Farrington, 1986: 136).  

 

                                                
183 Hornung et al. (1981: 691) en las conclusiones de su trabajo insisten en la necesidad de tener en cuenta 
quién ejerce y quién padece la violencia, y las diferencias de la inconsistencia e incompatibilidad de estatus en 
función del género. 
184 Como se ha indicado en el apartado anterior, la variable de estrés también ha sido estudiada desde una 
perspectiva psicológica (Julian – McKenry, 1993: 48 y ss; Holtzworth-Munroe et al., 1997: 83-84). Sin 
embargo, los estudios desde la perspectiva sociológica no se centran en el estrés como patología, sino en sus 
causas estructurales que generan estrés, creando una nueva teoría explicativa de la violencia de género 
desvinculada de la psicología (Farrington, 1986: 133). 
185 El vínculo entre estrés y violencia parece estar clarificado, sin embargo el nexo causal entre el estrés y la 
respuesta violenta, es decir, qué es lo que hace que una situación de estrés se resuelva a través del ejercicio de 
la violencia, requeriría de mayor estudio ya que la violencia es una de las múltiples respuestas ante una 
situación de estrés, y según Farrington (1986: 138 y 140), la menos común. A este respecto, se considera que 
algunas de las variables que favorecen la respuesta violenta ante una situación de estrés son: el sexo de la 
persona afectada, el estatus socioeconómico, las experiencias con situaciones violentas y la aceptación de la 
violencia como respuesta a un conflicto, tanto en la subcultura de la persona que sufre el estrés como en su 
unidad familiar (Farrington, 1986: 140). En este sentido, se ha afirmado que la lucha feminista por la igualdad 
de sexos se puede considerar un factor ‘estresante’ en el ámbito familiar que puede dar lugar al uso de la 
violencia en caso de conflictos en este ámbito (Farrington, 1986: 143).  
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Un cuarto modelo teórico desarrollado dentro de la perspectiva sociológica es el que ha 

tenido en cuenta la cultura como factor explicativo del maltrato. En este sentido, una de las 

teorías más relevantes en la explicación de la violencia de género ha sido la teoría de la 

transmisión intergeneracional de la violencia. Está basada en la teoría del aprendizaje social 

que Albert Bandura desarrolló en los años 70 (ver Stith et al., 2000), según la cual el uso de 

la violencia es un comportamiento aprendido186 por el contacto con un entorno familiar 

violento, ya sea por haber experimentado directamente violencia o por haber sido testigo 

de la misma (Straus, 1980: 14; Stith et al., 2000: 640; Raghavan et al., 2009: 1.617). Bajo esta 

perspectiva la familia es percibida como el lugar en el que las personas aprenden a gestionar 

la frustración y el estrés, así como los modelos de resolución de conflictos187. Por ello se 

considera que observar comportamientos violentos entre la pareja y ser víctima o testigo de 

maltrato durante la niñez son variables que pueden incidir en el riesgo de ejercer violencia 

en la pareja188 (Gelles, 1974: 170; Straus, 1980: 15; Straus et al. 1980; Johnston, 1988; 

Cornell – Gelles, 1990). Además, se ha señalado que esta variable aumenta el riesgo de ser 

víctima de violencia de género, debido a las ‘prácticas de socialización cultural’ en las que se 

educan las mujeres (Stith et al., 2000: 648). 

 

Por otra parte, dentro de esta línea sociológica que tiene en cuenta la cultura, se ha tomado 

como referencia la teoría de la subcultura de la violencia para explicar la violencia de 

género. Esta teoría afirma que determinadas normas y valores sociales facilitan o justifican 

la violencia en situaciones concretas (Wolfwang – Ferracutti, 1967, citado en Batistich, 

2004: 20), de manera que aceptar la violencia como medio de resolución de conflictos 

                                                
186 El hecho de considerar que la violencia de género es una reproducción de un comportamiento aprendido 
implicaría que esta violencia no tiene un carácter instrumental de mantenimiento de la subordinación 
femenina, argumento que ha sido utilizado por algunos autores para rebatir la afirmación feminista de que la 
violencia se utiliza como instrumento para mantener el orden social de superioridad masculina establecido por 
el patriarcado (Schwartz, 1988: 380-386). 
187 A este respecto Straus (1980: 14-15) considera que a través del castigo físico en la infancia se transmiten 
tres asunciones pasan a formar parte de la visión social e individual de cómo y cuándo utilizar la violencia: la 
asociación de amor y violencia, la aceptación moral de pegar a otros miembros de la familia y la justificación y 
legitimación del uso de la violencia en determinadas situaciones.  
188 A pesar de no ser considerada por algunos autores una variable explicativa en sí misma, sí ha sido 
considerada un factor de riesgo en la violencia de género (Gelles, 1974: 170; Straus – Gelles, 1990; Straus, 
1991). En este sentido, el trabajo de Gelles (1974) ha puesto de manifiesto la relevancia de haber sufrido 
directa o indirectamente malos tratos en la familia de origen, al concluir que los hombres que han sufrido 
maltrato en la infancia tienen tres veces más posibilidades de ser maltratadores en la edad adulta que los que 
no han sufrido maltrato (un 35% frente a un 10,7%). Sin embargo, desde una perspectiva sociológica se 
considera necesario que esta variable aparezca acompañada de otros factores como falta de apoyo social o 
situación económica debilitada, entre otros (Straus – Gelles, 1990). 
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aumentaría las posibilidades de aceptar también el maltrato hacia la mujer en la pareja, y por 

tanto, aumentaría el riesgo de que ésta tuviera lugar (Raghavan et al., 2009: 1.617). En esta 

línea se ha considerado que la aceptación y el uso de la violencia en el ámbito doméstico 

varían en función de la cultura, siendo algunas subculturas más violentas que otras como 

consecuencia del aprendizaje de normas que facilitan, legitiman o incluso requieren la 

violencia para solucionar determinados conflictos (Gelles, 1993a: 38). Así, sociedades en las 

que existe una aceptación cultural189 de la violencia como medio para obtener aquello que 

se desea tendrían mayor riesgo de violencia interpersonal, y en concreto, de que se ejerza 

violencia contra las mujeres (Raghavan, 2009: 1.617).  

 

Una quinta línea de análisis dentro de la perspectiva sociológica es la que ha estudiado la 

incidencia de la comunidad en la violencia de género190. Este modelo parte de un análisis a 

nivel macro que tiene como centro de estudio el impacto de la comunidad en las tasas de 

violencia en la pareja, basándose en que el riesgo de maltrato es mayor en barrios 

desestructurados en los que existen altos niveles de pobreza, de delincuencia y de 

problemática social (Straus et al, 1980; Benson et al., 2003; Raghavan et al., 2009). Dos 

argumentos se han ofrecido al respecto: por un lado, se ha considerado que en 

determinados barrios la aceptación social de la violencia como medio de resolución de 

conflictos es mayor (Benson et al., 2003: 211; Raghavan et al., 2009: 1.616-1.617), y por 

otro, que dadas las características estructurales de algunos barrios, los vínculos sociales 

entre los miembros de la comunidad son menores, por lo que el control informal191 sobre la 

violencia de género también disminuye (Benson et al, 2003: 209-210; Raghavan et al., 2009: 

1.617). Se considera que la violencia en la comunidad incide en dos aspectos básicos que 

facilitan los malos tratos contra la mujer en la pareja192: a) normaliza el uso de la violencia 

como medio para solucionar conflictos, favoreciendo su legitimación (Raghavan et al., 

                                                
189 Ello depende de factores como la clase social, la etnia, el lugar de residencia o la religión, entre otros. Sin 
embargo, se ha cuestionado este modelo teórico porque no explica por qué en sociedades en las que existe un 
alto grado de aceptación de la violencia no todos los hombres ejercen violencia contra sus parejas (Jasinski, 
2001: 15). 
190 Es importante mencionar que la incidencia de la comunidad en la violencia contra las mujeres también ha 
sido analizada desde otras perspectivas, como la feminista (ver Hamby, 2005). 
191 Larrauri (1994b: 1) define el control informal como ‘aquellas respuestas negativas que suscitan 
determinados comportamientos que vulneran normas sociales’. 
192 La investigación llevada a cabo por Benson y sus colegas (2003: 228 y ss) concluye afirmando que, 
efectivamente, la incidencia de la violencia contra la mujer pareja es mayor en barrios en los que existen 
desventajas sociales y en los que se convive de forma continua con situaciones de violencia y delincuencia. 
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2009: 1.627); y b) se reduce el control informal como medio de prevención de este tipo de 

violencia. 

 

Por último, desde mediados de los años 70, Murray Straus (1980, 1990, 1991 y 2011) y 

Richard Gelles (1974, 1983, 1985, 1987, 1993a y 1993b), entre otros académicos, han 

desarrollado un modelo explicativo de la violencia de género centrado principalmente en el 

estudio de la violencia intrafamiliar – entendida como institución social – y de los diferentes 

factores socio-económicos y estructurales que inciden en este tipo de violencia. Los autores 

que estudian la violencia intrafamiliar (Gelles, 1974 y 1993; Steinmetz, 1977; Straus, 1980; 

Straus et al., 1980; Cornell – Gelles, 1990; Feld – Straus, 1990) entienden el maltrato en la 

pareja como un tipo de violencia más dentro de la familia y parten de las siguientes 

premisas193:  

a) La familia es una institución violenta en sí misma cuyas características propician el 

ejercicio de la violencia194.  

b) La explicación central del maltrato se encuentra en los factores socio-estructurales – 

económicos, sociales o educativos, entre otros –, siendo los recursos familiares y 

sociales los más relevantes para explicar su incidencia. 

c) La posición de la familia en la sociedad, así como la estructura familiar en sí misma, 

están vinculadas con la violencia contra la mujer en el ámbito familiar, teniendo ésta 

lugar con mayor frecuencia en familias peor posicionadas social y económicamente195. 

                                                
193 Véase Straus (1980: 13), Straus et al. (1980: 4), Witt (1987: 291), Cornell – Gelles (1990: 11), Gelles (1993: 
34-35). 
194 Vinculado con esta idea Straus (1973) desarrolló otro modelo explicativo de la violencia de género 
adaptando la teoría de los sistemas generales, en el que definía la violencia en el ámbito familiar como un 
producto sistémico propio de la institución familiar y no derivado de una causa individual (Straus, 1973: 116 y 
120; Gelles, 1993a: 36). A partir de la premisa de que la violencia no es un acto excepcional, sino propio del 
sistema familiar, Straus (1973: 114-116) establece ocho hipótesis que sirven para elaborar su propia teoría 
sobre la violencia contra la mujer en la pareja: la violencia familiar tiene varias causas de diferente naturaleza, 
hay poca conciencia social de sus dimensiones y su incidencia, tiende a negarse o a no considerarse violencia, 
los estereotipos sobre este fenómeno se aprenden desde la niñez y son continuamente reafirmados, los 
maltratadores pueden incluso llegar a tener beneficios, aunque la violencia también puede crear conflictos 
dentro de la familia, y finalmente, existe el efecto de que al etiquetar a una persona como maltratadora pueda 
adquirir el rol de maltratador (Straus, 1980: 16 y ss).  
195 En este sentido algunos autores como Josephson (2005) han considerado que las dificultades económicas y 
la dependencia económica es un problema que se puede añadir a la propia violencia, e incluso que puede ser 
consecuencia de ella, pudiendo hacer optar a la mujer por no acudir al sistema y utilizar otros recursos 
personales o familiares para paliar el maltrato. Según Josephson (2005), es la situación de violencia la que da 
lugar a la inestabilidad económica y en algunos casos aumenta los niveles de pobreza de las mujeres que han 
sido víctimas de violencia de género. Otros autores, sin embargo, han vinculado la mayor incidencia de la 
victimización en las mujeres pobres, considerando el estatus socioeconómico bajo como una variable que 
favorece su victimización (Hoyle, 2007: 156). 
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El método empírico más utilizado para la verificación de sus hipótesis son las encuestas, 

realizadas a través del instrumento Conflict Tactic Scale (CTS) (Straus et al., 1980; Cornell 

– Gelles, 1990). Los resultados obtenidos se pueden resumir con las siguientes afirmaciones 

(Johnson, 1995: 285 y ss): a) existe una reciprocidad en la violencia y tanto los hombres 

como las mujeres inician la violencia en la misma medida; b) existe una simetría en el uso 

de la violencia, ya que tanto hombres como mujeres la utilizan como forma de resolución 

de conflictos (Straus – Gelles, 1990); y c) un incidente violento no tiene por qué suponer 

una escalada de violencia (Feld – Straus, 1990). En definitiva, para estos autores la violencia 

contra la mujer pareja no difiere de la violencia contra el hombre en el ámbito de la pareja 

(Steinmetz, 1977) o de la ejercida en el ámbito familiar, y las causas principales del maltrato 

son de carácter socio-económico: la posición de la familia en la estructura social y los 

recursos sociales, económicos y educativos de los miembros del grupo familiar. 

 

Las teorías basadas en postulados sociológicos no han estado exentas de críticas. Se ha 

apuntado que los métodos de investigación utilizados, fundamentalmente las encuestas 

realizadas por los autores del modelo intrafamiliar, desatienden el contexto en el que se 

produce la violencia196 (Dobash – Dobash, 1979; Yllö, 1988 y 1993; Dobash et al., 1992; 

Jasinski, 2001: 14). También se ha afirmado que este tipo de encuestas están sesgadas y no 

consiguen representar a todos los segmentos de la población, como pretenden, ya que las 

víctimas de lo que Johnson (1995: 284 y ss) denomina ‘terrorismo patriarcal’197 podrían no 

responder a las encuestas. 

 
                                                
196 En este sentido, se argumentó que realizar encuestas a grandes muestras de población implica 
necesariamente que no se tenga en cuenta el contexto en el que se produce la violencia y sus consecuencias 
(Dobash – Dobash, 1979; Yllö: 1988 y 1993; Johnson, 1995; Anderson, 1997: 656; Jasinski, 2001: 14), de 
manera que aunque los resultados de estos trabajos indiquen que las mujeres también reaccionan 
violentamente, no permiten esclarecer si esta violencia se ha producido en un contexto de autodefensa o en 
un contexto preventivo, como indican diferentes investigaciones realizadas desde la perspectiva feminista 
(Bograd, 2005: 28-29; Websdale – Johnson, 2005: 390). Por otra parte, desatender el contexto implica no 
tener en cuenta las consecuencias de la violencia, que según los resultados obtenidos en distintas 
investigaciones son más graves para las mujeres (Saunders, 1988: 97 y 108; Dobash – Dobash, 1992: 257; 
Dobash et al., 1992: 82-84; Dasgupta, 2005: 28-29).  
197 El ‘terrorismo patriarcal’ es definido como el ‘producto de las tradiciones patriarcales de control masculino 
sobre ‘sus’ mujeres, como una forma control terrorista de las mujeres por parte de sus maridos, que implica el 
uso sistemático no solo de la violencia, sino de la subordinación económica, las amenazas, el aislamiento y 
otras tácticas de control’ (traducción propia de Johnson, 1995: 284). Según este autor, el origen de esta 
controversia está en el objeto de estudio analizado: mientras que para el modelo feminista el objeto de estudio 
es lo que Johnson denomina ‘terrorismo patriarcal’, para la perspectiva de la violencia familiar el objeto de 
estudio es la ‘violencia mutua en la pareja’. Para un análisis de la discusión en castellano ver Medina (2002: 
227 y ss) y Larrauri (2007a). 
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Autoras feministas consideran que las aportaciones sociológicas tienden a culpabilizar a las 

mujeres198 (Bograd – Yllö, 1988; Yllö, 1993; Dobash et al., 1992). Por último, se ha 

indicado que algunas de sus teorías no han podido ser verificadas por no tener en cuenta el 

género199. Así por ejemplo, la teoría de los recursos (Goode, 1971; Cornell – Gelles, 1990; 

Gelles, 1993a) o la teoría de la incompatibilidad de estatus (Hornung et al., 1981) no 

pueden explicar el diferente impacto que tienen la falta de recursos y la incompatibilidad e 

inconsistencia de estatus en función del sexo, precisamente porque no tienen en cuenta la 

socialización en roles de género y las relaciones de poder entre hombres y mujeres 

(Anderson, 1997: 657). 

 

 

2.3. Perspectiva feminista 

La perspectiva feminista ha sido una de las más influyentes en el desarrollo de políticas de 

prevención e intervención en casos de violencia de género (Dutton, 1989: 161 y 1994a: 

169-170 y 177; Hoyle, 2007: 165). Esta perspectiva analiza la violencia contra la mujer 

desde diferentes ámbitos académicos, pero siempre aportando un análisis de género según 

el cual el patriarcado200 y el poder masculino son considerados una de las causas principales 

de la violencia contra la mujer en la pareja (Dobash – Dobash, 1979 y 1992; Pagelow, 1981; 

Bograd, 1988; Bograd – Yllö, 1988; Kelly, 1988; Smith, 1990; Dobash et al. 1992; Yllö, 

1993; Dekeseredy, 2011). Parten de la premisa de que la causa del maltrato se encuentra en 

el sistema social patriarcal, y no en factores individuales, como se sostenía por la 
                                                
198 Afirmaciones realizadas desde la perspectiva sociológica han causado gran controversia, principalmente 
entre la doctrina feminista (ver Pagelow, 1981; Dobash – Dobash, 1979 y 1992; Dobash et al., 1992; Yllö, 
1993; Bograd, 2005; Websdale – Johnson, 2005). Se puede observar la tendencia a la culpabilización de las 
mujeres en los primeros trabajos realizados por Gelles (1974: 155 y ss), quien analiza la contribución de las 
víctimas a la situación de violencia, afirmando que son ellas quienes provocan el maltrato. 
199 Sin embargo, y a pesar de que desde una perspectiva sociológica no acostumbra a tenerse cuenta el 
impacto de género como un factor explicativo del maltrato, autores como Straus consideran la importancia 
del patriarcado como sistema cultural en el que se apoyan normas sociales que capacitan y sitúan a los 
hombres en una posición dominante respecto de las mujeres, no solo en el ámbito familiar, sino a nivel social, 
laboral y económico (Straus, 1980: 23). A modo de ejemplo, una norma social que se considera útil para el 
ejercicio de la violencia contra la mujer en la pareja es que la mujer tiene que ser más baja que el hombre; para 
Straus esta norma social sirve para garantizar en última instancia la capacidad del hombre para imponer el 
poder y la autoridad a través, en el caso de que sea necesario, de la fuerza física (Straus, 1980: 24) 
200 Cabe recordar que a efectos de este trabajo, se utilizará el término ‘patriarcado’ para hacer referencia al 
sistema de dominación masculina por el cual se mantiene la subordinación de las mujeres (para un análisis del 
término en España ver Puleo, 2002). Se considera que las normas patriarcales por un lado, crean barreras 
estructurales a través de las cuales se delimitan las oportunidades y los recursos a los que tienen acceso las 
mujeres a nivel social, y por otro lado, permiten la socialización a través de los roles de género y la aceptación 
de la violencia como medio de mantener el poder masculino (Yllö, 1993; Jasinski, 2001). Así, el propio 
sistema social patriarcal es el que facilita y a la vez justifica el ejercicio de la violencia contra las mujeres. 
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perspectiva psicológica. Por ello, de acuerdo a lo indicado por Bograd (1988: 13), se puede 

afirmar que el modelo feminista realiza un ‘macro-análisis’ de la violencia de género. 

 

Como he apuntado, el feminismo no es un movimiento homogéneo y dentro del mismo se 

han desarrollado diferentes modelos explicativos de la violencia en la pareja con distintas 

perspectivas y consideraciones (Medina, 2002: 328), si bien, las principales corrientes de 

este movimiento se caracterizan por centrarse en el análisis de la desigualdad de género sin 

tener en cuenta las variables de carácter socio-económico (Hoyle, 2007: 152). Así, a pesar 

de su heterogeneidad, las diversas líneas de análisis feminista del maltrato parten de una 

misma pregunta: ¿por qué los hombres maltratan a su mujer pareja?, a diferencia de las 

perspectivas psicológica y sociológica, anteriormente examinadas, que se ocupan de qué 

desorden mental padecen los agresores o de qué factores inciden en el recurso a la violencia 

como método de resolución de conflictos en el ámbito familiar (Bograd, 1988: 13).  

 

Dentro de la perspectiva feminista se pueden encontrar dos modelos teóricos principales 

en lo que respecta al estudio la violencia de género201: aquel que centra su objeto de análisis 

en el dominio masculino, el poder y el género para entender y explicar la violencia contra 

las mujeres202 (MacKinnon, 1991; Yllö, 1993: 48; Jasinski, 2001: 12; Burguess-Proctor, 2006: 

28), y aquel que entiende que la desigualdad de género intersecciona con otro tipo de 

desigualdades, por cuestión de religión, etnia, clase social o edad, entre otras, y es esta 

intersección lo que posiciona a las mujeres en diferentes situaciones de vulnerabilidad ante 

el maltrato (Crenshaw, 1989; Bograd, 1999; Dupont – Sokoloff, 2005a; Burguess-Proctor, 

2006; Humphreys – Nixon, 2010: 139)203. 

 

                                                
201 Para un análisis de las distintas posiciones sobre la violencia de género dentro del feminismo ver 
Dekeseredy (2011: 298-299). 
202 Esta línea del feminismo se ha denominado frecuentemente Feminist Theory o Feminist Perspective (ver 
Bui – Morash, 1999: 772; Jasinski, 2001). 
203 Este modelo se ha conocido como teorías de la interseccionalidad, denominación acuñada por Kimberly 
Crenshaw (1989) y utilizada más recientemente por otras autoras como Dupont – Sokoloff (2005a). Esta 
corriente teórica ha recibido diferentes denominaciones, entre otras: feminismo integrador, perspectivas 
multirraciales, feminismo multicultural o feminismo negro o periférico (Dupont – Sokoloff, 2005a: 39; 
Burguess-Proctor, 2006: 35; ver en España Rodríguez, 2006). En España se ha utilizado esta perspectiva 
principalmente para el análisis de la inserción de las mujeres inmigrantes en el ámbito social y laboral (Roque, 
2000a y 2000b; Santos, 2000; Solé, 2000; Belarbi, 2000; 1999 y 2001; Mestre, 2002, 2004, 2005a, 2005b y 
2005c; Parella, 2003; Solé et al., 2009). 
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El primer modelo parte de la base de que aquellas teorías que no tienen en cuenta el 

impacto de género y las relaciones de poder entre hombres y mujeres no pueden ofrecer 

una explicación razonable sobre la violencia sufrida por las mujeres. Bajo esta perspectiva, 

el factor que explica la violencia contra la mujer en la pareja son las relaciones asimétricas 

de poder entre hombres y mujeres en las sociedades patriarcales y la transmisión de 

distintos roles de género en función del sexo a través de prácticas sociales (Dobash – 

Dobash, 1979 y 1992; Pagelow, 1981; Bograd - Yllö, 1988; Smith, 1990; Yllö, 1993). En 

este contexto, el maltrato se considera un medio para ejercer el control sobre las mujeres y 

a su vez para mantener el poder masculino y la posición de inferioridad femenina, tanto a 

nivel social como familiar (Yllö, 1993: 49). Asimismo, se entiende que en la familia, definida 

como institución social sustentada en normas patriarcales, se refuerzan los roles de 

subordinación de las mujeres y de dominio de los hombres, permitiendo el uso de la 

violencia en el ámbito familiar como medio para mantener esos roles de género y el control 

y el poder de los hombres204 (Jasinski, 2001: 12).  

 

Este modelo basa sus afirmaciones en estudios fundamentalmente cualitativos, llevados a 

cabo principalmente en casas de acogida y servicios públicos de salud, ayuda social y justicia 

(Dobash – Dobash, 1979; Yllö, 1983; Kelly, 1988; Kurz – Stark, 1988; Ptacek, 1988 y 1999; 

Rosewater, 1988; Saunders, 1988). Las principales conclusiones de sus investigaciones son: 

a) no existe una simetría en la violencia y son las mujeres las principales víctimas del 

maltrato (Pagelow, 1981: 66); b) la violencia dentro de la pareja aumenta en frecuencia e 

intensidad con el paso del tiempo (Humphreys – Nixon, 2010: 145); y c) en sociedades más 

patriarcales los niveles de violencia de género son mayores205 (Yllö, 1983, 1984 y 1994; 

Levison, 1989). Estas afirmaciones cuestionan los resultados de otras investigaciones que 

                                                
204 Se puede observar que esta perspectiva aporta un giro importante en lo que respecta al análisis de la 
violencia de género: el hecho de considerar las relaciones de poder entre hombres y mujeres como la causa de 
la violencia y de no tener en cuenta otros factores individuales o estructurales supone asumir que la violencia 
contra las mujeres tiene un carácter universal y que todas las mujeres son víctimas potenciales de maltrato, 
independientemente de su nivel educativo o económico, de su etnia o de cualquier otro factor estructural, 
porque la causa de la violencia está en la desigualdad por razón de género, por el hecho de ser mujeres. 
205 Yllö (1983, 1984 y 1994) estableció con su estudio sobre la igualdad social y la violencia de género que 
existía una relación entre las tasas de igualdad entre los sexos y el maltrato a la mujer en la pareja, pero que 
ésta no tenía un carácter lineal, sino curvilíneo. Es decir, los Estados con menores tasas de igualdad tenían 
altas tasas de maltrato, y a medida que aumentaba la igualdad disminuía el maltrato, aunque si las tasas de 
igualdad suponían un mayor estatus para la mujer que para el hombre, entonces los niveles de violencia 
sufrían nuevamente un aumento. Por su parte Stangeland (2005), en su estudio sobre los homicidios por 
violencia de género, afirma que en países con tasas de igualdad mayores que España tienen lugar más muertes 
por esta causa.  
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niegan la relevancia de la cultura patriarcal como factor de riesgo en la violencia de género, 

como se pone de manifiesto en el siguiente fragmento: 

 

Las expectativas tradicionales sobre los roles de género, la necesidad de 
poder/dominio, el dominio del marido en la toma de decisiones familiares, 
tener una mujer/pareja que es ama de casa, y tener un bajo nivel educativo o 
un bajo estatus laboral en comparación con su mujer pareja, no están asociadas 
de forma consistente con el uso de la violencia por parte de los hombres 
(traducción propia de Hotaling – Sugarman, 1986: 119). 

 

El segundo modelo teórico feminista, la teoría de la interseccionalidad, surgió en la década 

de los setenta en Estados Unidos y explica la violencia contra las mujeres basándose en el 

análisis de la desigualdad por razón de género en conexión con otro tipo de desigualdades 

de carácter social y político, como pueden ser las producidas por cuestión de etnia, religión 

o clase social (Crenshaw, 1989 y 1994; Bograd, 1999; Hooks, 2000; Collins, 2008). Sobre 

esta base se pretende cuestionar la desigualdad de género como causa única de la violencia 

contra las mujeres y centrarse en la confluencia de diferentes tipos de desigualdades como 

factor explicativo del maltrato (Bui, 2003: 210; Dupont – Sokoloff, 2005a: 39; Burguess-

Proctor, 2006: 28; Hoyle, 2007: 164-165; Erez et al., 2009). 

 

Esta línea de análisis parte de la premisa que la violencia contra las mujeres no solo es una 

forma de control masculino, sino también una forma de opresión y control social (Bograd, 

2005: 26), de manera que cuando la subordinación por razón de género confluye con otro 

tipo de desigualdades, el riesgo de sufrir violencia por parte de la pareja aumenta. Con este 

razonamiento se cuestiona la imagen monolítica que una parte del feminismo ha ofrecido 

de las mujeres206, estableciendo claras diferencias en los niveles de riesgo en función de su 

clase social, estatus migratorio, etnia y/o religión, entre otras variables (Dupont – Sokoloff, 

2005a: 39-40 y 2005b: 2). Se cuestiona además el carácter de universalidad que define al 

modelo feminista descrito anteriormente, llegando a afirmarse que la desigualdad de género 

se puede modificar a través de la intersección con otros sistemas de poder y opresión207 

                                                
206 Según este modelo se considera que el imaginario femenino y la perspectiva universalista adoptada por la 
Feminist Theory se basa en el colectivo de mujeres blancas, heterosexuales de clase media (Richie, 2005: xvii). 
207 Las principales autoras de este movimiento consideran perjudicial el uso de una definición universal de 
violencia, afirmando que a través de este discurso se ofrece una imagen trivial del alcance la violencia de 
género, de su prevalencia y de su impacto en la vida de las mujeres (Kanuha, 1996: 40-41; Dupont - Sokoloff, 
2005a: 41). Bajo el modelo de la interseccionalidad se pierde el mensaje de carácter universal transmitido por 
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(Bograd, 2005: 27; Dupont – Sokoloff, 2005a: 43 y 2005b: 2; Humphreys – Nixon, 2010: 

153). Dicha intersección puede incluso llegar a afectar a cómo las víctimas son ‘juzgadas’ 

por el resto de agentes sociales (Bograd, 1999: 277). Por último, considera igualmente 

relevante situar en un contexto estructural el análisis de los resultados obtenidos por las 

distintas investigaciones, con el objetivo de evitar conclusiones simplistas que atribuyan a la 

clase social o la etnia la causa de la violencia de género208 (Dupont – Sokoloff, 2005a: 48). 

 

La teoría feminista de la interseccionalidad relaciona la violencia de género con la exclusión 

social, por lo que comparte muchos de sus puntos de estudio con los realizados por algunas 

vertientes de la perspectiva sociológica, aunque difieren en el análisis de los resultados, 

precisamente, porque se adopta un enfoque que también tiene en cuenta el género 

(Sokoloff – Pratt, 2005: 16). Por ello, desde este modelo se considera que la prevención y 

erradicación de este tipo de violencia pasa por adoptar medidas que reduzcan las 

desigualdades estructurales, incluyendo las producidas por razón de género, y no medidas 

de carácter universal que desatiendan la heterogeneidad de las mujeres (Dupont – Sokoloff, 

2005b: 9; Hoyle, 2007: 166-167). 

 

La perspectiva feminista ha sido objeto de considerables críticas por los instrumentos 

metodológicos que utiliza. Se ha señalado que sus muestras– obtenidas fundamentalmente 

de casas de acogida, policía o sistema judicial – no son representativas, ya que aquellas 

personas que dejan de ser agredidas o los casos que no llegan al sistema público no son 

detectados por los estudios realizados desde esta perspectiva. Por lo tanto, se considera que 

sus trabajos solo permiten acceder y conocer las causas del ‘terrorismo patriarcal’ y no de la 

violencia conyugal ‘mutua’ (Johnson, 1995: 289). 

                                                                                                                                          
la línea del feminismo anteriormente descrita y adoptado por diferentes instituciones, tanto en el ámbito 
nacional como español (ver Capítulo I), ya que el riesgo de sufrir violencia no depende únicamente de ser 
mujer, sino de la intersección de ser mujer, negra, extranjera, musulmana, de clase social baja, trabajadora y/o 
pobre, en otras variables. 
208 Asimismo, es importante indicar que desde la teoría feminista de la interseccionalidad anteriormente 
expuesta se ha insistido en la necesidad de evitar la confusión entre la cultura, entendida como un conjunto de 
costumbres y tradiciones que definen a los miembros de un grupo social y su forma de vida, y el patriarcado, 
entendido como una forma de organización social en la que la supremacía la ostentan los hombres, frente a la 
subordinación de las mujeres. En este sentido se indica que es necesario analizar cómo el patriarcado opera de 
forma diferente en distintas culturas, ya que de lo contrario, si se identifica la cultura con el patriarcado se 
corre el riesgo de que el maltrato se atribuya a la cultura, para evitar identificar la violencia de género con una 
práctica propia de ‘otros’ grupos sociales (Menjívar – Salcido, 2002: 900-901; Dasgupta, 2005; Dupont – 
Sokoloff, 2005a: 45-47 y 2005b: 5; Sokoloff – Pratt, 2005: 18). 



94 
 

Las aportaciones feministas han sido duramente criticadas por considerar el patriarcado 

como la causa principal de la violencia de género209. A este respecto se han hecho tres 

apreciaciones:  

a) No es posible explicar la violencia de género a través de una única variable210, como es 

el patriarcado (Cornell – Gelles, 1990: 115; Gelles, 1993a; Dutton, 1994a: 167). En este 

sentido, se ha considerado que desde el feminismo se niega el importante rol que 

desempeñan la etnia, la clase social o la educación como factores que, de forma 

independiente o combinada con el género, tienen una especial relevancia en la violencia 

familiar (Lee, 2000; Kasturirangan et al 2004). Esta crítica, sin embargo, supone 

desatender la heterogeneidad y las distintas corrientes que se desarrollan dentro del 

feminismo, ya que algunas de ellas, como por ejemplo las teorías de la interseccionalidad 

anteriormente explicadas, centran su atención precisamente en el análisis de estos 

factores (ver Menjivar – Salcido, 2002; Raj – Silverman, 2002; Dupont – Sokoloff, 

2005a; Sokoloff – Pratt, 2005). 

b) Asumiendo que el poder masculino y el sistema patriarcal son la causa del maltrato 

contra la mujer en la pareja no se puede dar respuesta a realidades como que en una 

misma sociedad no todos los hombres maltratan211 (Dutton, 1994a: 170-171) o hay 

mujeres que ejercen violencia en las relaciones de pareja (Straus – Gelles, 1990; Straus et 

al., 1980). 

c) El uso del patriarcado como variable explicativa de la violencia de género anula las 

diferencias individuales entre los hombres que pueden influir en la decisión de maltratar 

a su pareja o no, al asumir que la variable más relevante es la aceptación social de la 

dominación masculina (Dutton, 1994a: 168-169). Ello impediría explicar los resultados 

de aquellos trabajos que confirman que en sociedades más igualitarias el nivel de 

violencia contra las mujeres aumenta (Dutton, 1994a: 173; ver en España Stangeland, 

2005).  
                                                
209 Los académicos del modelo intrafamiliar, cuando tienen en cuenta el patriarcado, lo analizan como una 
variable más de las muchas que inciden en la violencia contra la mujer pareja, como la edad, la situación civil o 
el nivel de educación o de ingresos, entre otras (Gelles, 1974 y 1993a; Straus et al., 1980; Cornell – Gelles, 
1990; Straus – Gelles, 1990). En este sentido, el patriarcado sería una condición posible pero no necesaria 
para que haya maltrato. Para un análisis de las respuestas a esta crítica desde el feminismo ver Yllö (1993). 
210 Respecto de la consideración del patriarcado como una única variable ver Dutton (1994a) y Dutton et al. 
(2009). 
211 A este respecto Dutton (1994a: 173) expone los datos aportados por Coleman – Straus (1985), quienes 
afirman que aproximadamente el 90% de los hombres educados en la cultura patriarcal no son violentos ni 
dominantes, por lo que la relación predicada por el feminismo entre violencia y poder sería según la opinión 
de Dutton cuestionable. 
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Por todo lo expuesto, autores como Dutton (1989: 161 y 1994a: 169 y ss) consideran que la 

teoría feminista ofrece más una ideología política que una teoría explicativa de la violencia 

de género, porque tiende a ignorar los resultados empíricamente probados por otras 

corrientes cuando no sustentan sus fines ideológicos, y a través de la presión política reduce 

el impacto de estos estudios, especialmente los realizados bajo la perspectiva psicológica. 

En lo que respecta al análisis de las causas de la violencia de género en la población 

inmigrante los modelos feministas han tenido gran relevancia, tanto la consideración de la 

mayor cultura patriarcal como factor explicativo de este tipo de violencia en determinados 

colectivos, como la idea de la posición de vulnerabilidad de las mujeres ante el maltrato en 

función de cómo convergen diferentes formas de opresión en su persona.  

 

 

2.4. Teorías integradoras  

El interés por desarrollar teorías que pudieran aportar un marco explicativo más completo 

llevó a algunos autores a integrar las distintas perspectivas examinadas, asumiendo como 

factores de riesgo tanto los de carácter individual como los de carácter socio-estructural y 

adoptando para su análisis una perspectiva de género (Jasinski, 2001: 15). Este proceso dio 

lugar al desarrollo de tres teorías integradoras que se exponen a continuación. 

 

En primer lugar, Gelles (1983), con la intención de aportar una explicación válida para todo 

tipo de violencia en el ámbito familiar (Cornell – Gelles, 1990: 115-116), desarrolló un 

modelo integrador basado en la teoría del intercambio y la teoría del control social (Gelles, 

1983; Cornell – Gelles, 1990: 115-121), que le permitía realizar las siguientes afirmaciones:  

a) Las personas interactúan guiadas por la obtención de beneficios y la reducción de 

costes, de manera que cuando una relación produce más costes que beneficios la 

interacción se rompe (Gelles, 1983: 157; Cornell – Gelles, 1990: 116). Sin embargo, dada 

la especificidad de las relaciones familiares212 no siempre se puede romper el vínculo, por 

lo que la pérdida de reciprocidad puede dar lugar a situaciones de frustración, enfado, 

conflicto y, en algunos casos, violencia. 

                                                
212 Se considera que los costes de ser violento en el ámbito familiar son: que la víctima reaccione 
violentamente, que intervenga el sistema penal (intervención policial, detención o condena), la pérdida de 
estatus y/o la disolución de la familia. Estos costes aumentan cuando existe un control social, ya que el riesgo 
de ser detectado y etiquetado como maltratador es mayor (Cornell – Gelles, 1990: 116 y ss). 
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b) La falta de controles sociales existente en la sociedad actual evita la sanción social de 

la violencia de género y por lo tanto, reduce los costes, facilitando así el maltrato contra 

la mujer en la pareja (Gelles, 1983: 157-158). 

 

Así, se afirma que los hombres maltratan más a las mujeres simplemente porque ‘pueden’213 

(Gelles, 1983: 157-158; Cornell – Gelles, 1990: 116). La desigualdad estructural existente 

entre los hombres y las mujeres reduce los costes de los hombres maltratadores, ya que la 

situación de inferioridad de las mujeres, tanto física como en términos de prestaciones y 

recursos sociales y económicos, reduce sus posibilidades de respuesta ante la violencia. 

Todo ello vendría además facilitado porque es un delito que según este autor está sometido 

a un menor control social, debido a los mayores niveles de privacidad de la familia, lo que 

reduce también los costes de ser cuestionado socialmente. A este argumento, se añade 

además una explicación próxima a la tesis cultural, al considerar que las características de 

determinadas familias y subculturas pueden favorecer el maltrato214. Concretamente hace 

referencia al concepto de ‘real man’ presente en algunas culturas, en las cuales, a pesar de 

que exista un control social que permita detectar a las personas que ejercen violencia en el 

ámbito familiar, la etiqueta de maltratador no supone una pérdida de estatus, por lo que no 

tiene un efecto preventivo o disuasorio, sino al contrario (Gelles, 1983: 159; Cornell – 

Gelles, 1990: 119). En definitiva, esta teoría considera que los recursos facilitan el ejercicio 

de poder y violencia, y que, en el caso de los hombres, ejercen más violencia porque tienen 

más recursos215.  

 

En segundo lugar, Anderson (1997), con el objetivo de fusionar los modelos sociológicos 

que analizan el estatus y los recursos y la perspectiva feminista, desarrolla una ‘teoría de 

género’ basada en las siguientes premisas: a) la construcción de la masculinidad y la 

feminidad varía en función de la etnia y la clase social del grupo cultural; b) la violencia es 

                                                
213 En publicaciones anteriores Gelles había indicado lo contrario, que las mujeres agreden más que los 
hombres, si bien los hombres llevan a cabo los ataques más graves (Gelles, 1974: 22). Quizás esta divergencia 
de afirmaciones se deba a la variación en el objeto de estudio y a la dificultad de crear un concepto único de 
violencia (Gelles, 1974: 24). 
214 En este sentido, aunque llega a admitir la importancia de la postura feminista y de la desigualdad como 
factor relevante en la violencia de género, considera que existe un ‘fervor ideológico’ por parte del feminismo 
y niega que se pueda explicar este tipo de violencia únicamente a través del patriarcado. 
215 Esta teoría contradice en cierta medida la teoría de los recursos desarrollada por Goode (1971) y expuesta 
anteriormente, según la cual los recursos tendrían un efecto preventivo en el desarrollo de la violencia, porque 
no se sería necesario recurrir a ella para obtener poder. 
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un medio para construir la masculinidad y mantener el rol subordinado de las mujeres; y c) 

debido a la socialización de género, hombres y mujeres perciben la violencia de forma 

diferente (Anderson, 1997: 656 y ss; Jasinski, 2001: 16).  

 

De acuerdo con estas premisas, Anderson afirma por un lado que la violencia es una forma 

de establecer y crear masculinidad y un medio para obtener poder, y por otro lado, que 

determinados factores estructurales inciden en la violencia de género porque tienen un 

impacto previo en las fuentes de poder que existen en la pareja y permiten la subordinación 

de las mujeres y el estatus de dominio masculino, contribuyendo así a mantener esta 

situación (Anderson, 1997: 659; Jasinski, 2001: 16). Así, asume la hipótesis de que cuando 

el hombre tiene menos recursos socioeconómicos o un estatus educativo, social o 

económico menor que su mujer pareja, aumenta el riesgo de que ejerza violencia contra 

ésta como un medio para ganar poder y ejercer control. Sin embargo, cuando la situación es 

la inversa la mujer no ejercerá violencia contra el hombre debido a la socialización en los 

roles de género que avalan esta situación dentro de las normas sociales (Anderson, 1997: 

667). En definitiva, los factores estructurales, como la edad, la etnia, el estado civil o el 

nivel de estudios o de ingresos, entre otros, inciden en la violencia de género, pero tienen 

un impacto diferente en hombres y mujeres, precisamente por las relaciones de género y 

poder establecidas entre ambos como causa del patriarcado (Anderson, 1997: 667). 

 

En tercer lugar, Witt (1987) desarrolla una teoría explicativa de la violencia familiar, dentro 

de la cual incluye el maltrato a la mujer en la pareja, con base en tres premisas:  

a) La violencia tiene lugar en mayor medida en aquellos grupos en los que se entiende el 

maltrato como un recurso legítimo de resolución de conflictos, independientemente de 

otros factores estructurales (Witt, 1987: 292). 

b) El maltrato familiar está legitimado por normas culturales, enmarcadas en una 

ideología mantenida por las relaciones existentes entre las diferentes clases económicas. 

Así, el uso de la violencia en este ámbito familiar se transmite a través de la socialización 

dentro de la familia, y a su vez es pragmático y necesario porque beneficia a los propios 

objetivos del sistema social, por lo que también depende de las normas sociales 

‘supraestructurales’ que legitiman la violencia en el contexto familiar (Witt, 1987: 294 y 

300). 



98 
 

c) El hecho de que las mujeres se encuentren en una posición subordinada respecto de 

su pareja permite incluirlas dentro de la clase de ‘víctimas potenciales’ de violencia 

familiar (Witt, 1987: 300). 

 

Según esta teoría integradora, las transformaciones dentro de la familia, también en lo que 

respecta a la legitimación de la violencia dentro de la misma, suponen cambios radicales en 

las normas culturales. Así, la consecución de la igualdad de mujeres y hombres en la 

participación en la economía debería reducir el uso de la violencia en la pareja, pero 

mientras culturalmente se siga legitimando el maltrato, se continuará utilizando la amenaza 

de violencia o la violencia misma para mantener el orden social preestablecido. Witt 

concluye afirmando que la hipótesis inicial de su trabajo, según la cual hay un menor 

impacto de la violencia en sociedades en las que existen normas culturales que la 

desaprueban, no se confirma en el caso de la violencia en la pareja, precisamente por la 

existencia de normas inherentes a la propia institución familiar que la justifican y legitiman 

en este ámbito (Straus et al., 1980; Witt, 1987: 293). 

 

 

3. Factores de riesgo en la violencia de género en las mujeres inmigrantes 

La atención académica al impacto de los malos tratos contra la mujer en la pareja en la 

población inmigrante ha sido relativamente reciente (Raj – Silverman, 2002: 367-368; 

Menjívar – Salcido, 2002: 898). Desde la última década del siglo XX varios autores216, 

fundamentalmente norteamericanos, han centrado sus trabajos en el análisis de la 

incidencia de la violencia de género en determinados grupos étnicos. En estos trabajos se 

desarrolla un cuerpo teórico específico para explicar el maltrato en función de la 

pertenencia a una minoría o la condición de inmigrante, principalmente a partir del análisis 

de los factores de riesgo que afectan de forma particular a algunos colectivos. 

 

Las dos perspectivas que han incidido en mayor medida en el desarrollo de este marco 

teórico específico han sido la sociológica y la feminista. Desde el enfoque psicológico no se 

ha desarrollado ningún trabajo centrado de forma específica en la población inmigrante, a 

                                                
216 Ver entre otros Abraham (1995), Bograd (1999), Mehrotra (1999), Lee (2000), Raj – Silverman (2002), 
Menjívar – Salcido (2002), Bui (2003), Benson et al. (2004), Caetano – Field (2004), Dupont – Sokoloff 
(2005a y 2005b), Hazen – Soriano (2007), Raghavan et al. (2009). 
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excepción del vínculo entre el alcohol y la violencia de género en este colectivo (ver 

Caetano – Field, 2004; Vidales, 2010: 534). En el siguiente apartado se exponen los factores 

de riesgo en la violencia de género en la población inmigrante217, teniendo en cuenta que en 

el caso de las mujeres inmigrantes, cada uno de las variables que se exponen a continuación 

puede verse influida por las demás (Bograd, 1999 y 2005; Dupont – Sokoloff, 2005a; 

Burguess-Proctor, 2006; Erez et al., 2009). Esta intersección de factores – la condición de 

inmigrante, el estatus administrativo, la etnia o la situación laboral, entre otros – afecta de 

forma directa a la vulnerabilidad de las mujeres frente a la violencia, define el modo en que 

éstas entienden e interpretan el maltrato y determina los medios de los que las víctimas 

disponen para poner fin a la situación de violencia, pudiendo incidir por tanto de forma 

diferente en cada mujer en función de su intersección. A este respecto, autoras como Bui 

(2003: 210), Dupont – Sokoloff (2005a: 39) y Burguess-Proctor (2006: 28) han considerado 

que es precisamente esta diferente afectación lo que actúa como factor de riesgo en el 

maltrato, al posicionar a las mujeres en situaciones de mayor o menor vulnerabilidad ante la 

violencia.  

 

En primer lugar, desde la sociología se argumenta que la violencia de género en las familias 

inmigrantes se debe a las mayores dificultades socioeconómicas a las que se enfrentan, 

fundamentalmente aquellas provocadas como consecuencia del proceso y el estatus 

migratorio (Mehrotra, 1999: 630; Axelrod et al., 2000; Bui, 2003: 210 y 223-224; Caetano – 

Field, 2004: 313; Humphreys – Nixon, 2010: 148). En este sentido, si se asume que existe 

un vínculo positivo entre las dificultades económicas y la violencia de género, cabría 

esperar que en aquellos grupos con mayores problemas económicos, como es el grupo de 

inmigrantes, la incidencia de la violencia sea mayor218. Concretamente, la posición 

económica de las mujeres inmigrantes se ha vinculado con dos cuestiones: a) acceden a 

trabajos inestables, mal remunerados, con peores condiciones laborales y poco valorados 
                                                
217 Véase Crenshaw (1989), Abraham (1995), Perry et al. (1998), Bui – Morash (1999), Bograd (1999), 
Mehrotra (1999), Perilla (1999), Axelrod et al. (2000), Lee (2000), Raj – Silverman (2002) Menjívar – Salcido 
(2002), Bui (2003), Krane – Oxman-Martínez (2005), Benson et al. (2004), Caetano – Field (2004), Dasgupta 
(2005), Dupont – Sokoloff (2005a y 2005b), Josephson (2005), Sokoloff – Pratt (2005), Hazen – Soriano 
(2007), Morash et al. (2007), Raghavan et al. (2009), Burman et al. (2010), Zavos (2010). 
218 Ver Saunders (1988: 109), Raj – Silverman (2002: 374), Bui (2003: 210 y 223-224), Caetano – Field (2004: 
309 y 313), Dupont – Sokoloff (2005a: 44), Josephson (2005: 83 y ss). A este respecto, el reciente trabajo de 
Taft et al. (2009: 51 y ss), en el que se analiza la violencia de género en parejas afroamericanas, constata que a 
pesar de que los niveles de violencia en la pareja difieren en función de la minoría étnica, cuando se controlan 
los ingresos, estas diferencias se invierten y las parejas afroamericanas tienen menos probabilidades de 
padecer este tipo de violencia. 
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socialmente (ver Raj – Silverman, 2002: 376 ; Menjívar – Salcido, 2002: 901 ; Bui, 2003: 

223-224; en España ver Mestre, 2002 y 2005c); y b) está marcada por la regulación legal en 

materia de extranjería, de manera que las exigencias a las que tienen que responder las 

personas inmigrantes para tener un estatus legal en los países de acogida pueden complicar 

también su búsqueda de empleo, su acceso a los recursos y su capacidad para ejercer 

derechos sociales y laborales (Lee, 2000: 224 y ss; Raj – Silverman, 2002 : 374-376 ; 

Menjívar – Salcido, 2002: 901-902). Por tanto, a pesar de que se confirmaría la relación 

entre maltrato e inmigración, se desvincula el origen étnico o la nacionalidad de este tipo de 

violencia, ya que afirma que cuando se controlan la clase social219 o la participación en redes 

sociales, las diferencias en la incidencia de aquellas variables en la violencia de género 

desaparecen (Cazenave – Straus, 1981; Straus – Smith, 1990; Hampton – Gelles, 1994; 

Medina, 2002: 211-212).  

 

En segundo lugar, con base en la teoría del estrés220 descrita en el apartado anterior 

(Farrington, 1986), se ha indicado que la violencia de género en la población inmigrante es 

más frecuente debido a la mayor presencia de factores estresantes, como pueden ser:  

a) Los problemas laborales, tanto para encontrar empleos adecuados a su formación 

como para mantenerlos221 (Menjívar – Salcido, 2002: 907). Ello puede dar lugar a una 

sensación de frustración que podría desembocar en reacciones violentas (a este respecto 

en España ver Delpino, 2009: 105-106). 

                                                
219 Según lo expuesto por Medina (2002: 223-224), el vínculo entre la clase social y la violencia de género ya 
había sido reconocido por algunas autoras feministas del XIX, quienes consideraban que el factor 
socioeconómico jugaba un papel fundamental en la violencia, aunque este argumento fue rebatido en los años 
70-80 cuando empezó a proliferar la idea del ‘riesgo universal’, dejando en un segundo plano las explicaciones 
de tipo socioeconómico. Asimismo, se ha indicado que el vínculo entre la pobreza y el mayor grado de 
victimización opera de forma diferente en función del origen étnico (Browne, 1996, citado en Medina, 2002: 
215; Richie, 2005). En este mismo sentido, Fargan (1993, citado en Medina, 2002: 215), indica que la pobreza 
tiene más incidencia en la victimización de las familias afroamericanas que en las latinas o anglosajonas. Sin 
embargo, cabe recordar que este resultado se puede interpretar teniendo en cuenta la incidencia otras 
variables de clase social o la intersección de la pobreza con otro tipo de factores de riesgo, como pueden ser 
presiones de carácter estructural o social, lo que podría neutralizar el impacto de la etnia o la nacionalidad. 
220 Cabe recordar que según esta teoría el nexo causal entre el estrés y la respuesta violenta depende de 
variables como el sexo de la persona afectada o su estatus socioeconómico, pero también de variables de 
carácter cultural, como sus experiencias con situaciones violentas y su nivel de aceptación de la violencia 
como medio de resolución de conflictos (Farrington, 1986: 138 y 140). Por lo tanto, se podría afirmar que la 
violencia de género tiene mayor incidencia en la población inmigrante porque no solo está sometida a 
mayores situaciones de estrés debido a sus circunstancias personales y sociales, sino que además, sus medios 
para gestionar este estrés facilitan el recurso a la violencia, principalmente si proceden de contextos en los que 
su uso está más arraigado y más aceptado como medio de resolución de conflictos.  
221 Para un análisis de los trabajos que han analizado el vínculo positivo entre la violencia de género y el 
desempleo ver Medina (2002: 224).  
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b) La inestabilidad económica, sobre todo teniendo en cuenta que en la mayoría de los 

casos las personas inmigrantes no solo se tienen que sustentar ellos mismos en el país de 

acogida, sino que también sostienen a sus familias en el país de origen (Raj – Silverman, 

2002: 374).  

c) La necesidad de conseguir o mantener la situación administrativa regular222, ya que el 

hecho de que para acceder a los derechos sea necesario responder a los exigentes 

requisitos impuestos por las leyes de extranjería puede aumentar la situación de estrés de 

las personas inmigrantes (Menjívar –Salcido, 2002: 908-910; Raj – Silverman, 2002: 374). 

 

Un tercer factor considerado relevante para la vulnerabilidad y la victimización de las 

mujeres inmigrantes, además de las barreras económicas y el estrés, es el ‘empoderamiento’, 

entendido como la mejora en su capacidad de decisión y en sus recursos personales y/o 

económicos. El empoderamiento es un elemento clave para poner fin a una relación de 

violencia223, sin embargo, en el caso de las mujeres inmigrantes, ha sido percibido como una 

de las variables que aumentan el riesgo de sufrir maltrato224 (Menjívar – Salcido, 2002: 904 y 

906 y ss; Erez et al., 2003: 239). El empoderamiento de las mujeres inmigrantes ha sido 

analizado desde una perspectiva sociológica en relación con las teorías de la inconsistencia 

de estatus y de los recursos. 

 

Según la teoría de la inconsistencia de estatus225 (Rodman, 1972; Gelles, 1974; Hornung et 

al., 1981) se considera que en casos de parejas inmigrantes el estatus masculino se ve 

amenazado con mayor frecuencia debido al empoderamiento que las mujeres inmigrantes 

adquieren en los países de recepción, a través del acceso a recursos laborales, económicos 

y/o sociales, lo que explicaría las mayores tasas de violencia en este grupo de población 

(Menjívar – Salcido, 2002: 906-907; Erez et al., 2003: 239). En este sentido se ha 

considerado que las mujeres inmigrantes tienen más probabilidades que sus homólogos 
                                                
222 En este sentido, se considera también que la necesidad de mantener la situación de legalidad obliga a 
muchos inmigrantes a mantenerse en puestos de trabajo con peores condiciones laborales que favorecen su 
aislamiento social y reducen sus posibilidades de recurrir a ayuda oficial para poner fin a la violencia, por lo 
que su vulnerabilidad ante el maltrato aumenta (Menjívar –Salcido, 2002: 910). 
223 Comunicación personal con Mónica Augè, directora del Equipo de Atención a las Mujeres, del 
Ayuntamiento de Barcelona (entrevista realizada el 22 de abril de 2010). 
224 Para un análisis del empoderamiento de las mujeres teniendo en cuenta un modelo cultural ver Almeida – 
Lockard (2005). 
225 Esta teoría afirma que violencia en la pareja tiene lugar cuando el estatus personal no se corresponde con 
las expectativas sociales atribuidas a una persona determinada, y se usa como un medio para obtener poder 
(Hornung et al., 1981: 677 y ss). 
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masculinos de acceder a un trabajo en el país de acogida, por lo que se invertiría la posición 

que según el orden patriarcal tradicional correspondería al hombre y a la mujer en la pareja 

(Erez et al., 2003: 239-240). Ello daría lugar a una inconsistencia de estatus que podría 

generar un conflicto susceptible de ser abordado a través del uso de la violencia por parte 

del hombre como un medio para recuperar el estatus que de acuerdo a las normas sociales 

le correspondería y que considera amenazado o perdido por el empoderamiento de su 

pareja (Lee, 2000; 224; Menjívar – Salcido, 2002: 904-906; Benson – Wright, 2010). Otros 

estudios constatan que las mujeres asumen de forma más rápida los cambios en los roles de 

género, lo que también puede dar lugar a conflictos conyugales (Perry et al., 1998; Bui – 

Morash, 1999: 781; Raj – Silverman, 2002 : 370). 

 

El empoderamiento también ha sido analizado con base en la teoría de los recursos226 

(Goode, 1971; Cornell – Gelles, 1990; Gelles, 1993a), al considerar que el maltrato en la 

pareja tiene mayor incidencia en la población inmigrante porque debido al proceso 

migratorio los hombres pierden recursos respecto de sus parejas, por lo que utilizan la 

violencia como medio para ganar poder227. Así por ejemplo, cuando los hombres 

inmigrantes tienen dificultades para encontrar un trabajo adecuado a su formación, 

mientras que sus parejas acceden a un trabajo en el ámbito remunerado (Menjívar – 

Salcido, 2002: 907), se produce una situación en la que los medios y la independencia 

económica del hombre se reducen, pudiendo ello aumentar riesgo de que tengan lugar 

situaciones de violencia228 (Erez et al., 2003: 239-240).  

 

Por tanto, la pérdida de estatus y de recursos de los hombres frente a la mujer pareja, 

debido al empoderamiento de ésta, sería lo que bajo este modelo explicaría las mayores 

                                                
226 Esta teoría afirma que la violencia de género se produce cuando un miembro de la pareja tiene menos 
recursos sociales, educativos y económicos que el otro, y se utiliza como un medio para obtener beneficios y 
poder (Cornell – Gelles, 1990: 115; Gelles, 1993a: 37-38). 
227 Un ejemplo de esta situación serían los casos en los que es la mujer la que llega en primer lugar al país de 
acogida y el hombre viene posteriormente reagrupado o en los que es la mujer la principal proveedora de la 
familia, lo cual favorece su empoderamiento y sus recursos respecto del hombre. Y precisamente situaciones 
como esta serían las que provocarían, según la teoría de los recursos, el recurso a la violencia en la población 
inmigrante (Menjívar – Salcido, 2002: 906-908). 
228 A este respecto, autoras como Kristin Anderson (1997: 656, 667 y ss), afirman que precisamente es la 
estratificación por razón de etnia y clase social lo que impide a muchos hombres inmigrantes acceder a los 
recursos necesarios para responder al modelo ‘breadwinner’, lo que supone que este colectivo tenga más 
posibilidades de hacer uso de la violencia como un medio para construir la masculinidad, ya que al tener más 
dificultades para responder a las expectativas sociales de género propias de la cultura patriarcal, recurren a 
otras prácticas sociales que sí se lo permiten, como la violencia (Anderson, 1997: 656 y 667). 
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tasas de violencia de género en el colectivo de inmigrantes. En este sentido, sería necesario 

analizar los efectos del empoderamiento en las dinámicas de la pareja para poder 

comprender por qué puede afectar en un sentido diferente a las mujeres inmigrantes y a las 

nacionales. 

 

Una cuarta variable de riesgo en la población inmigrante es el hecho de que este colectivo 

en el país de acogida vive en mayor medida en barrios desestructurados, en los que las 

desventajas sociales, la delincuencia y la violencia en la comunidad tienen lugar más 

frecuentemente (Axelrod et al., 2000: 497; Benson et al., 2003; Caetano – Field, 2004: 308; 

Raghavan et al., 2009)229. El acceso a los recursos y las condiciones económicas y sociales 

de los inmigrantes, especialmente de aquellos recién llegados al país de origen, pueden 

verse afectados por el propio proceso migratorio y el acceso a un mercado laboral que 

puede estar sesgado por razón de género y de etnia, y a su vez afectado por la normativa de 

extranjería. Estas mayores dificultades para la integración de los inmigrantes en el país de 

acogida pueden favorecer que residan en mayor medida en barrios desestructurados en los 

que se aprende y se acepta el uso de la violencia como medio de resolución de conflictos y 

se neutraliza el control social informal que puede servir como factor preventivo (Benson et 

al., 2003: 209-211; Dasgupta, 2005: 63; Raghavan et al., 2009: 1.616-1.617 y 1.629). 

 

Un quinto factor explicativo de la mayor prevalencia de la violencia de género en las 

mujeres inmigrantes es su mayor aislamiento social (Stets, 1991; Mehrotra, 1999: 630-631; 

Menjívar – Salcido, 2002; Raj – Silverman, 2002). Estas mujeres tienen más dificultades 

para disponer de redes sociales de apoyo en el país de acogida, lo cual puede comportar tres 

consecuencias:  

                                                
229 En sentido contrario cabe mencionar el trabajo reciente llevado a cabo por Benson – Wright (2010), en el 
que se analiza la influencia que tiene en las tasas de violencia en la pareja la presencia de población inmigrante 
en un barrio determinado y que contradice lo expuesto anteriormente. Según sus resultados, la presencia de 
inmigrantes en un barrio, como en el caso de otros delitos, tendría un efecto disuasorio de la comisión de 
delitos de violencia de género, porque el nivel de aceptación de la violencia en la comunidad es menor y los 
lazos sociales son mayores que en la población nacional (Benson – Wright, 2010). Sin embargo, tal y como 
indica Witt (1987), no hay que olvidar que la violencia de género difiere de otros tipos de violencia, ya que no 
solo depende de la aceptación general de la violencia como método de resolución de conflictos, sino de las 
propias normas de la institución familiar, que independientemente de que acepten la violencia en un contexto 
comunitario, sí la legitiman y la justifican en determinadas circunstancias en el ámbito familiar. 
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a) Favorece la disminución o incluso la desaparición del control social informal, al 

quedar neutralizado uno de los factores de prevención y de detección de la misma 

(Umberson, 1987). 

b) Dificulta el conocimiento y acceso a los recursos públicos disponibles para casos de 

violencia de género, pudiendo agravar o extender en el tiempo la situación de violencia. 

Así, al carecer de redes sociales de apoyo se reducirían no solo sus posibilidades de 

buscar ayuda en el entorno más cercano de familia y amigos, sino también de conocer 

los recursos formales disponibles (Mehrotra, 1999: 630; Raj – Silverman, 2002: 370; Bui, 

2003: 210; Dasgupta, 2005: 63; Nova, 2009). 

c) Aumenta la dependencia de la pareja230, no solo en casos en los que la mujer se 

encuentre en una situación de subordinación económica, en los que la sujeción a la 

pareja y la vulnerabilidad ante la violencia de género aumentan (Mehrotra, 1999; Axelrod 

et al., 2000; Bui, 2003), sino también en casos en los que a pesar de que la mujer tenga 

recursos económicos disponibles, el mismo estatus de migrante reduzca sus capacidades 

para acceder a los recursos creados para las víctimas de este tipo de violencia (Menjívar 

– Salcido, 2002: 905).  

 

En sexto lugar, se ha puesto de manifiesto la incidencia del estatus administrativo en la 

victimización de las mujeres inmigrantes. Por un lado, porque crea barreras legales para su 

acceso a los recursos, y por otro lado, porque puede ser utilizado por el maltratador como 

medio para amenazar y controlar a la víctima (Bui – Morash, 1999: 788; Raj – Silverman, 

2002: 368). El estatus administrativo viene determinado por las políticas migratorias de 

cada país231, y afecta tanto a las experiencias de maltrato en la pareja que sufren las mujeres 

inmigrantes como a sus posibilidades para poner fin a la violencia (Erez et al., 2003: 231). 

                                                
230 A este respecto diferentes estudios en el ámbito comparado han confirmado que la existencia de una 
barrera idiomática favorece o empeora la situación de violencia porque aumenta la dependencia de la mujer y 
porque impide su acceso a la información y a los recursos, así como el conocimiento del funcionamiento del 
sistema (Abraham, 1995: 461-462; Lee, 2000: 219 y 226; Menjívar – Salcido, 2002: 903; Raj – Silverman, 2002: 
374; Bui, 2003: 225-226; ver en España Gaspar, 2003:47; Amnistía Internacional, 2005 y 2007).  
231 A través de las políticas de extranjería se define a las mujeres inmigrantes desde una determinada visión de 
género y de cultura que puede favorecer la creación de un imaginario social que las sitúa en una posición de 
desventaja, no solo respecto a los hombres inmigrantes, sino también respecto de las mujeres autóctonas 
(Orbegozo, 2009: 46). En el caso de España, la regulación actual de extranjería por un lado, dificulta la 
entrada legal de las mujeres inmigrantes (Casal – Mestre: 2002: 124-125; Azize, 2004: 173; Maqueda, 2008: 
81), principalmente de aquellas que trabajan en el ámbito doméstico o en la industria del sexo, lo que podría 
favorecer su entrada en el país de forma irregular; y por otro lado, favorece su subordinación y dependencia 
respecto de la pareja cuando llegan a España en régimen de reagrupación familiar.  
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Ello ocurre porque su posición social y familiar está definida en gran medida por la 

normativa de extranjería, que determina su acceso a los recursos laborales, sociales y 

económicos en función de la situación administrativa (Bui – Morash, 1999: 774).  

 

Cuando las mujeres se encuentran en una posición de dependencia y subordinación 

respecto de sus parejas, la desigualdad de género y su vulnerabilidad ante el maltrato 

aumentan (Erez et al., 2003: 232). En el caso de las mujeres inmigrantes esta dependencia 

puede variar en función de su estatus migratorio en el país de recepción, siendo más 

dependientes y vulnerables aquellas que se encuentran en una situación irregular o las que 

están reagrupadas por su pareja. La inestabilidad en su situación administrativa puede a su 

vez reducir las posibilidades de que estas mujeres busquen ayuda formal para gestionar la 

situación de violencia, por lo que el riesgo de que se mantengan sufriendo maltrato 

aumentaría en estos casos debido al temor a que el contacto con el sistema penal o con 

diversas agencias públicas pueda perjudicar su estatus migratorio (Abraham, 1995: 460-461; 

Lee, 2000: 224 y ss; Raj – Silverman, 2002: 374 y ss; Bui, 2003: 211 y 226-228; Dasgupta, 

2005: 60 y ss; Acale, 2006a: 375-379 y 2006b: 127; Zavos, 2010: 27). En este sentido, 

algunos autores han indicado que las leyes de extranjería, al estar elaboradas sin considerar 

el género, podrían favorecer la dependencia dentro del matrimonio y aumentar la 

vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes ante el maltrato (Erez et al., 2003: 240; Agnew, 

2009: 11 y ss; en España ver Casal – Mestre, 2002; Mestre 2002 y 2004). 

 

Por último, la mayor incidencia de maltrato en la pareja en la población inmigrante se ha 

vinculado con la cultura en dos sentidos:  

a) Las mayores tasas de violencia de género en este grupo de población se deben a que 

en sus países de origen existe una mayor tolerancia a la violencia como medio de 

resolución de conflictos232, de manera que muchas de las conductas que en el contexto 

                                                
232 Esta hipótesis se basa en la teoría de la aceptación cultural de la violencia, expuesta en el apartado anterior, 
según la cual determinadas normas y valores sociales facilitan o justifican la violencia en situaciones concretas, 
aumentando así el riesgo de maltrato contra la mujer en la pareja (Gelles, 1993a: 38; Raj – Silverman, 2002: 
369; Raghavan et al., 2009: 1.617). Según esta teoría, el mayor o menor uso de la violencia dependería de la 
cultura, y dado que ésta se ve afectada por variables como la clase social, la etnia, el lugar de residencia o la 
religión, entre otros, se podría considerar que las posibilidades de resolver un conflicto a través del maltrato 
también pueden variar en función de dichos factores. Así, la incidencia de la violencia de género sería mayor 
entre los inmigrantes porque aceptan en mayor medida la violencia como medio válido para resolver 
conflictos (Gelles, 1993a: 38; Raghavan et al., 2009: 1.617). Sin embargo, cabe recordar que esta afirmación 
contradice la teoría integradora elaborada por Witt (1987), quien considera que la aceptación de la violencia 
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del país de acogida son delito, no son percibidas como tal por las personas inmigrantes, 

y por tanto, continúan llevándolas a cabo233(Raj – Silverman, 2002: 369 y 370; Dupont – 

Sokoloff, 2005a: 42).  

b) La violencia contra las mujeres tiene mayor presencia en este grupo de población 

porque forma parte de su contexto social, en el que los delitos de género se producen 

con más frecuencia y son legitimados y justificados en determinados circunstancias234 

(Raghavan et al., 2009).  

 

Asimismo, la violencia de género se ha vinculado con la cultura en la población inmigrante 

a través del patriarcado235. En este sentido se ha afirmado que en este grupo se dan con 

mayor frecuencia delitos de violencia de género porque tiene una cultura patriarcal más 

arraigada, en la que hay una mayor prevalencia de prácticas de control y subordinación de 

las mujeres (Perry et al., 1998; Bui – Morash, 1999; Perilla, 1999: 114 y ss; Lee, 2000: 219 y 

ss; Raj – Silverman, 2002; Krane – Oxman-Martínez, 2005; Morash et al., 2007: 656-666; 

Zavos, 2010: 21).  

 

Respecto de la cultura como factor de riesgo cabe realizar dos apreciaciones: la primera es 

que la cultura es analizada como una variable que permitiría explicar porqué los hombres 

extranjeros ejercen maltrato, asumiendo por tanto que la violencia de género afecta en 

mayor medida a las mujeres inmigrantes porque sus parejas también son inmigrantes. Sin 

embargo, de acuerdo a lo indicado en el primer capítulo, habría que tener en cuenta que en 

                                                                                                                                          
no sirve para explicar el maltrato en el ámbito familiar porque éste no se debe únicamente a la aceptación de 
la violencia como un método de resolución de conflictos, sino también a la socialización en normas 
‘supraestructurales’, inherentes a la propia institución familiar, que legitiman el uso de la violencia en el 
contexto familiar como un medio para mantener el sistema patriarcal (Witt, 1987: 293-294 y 300). 
233 Ver Bui – Morash (1999), Perilla (1999), Raj – Silverman (2002: 369 y 370); Bui, 2003: 211; Copps – Erez 
(2003: 158) Erez et al. (2003: 241), Krane – Oxman-Martínez (2005), Dupont – Sokoloff (2005a: 42), 
Campbell (2009: 55), Macy – Rizo (2011: 261). En España esta idea se ha puesto de manifiesto por autoras 
como Moya – Ruiz (2004: 236, 237 y 242) o más recientemente por Gracia – Herrero – Lila (2010: 28-30). 
234 Este argumento se basa en la teoría de la transmisión intergeneracional de la violencia (Straus, 1980; Stith 
et al., 2000; Raghavan et al., 2009), según la cual el uso de la violencia contra la mujer forma parte del 
aprendizaje social que tiene lugar en el contexto familiar al observar modelos de comportamiento violento 
entre la pareja, asumiéndolos como algo legítimo en determinadas circunstancias (Gelles, 1974: 170; Straus, 
1980: 14-15; Schwartz, 1988: 380 y ss; Stith et al., 2000: 640 y ss; Raghavan et al., 2009: 1.617). 
235 Este argumento se basa en la idea desarrollada por la línea del feminismo que considera que la causa de la 
violencia contra la mujer en la pareja son las relaciones asimétricas de poder existentes y la transmisión de 
distintos roles de género en función del sexo a través de prácticas sociales (Dobash – Dobash, 1979 y 1992; 
Pagelow, 1981; Bograd - Yllö, 1988; Smith, 1990; Yllö, 1993). Bajo esta premisa se argumenta que los 
inmigrantes han sido educados en un contexto patriarcal más arraigado, lo que explicaría que el impacto de la 
violencia contra las mujeres sea mayor en este colectivo (Raj - Silverman 2002; Zavos, 2010: 21).  
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España los agresores de aproximadamente el 25% de las mujeres extranjeras que sufren 

maltrato son hombres españoles (Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 2010b: 

61; Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012a: 18), por lo que el 

argumento ‘cultural’ tendría que ser revisado, al menos en estos casos. La segunda 

observación es que la socialización en valores patriarcales más arraigados y la mayor 

aceptación de la violencia como medio de resolución de conflictos puede afectar al modo 

en que las víctimas gestionan el maltrato (ver Medina, 2001), así como a otros factores de 

riesgo de carácter estructural, como la situación económica o el aislamiento social.  

 

En definitiva, a lo largo de este capítulo se ha podido confirmar que los datos de los que se 

dispone en España muestran que las mujeres extranjeras denuncian ser víctimas de 

violencia en la pareja en un porcentaje aproximadamente tres veces superior a lo que 

correspondería a su representación en la población (ver Tablas 4 y 5), y que ello se debe a 

que son más maltratadas que las españolas (ver Gráficos 3 y 4 y Tabla 6). Aunque las 

diferentes teorías criminológicas desarrolladas para explicar la violencia de género no se 

han centrado en su impacto en las mujeres inmigrantes, sí se han señalado diversos factores 

de riesgo que afectan de forma específica a este colectivo, siendo los más destacados por la 

literatura el aislamiento social, el empoderamiento, el estatus administrativo y la cultura. 
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CAPÍTULO III. RESPUESTA DEL SISTEMA PENAL A LAS MUJERES 

INMIGRANTES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO 

 

El objetivo general de este capítulo es conocer la respuesta del sistema penal236 a las 

mujeres inmigrantes víctimas de violencia de género. De forma más concreta, se pretende 

analizar: a) si la justicia penal es un recurso accesible para estas mujeres; b) las 

características de la respuesta adoptada por el sistema penal; y c) el impacto del proceso en 

las mujeres inmigrantes víctimas de este tipo de violencia. 

 

Existe un gran desconocimiento sobre las consecuencias que tiene para las mujeres víctimas 

de violencia de género la intervención del sistema penal, principalmente cuando se trata de 

estudiar su impacto en las que además sufren algún otro tipo de desigualdad por cuestión 

de etnia, clase social o estatus migratorio (Rasche, 1988: 150; Martin – Mosher, 1995: 7; 

Shapiro, 2002: 27; Coker, 2003: 831; Copps – Erez, 2003: 156). Teniendo en cuenta que en 

España las mujeres inmigrantes tienen mayor riesgo de ser víctimas de violencia de género 

y que el Derecho Penal se ha consolidado como una de las principales herramientas para la 

prevención y erradicación de este tipo de violencia237 (véase Capítulo I), es necesario 

analizar cuál es la respuesta que el sistema de justicia penal ofrece a las víctimas inmigrantes 

y qué consecuencias tiene para ellas la intervención del Derecho Penal.  

 

Cabe recordar también que para el acceso a los recursos sociales, jurídicos y económicos 

previstos en la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 

Violencia de Género, es requisito indispensable interponer una denuncia, ya que para 

demostrar la condición de víctimas es necesario obtener una orden de protección, o en su 

defecto, un informe del Ministerio Fiscal en el que se indique la existencia de indicios de 

violencia (art. 23 LO 1/2004). Además, en el caso de las mujeres extranjeras que residan en 

España con un permiso por reagrupación familiar o aquellas que se encuentren en situación 

                                                
236 Para el desarrollo de este capítulo el término ‘sistema penal’ se refiere fundamentalmente al ámbito judicial 
y policial, ya que la mayoría de los trabajos se han centrado en estas instituciones. Asimismo, se utilizarán los 
términos ‘profesionales de sistema penal’ u ‘operadores jurídicos’ para referirse a aquellas personas que 
trabajan dentro del ámbito de justicia y que tienen contacto con las víctimas de violencia de género en algún 
estadio del proceso, principalmente policías, jueces, fiscales, abogados y personal de asistencia social 
(psicólogos y trabajadores sociales). 
237 Respecto del uso del Derecho Penal como respuesta principal a la violencia de género en otros países ver 
(Martin – Mosher, 1995; Miedema – Wachholz, 1998 y 2000). 
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irregular, la orden de protección o informe del Ministerio Fiscal son necesarios para que 

puedan solicitar la autorización de residencia independiente o por circunstancias 

excepcionales respectivamente.  

 

Por otra parte, la preocupación por la respuesta del sistema penal a las víctimas en función 

de la etnia también ha sido objeto de análisis por diversos organismos internacionales. Así, 

en 2004, el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer de las Naciones Unidas (CEDAW), expuso en sus observaciones finales realizadas a 

España (A/59/38, párrafo 338) su preocupación por las ‘múltiples formas de 

discriminación de que pueden ser objeto las mujeres inmigrantes, incluso las 

indocumentadas, por parte de las autoridades públicas, los empleadores privados y otras 

personas, así como sus dificultades para integrarse en la sociedad española’. Asimismo, el 

Consejo de Europa remarcó la necesidad de ‘garantizar que el tenor literal de las leyes, las 

prácticas y los procedimientos jurídicos no sean discriminatorios, desde el punto de vista 

del género y de sus vínculos con otras desigualdades como la discapacidad y la condición 

de inmigrante’ (en Ministerio de Igualdad, 2009c: 304). Así, a pesar de la igualdad formal 

existente en las leyes, algunos organismos de relevancia internacional consideran que las 

mujeres inmigrantes se enfrentan a una desigualdad material.  

 

En el capítulo anterior se pudo observar que el grado de vulnerabilidad de las víctimas y su 

riesgo de sufrir violencia por parte de su pareja está afectado por la confluencia de 

diferentes tipos de desigualdad. En este mismo sentido, la relación entre las víctimas y el 

sistema penal puede verse influida por el género, su condición de inmigrantes, su etnia, su 

estatus administrativo o la barrera idiomática, entre otros factores. Para el desarrollo de este 

capítulo se tiene en cuenta el impacto que puede tener en las víctimas inmigrantes la 

intersección de las políticas de extranjería y de gestión de la violencia de género y el rol que 

esta intersección juega en su posición de vulnerabilidad ante este tipo de violencia, 

prestando especial atención no solo su condición de mujeres víctimas de violencia de 

género238, sino también a su condición de inmigrantes239. Para ello, además de la revisión de 

                                                
238 Desde el feminismo se ha estudiado la (in)adecuación del sistema penal como mecanismo de solución de 
los problemas de las mujeres, y la respuesta diferencial que éste ofrece a las mujeres por el hecho de ser 
mujeres (véase Dobash – Dobash, 1979; Spohn et al., 1985; Erez – Belknap, 1998; Bennett – Dutton – 
Goodman, 1999; Ptacek, 1999; Zatz, 2000; Shapiro, 2002; Belknap – Hartman, 2003; Curry et al., 2004; 
Belknap – Holsinger, 2006; Gillis et al., 2006; Fearn – Franklin, 2008; Wolhuter et al., 2009). 
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la literatura criminológica comparada, se hace uso de la información obtenida en entrevistas 

realizadas a distintos operadores del sistema penal a lo largo de los años 2009 y 2010240.  

 

La hipótesis de partida es que la respuesta del sistema penal no tiene en cuenta los 

diferentes tipos de desigualdad a los que se enfrentan las mujeres inmigrantes ni sus 

circunstancias específicas, como pueden ser la propia condición de inmigrante o el estatus 

administrativo, y ello puede dar lugar a que estas mujeres: a) tengan mayores dificultades 

para acceder al sistema penal; b) reciban una respuesta diferencial por parte de los 

operadores jurídicos; y c) hagan frente a mayores consecuencias negativas una vez 

finalizado el proceso penal. 

 

En cada uno de los apartados siguientes se exponen las circunstancias de las víctimas de 

violencia de género, explicando en cada caso cómo podría afectar de forma específica el 

estatus migratorio o la pertenencia a una minoría étnica.  

 

 

1. Acceso al sistema de justicia penal 

La investigación en el ámbito comparado indica que las víctimas de violencia de género se 

pueden enfrentar a determinados obstáculos en el acceso a los recursos241, y en particular al 

sistema de justicia penal (Davis, 1985; Rasche, 1988; Scheelbeek, 1993; Martin – Mosher, 

                                                                                                                                          
239 Una de las cuestiones que ha suscitado más interés entre los criminólogos, principalmente desde la década 
de los 60, ha sido el estudio del funcionamiento del sistema penal y la posible respuesta discriminatoria que 
las distintas instancias del mismo podían ofrecer a determinados grupos sociales, especialmente el impacto de 
la etnia en la toma de decisiones de los profesionales del sistema penal (ver LaFree, 1980: 842; Gross – 
Mauro, 1984; Rasche, 1985; Spohn et al., 1985; Girardo, 1995; Martin – Mosher, 1995; Landry, 1996; Weitzer, 
1996; Kingsnorth et al., 1998; Miedema – Wachholz, 1998; Steffensmeier et al., 1998; Tostado, 1998; Zatz, 
2000; Davis et al. 2001; Erez – Copps, 2003; Glaeser – Sacerdote, 2003; Maxwell et al., 2003; Banks, 2004; 
Coker, 2004; Pohl et al. 2004; Burman – Chantler, 2005; Burgess-Proctor, 2006; Steffensmeier – Demuth, 
2006; Franklin – Fearn, 2008; Campbell, 2009; Wortley – Owusu-Bempah, 2009; Anitha, 2010; Vidales, 2010). 
240 Las entrevistas fueron llevadas a cabo para la realización de dos trabajos empíricos. El primero de ellos es 
un estudio cualitativo sobre el impacto de la LO 1/2004 en la labor de los jueces, realizado en el año 2009, en 
el que se procedió a entrevistar a quince jueces de instrucción, de violencia sobre la mujer, de lo penal y de 
ejecución de la ciudad de Barcelona. Y el segundo, que se analizará en detalle en el siguiente capítulo, es un 
estudio exploratorio sobre el rol del intérprete en casos de violencia de género, llevado a cabo en el año 2010, 
en el que se realizaron veintidós entrevistas a trabajadores del sistema penal –policías, jueces, abogados, 
intérpretes, psicólogos y trabajadores sociales– y a mujeres víctimas de violencia de género. A pesar de que el 
objeto de estos trabajos no se centraba en analizar la respuesta del sistema penal a las mujeres inmigrantes, las 
entrevistas realizadas a los operadores jurídicos pusieron de manifiesto la existencia de una respuesta 
diferencial y de ciertos prejuicios en función de la nacionalidad de las víctimas. 
241 Para un examen más exhaustivo del acceso de las mujeres inmigrantes a otros recursos sociales ver 
Burman – Chantler (2005) o Abu-Ras (2007). 
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1995; Miedema – Waccholz, 1998; Bui – Morash, 1999; Kwong, 2002; Burman – Chantler, 

2005; Hirsch et al., 2007; Kulwicki et al., 2010; Macy – Rizo, 2011). En este apartado se 

analizan las barreras que pueden encontrar las mujeres para la interposición de la 

denuncia242, prestando especial atención a cómo la condición de inmigrante y el estatus 

administrativo pueden afectar de forma específica y negativa a las cada una de las barreras 

expuestas y crear nuevas dificultades para las víctimas inmigrantes243.  

 

Se ha indicado que las mujeres que sufren violencia de género podrían no denunciar el 

maltrato por el desconocimiento de que son víctimas de un delito y que ello les otorga el 

derecho a recibir protección por parte del sistema penal244. En el caso de las mujeres 

inmigrantes, el desconocimiento de su condición de víctimas puede deberse a que las 

prácticas que en el país de acogida son consideradas delito no constituyen un ilícito penal 

en su país de origen (Macy – Rizo, 2011: 258). Asimismo, el reconocimiento de las prácticas 

abusivas puede verse afectado por la manipulación que de las normas penales y de las leyes 

de extranjería pueda hacer el agresor, circunstancia que puede dar lugar a una mayor 

confusión sobre la definición del delito y la protección que el Estado ofrece a las víctimas 

de violencia de género en el país de acogida (Erez et al., 2003: 239; Campbell, 2009: 15 y 

20; Mosher, 2009: 62).  

 

No reconocer el maltrato en los términos recogidos por las leyes del país de acogida está 

relacionado con la definición jurídica de violencia que utiliza cada país en la normativa 

penal, pero también con el concepto de violencia que socialmente esté vigente en el país de 

origen, de manera que la persona maltratada puede no identificarse con una víctima de 

maltrato a pesar de serlo en términos jurídicos. A este respecto diferentes autores han 

                                                
242 A este respecto ver en España Blay (2013a). 
243 Respecto del listado de barreras que se describen en este apartado cabe realizar tres apreciaciones: a) no 
tiene un carácter exhaustivo ni tampoco implica que todos los miembros de la categoría social que se describe 
(mujeres o mujeres inmigrantes) experimenten todas las dificultades mencionadas; b) pueden no tener un 
efecto disuasorio por sí solas, sino que en la mayoría de los casos actúan de forma conjunta y se afectan unas 
a otras, posicionando a las mujeres en situaciones de mayor o menor accesibilidad al sistema penal; y c) no 
son exclusivas de las víctimas de maltrato, sino que se han extraído de la revisión de la literatura sobre 
violencia de género, entendida según los términos utilizados a nivel internacional como la ejercida contra la 
mujer por el hecho de ser mujer, de manera que no están presentes cuando una mujer es víctima de un robo, 
sino cuando es víctima de un delito de violencia por parte de su pareja, de acoso sexual, de violación, de trata 
de mujeres, de mutilación genial o cualquier otro delito cuya víctima sea una mujer por razón de su sexo. 
244 Scheelbeek (1993: 77-79), Miedema – Wachholz (1998: 17), Raj – Silverman (2002: 384-385 y 2003: 435), 
Bui (2003: 211), Copps – Erez (2003: 158), Erez et al. (2003: 241), Campbell (2009: 55), Kulwicki et al. (2010: 
129), Macy – Rizo (2011: 261). 
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puesto de manifiesto que el concepto sociológico de violencia difiere en función de la 

cultura, por lo que el uso de una perspectiva universalista para definir jurídicamente qué 

tipo de violencia es sancionable puede dejar fuera del rango de protección a aquellas 

mujeres que no identifican la violencia en los términos establecidos por la ley o que se 

sienten víctimas de actos no recogidos en la misma245 (Rasche, 1988: 155-158; Martin – 

Mosher, 1995: 26; Miedema – Wachholz, 1998: 17-22; Burman – Chantler, 2005: 63; 

Dupont – Sokoloff, 2005a: 42; Campbell, 2009: 8; Mosher, 2009: 51; Taft et al., 2009: 50).  

 

Del mismo modo, puede ocurrir que incluso cuando las mujeres son conscientes de que 

son víctimas de un delito desconozcan el funcionamiento del sistema penal y las 

consecuencias246 de su intervención para ellas y para sus familias, lo que podría también 

afectar a su decisión de denunciar la violencia (Kwong, 2002: 142-143; Erez et al., 2003: 

230; Burman – Chatler, 2005: 65; Gillis et al., 2006: 1.157; Campbell, 2009: 13). En el caso 

de las mujeres inmigrantes este desconocimiento puede verse agravado por la identificación 

del sistema penal del país de acogida con el de su país de origen (Miedema – Wachholz, 

1998: 25; Davis et al., 2001: 185; Raj – Silverman, 2002: 386; Kwong, 2002: 143; Copps – 

Erez, 2003: 158; Campbell, 2009: 18; Worley – Owusu-Bempha, 2009: 466; Macy – Rizo, 

2011: 258). 

 

Una segunda barrera es la desconfianza que las mujeres puedan tener de los profesionales del 

sistema penal y de su capacidad para resolver sus problemas y conflictos en este ámbito 

(Rasche, 1988: 157-158; Huey-Long Son, 1992: 704; Martin – Mosher, 1995: 21; Miedema – 

Wachholz, 1998: 25-26; Burman – Chantler, 2005: 70; Gillis et al., 2006: 1.152; Kulwicki et 

al., 2010: 732; Macy – Rizo, 2011: 257). Esta desconfianza puede haberse generado por 

experiencias previas negativas, ya sea en calidad de víctima, delincuente o testigo, o por la 

                                                
245 Aunque en cualquiera de los dos casos el resultado es que la mujer víctima de violencia de género no 
accede a los recursos previstos para que pueda poner fin a la situación de violencia, si bien, existiría una 
diferencia sustancial: en el primer caso la mujer no se considera víctima de violencia, y por lo tanto no se 
plantearía acceder a ningún tipo de recurso, mientras que en el segundo caso la mujer se considera maltratada 
pero no puede tener acceso a los recursos porque el Estado no la identifica con una víctima de este tipo de 
violencia. A este respecto Dupont – Sokoloff (2005a: 42) mencionan el caso de la cultura japonesa, en la que 
verter líquido sobre una mujer refleja que es impura o está contaminada, y supondría un acto de violencia 
psicológica grave, mientras que en España este hecho por sí solo en principio no implicaría la imputación por 
la comisión de un ilícito penal. 
246 Respecto de la importancia de informar a las víctimas sobre el proceso y las consecuencias del mismo, así 
como de sus derechos como víctimas o testigos de la violencia ver Bennett –Dutton – Goodman (1999), 
Gillis et al. (2006: 1.153-1.154) y Orloff et al. (2009: 1 y ss). 
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constancia de que otras personas en situaciones similares no han recibido una respuesta 

adecuada a sus necesidades247. Además, como en el caso anterior, la desconfianza puede 

verse exacerbada en el caso de las mujeres extranjeras por la identificación de las prácticas 

policiales y judiciales de su país de origen con las llevadas a cabo en el país de acogida248 

(Kasturirangan et al., 2004: 323; Orloff et al., 2009: 15).  

 

A este respecto una parte de la doctrina ha afirmado que la actitud de algunos profesionales 

jurídicos en el momento de atender a una víctima de violencia de género puede afectar al 

grado de desconfianza de las víctimas y su desistimiento de interponer la denuncia, 

principalmente cuando no hay pruebas de la comisión del delito o cuando las víctimas 

desconocen que en el caso de no denunciar no podrán acceder a la mayoría de los 

recursos249 (Ford, 1983: 473; Uit Beijerse – Kool, 1994: 145; Martin – Mosher, 1995: 22; 

Belknap – Erez, 1998: 256; Gillis et al., 2006: 1.156; Macy – Rizo, 2011: 254-257). En este 

sentido, una de las investigaciones realizadas en España (Heim et al., 2012: 144-146) pone 

de manifiesto el desacuerdo de algunos profesionales sobre la obligatoriedad de presentar 

una denuncia cuando la intervención del sistema penal puede no prosperar – 

principalmente por falta de pruebas – o suponer un riesgo para la mujer. 

 

A pesar de que en la literatura internacional se ha detectado que la actitud de los operadores 

jurídicos puede favorecer que las víctimas no denuncien, en España se ha observado un 

aumento de las denuncias por malos tratos (ver Tabla 2) que se ha estabilizado en los 

últimos años (ver Consejo General del Poder Judicial, 2010a, 2011a y 2012). Es posible que 

los cambios legales acontecidos en la última década, unidos a la presión ejercida para 

favorecer la denuncia250, hayan podido contribuir a que las víctimas tengan una mayor 

                                                
247 Véase Bennett –Dutton – Goodman (1999), Davis et al. (2001: 183), Kasturirangan et al. (2004: 323), 
Fagan (2008: 57-58), Orloff et al. (2009: 15), Wolhuter et al. (2009: 91), Macy – Rizo (2011: 261). A este 
respecto Hoyle (1998: 183 – 193) describe los argumentos que tienen las víctimas para optar por la no 
intervención del sistema penal. En este mismo sentido Hoyle – Sanders (2000: 21) afirman que las víctimas 
toman decisiones racionales en función de sus experiencias de vida individuales.  
248 Sobre las diferencias en el nivel de confianza en el sistema policial en función de la etnia ver Tyler (2005). 
249 Incluso se ha indicado que en ocasiones se llevan a cabo determinadas actuaciones que podrían 
considerarse obstrucción a la justicia (ver Ford – Regoli, 1993, citado en Belknap – Hartman, 2003: 353). 
Respecto de la respuesta de la policía a las víctimas de violencia de género y su impacto negativo ver Brown 
(1984). 
250 A este respecto cabe recordar algunas de las campañas publicitarias para favorecer la denuncia y la 
intervención penal como medida de protección de las mujeres, impulsadas desde el Ministerio de Igualdad, 
como ‘Contra los malos tratos gana la ley’ o ‘Ante el Maltratador, Tolerancia Cero’. 
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tendencia a poner en conocimiento de las autoridades la situación de violencia. Además, 

otras especificidades del sistema penal español podrían determinar la actitud de los 

profesionales en un sentido favorable a la denuncia, como la formación y sensibilización de 

los operadores jurídicos que trabajan con víctimas de violencia de género o el hecho de que 

este delito sea público, y que por tanto cualquier persona pueda presentar una denuncia por 

malos tratos – un vecino, un familiar o cualquier testigo de la violencia. 

 

Un tercer obstáculo que afecta de forma específica al acceso al sistema de justicia penal de 

las mujeres inmigrantes es el estatus administrativo251. La preocupación por su situación 

administrativa se pone de manifiesto en su temor a la expulsión, considerado por algunos 

autores como una de las primeras causas por la que las mujeres extranjeras deciden no 

interponer la denuncia (Girardo, 1995: 269; Miedema – Wachholz, 1998: 22; Copps – Erez, 

2003: 158; Orloff et al., 2003: 67-69: Campbell, 2009: 21; Wolhuter – Olley – Denham, 

2009: 68).  

 

El miedo a la expulsión puede venir provocado por el conocimiento de que en la normativa 

de extranjería del país de recepción se prevé esta medida para las personas irregulares. El 

rol del agresor en este aspecto puede ser determinante, pues puede manipular el 

conocimiento sobre las normas de extranjería, y aumentar la posible confusión de las 

víctimas respecto de la situación administrativa y la expulsión (Rasche, 1988: 157-158; 

Martin – Mosher, 1995: 26; Miedema – Wachholz, 1998: 21- 22; Erez et al., 2003: 240; 

Burman – Chantler, 2005: 66-67; Campbell, 2009: 15 y 20; Mosher, 2009: 51). Las mujeres 

inmigrantes que se encuentran en una situación administrativa irregular o aquellas cuya 

autorización de residencia depende de la de su pareja, como las mujeres reagrupadas, viven 

su posible expulsión como una amenaza constante que puede ejecutarse con más 

probabilidad si ponen en conocimiento del sistema penal su situación de violencia (Macy – 

Rizo, 2011: 251). Cabría reflexionar sobre en qué aspectos la propia estructura de las leyes 

de extranjería puede suponer una barrera252 para el acceso de estas mujeres a la justicia 

                                                
251 Pratt (1995: 86), Dutton et al. (2000: 275 y ss), Kwong (2002: 138), Kasturirangan et al. (2004: 323), 
Bhuyan – Senturia (2005: 898), Gillis et al. (2006: 1.152), Campbell (2009: 20), Orloff et al. (2009: 15), 
Kulwicki et al. (2010: 730), Vidales (2010: 538-539), Macy – Rizo (2011: 258). 
252 A este respecto algunos autores indican que el propio Estado puede ser en ocasiones cómplice de la 
violencia que sufren las mujeres, ya que de alguna manera la facilita, principalmente cuando deciden no 
denunciar por miedo a ser expulsadas (Burman – Chantler, 2005: 66; Kulwicki et al., 2010: 733). 



116 
 

(Pratt, 1995: 92) o ser utilizada por el agresor como una herramienta más para controlar a la 

víctima (Côté et al., 2001: 54; Orloff, 2001; Mosher, 2009: 62).  

 

En el caso de España, como se vio en el capítulo primero de este trabajo, la posibilidad de 

expulsar a las víctimas de violencia en la pareja que residan de forma irregular se contempla 

en el art. 31bis LOEx, según el cual, cuando la mujer que se encuentre en estas 

circunstancias no obtenga una sentencia condenatoria o resolución que indique que ha 

podido ser víctima de violencia de género podría ser expulsada del país253. La posibilidad de 

que se pueda iniciar un procedimiento de expulsión provoca incertidumbre y un temor 

fundado en las mujeres, ya que finalmente la incoación del procedimiento sancionador 

depende de la voluntad de la persona que recoge la denuncia (Amnistía Internacional, 

2007a), y la ejecución de la expulsión depende del resultado final del proceso penal (Rueda, 

2008: 111-114). 

 

Un cuarto obstáculo señalado ha sido la dependencia económica de la víctima respecto del 

agresor o la carencia de recursos económicos propios254. La preocupación por los gastos 

que pueda generar el proceso o las consecuencias que a nivel económico pueda tener la 

intervención del sistema de justicia penal para ella o para su familia podría favorecer su 

decisión de no interponer la denuncia255 (Martin – Mosher, 1995: 25; Miedema – Wachholz, 

1998: 3-4).  

 

                                                
253 La posible expulsión de las víctimas extranjeras se analizará de forma exhaustiva en el tercer apartado de 
este capítulo. 
254 Ver Rasche (1988: 158), Martin – Mosher (1995: 25), Pratt (1995: 94), Miedema – Wachholz (1998: 19-20), 
Kwong (2002: 142), Pohl et al. (2004: 13), Gillis et al. (2006: 1.157-1.158), Campbell (2009: 19), Orloff et al. 
(2009: 15), Anitha (2010: 473-474), Kulwicki et al. (2010: 729 y 733), Macy – Rizo (2011: 57).  
255 Se considera que los casos de violencia de género en los que la mujer dependa económicamente de su 
agresor, la separación de facto que supondría una sentencia condenatoria, incluso la adopción de medidas 
cautelares de prohibición de residencia, acercamiento o comunicación, podría suponer un grave problema 
para la economía familiar. En este sentido, una de las decisiones de política criminal que se han vinculado de 
forma estrecha con el miedo de las mujeres a las consecuencias que la intervención penal pueda tener para la 
familia son las políticas de detención obligatoria en casos de violencia de género (mandatory arrest), que se 
han aprobado en algunos países como EEUU o Canadá (ver Mills, 1999), o de prohibición de acercamiento a 
la víctima (ver Buzawa-Buzawa, 1996). Esta cuestión será analizada detalladamente en el tercer apartado de 
este capítulo.  
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En el caso de las mujeres inmigrantes256 es importante contextualizar los problemas 

económicos dentro de un marco de análisis estructural que tenga en consideración su 

situación laboral y contemple la desigualdad económica de estas mujeres como una barrera 

institucional (Miedema – Wachholz, 1998: 4). En este sentido, se considera que hay que 

tener en cuenta tanto su acceso a un mercado laboral segmentado por sexo y etnia, como el 

rol que juega la regulación de extranjería en la dependencia económica que las mujeres 

inmigrantes puedan tener respecto de su agresor (Scheelbeek, 1993: 77-79; Girardo, 1995: 

272; Martin – Mosher, 1995: 25; Kwong, 2002: 142; Kasturirangan et al., 2004: 322-323; 

Burman – Chantler, 2005: 64 y 69; Agnew, 2009: 19; Campbell, 2009: 19-20; Kulwicki et al., 

2010: 729-730).  

 

En España diversos estudios han constatado que el mercado laboral al que acceden estas 

mujeres está limitado en ocasiones a determinados segmentos vinculados al trabajo 

doméstico y del cuidado y al trabajo sexual257, mercados laborales inestables, mal pagados y 

socialmente desvalorados, que pueden favorecer el temor a la pérdida del empleo y a la 

inestabilidad económica (Mestre, 2001, 2002, 2004 y 2005a; Parella, 2000 y 2003; Solé, 

2000; Montañés – Moyano: 2006: 25; Cárdenas – Monreal – Pérez, 2008: 121 ; Solé et al. 

2009; en el ámbito internacional ver Andall, 2000). Ello podría también afectar a su acceso 

al sistema de justicia penal en diferentes aspectos: pueden perder el trabajo, tienen pocas 

herramientas para la negociación de las condiciones laborales – por ejemplo, para solicitar 

permisos para asistir a los juicios o a las tomas de declaración – y pocas posibilidades 

económicas para afrontar los costes que podría conllevar un proceso penal. Las mujeres 

que se encuentren en esta situación podrían tener mayores posibilidades de ser 

dependientes económicamente de su pareja y, en caso de que la familia dependa de sus 

ingresos, un mayor temor a las consecuencias negativas que la pérdida del empleo pueda 

tener para su familia.  

 
                                                
256 A este respecto cabe indicar que la dependencia económica puede tener lugar cuando es la mujer o la 
familia quien depende de los ingresos del agresor o cuando la familia depende de los ingresos de la mujer. En 
este sentido, hay que tener en cuenta que para algunas mujeres inmigrantes la familia se entiende en sentido 
amplio, incluyendo no solo a la pareja y a lo hijos, sino también a los ascendientes y consanguíneos, ya estén 
en España o en el país de origen. Esta situación podría también afectar a la decisión de estas mujeres sobre 
interponer o no la denuncia, ya que en su caso la afectación de estabilidad económica sería más amplia. 
257 Para un análisis de la incorporación de las mujeres inmigrantes al trabajo vinculado al cuidado ver 
Hochshild (2001), Salazar (2003), Bettio – Simonazzi – Villa (2006), Hochshild – Uma – Widding (2008) . 
Para una revisión de las condiciones laborales de las trabajadoras sexuales ver Bindman (2004). 
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Para las mujeres extranjeras el acceso al mercado laboral está determinado por la regulación 

de extranjería. La principal vía prevista por el Estado para entrar de forma regular en 

España es a través del trabajo (art. 36 LOEx). En estos casos, los requisitos258 se han 

construido con base en las necesidades y el beneficio económico del país de acogida y 

tomando como punto de referencia el trabajo masculino (Mestre, 2001: 154-155). Así, se 

exige contar con un contrato de trabajo previo a la entrada en España para la solicitud y 

concesión de la autorización de residencia, de manera que para las mujeres inmigrantes que 

trabajen en ámbitos propios de la economía sumergida o no regulados, como podrían ser el 

trabajo doméstico o el trabajo sexual, sería prácticamente imposible cumplir los requisitos 

exigidos para conseguir una autorización de residencia y de trabajo. En estas circunstancias, 

las mujeres inmigrantes pueden optar por: 

a) La reagrupación familiar, cuando su pareja se encuentre viviendo en España: en este 

caso, hasta la reforma de la Ley de Extranjería llevada a cabo por la LO 2/2009, las 

personas reagrupadas no tenían permiso para trabajar, por lo que tampoco podían 

incorporarse al mercado formal de trabajo y la dependencia de su pareja era absoluta 

(Mestre, 2001: 155 y ss; Uría, 2009). 

b) Entrar en el país de forma irregular259: en este supuesto carecen de los permisos 

administrativos necesarios para conseguir un trabajo en la economía formal y no tienen 

acceso a determinados recursos, como el cobro de las prestaciones por desempleo o el 

acceso a todas las ayudas previstas para las víctimas de violencia de género, al no poder 

cumplir algunos de los requisitos exigidos por carecer de autorización para trabajar en 

España, como por ejemplo estar inscritas como solicitantes de empleo.  

 

Una quinta dificultad señalada por diversas investigaciones como una de las mayores 

dificultades de las víctimas de violencia de género en su acceso efectivo a la justicia es el 

aislamiento social (Copps – Erez, 2003: 157; Kasturirangan et al., 2004: 323; Burman – 
                                                
258 La principal modalidad de entrada regulada es a través de las autorizaciones de residencia y trabajo 
temporal. La obtención de la autorización de trabajo por cuenta ajena se basa en ‘la solicitud de cobertura de 
un puesto vacante, presentada por un empresario o empleador ante la autoridad competente, junto con el 
contrato de trabajo y el resto de documentación exigible, ofrecido al trabajador extranjero residente en un 
tercer país’, y la eficacia de la autorización ‘estará condicionada a que el extranjero solicite el correspondiente 
visado y que, una vez en España, se produzca el alta del trabajador en la Seguridad Social’ (art. 38.3 LOEx). 
Además, el art. 36.5 LOEx indica que la carencia de esta autorización impide obtener cualquier prestación por 
desempleo, por lo que las mujeres en situación de irregularidad administrativa no podrán acceder a este 
recurso económico. 
259 Para un análisis de las diferentes estrategias utilizadas por las mujeres para entrar en España ver Oso 
(2001), Mestre (2005b: 230 y ss), Holgado (2008b). 
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Chantler, 2005: 64; Gillis et al., 2006: 1.156; Macy – Rizo, 2011: 254). Su afectación puede 

tener lugar en dos sentidos: por un lado, impide que las mujeres dispongan de una red 

social que pueda estar al corriente de su situación de maltrato y ayudar a poner fin a la 

violencia; y por otro lado, dificulta el acceso a la información sobre cómo acceder al 

sistema penal y a otros recursos. 

 

En el caso específico de las mujeres inmigrantes, el aislamiento social y la dependencia del 

agresor se agrava porque padecen además barreras culturales e idiomáticas, principalmente 

aquellas recién llegadas al país de acogida, y se encuentran con más frecuencia lejos de su 

red familiar y social260, a excepción de la pareja (Kwong, 2002: 129; Erez et al., 2003: 239; 

Bhuyan – Senturia, 2005: 899; Gillis et al., 2006: 1.156-1.157; Campbell, 2009: 12-13; 

Anitha, 2010: 472; en España ver Rodríguez – Safranoff, 2012: 596). Ello puede ser 

utilizado por el agresor para iniciar o mantener la situación o maltrato a través del abuso 

económico y de amenazas e intimidación – por ejemplo utilizando a los hijos o su situación 

de dependencia legal o de irregularidad administrativa (Rasche, 1988: 157-158; Martin – 

Mosher, 1995: 62; Miedema – Wachholz, 1998: 21- 22; Erez et al., 2003: 240-241; Mosher, 

2009: 51; Anitha, 2010: 471).  

 

Un sexto obstáculo para el acceso al sistema penal es la situación emocional de las víctimas de 

violencia de género (Anitha, 2010: 474-475). Una de las consecuencias del maltrato es la 

dependencia emocional que se genera en las mujeres respecto del agresor, que puede 

favorecer la decisión de mantener la relación de maltrato y optar por la no intervención de 

agentes externos, como puede ser el sistema penal (Hoyle – Sanders, 2000: 25). En lo que 

respecta a las mujeres inmigrantes, se ha constatado que su estado emocional viene 

marcado no solo por la dependencia que pueda generar el agresor a raíz del maltrato, sino 

también por la soledad, la lejanía de sus familias y entorno social y/o la necesidad de 

obtener o mantener la autorización de residencia o de trabajo261 (Miedema – Waccholz, 

1998: 3; Anitha, 2010: 474-475). Esta situación emocional debilitada podría agravarse 

                                                
260 A este respecto, cabe la posibilidad de que las mujeres dispongan de una red social peor que ésta no sea de 
apoyo, sino una red que justifica la violencia o no respalda a la mujer en su decisión de poner fin a la relación 
de pareja, suponiendo en este caso una traba para la interposición de la denuncia y la consecuente separación 
(Campbell, 2009: 16; Vidales, 2010: 537). Esta cuestión ha sido remarcada también en España desde la 
abogacía (Nidia Camacho, Seminario sobre ‘Violencia de género e inmigración: ¿por qué mueren más 
inmigrantes que españolas?’, Universidad Pompeu Fabra, 16 de diciembre de 2009). 
261Los síntomas descritos se conocen como ‘Síndrome de Ulises’ (ver Achotegui, 2008). 
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además por el hecho de que se vean obligadas a desempeñar trabajos no adecuados a su 

grado de formación y poco reconocidos socialmente, lo que podría provocar en ocasiones 

un sentimiento de fracaso262. Todo ello daría lugar a que estas mujeres vivieran en una 

situación de estrés constante que las haría más vulnerables ante el maltrato263, y que podría 

además dificultar la presentación de la denuncia. 

 

Una séptima dificultad señalada por diversas investigaciones es el miedo a las consecuencias de la 

intervención del sistema penal, especialmente en el caso de las mujeres extranjeras que se 

encuentran en una situación de irregularidad administrativa o de reagrupación familiar 

(Miedema – Wachholz, 2000; Raj – Silverman, 2002: 384-386; Gillis et al, 2006: 1152; 

Mosher, 2009: 62). Este temor puede manifestarse en diversos ámbitos que se analizan a 

continuación.  

 

En primer lugar, se ha señalado el miedo de las víctimas a que la violencia aumente y que 

haya un mayor riesgo para su vida o la de su familia como consecuencia de la denuncia264 

(Martin – Mosher, 1995: 21; Cretney – Davis, 1997: 86; Hoyle – Sanders, 2000: 23; Gillis et 

al., 2006: 1.157; Macy – Rizo, 2011: 257 y 260; ver en España Larrauri, 2005: 168-169). En 

este sentido se ha constatado que efectivamente la aplicación de medidas punitivas que 

impliquen la privación de libertad del imputado en algún sentido, ya sea como medida 

cautelar o como pena definitiva, podría dar lugar al aumento de las dinámicas abusivas y de 

poder en la pareja (Bennett –Dutton – Goodman, 1999: 429; Gillis et al, 2006: 1.152). 

                                                
262 A este respecto en España Delpino (2009: 105-106) habla de un ‘proceso de desclasamiento’ cuando las 
mujeres con una preparación educativa alta que huyen de sus países para evitar discriminaciones por razón de 
género se ven obligadas a desempeñar empleos de ‘escaso prestigio social’. 
263 Piénsese por ejemplo en las consecuencias que puede tener para la situación emocional el hecho de tener 
que satisfacer las expectativas, tanto de familiares como propias, la adaptación a una nueva cultura, el 
aprendizaje de otra lengua, la inestabilidad laboral, los problemas para encontrar una vivienda, el racismo, las 
dificultades económicas, la desconfianza de las instituciones o la inseguridad por la expulsión, entre otras 
circunstancias. 
264 Considero que este miedo a que la situación de maltrato aumente podría verse afectado por la creencia de 
que el sistema penal no tomará las medidas adecuadas para su protección y para responder a sus necesidades. 
Como ya se ha indicado, en el caso de las mujeres inmigrantes, esta desconfianza hacia las instancias del 
sistema penal se podría atribuir bien a experiencias previas negativas con el sistema penal del país de acogida 
(Macy – Rizo, 2011: 261) o bien a la identificación del sistema penal del país de acogida con el de su país 
(Miedema – Wachholz, 1998: 25; Bauer et al. 2000; Tran – Des Jardins, 2000; Raj – Silverman, 2002: 386; 
Kwong, 2002: 143; Menjívar – Salcido, 2002; Campbell, 2009: 18; Macy – Rizo, 2011: 258). En ambos casos, 
las dudas sobre si los mecanismos de protección que se activarán después de interponer la denuncia se 
adecuarán a sus necesidades y circunstancias pueden favorecer el temor de las mujeres a que la situación de 
violencia empeore y el riesgo de sufrir maltrato aumente (Gillis et al., 2006: 1.152). 
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Algunas investigaciones muestran que para las mujeres inmigrantes265 las dinámicas 

abusivas y de poder pueden producirse además dentro de su propio entorno familiar 

(Copps – Erez, 2003: 157; Erez et al., 2003: 239), por lo que en algunas comunidades de 

inmigrantes la presión que ejerce la familia sobre la mujer y el temor a que la violencia por 

parte de la familia extensa aumente, sobre todo cuando conviven en un mismo espacio, 

puede suponer también un obstáculo para el acceso de las mujeres a la justicia (Miedema – 

Wachholz, 1998: 17; Mehrotra, 1999: 637; Copps – Erez, 2003: 157; Campbell, 2009: 16-

17). 

 

En segundo lugar, el miedo puede obedecer a la posible intervención de otras agencias 

estatales. Autores como Miedema – Wachholz (1998: 3) o Bennett – Dutton – Goodman 

(1999: 429) han indicado que algunas víctimas de violencia de género consideran que la 

intervención del sistema penal puede suponer la pérdida de los hijos266. De acuerdo a las 

investigaciones analizadas267, este miedo en el caso de las mujeres inmigrantes tiene las 

siguientes particularidades:  

a) Puede ser fomentado por el agresor a través de amenazas que, dentro del contexto de 

la violencia y las circunstancias en las que ésta se produce, pueden favorecer que la 

víctima considere un peligro real la pérdida de los hijos, sobre todo si desconoce el 

funcionamiento del sistema penal.  

b) Está vinculado al temor a que la denuncia aumente la dependencia hacia el agresor y 

los problemas económicos, y que ello pueda afectar negativamente a la posición social 

de su familia, principalmente en lo que respecta al acceso a recursos sociales, educativos 

y económicos. 

c) Está afectado por una pretensión de mantener la familia ‘unida’ y estructurada, como 

parte de las expectativas de género, que puede primar por encima de la opción de las 

mujeres de vivir sin violencia. 

 

                                                
265 En su caso se ha afirmado que la intervención policial puede también reproducir dinámicas abusivas de la 
relación de pareja, ya que puede favorecer el aislamiento social, las dinámicas desiguales de poder y el control 
masculino (Bui, 2003; Menjivar – Salcido, 2002; Erez et al., 2003: 239; Gillis et al., 2006: 1.152). 
266 En sentido contrario algunos estudios indican que la presencia de hijos favorece la tendencia de las 
víctimas a denunciar (Orloff et al., 2003: 66-67; Macy – Rizo, 2011: 254). 
267 Rasche (1988: 161), Martin – Mosher (1995: 27), Pratt (1995: 100), Miedema – Wachholz (1998: 3 y 18), 
Copps – Erez (2003: 158), Erez et al. (2003: 241), Gillis et al. (2006: 1.157), Orloff et al. (2009: 15), Kulwicki 
et al. (2010: 728-733), Vidales (2010: 536), Macy – Rizo (2011: 258 y 261). 
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El temor de las mujeres extranjeras que sufren maltrato a la intervención de las 

instituciones públicas no se limita únicamente a la pérdida de los hijos268, sino también a la 

injerencia de las agencias estatales en la gestión de su vida familiar, entendida en un sentido 

amplio (Martin – Mosher, 1995: 26; Pratt, 1995: 92; Coker, 2004: 1.332; Burman – 

Chantler, 2005: 66; Kulwicki et al., 2010: 730). En este sentido Bograd (2005: 27), en su 

análisis sobre la familia y el respeto a la intimidad y a la privacidad familiar observó que, a 

pesar del carácter privado que se ha atribuido a la institución familiar, es frecuente que en 

colectivos pobres o pertenecientes a minorías étnicas el Estado y sus agencias intervengan 

de forma intrusiva, convirtiéndose el entorno familiar en un ámbito público269. Si esto es 

así, sería plausible considerar que para las mujeres inmigrantes no recurrir al sistema penal 

sea una forma de evitar captar la atención de otras agencias públicas de intervención en el 

ámbito familiar o de gestión de la inmigración270.  

 

En tercer lugar, el miedo de las víctimas puede estar vinculado a las consecuencias de la 

denuncia para el agresor, principalmente en lo que respecta a su encarcelamiento o su 

expulsión271 (Rasche, 1988: 158; Martin – Mosher, 1995: 26-27; Pratt, 1995: 93; Miedema – 

                                                
268 A pesar de que en España no se han detectado casos de mujeres víctimas de violencia de género que hayan 
perdido la custodia de sus hijos, sí ha habido casos en los que se ha retirado la custodia de los hijos a mujeres 
que se encuentran en situación de indefensión o vulnerabilidad económica. A este respecto, se ha 
pronunciado recientemente el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Asunto R.M.S. c. España, Petición 
28775/12) a favor de una mujer, de padre guineano y madre española, que perdió la custodia de su hija en 
2005 por no tener recursos económicos, y que fue detectada por el sistema público cuando ella misma acudió 
a los servicios sociales en búsqueda de un empleo (El País, 19 de junio de 2013: 
http://sociedad.elpais.com/sociedad/2013/06/18/actualidad/1371585336_185906.html). Asimismo, se ha 
detectado en Galicia un caso en el que una mujer argelina que no hablaba español fue separada de su hija en 
el momento del parto, indicando ella que firmó un papel de adopción pensando que era el alta médica, 
pasando su hija a estar bajo la custodia de la Xunta de Galicia. Esta circunstancia no fue puesta en su 
conocimiento hasta meses después de que ella firmara el documento. Según la información publicada en los 
medios de comunicación, actualmente desde el Juzgado de Instrucción número 2 de Lugo ‘se investiga si se 
han producido retiradas irregulares de niños pequeños a familias con pocos recursos, madres solteras, 
inmigrantes, prostitutas, en situación de clara desventaja con respecto al resto de la sociedad’ (El País, 15 de 
julio de 2013: 
http://ccaa.elpais.com/ccaa/2013/07/12/galicia/1373656596_682990.html)  
269 En este mismo sentido en España Ruth Mestre (2001: 155) ha indicado que ‘la dependencia de 
instituciones públicas sociales para personas marginadas implica quedar sujetas a tratamientos paternalistas, 
punitivos, degradantes y arbitrarios’.  
270 Cabe recordar además que en el caso de las mujeres inmigrantes la información sobre funcionamiento del 
sistema de intervención estatal y sobre la posible expulsión de la mujer y de los hijos puede haber sido 
manipulada por los hombres para amenazar a las mujeres con la intervención de las instituciones estatales y la 
pérdida de los hijos si denuncian, lo que podría favorecer su decisión de no denunciar (Burman – Chantler, 
2005: 65; Campbell, 2009: 15; Anitha, 2010: 471). 
271 En sentido contrario Orloff et al. (2003: 69-70). 
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Wachholzm, 1998: 19; Kwong, 2002: 143; Raj – Silverman, 2002: 384-386; Pohl et al., 2004: 

14-15; Gillis et al., 2006: 1.152; Mosher, 2009: 62; Wolhuter – Olley – Denham, 2009: 67).  

 

A este respecto, cabe considerar que dadas las especiales circunstancias y condiciones en las 

que tiene lugar la violencia de género es posible que las mujeres no acudan al sistema penal 

para evitar que su pareja o ex-pareja sea expulsada del país. Pueden existir motivos 

personales por los que la víctima no quiera que se proceda a la expulsión de su pareja – 

como el deseo de la víctima de que sus hijos mantengan la relación con su padre, que ni ella 

ni el agresor pierdan su trabajo o que la familia en el país de origen pueda seguir recibiendo 

un sustento económico, entre otros – y que favorezcan que la víctima opte por la no 

intervención del sistema penal272 (Bennett –Dutton – Goodman, 1999).  

 

En cuarto lugar, el miedo de las mujeres puede estar relacionado con la reacción de los 

operadores jurídicos ante la denuncia de violencia. El temor a los posibles procesos de 

victimización secundaria273 que tienen lugar en instituciones del sistema penal, como la 

comisaría o los juzgados, puede funcionar como una barrera en el acceso a la justicia 

(Martin – Mosher, 1995: 31). Así, se ha puesto de manifiesto el sentimiento de culpabilidad 

que puede generar en las víctimas el hecho de ser cuestionadas por diferentes profesionales 

– policías, jueces, abogados o trabajadores sociales, entre otros – sobre aspectos 

controvertidos como en qué circunstancias y por qué se produjeron los hechos, su 

implicación en los mismos o incluso su grado de responsabilidad en la reacción violenta del 

agresor (Belknap – Erez, 1998: 258-259; en España ver Laurenzo, 2008: 356). Este temor 

se ve reforzado cuando las mujeres han pasado por una experiencia negativa previa con el 

sistema penal, ya sea directa o indirecta, lo que podría favorecer su decisión de poner fin a 

la violencia a través del uso de otros medios que tengan a su alcance y que puedan 

adaptarse mejor a sus necesidades (Copps – Erez, 2003: 158; Macy – Rizo, 2011: 261). 
                                                
272 Como se verá en el tercer apartado de este capítulo, en el caso de España el temor de que la denuncia 
pueda provocar la intervención de la policía encargada de la gestión de la extranjería y de que el 
procedimiento finalice con la expulsión del agresor se materializa con la posibilidad legal de que el agresor 
pueda ser expulsado por vía penal, si se encuentra en una situación de irregularidad administrativa y es 
finalmente condenado, o por vía administrativa, cuando a pesar de no ser condenado se detecte que reside en 
España de forma irregular o cuando, a pesar de estar residiendo legalmente, por causa de la imputación o la 
condena no se le renovara el permiso de residencia y de trabajo. 
273 Cabe recordar que se entiende por victimización secundaria las ‘actitudes, reacciones, comportamientos y 
prácticas por parte de los profesionales del sistema penal que culpabilizan a la víctima y dan lugar nuevamente 
a la violación de los derechos de las víctimas o a nuevos traumas’ (traducción propia de Wolhuter – Olley – 
Denham, 2009: 55). Para un estudio más exhaustivo a este respecto ver Condry, 2010.  
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Cabe indicar que durante la observación participante que se realizó en los Juzgados de 

Guardia de Violencia sobre la Mujer de Barcelona se pudo apreciar cómo el espacio en el 

que el juez toma declaración a la víctima – un espacio abierto a la vista y oído de todos los 

funcionarios e incluso del público que acude a los juzgados – así como la sala de espera en 

la que se encuentran las mujeres, con sus hijos en su caso, son espacios que podrían en 

ocasiones favorecer la victimización secundaria, en la línea de lo señalado por otras 

investigaciones (ver Rodríguez – Naredo, 2012: 185 y ss). Según lo indicado por los 

magistrados entrevistados, únicamente en los casos de extrema gravedad se procede a 

tomar declaración a la víctima en una sala independiente. Asimismo, los funcionarios de la 

Oficina de Atención a la Víctima de Barcelona manifestaban sus quejas por el hecho de que 

la sala para entrevistar a las víctimas se situaba justo encima de la sala de detenidos, por lo 

que en ocasiones las mujeres reconocían las voces de sus parejas y escuchaban sus 

discusiones con la policía, lo cual, de acuerdo a lo referido en las entrevistas, podría 

hacerles sentir responsables de la situación que vivía el agresor. 

 

Por último, el temor de las víctimas de violencia de género puede obedecer a la reacción del 

entorno social y familiar (Martin – Mosher, 1995: 21 y 31; Miedema – Wachholz, 1998: 18-

20; Orloff et al., 2009: 15). La interposición de la denuncia podría ser percibida como una 

forma de permitir la intervención de un ente público en un ámbito definido como privado, 

lo que puede dar lugar a un cuestionamiento por parte de la propia red social por haber 

expuesto públicamente el conflicto ‘familiar’ y por permitir la intervención de agentes 

externos (Miedema – Wachholz, 1998: 20). El miedo a que se produzca un juicio público al 

comportamiento y la ‘moralidad’274 de la mujer, y que éste pueda afectar también a su 

pareja, a sus hijos o incluso a su familia extensa, podría también favorecer su decisión de no 

acudir a la policía o de optar por la no intervención del sistema penal, especialmente en el 

caso de las mujeres inmigrantes cuyo contexto cultural y familiar puede favorecer la 

culpabilización de las víctimas (Rasche, 1988: 156-157; Huey-Long Song, 1992: 704; Martin 

– Mosher, 1995: 27-28; Miedema – Wachholz, 1998: 4; Perry – Shams – DeLeon, 1998: 

129; Raj – Silverman, 2002: 384; Bui, 2003: Copps – Erez, 2003: 158; Erez et al., 2003: 242-

243; Wholhuter – Olley – Denham, 2009: 67; Kulwicki et al., 2010: 730; Vidales, 2010: 53). 

                                                
274 Con este término se hace referencia a los juicios de valor que se realizan respecto sobre el modo de vida de 
las víctimas – modo de vestir, trabajo o vida personal, entro otros – y que se basan en estereotipos de género 
(Campbell, 2009: 8). 
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En el caso de las inmigrantes este temor puede estar vinculado con un obstáculo que les 

afecta de forma específica: las barreras culturales275. Si bien es cierto que la cultura difiere en 

función de cada grupo, prácticamente de forma unánime la doctrina indica que con 

frecuencia la cultura genera barreras que afectan de forma negativa a la decisión de las 

víctimas inmigrantes de acudir al sistema penal (Rasche, 1988: 156-157; Scheelbeek, 1993: 

79; Girardo, 1995: 269-270; Martin – Mosher, 1995: 27-30; Miedema – Wachholz, 1998: 4; 

Kwong, 2002: 139; Raj – Silverman, 2002: 384; Kasturirangan et al., 2004: 325-326; Dupont 

– Sokoloff, 2005a: 51-52; Gillis et al., 2006: 1.158; Kulwicki et al., 2010: 729 y ss; Vidales, 

2010: 536-538; Macy – Rizo, 2011: 258).  

 

Las aportaciones teóricas señalan que la educación en un contexto cultural que identifique 

la violencia en la pareja con una cuestión privada y que considere la familia como el eje 

central de la vida de las mujeres inmigrantes puede suponer un obstáculo a la hora de tomar 

la decisión de denunciar a su pareja principalmente por tres razones276:  

a) La educación en roles de género puede facilitar que las mujeres no sean conscientes 

de que la situación que están viviendo es un delito tipificado en el Código Penal y que la 

violencia sea asumida como una práctica socialmente aceptada. Esto además puede 

favorecer la falta de una red social de apoyo para poner fin al maltrato. 

b) La denuncia puede dar lugar a la ruptura con el modelo social aprendido, ya que 

implica tomar una decisión en contra de las convicciones propias y de su entorno. 

Además puede provocar problemas en la integración social de la familia y la mujer277. 

c) La denuncia puede suponer un estigma para las mujeres que como consecuencia de la 

intervención del sistema penal se divorcian. 

 

                                                
275 Autores como Vidales (2010: 537-538) incluyen dentro de las barreras culturales las convicciones 
religiosas, cuando éstas inciden en la decisión de las mujeres de no denunciar. 
276 Estos argumentos han sido aportados en diversos trabajos (Rasche, 1988: 155-157; Huey-Long Son, 1992: 
704; Miedema – Wachholz, 1998: 4 y 16; Pratt, 1995: 98; Kwong, 2002: 40-41; Raj – Silverman, 2002: 384; 
Copps – Erez, 2003: 157-159; Erez et al., 2003: 239-243; Bhuyan – Senturia, 2005: 897; Campbell, 2009: 16; 
Kulwicki et al., 2010: 728-733; Vidales, 2010: 534 y 537; Macy – Rizo, 2011: 261). 
277 Un ejemplo de esta influencia es la importancia que en determinadas culturas tiene la ‘lealtad a la familia’ 
como factor inhibidor del uso del sistema penal, en cuyo caso el recurso del sistema penal puede percibirse 
como una forma de avergonzar y afectar negativamente al honor familiar, de manera que ‘culturalmente’ no 
sería aceptable su uso para poner fin a la violencia de género y sería percibido como una traición (Rasche, 
1988: 156; Martin – Mosher, 1995: 27-28; Miedema – Wachholz, 1998: 4; Perry – Shams – DeLeon, 1998: 
129; Bennett – Dutton – Goodman, 1999: 429; Koss, 2000; Bui, 2003; Wolhuter – Olley – Denham, 2009: 67; 
Vidales, 2010: 536).  
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Las barreras culturales se pueden reflejar en la percepción del sistema de justicia como un 

sistema racista y autoritario278 (Kanuha, 1996; Bograd, 2005: 31) que puede favorecer la 

decisión de no denunciar para evitar que ellas o sus parejas sean sometidas a prácticas 

discriminatorias o que cuestionen su cultura, es decir, que el sistema penal y/o la sociedad 

identifiquen la violencia contra las mujeres con una práctica propia de su grupo social 

(Pratt, 1995: 93-94; Raj – Silverman, 2002: 385-386; Copps – Erez, 2003: 158; Kulwicki et 

al., 2010: 728-729). Esta creencia puede ser utilizada por los agresores como herramienta 

para disuadir a las mujeres de denunciar la violencia, utilizando argumentos como que la 

policía no la ayudará o que él será sometido a un trato vejatorio o degradante por parte de 

las autoridades (Rasche, 1988: 160). 

 

Se ha señalado asimismo que el nivel de influencia de la cultura en la decisión de contactar 

con la policía depende del grado de aculturación de la víctima – entendiendo la aculturación 

como el proceso por el cual las personas inmigrantes se adaptan a las normas sociales del 

nuevo país (Orloff et al., 2003: 65 y ss). La influencia de la cultura se puede ver por tanto 

afectada por el tiempo de estancia en el país de acogida y el conocimiento de sus 

tradiciones, costumbres y leyes. 

 

El último obstáculo que afecta de forma específica a las mujeres inmigrantes es la barrera 

idiomática, reconocida como una de las problemáticas más relevantes en casi la totalidad de 

los trabajos consultados279. Su importancia tiene que ver con su incidencia negativa en otras 

dificultades a las que se enfrentan las mujeres extranjeras y que han sido referidas a lo largo 

de este apartado (Bauer et al. 2000; Raj – Silverman, 2002: 386). Así, se ha puesto de 

manifiesto su incidencia en el acceso de las mujeres inmigrantes a la justicia en tres 

sentidos:  

                                                
278 Ver Rasche (1988: 159-160), Martin – Mosher (1995: 28-30), Miedema – Wachholz (1998: 5), Bograd 
(1999: 281), Zatz (2000: 523), Raj – Silverman (2002: 385-386), Copps – Erez (2003: 158), Gillis et al. (2006: 
1.152), Wolhuter – Olley – Denham (2009: 67), Worley – Owusu-Bempha (2009: 449), Anitha (2010: 463), 
Vidales (2010: 540). Sobre la percepción de discriminación por parte de la policía en función de la etnia y la 
clase social ver Tuch – Weitzer (1999). 
279 Véase Rasche (1988: 157), Huey-Long Son (1992: 704), Scheelbeek (1993: 77), Martin – Mosher (1995: 21), 
Pratt (1995: 95), Miedema – Wachholz (1998: 20), Kwong (2002: 141-142), Copps – Erez (2003: 157), 
Kasturirangan et al. (2004: 3239, Bhuyan – Senturia (2005: 898), Burman – Chantler (2005: 69-70), Gillis et al. 
(2006: 1.158), Lemon (2006: 38 y ss), Campbell (2009: 11-12), Kulwicki et al. (2010: 729), Vidales (2010: 536), 
Macy – Rizo (2011: 254 y 258). Respecto de la problemática que implica no entender el idioma, Orloff et al. 
(2009: 3) han indicado que no es infrecuente que en casos de mujeres agredidas sexualmente por su pareja las 
víctimas sean detenidas, achacando la causa a la barrera idiomática. 



127 
 

a) Dificulta su conocimiento y su acceso a la información sobre el sistema de justicia 

penal, así como sobre los programas y servicios específicos que se están llevando a cabo 

en otros ámbitos, como puede ser el sistema de salud o en materia de derechos sociales 

(Copps – Erez, 2003: 159). 

b) Aumenta su aislamiento social280, su invisibilidad y su dependencia respecto del 

agresor (Bograd, 2005: 32-33; Miedema – Wachholz, 1998: 5; Kwong, 2002: 141). 

c) Limita su acceso a algunos recursos y servicios sociales, especialmente a aquellos que 

no están diseñados para atender a estas mujeres, por ejemplo, por no tener un servicio 

de interpretación (Kulwicki et al., 2010: 729).  

 

En este sentido, se considera que las mujeres inmigrantes que no hablan la lengua del país 

de recepción se enfrentan a una situación de vulnerabilidad mayor porque desconocen sus 

derechos y los recursos y servicios creados para ayudar a las víctimas de violencia de género 

a poner fin a la situación de maltrato, así como el funcionamiento del sistema penal. 

Además, les resulta más difícil el contacto social y la integración en el mercado laboral, 

favoreciendo su situación de aislamiento social. Todos son elementos que dificultan su 

acceso a la justicia y funciona como agravante en el caso de que la mujer además 

experimente otros obstáculos diferentes o añadidos a los descritos anteriormente281. 

 

En definitiva, a lo largo de este apartado se ha podido observar que las barreras a las que 

hacen frente las víctimas de violencia de género son experimentadas de forma particular 

por las mujeres inmigrantes, quienes además se enfrentan a problemáticas específicas 

provocadas por el estatus administrativo, la cultura o el idioma, que convergen a su vez con 

cada uno de los obstáculos descritos (Copps – Erez, 2003: 158). Estos factores pueden 

influir en su decisión de no denunciar el maltrato y dificultar su acceso a la justicia penal y a 

los recursos que dependen de la intervención del sistema penal, como son en España los 

                                                
280 A este respecto Raj – Silverman (2002: 384 y ss) consideran que el tiempo de estancia en el país de acogida, 
que las mujeres tengan hijos escolarizados o que trabajen son factores fundamentales para reducir el 
aislamiento social y la barrera idiomática. 
281 Se ha considerado que la barrera idiomática afecta también al trabajo realizado por los profesionales del 
sistema penal y a la calidad y eficiencia de sus respuestas. A este nivel se detectan al menos dos consecuencias 
negativas: por un lado, el sistema penal no podrá realizar correctamente su trabajo si no tiene toda la 
información necesaria para garantizar la protección de la mujer y su acceso a la justicia. Y por otro lado, y 
como consecuencia de lo anterior, la respuesta del sistema penal a estas mujeres será una respuesta diferencial 
respecto de la que se ofrece a otras víctimas. Este aspecto será analizado en detalle en el siguiente capítulo. 
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recogidos en la LO 1/2004 o la regularización de la situación administrativa en el caso de 

las mujeres extranjeras extracomunitarias. 

 

 

2. Respuesta del sistema de justicia penal  

Tras exponer las dificultades de las víctimas de violencia de género para interponer la 

denuncia se analiza su situación una vez que han entrado en contacto con el sistema penal. 

En este apartado se pretende conocer las características de la respuesta que el sistema penal 

ofrece a las víctimas de maltrato en la pareja, prestando especial atención a la situación de 

las mujeres inmigrantes que sufren de este tipo de violencia. Los trabajos realizados en el 

ámbito comparado sobre la capacidad del sistema penal para responder a los problemas de 

las mujeres víctimas de violencia de género y sobre las relaciones que se generan entre éstas 

y los profesionales han puesto de manifiesto que a lo largo de los distintos estadios del 

proceso – desde el primer contacto con la policía para buscar ayuda o interponer una 

denuncia, hasta el momento de juicio – los delitos de género y sus víctimas reciben un 

tratamiento diferencial en relación al tratamiento que reciben otros delitos y otras víctimas 

(Shapiro, 2002: 27). Esta respuesta diferencial se ha vinculado con los posibles prejuicios282 

de los trabajadores del sistema penal, que pueden estar determinados no solo por el hecho 

de ser mujeres, sino también por sus características étnicas o su condición de inmigrantes 

(Solanke, 2009:732). 

 

Como se ha indicado, la mayoría de investigaciones sobre la respuesta del sistema penal a 

las víctimas de maltrato no tienen en cuenta la etnia de las mujeres, ni tampoco su 

condición de inmigrantes o su situación administrativa (ver Coker, 2003: 831). Sin 

embargo, sí se han realizado estudios criminológicos, principalmente en Estados Unidos y 

Canadá, sobre cómo las características sociodemográficas de las víctimas y las personas 

imputadas por diversos delitos pueden afectar a las actitudes de los profesionales del 

sistema penal y a su toma de decisiones283. En mi opinión los resultados de estas 

                                                
282 En este trabajo se entienden por creencias y prejuicios de los profesionales del sistema penal sus opiniones 
previas y arraigadas basadas en la condición de mujeres de las víctimas de violencia de género. Además, en el 
caso de las mujeres pertenecientes a una minoría étnica o inmigrantes, estas opiniones se verán afectadas por 
estereotipos atribuidos a su grupo étnico o a su nacionalidad. 
283 En este sentido ver Kleck (1981), Paternoster (1984), Baldus et al. (1990), Chiricos – Crawford (1995), 
Steffensmeier et al. (1998), Baumer et al. (2000), Lynch – Haney (2000), Spohn – Holleran (2000), Zatz 



129 
 

investigaciones podrían ser relevantes en el ámbito de la violencia en la pareja, por lo que se 

va a abordar brevemente el análisis de las teorías que estudian la incidencia del género y la 

condición de inmigrante o de minoría étnica de las víctimas en la respuesta del sistema 

penal.  

 

Los trabajos realizados bajo las premisas de la teoría del conflicto de raza284 han permitido 

constatar que la etnia de la víctima es un factor relevante en la determinación de la pena, de 

manera que cuando ésta pertenece a una minoría étnica su agresor recibirá una pena menor 

que si la víctima forma parte del grupo mayoritario (Bowers – Pierce, 1980; Kleck, 1981: 

798; LaFree, 1980; Radelet, 1981; Baldus et al. 1983, 1998 y 2002; Gross – Mauro, 1984; 

Paternoster, 1984; Bohm, 1991; Weitzer, 1996; Daly – Tonry, 1997; Kingsnonrth et al., 

1999; Baumer et al., 2000; Eisenberg et al., 2003; Glaeser – Sacerdote, 2003; Paternoster et 

al., 2003; Sundby, 2003; Holcomb et al. 2004). 

 

La teoría del paternalismo y la caballerosidad285 sugiere que cuando las víctimas de delitos son 

mujeres reciben una mayor protección por parte del sistema penal porque los operadores 

jurídicos reflejan los prejuicios sociales que, con base en roles de género, identifican a las 

mujeres con un grupo social necesitado de protección286 (Spohn et al., 1985: 181; Zatz, 

                                                                                                                                          
(2000), Baldus et al. (2002), Glaeser – Sacerdote (2003), Paternoster et al. (2003), Holcomb et al. (2004), Fearn 
– Franklin (2008). 
284 Esta teoría sugiere que los grupos pertenecientes a minorías étnicas, como grupos subordinados dentro de 
la escala social, recibirán una respuesta más severa cuando sean juzgados por el sistema penal y menos 
protección en el caso de ser víctimas de un delito. Esta respuesta diferencial viene justificada por el fin de 
mantener su subordinación dentro del orden social y se produce porque las minorías tienen menor valor 
social y el atentado contra su persona no es percibido como un peligro para la sociedad mayoritaria (Kleck, 
1981; Paternoster, 1984; Baldus et al. 1998; Holcomb et al., 2004). Para un examen más detallado de las 
relaciones entre el sistema penal y los imputados y condenados pertenecientes a minorías étnicas ver Chiricos 
– Crawford (1995), Steffensmeier et al. (1998), Spohn – Holleran (2000), Zatz (2000), Mustard (2001), 
Glaeser – Sacerdote (2003), Fearn – Franklin (2008). Por otra parte, la atención a la incidencia de la etnia de 
las víctimas en la respuesta del sistema penal ha sido reducida, si bien, los resultados obtenidos son 
consistentes al indicar que, en delitos graves como homicidios y delitos sexuales, si la víctima pertenece a una 
minoría étnica, el agresor, independientemente de su etnia, no solo recibe una pena menor (Baumer et al. 
2000; Glaeser – Sacerdote, 2003), sino que además, en aquellos casos en los que es posible, las probabilidades 
de que sea condenado a pena de muerte se reducen (Paternoster, 1984; Lynch – Haney, 2000; Baldus et al. 
2002; Holcomb et al., 2004). 
285 Para un análisis detallado de los conceptos de paternalismo y caballerosidad y sus causas y consecuencias 
ver Daly (1989). 
286 En lo que respecta al trato otorgado a las mujeres delincuentes esta teoría sugiere que éstas reciben 
sanciones más leves que los hombres por la comisión de delitos similares. Sin embargo, esta afirmación varía 
en función de la etnia de las mujeres, de manera que la actitud ‘paternalista’ de los profesionales del sistema 
penal disminuye cuando la mujer pertenece a una minoría étnica (Spohn et al., 1985: 183-184). En este 
sentido, estudios como el de Steffensmeier et al. (1998: 781-782) concluyen que las mujeres negras reciben 
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2000: 518; Curry et al., 2004; Belknap – Holsinger, 2006: 55; Fearn – Franklin, 2008: 282 y 

286). Según diversas investigaciones realizadas el grado de protección varía en función de la 

correspondencia de la mujer con el estereotipo de mujer pasiva, maternal, débil y 

dependiente del hombre, y por tanto, merecedora de protección (Bograd, 1999: 280; 

Holcomb et al., 2004: 882; -883; Belknap – Holsinger, 2006: 55 y ss). Bajo mi punto de 

vista, la mayor o menor correspondencia de una mujer con las expectativas y los roles de 

género podría en ocasiones verse influenciada por factores como la etnia o la clase social, 

pudiendo las mujeres pertenecientes a minorías ser tratadas con un ánimo menos 

proteccionista cuando son víctimas, en comparación con las mujeres pertenecientes al 

grupo mayoritario. 

 

La idea de que las mujeres inmigrantes reciben una respuesta desigual que podría redundar 

en una menor protección por parte del sistema penal puede verse respaldada por los 

postulados de la Focal Concerns Theory. Esta teoría considera que la toma de decisiones de los 

operadores jurídicos se basa en tres cuestiones centrales: la culpabilidad287 del imputado, la 

protección a la comunidad y las implicaciones prácticas de la decisión adoptada 

(Steffensmeier et al., 1993: 438-439 y 1998: 766-768; Steffensmeier – Demuth, 2000: 708-

709 y 2006). En consecuencia, la etnia de las víctimas puede incidir en sus valoraciones al 

afectar a sus apreciaciones sobre las variables mencionadas288 (Baumer et al., 2000; 282-284; 

                                                                                                                                          
penas más graves que las mujeres blancas en todos los rangos de edad, mientras que en el caso de los 
hombres esta diferencia se percibe únicamente cuando son jóvenes.  
287 En la bibliografía analizada el término de culpabilidad utilizado no se corresponde con el concepto de 
culpabilidad en un sentido dogmático-penal, sino que se utiliza en un sentido criminológico, para referirse al 
grado de responsabilidad que, desde un punto de vista subjetivo, le atribuyen los funcionarios del sistema 
penal al imputado, en función de la gravedad del delito, los antecedentes penales o la credibilidad de las partes 
(ver Steffensmeier et al., 1993: 438 y ss). A lo largo de este capítulo se utilizará este concepto en su acepción 
criminológica, siguiendo la terminología utilizada en la literatura de referencia. 
288 Las características de las víctimas – etnia, género, actitud o comportamiento durante el proceso, entre otras 
– podrían afectar a la valoración que hacen los profesionales sobre las variables que determinan la toma de 
decisiones en el sistema penal (Baumer et al., 2000: 298 y ss; Holcomb et al., 2004: 879; Eisenberg et al. 2003; 
Sundby, 2003). La culpabilidad del imputado se valora, entre otros factores, a partir de consideraciones sobre 
la responsabilidad de las víctimas en el delito que pueden verse influidas por su pertenencia a una minoría o 
su condición de inmigrante (Baumer et al., 2000: 284). Así por ejemplo, si se considera que en determinados 
grupos sociales la violencia forma parte de los medios válidos para la resolución de conflictos (Bograd, 1999: 
280-281 y 2005: 31), se puede disminuir el grado de culpabilidad del imputado al atribuir una mayor 
responsabilidad a la víctima en el delito, pudiendo ello incluso afectar a su (des)valor como víctima. Por otra 
parte, el peligro para la comunidad y la necesidad de protección son conceptos relativos que vienen 
determinados por el hecho de que la sociedad se pueda sentir amenazada o insegura, por lo que cuando la 
víctima pertenece a una minoría los jueces pueden entender que el peligro social que representa el delincuente 
es menor que el que representaría si hubiera atentado contra una persona perteneciente al grupo étnico 
mayoritario, asumiendo que la necesidad de protección de la comunidad disminuye al no verse este colectivo 
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Holcomb et al., 2004: 879 y ss). Sería por tanto relevante poder establecer si la etnia de la 

víctima de violencia de género podría tener alguna incidencia en la forma en que los jueces 

y operadores jurídicos valoran su respetabilidad, su credibilidad y su comportamiento en el 

momento de la comisión del delito y a lo largo de proceso, y si ello puede afectar a la 

valoración jurídica del mismo. 

 

Las investigaciones289 realizadas hasta el momento indican que los procesos penales por 

delitos de violencia de género tienen unos rasgos específicos que dan lugar a una respuesta 

diferencial en comparación con los procesos por otros delitos. Esta respuesta, además de 

basarse en cuestiones jurídico-legales –los antecedentes penales de imputado, la gravedad 

de delito cometido, o la existencia de circunstancias agravantes o atenuantes – podría verse 

influida según algunos autores por los posibles prejuicios de los profesionales del sistema 

penal (LaFree, 1980: 842; Spohn et al., 1985; Landry, 1996; Weitzer, 1996; Steffensmeier et 

al., 1998; Tostado, 1998; Zatz, 2000; Glaeser – Sacerdote, 2003; Maxwell et al., 2003; 

Banks, 2004; Pohl et al. 2004; Burguess-Proctor, 2006; Steffensmeier – Demuth, 2006; 

Wortley – Owusu-Bempah, 2009). Teniendo en cuenta el marco teórico descrito procedo a 

analizar las características de los procesos por violencia de género, prestando especial 

atención a cómo afecta a las mismas la condición de inmigrante de las víctimas290. 

 

 

2.1. Rasgos específicos de los procesos penales por violencia de género 

De la revisión de la literatura criminológica291 y las entrevistas realizadas a los profesionales 

del sistema penal se puede extraer que los procesos por violencia de género se caracterizan 

por: a) exigencia de un mayor grado de veracidad para demostrar los hechos, vinculado a la 

                                                                                                                                          
amenazado y reduciendo así la gravedad del delito y la potencial condena (Baumer et al., 2000: 283; Holcomb 
et al. 2004: 879).  
289 Véase Austin – Buzawa (1993), Girardo (1995), Martin – Mosher (1995), Weitzer (1996), Erez – Belknap 
(1998), Bennett – Dutton – Goodman (1999), Baumer et al. (2000), Zatz (2000), Belknap – Hartman (2003), 
Holcomb et al. (2004), Boehnlein (2005), Belknap – Holsinger (2006), Gillis et al. (2006), Fearn – Franklin 
(2008), Wolhuter et al. (2009). 
290 Cabe recordar que, como en el apartado referido al acceso de las mujeres inmigrantes a las justicia, lo que 
se describe a continuación se basa en la literatura comparada, haciendo referencia cuando sea posible a la 
situación que tiene lugar en España en cada caso, atendiendo a los datos disponibles y las entrevistas 
realizadas a los operadores jurídicos en 2009 y 2010 en Barcelona. 
291 Ver Austin – Buzawa (1993), Girardo (1995), Martin – Mosher (1995), Weitzer (1996), Bennett – Dutton – 
Goodman (1999), Baumer et al. (2000), Zatz, (2000), Belknap – Hartman (2003), Holcomb et al. (2004), 
Boehnlein (2005), Gillis et al. (2006), Fearn – Franklin (2008), Mosher (2009). 
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menor credibilidad que se otorga a las víctimas de estos delitos; b) uso del comportamiento 

de las víctimas para valorar la culpabilidad del imputado; c) mayor indulgencia en la 

consideración de los hechos y la pena impuesta; y c) apreciación de la cultura como factor 

relevante para valorar la culpabilidad del imputado y la determinación de la pena. 

 

En primer lugar, se ha afirmado que una vez iniciado el proceso penal, y si se compara con 

otros delitos violentos cometidos por extraños, a las víctimas de violencia de género se les 

exige un mayor grado de veracidad en su relato y una mayor corroboración de los hechos 

(Belknap – Hartman, 2003: 351). Esta mayor exigencia de veracidad puede deberse a la 

desconfianza de los operadores del sistema penal acerca de las pretensiones de las víctimas, 

lo que en el caso de las mujeres extranjeras podría estar influido por la consideración de 

que tras la denuncia se pudiera esconder una intención de obtener la autorización de 

residencia o facilidades para acceder a servicios sociales o ‘beneficios’ administrativos 

(Mosher, 2009: 60). A este respecto cabe indicar que en las entrevistas realizadas a los 

profesionales del sistema penal no fue detectada la desconfianza hacia las víctimas 

inmigrantes en estos términos, si bien sí se pusieron de manifiesto en diversas ocasiones 

asunciones que podrían afectar a su grado de confianza en las víctimas o a la credibilidad de 

su testimonio, como que ‘muchas extranjeras acuden a la justicia con el fin de que la deje en 

paz o que le demos un estirón de orejas mediante una noche o dos en el calabozo’. 

 

Uno de los datos que podría reflejar esta mayor exigencia de veracidad a las víctimas de 

maltrato es el número de absoluciones que se dictan, tomando como marco comparativo el 

porcentaje de sentencias absolutorias dictadas en el resto de tipologías delictivas. Este 

sentido, un mayor porcentaje de absoluciones en delitos por violencia de género podría 

denotar una mayor exigencia probatoria a las víctimas para corroborar sus relatos. En el 

caso de España, según lo expuesto en la Tabla 7, se observa que efectivamente el 

porcentaje de absoluciones dictadas por los Juzgados de lo Penal en delitos de violencia de 

género es aproximadamente 2,5 veces mayor que para el resto de los delitos. Asimismo, se 

aprecia una tendencia a dictar en mayor medida sentencias absolutorias, especialmente en 

casos de violencia de género, en los que se ha pasado de absolver en un 39,84% de los 

casos en 2006, a un 49,84% en 2011. 
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Tabla 7: Resolución de las sentencias dictadas por los Juzgados de lo Penal en función del delito 2005-2011 
  2006 2007 2008 2009 2010 2011 
Violencia Condenatorias 60,16% 55,55% 51,65% 49,93% 50,40% 50,16% 
de género Absolutorias 39,84% 44,45% 48,35% 50,07% 49,60% 49,84% 
Resto de Condenatorias 82,93% 82,13% 81,63% 81,25% 80,99% 80,07% 
delitos Absolutorias 17,07% 17,87% 18,37% 18,75% 19,01% 19,93% 

Fuente: Elaboración propia elaborada a partir de los datos publicados en la web del Consejo General del 
Poder Judicial (programa PC-Axis) 

 

La mayor tasa de absolución en casos de violencia de género se podría explicar 

argumentando que, a diferencia de la mayor parte de ilícitos penales, en este tipo de delitos 

la víctima juega un rol casi determinante en la forma de terminación del proceso. Las 

condiciones de privacidad en las que tiene lugar el delito favorecen que el testimonio de la 

víctima sea en ocasiones la única prueba que sostiene la acusación, y por tanto, en aquellos 

casos en los que éstas deciden no declarar, es más probable que la resolución sea una 

sentencia absolutoria o un archivo de la causa292. Teniendo en cuenta que las víctimas de 

violencia de género pueden acogerse a la dispensa de no declarar recogida en el art. 416 

LECr, es posible que un porcentaje de las absoluciones se deba a que la víctima decide no 

declarar en el proceso. El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer (2007: 132) ha 

indicado a este respecto que entre un 37% y un 62% de las sentencias absolutorias se deben 

a que las mujeres se acogen al art. 416 LECr. Sin embargo, existe aún un porcentaje de 

absoluciones importante que es independiente de la decisión de no declarar de las víctimas, 

que teniendo en cuenta lo indicado por la doctrina internacional (Miedema – Wachholz, 

1998: 26; Gillis et al., 2006), y dada la falta de investigaciones empíricas realizadas en 

España a este respecto, podría quizás deberse a que efectivamente se exige una mayor 

veracidad a su relato y una mayor corroboración de los hechos a fin de dictar una sentencia 

condenatoria.  

 

Según los resultados de la investigación realizada en Barcelona por Bodelón (2012: 214) el 

origen migrante293 de las víctimas tendría un impacto leve en el resultado del 

procedimiento. En su trabajo se afirma que cuando la mujer es española el 30% de los 

                                                
292 Esta circunstancia ha sido puesta de manifiesto en otros trabajos fuera de España (ver Bennett –Dutton – 
Goodman, 1999). 
293 De lo dispuesto por esta autora (Bodelón, 2012: 213-214) no queda claro si sus datos se centran en la 
nacionalidad de las víctimas o en su origen, ya que en utiliza el término ‘mujeres de origen migrante’ y 
‘nacionales’ de forma indistintas.  
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casos se sobreseen, mientras que cuando es extranjera se sobreseen un 31,5%, y que un 

36,7% de los casos en los que la mujer es española finalizan en condena, siendo este 

porcentaje de un 36,1% cuando es inmigrante. Es importante apreciar, sin embargo, que se 

desconoce la sanción impuesta, por lo que a pesar de que las diferencias en lo que respecta 

al sobreseimiento y a la condena sean prácticamente inapreciables, aún se desconoce si la 

pena impuesta varía en función del origen étnico de las víctimas. 

 

Una segunda característica de los procesos penales por violencia de género es el uso del 

comportamiento de las víctimas, tanto en su vida privada como a lo largo del proceso, como una 

herramienta para menoscabar la veracidad de su relato, minimizar el daño producido por el 

delito y valorar la culpabilidad del imputado (Austin – Buzawa, 1993: 610; Weitzer, 1996: 

310; Baumer et al., 2000: 297 y ss; Belknap – Hartman, 2003: 366; Holcomb et al., 2004: 

880; Fearn – Franklin, 2008: 281). Así, se podría afirmar que en delitos de violencia contra 

las mujeres, a diferencia de lo que ocurre en otros delitos, se utiliza tanto la ‘moralidad’294 

como la actitud de la víctima para desacreditarla, haciendo uso de argumentos y prejuicios 

personales y morales para minimizar los daños que la violencia haya podido producir y 

justificar la respuesta violenta del agresor (Baumer et al., 2000: 282 y ss; Zatz, 2000: 534-

535; Belknap – Hartman, 2003: 353).  

 

Respecto al uso de la moralidad de las víctimas como herramienta para la defensa en el 

juicio cabe indicar que, atendiendo a los postulados de la Focal Concern Theory, puede ser 

utilizado por los jueces para valorar la culpabilidad del imputado y para justificar un 

tratamiento más indulgente de los hechos (Lees, 1994: 17 y ss; Baumer et al., 2000: 282-

283; Holcomb et al., 2004: 879; ver en España Asúa, 2010). Ello puede incidir en las 

decisiones que toman los distintos operadores jurídicos a lo largo del proceso: tramitar o no 

la denuncia, los términos en los que se redacta el informe, el delito que finalmente se 

imputa al agresor o la decisión judicial sobre la absolución o la condena, entre otras295.  

 

                                                
294 Cabe recordar que con este término se hace referencia a los juicios de valor que se realizan respecto sobre 
el modo de vida de las víctimas – modo de vestir, trabajo o vida personal, entro otros – y que se basan en 
estereotipos de género (Campbell, 2009: 8). 
295 A este respecto considero que habría que tener en cuenta, en consonancia con lo indicado por algunos 
autores (Fearn – Franklin, 2008: 286; en España ver Monclús, 2008: 190-191), que cada una de estas fases del 
proceso inciden en la toma de decisiones que los operadores jurídicos realizan en las siguientes fases, teniendo 
así los prejuicios un carácter acumulativo. 
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Además, para valorar la culpabilidad del imputado los profesionales también tienen en 

cuenta el comportamiento de las víctimas en el momento de la comisión del delito y a lo 

largo del proceso, pudiendo ello tener una incidencia en la determinación de la pena 

(Eisenberg et al. 2003; Baumer et al., 2000: 301-303; Holcomb et al., 2004: 879-880). A este 

respecto, pueden ser relevantes factores como que la víctima sea consumidora de drogas, su 

participación en el delito, la existencia de provocación por su parte, sus antecedentes 

penales o su actitud ante el delito y ante los profesionales del sistema penal296 (Belknap – 

Hartman, 2003: 366).  

 

Los juicios de valor sobre la actitud de las víctimas y su modo de vida pueden estar 

marcados por estereotipos de género sobre el comportamiento y la apariencia de las 

mujeres (ver en España Herrera et al., 2012; Heim et al., 2012: 148 y ss297). Esta 

circunstancia podría ser problemática en el caso de las mujeres inmigrantes, ya que según 

las investigaciones realizadas en el ámbito comparado estos estereotipos tienden a basarse 

en mujeres blancas de clase media, en los que las mujeres extranjeras o pertenecientes a 

minorías étnicas podrían no encajar (Martin – Mosher, 1995: 10; Bograd, 1999: 280; Zatz, 

2000: 519; Gillis et al., 2006: 1.163; Campbell, 2009: 8; Taft et al., 2009: 50).  

 

Asimismo, la valoración que hagan los profesionales jurídicos puede venir también 

determinada por creencias vinculadas a su etnia, su nacionalidad, su estatus migratorio, la 

barrera idiomática o su condición de inmigrante, entre otras298 (Austin – Buzawa, 1993: 

                                                
296 Aunque en estos trabajos no se controla la incidencia de estas variables en función de la etnia, parece 
necesario analizar estos ítems comportamentales y actitudinales desde una perspectiva interseccional, que 
permita examinar cómo la variable etnia puede determinar otros factores de medición del comportamiento, 
como los antecedentes penales que puedan tener las víctimas, teniendo en cuenta, por ejemplo, la mayor 
criminalización a la que se ven sometidas algunas minorías (Rasche, 1988: 152). Esta mayor criminalización de 
algunos colectivos podría tener como consecuencia, por un lado, que las minorías étnicas tengan con mayor 
frecuencia antecedentes penales, y por otro lado, que las experiencias previas negativas con el sistema penal 
determinen su actitud hacia los profesionales del sistema. 
297 Estas autoras recogen un fragmento de unas de sus entrevistas realizadas a profesionales en la que se 
pueden apreciar estos prejuicios que pueden afectar a su consideración sobre la verdadera condición de 
víctima de violencia de género de la mujer que denuncia: ‘…algo que no cuesta, algo que no cuesta nada 
‘porque él es así, no sé qué… yo que padezco, yo que no sé qué…’ ¡Uy! Está hablando todo el rato de ella, de 
ella, de ella…’ (Heim et al., 2012: 149).  
298 En las entrevistas realizadas se observó que cuando las mujeres extranjeras deciden no denunciar al agresor 
o no declarar en el momento del juicio, los operadores jurídicos utilizan argumentos que reflejan estereotipos 
vinculados con la etnia o la cultura para explicar esta decisión. Así por ejemplo, entre las explicaciones que en 
España se aportan para argumentar por qué las mujeres se acogen al art. 416 LECr están el miedo al agresor, 
el ciclo de la violencia, el largo periodo de tiempo que transcurre hasta que se celebra el juicio o la 
dependencia económica (Consejo General del Poder Judicial, 2006). Sin embargo, cuando los profesionales 
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610; Burman – Chantler, 2005: 71; Baumer et al., 2000: 301 y 304; Fearn – Franklin, 2008: 

281). Estos prejuicios parten de los estereotipos que atribuyen a las personas pertenecientes 

a un grupo comportamientos relativos a la forma de relacionarse, a su carácter o a su rol en 

la sociedad, entre otros (Girardo, 1995: 278). Si estos estereotipos relativos a la etnia de la 

víctima indican que la mujer ha podido ser responsable en su victimización, la culpabilidad 

del agresor podría verse disminuida, así como la credibilidad de la víctima y de su 

testimonio (Baumer et al., 2000: 282; Holcomb et al., 2004: 880). A este respecto, la 

investigación realizada en España por Heim et al. (2012: 151) reconoce la presencia de 

estereotipos relativos a determinados grupos en los discursos de los profesionales jurídicos, 

quienes consideran que la forma de comportarse varía en función de la nacionalidad de los 

imputados y de las víctimas. Asimismo, se observó en las entrevistas realizadas a los jueces 

de violencia de género y abogados cómo la presunción del mayor consumo de alcohol de la 

víctima en función de su nacionalidad sirve para justificar que ella provocó el delito o que 

tuvo parte de responsabilidad en el mismo, lo cual podría determinar el curso del proceso. 

 

Por último, por lo que respecta a los juicios de valor que se realizan sobre el 

comportamiento de las víctimas inmigrantes autoras como Dasgupta (2005: 61) han 

mencionado la incidencia que puede tener la exotización de las mujeres extranjeras en el 

ámbito de las artes – cine, literatura, música o teatro – en los prejuicios sobre determinados 

grupos, y cómo la representación de mujeres latinas y asiáticas como mujeres exóticas, 

amables o serviciales, permite en ocasiones ignorar sus problemas y necesidades a nivel 

institucional, pudiendo verse reflejados estos prejuicios en los procesos penales y en el 

comportamiento de los operadores jurídicos299. 

 

Una tercera característica de los procesos penales por delitos de violencia de género que se 

ha detectado en el ámbito comparado es la mayor indulgencia con la que se tratan estos delitos 

                                                                                                                                          
entrevistados intentan argumentar por qué las mujeres inmigrantes se acogen a este derecho lo enfocan desde 
una perspectiva de culpabilización de las mujeres, atribuyéndoles fines utilitaristas y de venganza, al asumir, 
por ejemplo, que ‘ellas se pensaban que solo iban a darle un susto, pero la justicia no está para eso’, o ‘es 
frecuente que las sudamericanas, que son muy celosas, llamen a la policía solo porque su marido se ha ido con 
otra y se quieren vengar’ o ‘las mujeres extranjeras lo hacen para conseguir papeles o ayudas sociales, y si ya 
los tienen entonces no vienen’.  
299 Asimismo, Burguess-Proctor (2006: 39) afirma que es importante tener en cuenta que la intersección de 
diferentes sistemas de desigualdad puede afectar a cómo actúan los miembros de cada grupo, las 
oportunidades de las que disponen para su inserción social y la forma en que se comportan y se integran en la 
sociedad .  
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y la tendencia de algunos operadores jurídicos a minimizar los daños provocados por el 

maltrato (Miedema – Wachholz, 1998: 24). Esta circunstancia podría tener como 

consecuencia la imputación del acusado por delitos sustancialmente menos graves a los 

denunciados por la víctima y/o la imposición de penas menores a las solicitadas por la 

acusación (Martin – Mosher, 1995: 4; Bennett –Dutton – Goodman, 1999; Gillis et al., 

2006: 1.153). En este sentido, Zorza (1991: 423) expone que en un 90% de los casos las 

heridas provocadas a las mujeres maltratadas son similares a las heridas que sufren las 

víctimas de otros casos que son tratados como delito, sin embargo, según su estudio, la 

mayoría de los casos de violencia de género fueron clasificados como falta.  

 

Esta tendencia a minimizar los daños y tratar de forma más indulgente los delitos por 

violencia de género ha sido atribuida a la falta de credibilidad que se otorga a las víctimas y 

a su relato300. En los procesos en los que la víctima pertenece a una minoría étnica, se 

considera que la mayor indulgencia en la determinación de la pena se puede producir 

también porque los profesionales del sistema penal entienden que el delito estaba amparado 

en prácticas culturales, o porque la víctima, dadas sus circunstancias y su condición de 

inmigrante, no es considerada merecedora de una respuesta más severa (Kleck, 1981: 799-

800; Paternoster, 1984; Zatz, 2000: 534-535; Sundby, 2003; Bograd, 2005: 31). Los efectos 

de esta falta de merecimiento podrían traducirse en una investigación menos exhaustiva301, 

y en última instancia, en la imposición de penas más leves cuando la víctima es extranjera o 

perteneciente a una minoría302 (Weitzer, 1996: 310-311). 

 

En lo que respecta a España también se ha puesto de manifiesto esta minimización de la 

violencia y este tratamiento más indulgente en casos de violencia de género303, 

                                                
300 Sobre la credibilidad del relato de las víctimas en casos de agresión sexual en la pareja ver en España Asúa 
(2010: 93-98). 
301 Uno de los casos más controvertidos sobre el tratamiento de la policía a las minorías fue el caso de 
Stephen Lawrence (para un análisis más exhaustivo al respecto ver Wolhuter et al., 2009: 88 y 98-99).  
302 En este sentido, que la gravedad de la pena impuesta varíe en función de la etnia de la víctima puede 
transmitir a la sociedad la idea de desvalor de las mismas y contribuir a reforzar la posición de sus agresores, 
que pueden sentirse más capacitados para actuar frente a víctimas desprotegidas por el sistema, como ya se ha 
indicado en párrafos anteriores (en España ver Uría, 2009). Asimismo, puede fomentar la desconfianza de las 
mujeres hacia el sistema penal como instrumento válido para resolver la violencia de género (Campbell, 2009: 
7), lo que puede funcionar como una barrera al acceso a la justicia en caso de futuras situaciones de violencia, 
como se ha visto en el apartado anterior. 
303 A este respecto Asúa (2010: 87 y ss) hace una revisión de las sentencias españolas que condenan por 
violación a la mujer en la pareja, indicando que no era infrecuente la apreciación de atenuantes para rebajar de 
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principalmente cuando los operadores jurídicos no consideran los episodios de violencia 

como delitos y los interpretan como una ‘conducta social normalizada’ (Heim et al., 2012: 

134-135). A este respecto, como se ha indicado en el primer capítulo, la reforma aprobada 

por la LO 11/2003, de 29 de septiembre, de Medidas Concretas en Materia de Seguridad 

Ciudadana, Violencia Doméstica e Integración Social de los Extranjeros, supuso que el 

maltrato ocasional en el ámbito de la pareja pasara a considerarse delito (art. 153 CP) con el 

objetivo de evitar que los supuestos de maltrato fueran instruidos de forma automática 

como falta (Antón – Larrauri, 2009). En la Tabla 8 se puede observar que, a pesar de que 

los primeros años de aplicación de la norma parecían responder al objetivo planteado, la 

actividad de los Jueces de Violencia sobre la Mujer ha tendido cada vez más a la imputación 

por la comisión de faltas. Así, en 2005 las faltas tramitadas por los Juzgados de Violencia 

sobre la Mujer suponían un 33,88% del total, mientras que en 2011, tras un aumento 

progresivo, el porcentaje de faltas se situó en un 46,10%, haciendo así reducirse el 

porcentaje de delitos a un 53,90%, comparado con el 66,12% que representaban en 2005. 

Aunque estas cifras no muestran las causas del aumento de las faltas, cabe al menos 

contemplar que, de acuerdo a lo indicado por la literatura comparada citada anteriormente, 

ello pueda deberse a que existe una tendencia a tratar de forma más indulgente los casos de 

violencia de género. 

 

Tabla 8: Porcentaje de faltas y delitos registrados en los Juzgados Violencia sobre la Mujer sobre el total de 
casos registrados (2005 – 2011) 

Año 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 

Total casos registrados  10.094 19.914 19.356 19.826 19.956 19.401 18.893 

Faltas 33,88% 39,12% 40,90% 40,65% 42,83% 44,57% 46,10% 

Delito 66,12% 60,88% 59,10% 59,35% 57,17% 55,43% 53,90% 
Fuente: Elaboración propia elaborada a partir de los datos publicados en la web del Consejo General del 

Poder Judicial 
 

Por otra parte, también se podría valorar el tratamiento más indulgente de este tipo de 

delincuencia teniendo en cuenta el porcentaje de casos instruidos por violencia ocasional 

(art. 153 CP) y por violencia habitual (art. 173 CP). En este sentido, el Consejo General del 

Poder Judicial (2011a) indica que en 2011 el 64% de los casos incoados lo fueron por la 

comisión de delitos del art. 153 CP, frente a un 14% del 173 CP. La tramitación de la 

                                                                                                                                          
la pena, situación que cambió en 2003 con la modificación de la agravante de parentesco para incluir a las ex-
parejas. 
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violencia de género como violencia ocasional podría deberse a que realmente los casos de 

violencia habitual son residuales o no son detectados por el sistema penal, pero también a 

una práctica judicial más benévolo, como ha indicado Amnistía Internacional (2006: 58) y 

como ya habían advertido autoras como Larrauri (2007a: 108), quien consideraba que una 

penalización por parte del legislador que fuera percibida como excesiva por los operadores 

jurídicos podría ser neutralizada por los mismos en la aplicación de la norma.  

 

Para ilustrar la posible indulgencia, cabe recordar los datos presentados en la Tabla 3 

(Capítulo I), según los cuales, en 2011 el 48,84% de las causas tramitadas por los Juzgados 

de Violencia sobre la Mujer fueron sobreseídas, y el 47,76% de las sentencias dictadas por 

los Juzgados de lo Penal fueron absolutorias.  

 

La actividad de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y los Juzgados de lo Penal indica 

que existe una mayor tendencia a tramitar los casos de maltrato como falta, a imputar por 

violencia ocasional en lugar de habitual, y que los procesos finalicen en un alto porcentaje 

en sobreseimiento o absolución. A pesar de que no existen investigaciones empíricas para 

explicar las causas que inciden en la toma de decisión de los jueces en este ámbito, la 

información que transmiten estos datos tiene a mi modo de ver tres consecuencias: 

a) Las sentencias absolutorias pueden contribuir a que los operadores jurídicos valoren 

el proceso como no satisfactorio, al no concluir en una condena. Así lo manifestaron 

quienes expresaban ‘insatisfacción’ con la tramitación de este tipo de delitos, porque con 

frecuencia finalizaban con una absolución por falta de pruebas – ya sea porque la 

víctima se acogía a la dispensa de no declarar o porque se carecía de otros medios 

probatorios – y este resultado se percibía como una respuesta ineficiente por parte del 

sistema. 

b) Incluso cuando el proceso finaliza con una condena, el hecho de que ésta se produzca 

por delitos sustancialmente más leves puede contribuir a minimizar la violencia contra 

las mujeres en el ámbito de la pareja (Bograd, 2005: 31), reafirmando la idea de que la 

conducta violenta no ha sido tan grave. Ello a su vez podría constituir una nueva 

motivación para el agresor para continuar con el maltrato (Belknap – Hartman, 2003: 

352), y para la víctima, para no recurrir al sistema penal como medio para resolver la 

situación de violencia en el futuro (Belknap – Erez, 1998: 254). 
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c) En el caso de las mujeres en situación de irregularidad, la concesión de la autorización 

temporal de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales depende de la 

obtención de una sentencia condenatoria o resolución que indique que han sido víctimas 

de violencia, por lo que aquellas mujeres que no obtengan un fallo en este sentido no 

podrán acceder a los recursos y podrían ser expulsadas por estancia irregular, de acuerdo 

a lo indicado en el art. 31bis LOEx.  

 

Una cuarta característica de los procesos por violencia de género indicada por los trabajos 

empíricos comparados (Girardo, 1995: 276 y ss; Boehnlein, 2005: 336 y ss), es que cuando 

la víctima o ambas partes de la pareja son inmigrantes se tiende a considerar la cultura como 

un factor de medición de la culpabilidad y de determinación de la pena304. Se ha puesto de 

manifiesto que algunos operadores jurídicos pueden tener en cuenta la cultura para 

dimensionar la culpabilidad del agresor cuando se utiliza para explicar la comisión del 

delito, considerándola como eximente o atenuante305 (Dasgupta, 2005: 69; Campbell, 2009: 

8). 

 

De acuerdo a los resultados de los trabajos realizados por Bograd (1999) y más 

recientemente por Macy – Rizo (2011), la cultura de la víctima puede servir también para 

juzgar la conducta y el grado de implicación de las mujeres en el delito. En esta línea, se ha 

afirmado en el ámbito comparado que policías y jueces realizan una valoración de las 

estrategias que las mujeres utilizan para enfrentarse a la violencia que puede perjudicar a las 

víctimas. Esto ocurre por ejemplo en el caso de las mujeres latinoamericanas, a quienes se 

atribuye con más frecuencia respuestas agresivas frente al maltrato (fighting back) como 

estrategia de protección (Macy – Rizo, 2011: 260), lo cual es utilizado por algunos 

operadores jurídicos para minimizar los daños y valorar la implicación o la responsabilidad 

                                                
304 La terminología utilizada para hacer referencia a este fenómeno es ‘cultural defense’, entendido como una 
herramienta que permite a las minorías aportar pruebas con base en su cultura de origen para explicar sus 
actos delictivos (Sikora, 2001: 1.699). Para un estudio más exhaustivo sobre la problemática de tener en 
cuenta la cultura como factor relevante para la determinación de la culpabilidad y de la pena ver Sikora (2001). 
305 La consideración de la cultura como factor que puede explicar comisión del delito tiene lugar por ejemplo 
cuando los profesionales del sistema penal asumen que la violencia en la pareja forma parte de las prácticas 
culturales de determinados grupos (Bograd, 1999: 280-281; Dasgupta, 2005: 69). A este respecto cabe 
recordar la idea expuesta por Bograd (2005: 31) sobre las diferentes formas de negar la victimización de las 
mujeres y minimizar la violencia que sufren. Por su parte Sikora (2001: 1.708-1.709) ha indicado que el uso de 
la cultura como argumento para reducir el daño o neutralizar la victimización puede contribuir al 
mantenimiento o la creación de estereotipos sobre grupos culturales diversos y a su identificación con las 
tradiciones de ‘los inmigrantes’ sin atender a las especificidades de cada grupo. 
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de las mujeres en el delito, a quienes se presenta como combativas y agresoras, o como 

alguien que realmente no necesita o no es merecedora de ayuda (Bograd, 1999: 280; 

Campbell, 2009:7). Una de las consecuencias negativas del uso de estereotipos culturales 

como medio para valorar la actitud de las víctimas es que puede verse afectada su 

protección, en especial en el caso de las mujeres que sufren delitos de género (Sikora, 2001: 

1.709-1.710).  

 

La apreciación de factores culturales por parte de algunos operadores jurídicos también se 

pudo observar en las entrevistas realizadas en 2010, en las que se pudieron constatar 

prejuicios sobre determinados colectivos, como el caso de las mujeres sudamericanas, de 

quienes se consideraba que ‘también pegan…’. Heim et al. (2012), en su estudio realizado 

en Barcelona, también detectaron este aspecto, como puede observarse en el siguiente 

fragmento de entrevista: 

 

El estándar de casos de países latinos es: en el ambiente familiar beben hasta 
reventar sobre todo ellos, pero ellas también, ellas se han liado con el amigo o 
con el vecino, no sé qué tal, se monta la trifulca y hay una agresión incluso 
mutua, los casos de víctima latina con agresor latino hay más imputados 
recíprocos entre ellos que en el resto de casos, tiene muchas connotaciones 
(Heim et al., 2012: 151) 

 

A través de esta creencia observada en las entrevistas se puede percibir cómo los 

estereotipos basados en el origen étnico, en este caso sobre las mujeres latinas – beben, se 

‘lían’ con el amigo o con el vecino, se agreden mutuamente – están presentes en los 

discursos de algunos profesionales del sistema penal. En este sentido, puede considerarse 

que estas percepciones afecten en algún aspecto a su valoración de los hechos y a la 

resolución del caso. Un ejemplo de ello se pudo apreciar en las entrevistas realizadas a los 

Jueces de Violencia sobre la Mujer y los abogados de oficio de las víctimas, en las que los 

entrevistados hacían constar que sus esfuerzos con la comunidad china eran en vano, 

‘porque las chinas, hagas lo que hagas, nunca colaboran’.  
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2.2. Posibles prejuicios de los profesionales sobre la violencia de género 

Una vez expuestos los rasgos específicos de los procesos por violencia de género se 

procede a analizar los posibles prejuicios de los profesionales sobre estos delitos y sus 

víctimas, ya que se considera que podrían contribuir a explicar por qué estos procesos 

tienen ciertas particularidades, al afectar a las actitudes que algunos operadores jurídicos 

tienen hacia la violencia de género. Sin embargo, hay que tener en cuenta que el ejercicio de 

la discrecionalidad y la toma de decisiones de los profesionales del sistema penal puede 

verse influida no solo por los prejuicios que se describen a continuación, sino también por 

otros factores estructurales, culturales y organizativos, que no serán objeto de análisis en 

este trabajo (a este respecto ver Hoyle, 1998: 64-145). 

 

Por lo que respecta a la actitud de los operadores jurídicos hacia los delitos de violencia de 

género, se ha puesto de manifiesto que tradicionalmente algunos profesionales han 

mostrado su desacuerdo y reticencia306 a perseguir este tipo de delitos (Ellis, 1984: 57-58; 

Austin – Buzawa, 1993: 614; Girardo, 1995: 275; Cretney – Davis, 1997: 77; Miedema – 

Wachholz, 1998: 23-24). Esta actitud podría deberse a que pueden identificar la violencia 

de género como un problema privado que ha de resolverse en el ámbito familiar sin la 

intervención del sistema penal (Miedema – Wachholz, 1998: 23). Según lo indicado por la 

investigación comparada, esta consideración sirve como argumento para justificar su 

decisión de no intervenir en la resolución de un conflicto que consideran privado, y a su 

vez, para ignorar la influencia del patriarcado y el carácter estructural de estas conductas 

(Belknap – Hartman, 2003: 351). La resistencia a perseguir delitos de violencia de género 

puede deberse a que en ocasiones los profesionales del sistema penal consideran que este 

tipo de delincuencia no supone una amenaza para el conjunto de la población, por lo que 

no es merecedora de intervención penal, o al menos no de una intervención prioritaria, 

pudiendo ser resuelta desde un orden civil (Ellis, 1984: 60; Cretney – Davis, 1997: 77).  

 

Desde la doctrina se argumenta que las apreciaciones de algunos operadores jurídicos sobre 

los delitos de violencia de género pueden verse afectadas por prejuicios sociales para minimizar 

el conflicto y la gravedad de la violencia (Rasche, 1988: 159; Miedema – Wachholz, 1998: 24). En 

este sentido se ha indicado que en ocasiones los profesionales asumen que este tipo 
                                                
306 Sobre la actitud de la policía en respuesta a situaciones de violencia de género sufridas por mujeres 
inmigrantes y la problemática que éstas enfrentan en dichos encuentros ver Orloff et al. (2003: 70 y ss). 
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violencia es un comportamiento propio de parejas ‘mutuamente conflictivas’, en las que 

ninguna de las partes ha visto vulnerados sus derechos o necesita la protección del sistema 

penal (Belknap – Hartman, 2003: 350; Holcomb et al., 2004: 884), y que además existe una 

cierta responsabilidad de la mujer en el inicio de los actos de violencia, por ejemplo, a 

través de la provocación. Ello podría conllevar una merma de la culpabilidad de la persona 

imputada y un tratamiento más condescendiente por parte de la justicia (Gillis et al., 2006: 

1.152). 

 

El hecho de que los operadores jurídicos minimicen las consecuencias de la violencia con 

base en creencias sociales podría afectar de forma especialmente negativa a las mujeres 

inmigrantes. En este sentido, como se ha indicado, algunos profesionales en ocasiones 

niegan la victimización de determinados grupos a través de estereotipos sociales empleados 

para neutralizar el sufrimiento de algunas personas pertenecientes a minorías étnicas o la 

presunción de que es un tipo de comportamiento normalizado en determinados grupos 

(Bograd, 2005: 31). A través de estos mecanismos los operadores jurídicos podrían asumir 

que en su caso la violencia no es tan grave o que no existe una victimización real que pueda 

requerir y justificar la intervención del sistema penal (Rasche, 1988: 159). 

 

Por lo que respecta a los prejuicios de los profesionales del sistema penal sobre las víctimas 

de estos delitos, diversas investigaciones han destacado que existe un convencimiento de 

que las víctimas de violencia de género tienen una actitud no cooperante que dificulta el trabajo 

de policías, jueces y fiscales307 (Bennett – Dutton – Goodman, 1999: 428; Ptacek, 1999; 

Belknap – Hartman, 2003: 351; Gillis et al., 2006: 1.153). Esto podría ser utilizado como 

argumento para no tramitar o investigar los delitos de violencia de género con la diligencia 

debida, asumiendo que es una pérdida de tiempo iniciar un proceso que finalizará en 

archivo o absolución debido a la falta de cooperación de las mujeres (Belknap – Hartman, 

2003: 351; Campbell, 2009: 7; a este respecto ver en España Heim et al., 2012: 147-148 y 

Rodríguez – Naredo, 2012: 181-182).  

                                                
307 Sobre las causas de la actitud no cooperante de las víctimas y el rol de los profesionales del sistema penal 
en dicha actitud ver Belknap – Erez (1998: 251, 256 y ss). A este respecto cabe indicar que autores como 
Cretney – Davis (1997: 81-82) afirman que parece que una vez iniciado el proceso penal se crea una suerte de 
relación contractual entre la víctima y el sistema penal por la que la víctima estaría obligada a cooperar en la 
investigación del caso. Asimismo, se ha indicado que el propio proceso penal puede funcionar como un 
factor estresante que favorece la no cooperación de las víctimas (ver Bennett – Dutton – Goodman, 1999: 
428 y ss). 
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Este prejuicio se ha detectado también en las entrevistas realizadas a la policía y los jueces, 

quienes a pesar de estar convencidos de que realizan su labor sin la influencia de prejuicios, 

señalaron cuando la víctima decide no declarar se genera en ellos un malestar que se refleja 

en su actitud con las víctimas. Los entrevistados pusieron de manifiesto la sensación de 

engaño ante la actitud de algunas mujeres que no quieren denunciar a su pareja o ratificar 

su declaración inicial, admitiendo que en ocasiones es ‘inútil realizar todo el trabajo’, ya que 

sin la cooperación de la víctima ‘es imposible que el caso prospere’. Como se ha indicado, 

las creencias sobre la menor o mayor colaboración de las víctimas varía en función de su 

nacionalidad, como ocurre en el caso mencionado de las mujeres chinas. 

 

La creencia de que las víctimas de este tipo de delitos no cooperan puede servir al sistema 

penal para explicar lo índices de sentencias absolutorias sin cuestionar la diligencia de los 

profesionales en la instrucción de los procesos por violencia de género o cómo su actitud 

hacia las víctimas puede influir en su grado de cooperación (ver en España Larrauri, 2005: 

166-168). Sin embargo, existen trabajos que constatan el alto porcentaje de casos en los que 

la mujer quiere denunciar y seguir con el proceso o en los que la no colaboración de la 

mujer se debe a que está amenazada por el agresor (Austin – Buzawa, 1993; Erez – 

Belknap, 1998: 261-264), por lo que esta presunción de no colaboración de las víctimas de 

violencia de género debería ser quizás revisada por parte de algunos profesionales del 

sistema penal308. Por otra parte, con base en la creencia de la no colaboración de las 

víctimas se han desarrollado políticas intromisivas que pueden afectar negativamente a la 

capacidad de decisión de las mujeres, como por ejemplo la imposición de medidas de 

alejamiento sin atender a su voluntad. Esta política se ha considerado por algunos autores 

como una respuesta ‘agresiva’ del sistema penal que contribuye a causar un daño emocional 

a las víctimas (Martin – Mosher, 1995: 4 y ss; Pratt, 1995: 85; Mills, 1999: 591; en España 

ver Larrauri, 2007a: 96), y que además puede favorecer su no cooperación. 

 

                                                
308 El grado de cooperación de los ciudadanos con la justicia puede venir determinado por la confianza que 
tienen en el sistema (Worley – Owusu-Bempha, 2009: 448). Así, la desconfianza de las mujeres en la 
intervención del sistema penal podría también contribuir a explicar su grado de cooperación con los 
profesionales del sistema penal. En el caso de las mujeres inmigrantes, puede verse además afectado por la 
barrera idiomática o por barreras culturales (Huey-Long Son, 1992: 710-712; Pohl et al., 2004: 14) que pueden 
impedir o dificultar la comunicación y el entendimiento con los profesionales del sistema penal. Para un 
análisis general de las razones por las que las víctimas inmigrantes no cooperan en los procesos penales ver 
Davis et al. (2001: 189-191). 
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Por otro lado, se ha indicado que algunos operadores jurídicos consideran las víctimas de 

violencia de género hacen un uso abusivo y utilitarista del sistema penal para conseguir 

determinados beneficios, como por ejemplo ventajas en casos de divorcio, venganza, o en 

el caso de las mujeres extranjeras, obtener el permiso de trabajo y de residencia (Gillis et al., 

2006; en España ver Larrauri, 2007b). A pesar de no estar basado en datos empíricos, este 

prejuicio podría favorecer la desconfianza de los profesionales jurídicos hacia las víctimas, 

al considerar que acuden al sistema penal haciendo un uso ilícito e ilegítimo (Belknap – 

Erez, 1998: 251; Ptacek, 1999; Belknap – Hartman, 2003: 352; Mosher, 2009: 59-60). 

 

Un ejemplo de la desconfianza del sistema español hacia las verdaderas intenciones de las 

víctimas extranjeras cuando éstas interponen la denuncia por violencia de género se refleja 

en la ya mencionada Instrucción policial 14/2005, cuya aprobación podría denotar la 

existencia de una presunción de que a través de la denuncia lo que pretenden las mujeres 

inmigrantes es regularizar su estancia en España (Amnistía Internacional, 2005: 9, np. 14; 

Acale, 2006a: 404). Es importante recordar al respecto que no existe ninguna otra circular 

que inste a la policía a que cuando reciba una denuncia por cualquier otro tipo de delito 

averigüe la situación administrativa del denunciante o si tiene pendientes causas de carácter 

administrativo, como es la estancia irregular. 

 

Además de las consideraciones sobre la actitud no cooperante y utilitarista de las víctimas 

de violencia de género, se ha indicado que en ocasiones los profesionales jurídicos tienden 

a restar credibilidad a sus relatos (ver en España Asua, 2010: 93 y ss; Heim et al., 2012: 148). 

A este respecto Miedema – Wachholz (1998: 26) han puesto de manifiesto que la 

credibilidad de las víctimas pertenecientes a minorías étnicas podría verse también reducida 

si forman parte de grupos más frecuentemente identificados con delincuentes o si existen 

prejuicios respecto a su grupo que generan desconfianza a los operadores jurídicos, como el 

expuesto anteriormente sobre la intención utilitarista de las mujeres víctimas de violencia 

de género. 

 

Por último, otro posible prejuicio detectado en el ámbito comparado es la concepción 

devaluada de las víctimas de violencia de género, especialmente de aquellas pertenecientes a 
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minorías étnicas309 (Rasche, 1988: 159). La devaluación de las víctimas de maltrato se refleja 

en los supuestos en los que la violencia en un contexto ajeno al familiar se considera más 

grave que la ocurrida en un contexto doméstico, y por lo tanto, en que en el segundo caso 

las víctimas reciben menos atención que las primeras. Así lo han mostrado algunos trabajos 

en los que se concluye que el vínculo con el agresor tiene una relación inversamente 

proporcional a la gravedad de la pena impuesta, de manera que en casos de violencia, 

cuanto más estrecho es el vínculo entre las partes, menor es la pena acordada (Zorza, 1991: 

423; Kingsnorth et al., 1999: 284 y ss). 

 

Las investigaciones en el ámbito norteamericano indican que los profesionales del sistema 

penal pueden hacer juicios de valor sobre la importancia de la vida y la necesidad de 

protección de las personas en función de su etnia, dando lugar a una devaluación de las 

víctimas pertenecientes a minorías310 (Gross – Mauro, 1984: 107; Rasche, 1988: 159; 

Weitzer: 1996: 315; Zatz, 2000: 518-519; Belknap – Hartman, 2003: 350; Holcomb et al., 

2004: 895). Así, al valorar el peligro que supone para la sociedad atentar contra una víctima, 

lo que se está haciendo de forma indirecta es otorgar un valor a la vida de las víctimas, y en 

ese proceso incide su pertenencia a una minoría étnica o su condición de inmigrante. 

Incluso algunos autores afirman que estos juicios de valor reflejan que sus vidas no son 

dignas de la protección del sistema penal porque se considera que por su condición de 

inmigrantes no merecen o no requieren dicha protección – a través de apreciaciones de 

índole cultural como que están acostumbradas a convivir con la violencia y la delincuencia 

(Rasche, 1998: 159; Zatz, 2000: 518; Sundby, 2003). 

 

 

  

                                                
309 Esta idea de devaluación de las víctimas pertenecientes a grupos sociales minoritarios ya fue formulada por 
autores vinculados a la Teoría del Conflicto de Raza, quienes apuntaban que las víctimas pertenecientes a 
minorías étnicas no recibirían la misma atención y protección que el resto de ciudadanos, e incluso su 
pertenencia a un grupo étnico se podría utilizar para rebajar la pena o absolver a su agresor (LaFree, 1980: 
852-853; Baumer et al., 2000: 284).  
310 A este respecto cabe indicar que la devaluación de las víctimas no se produce únicamente teniendo en 
cuenta la etnia, sino por la intersección de diversos factores, como el sexo, el tipo de delito o la composición 
racial de la comunidad (Zatz, 2000: 509). Así por ejemplo, si en una ciudad el porcentaje de población negra 
es importante, los juicios de valor sobre el peligro social de atentar contra una víctima negra o las 
implicaciones de no castigar este delito son diferentes a los juicios de valor que tendrían lugar si el porcentaje 
de población negra fuera insignificante (Baumer et al., 2000: 285 y 300).  
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3. Consecuencias del proceso penal en las mujeres inmigrantes y su acceso a los 

recursos contemplados en la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de 

Protección Integral contra la Violencia de Género 

Una vez descritas las dificultades para el acceso de las víctimas de violencia de género a la 

justicia y las características de la repuesta del sistema penal, en este apartado analizo las 

consecuencias que tiene para estas mujeres la intervención del sistema penal una vez 

finalizado el proceso, prestando especial atención a las circunstancias específicas de las 

víctimas inmigrantes. En ocasiones el proceso penal puede mejorar en ciertos aspectos la 

vida de las mujeres y facilitar el fin del maltrato, principalmente en aquellos casos en los 

que permite el acceso a los recursos económicos y sociales previstos o cuando responde a 

su objetivo de prevención especial y sirve para que el imputado o condenado desista de 

continuar maltratando a su pareja (Hoyle, 1998: 198 y ss; en España ver Blay, 2013b). Sin 

embargo, el sistema penal puede también posicionar a las víctimas de violencia de género 

en una situación de mayor vulnerabilidad, principalmente cuando la respuesta que reciben 

no se adecúa a sus necesidades o expectativas (Gillis et al., 2006: 1.162-1.163), y de forma 

particular cuando las mujeres son inmigrantes (Martin – Mosher, 1995: 3; Miedema – 

Wachholz, 2000: 302). A continuación se analizan las consecuencias que puede tener la 

intervención del sistema penal para las mujeres inmigrantes víctimas de violencia de género, 

particularmente en los siguientes ámbitos311: la expulsión de su pareja, la expulsión de la 

propia víctima y sus dificultades de acceso a las ayudas reguladas en la LO 1/2004. En cada 

caso se hará referencia a la situación específica de España. 

 

 

3.1. Expulsión de la pareja de la víctima de violencia de género 

La posible expulsión de la pareja como consecuencia del proceso penal puede tener 

también un impacto negativo en la vida de las víctimas. Esta circunstancia se puede 

producir siempre que el imputado sea extranjero, tenga o no regularizada su situación en 

España. Sin embargo, cabe recordar que tan solo un 5,7% de las mujeres españolas que 

                                                
311 No se pretende hacer una enumeración exhaustiva que recoja todas y cada una de las consecuencias que el 
paso por el sistema penal puede tener para las víctimas, dado que el grupo ‘mujeres’ es un grupo heterogéneo 
y sus características y circunstancias varían e inciden en su acceso a la justicia, en la respuesta que el sistema 
penal les ofrece y en las consecuencias que dicha respuesta tiene en estas mujeres. Asimismo, hay que tener en 
cuenta que no todas las mujeres sufren todas las consecuencias que se describen en este apartado, si no que 
en función de sus circunstancias personales y sociales, pueden darse solo algunas de ellas. 
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hicieron uso del servicio de asistencia telefónica indicaron que su agresor era extranjero 

(Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012a: 18), por lo que se podría 

considerar que esta problemática afecta mayoritariamente a las víctimas extranjeras. 

 

En caso de que el agresor disponga de autorización de residencia y de trabajo, la expulsión 

se puede producir por vía administrativa312 en tres supuestos:  

a) Art. 57.2 LOEx: cuando el agresor sea condenado a una pena privativa de libertad 

superior un año.  

b) Art. 57.7.a LOEx: cuando el imputado o procesado por un delito o falta para el que la 

ley prevea una pena privativa de libertad inferior a seis años o de distinta naturaleza 

tenga una orden de expulsión previa, en cuyo caso se solicita al juez que en un periodo 

máximo de tres días decrete su expulsión administrativa. Es decir, el agresor podría ser 

expulsado incluso antes de celebrarse el juicio, por el que por otra parte podría quedaría 

exculpado a través del archivo de la causa. 

c) Art. 31.7.a LOEx: como consecuencia de la no renovación de la autorización de 

residencia por tener antecedentes penales. En este caso, el agresor podría perder la 

situación legal en España e incurrir en una infracción administrativa por residir en 

España de forma irregular, cuya sanción puede ser la expulsión (art. 57.1 LOEx). 

 

Cuando el agresor se encontre irregularmente en España se pueden dar las siguientes 

posibilidades: a) si no es condenado: podría ser expulsado por vía administrativa por 

estancia irregular, en aplicación del art. 57.1 LOEx o en virtud del art. 57.7.a LOEx (ver 

apartado b del párrafo anterior); y b) si fuera condenado: la expulsión podría tener lugar 

por vía penal, a través de la aplicación del art. 89.1 CP. En dicho artículo se recoge la 

posibilidad de sustituir la pena impuesta por la expulsión del territorio a todas aquellos 

extranjeros irregulares que sean condenados a una pena privativa de libertad de hasta seis 

años313, con la pena accesoria de prohibición de entrada en España por un periodo de 5 a 

10 años.  

                                                
312 En este caso la expulsión administrativa va siempre acompañada de la prohibición de entrada en el 
territorio español por un periodo máximo de 5 años, salvo circunstancias excepcionales que aconsejen que 
aconsejen que el periodo de prohibición de entrada se extienda a 10 años (art. 58.1 y 2 LOEx). 
313 En el caso de personas en situación de irregularidad condenadas a penas de más de seis años la expulsión 
tendrá lugar una vez se haya cumplido tres cuartas partes de la condena en una prisión española o cuando 
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La expulsión del agresor puede afectar a la situación económica de las víctimas, 

principalmente si el sostenimiento de la economía familiar depende en todo o en parte de 

los ingresos que aporta el agresor, tanto si la familia se encuentra en España como si se 

encuentra en el país de origen. Asimismo, podría provocar el aumento de las dificultades y 

las presiones para las mujeres cuando la propia familia las culpabiliza por la pérdida de los 

ingresos, pudiendo incluso dar lugar a nuevas victimizaciones314 (Miedema – Wachholz, 

1998: 17; Mehrotra, 1999: 637; Copps –Erez, 2003: 157; Campbell, 2009: 16-17). Por 

último, puede contribuir al deterioro de las relaciones de la víctima con su comunidad, ya 

que como se ha indicado, el hecho de que se produzca una intervención del sistema penal 

en un grupo minoritario y que un miembro de su comunidad sea procesado y expulsado 

puede afectar negativamente a las relaciones de ese colectivo con la sociedad y con el 

sistema penal y favorecer la creación o reafirmación de estereotipos culturales, así como 

una mayor criminalización de su grupo cultural (Raj – Silverman, 2002: 386; Fagan, 2008: 

16-17). 

 

 

3.2. Expulsión de la propia víctima de violencia de género 

La intervención del sistema penal puede tener una consecuencia específica para las víctimas 

extranjeras de violencia de género: su expulsión del territorio español. Como se ha indicado 

en el primer capítulo de este trabajo, el art. 31bis LOEx y los arts. 132 y ss del RD 

557/2011 establecen que aquellas mujeres que se encuentren en una situación de 

irregularidad en España y sean víctimas de violencia de género podrán solicitar la 

autorización de residencia y trabajo por circunstancias excepcionales, que será concedida 

siempre que el proceso penal finalice con una sentencia condenatoria o una resolución de la 

que se deduzca que efectivamente han sido víctimas de violencia por parte de su pareja315. 

Sin embargo, si del procedimiento penal no se pudiera concluir que han sido efectivamente 

                                                                                                                                          
accedan al tercer grado o a la libertad condicional, salvo auto motivado que justifique las razones del 
cumplimiento en España (art. 89.5 CP). Para un análisis más exhaustivo del art. 89 CP ver Escobar (2012). 
314 El rechazo por parte de la familia también puede tener lugar, como se ha indicado, en los casos en los que 
a causa de la expulsión se produzca la ruptura familiar, principalmente en aquellos grupos en los que 
mantener a la familia unida es prioritario (Miedema – Wachholz, 1998: 1; Copps – Erez, 2003: 242; Campell, 
2009: 16; Kulwicki et al., 2010: 733). 
315 A este respecto la Ley de Extranjería indica que en estos supuestos se encuentran el archivo de la causa por 
encontrarse el imputado en paradero desconocido o el sobreseimiento de la causa por expulsión del imputado 
(art. 31.4 LOEx). 
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víctimas de este tipo de violencia, se procederá a incoar o continuar, en caso de que hubiera 

sido suspendido previamente, el expediente sancionador por estancia irregular en España. 

 

Como ya se ha indicado, si se tiene en cuenta la forma de terminación de los procesos por 

violencia de género (véase Tabla 3), se puede observar que, según los datos publicados por 

el Consejo General del Poder Judicial (2011a: 8), en 2011 el 36,6% de los casos instruidos 

por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer fueron sobreseídos, y de los casos que 

llegaron al Juzgado de lo Penal, el 47,47% finalizaron con una sentencia absolutoria. Estas 

cifras nos indican que las posibilidades de obtener una resolución satisfactoria a efectos de 

poder obtener la autorización de residencia y de trabajo por circunstancias excepcionales 

son reducidas, mientras que en este caso las posibilidades de que las víctimas sean 

sancionadas pueden ser considerables. Distinto es que en la práctica la incoación del 

procedimiento sancionador y la expulsión de la víctima tenga efectivamente lugar, 

información de la que por el momento no se dispone. En cualquier caso, es una de las 

posibles consecuencias de la intervención del sistema penal para las mujeres extranjeras en 

situación de irregularidad. 

  

Además, hay que tener en cuenta que la posibilidad de que ante una sentencia absolutoria la 

víctima pueda ser expulsada puede también afectar a las decisiones que ésta pueda tomar 

durante el proceso316. Así por ejemplo, en el caso de que se imponga una pena de 

alejamiento y la mujer decida retomar la relación con su pareja, podría ser imputada como 

cooperadora necesaria de un delito de quebrantamiento de condena317 (Montaner, 2007: 13-

                                                
316 Una de las consecuencias negativas que puede tener la intervención del sistema penal es la anulación de la 
capacidad de decisión de las víctimas, tanto en lo que respecta a la continuación del proceso como a su propia 
vida (Martin – Mosher, 1995: 37; Coker, 2004: 1.332; en España ver Laurenzo, 2008: 356-358). Esta 
consecuencia tiene lugar principalmente en aquellos casos en los que existen políticas de detención obligatoria 
(mandatory arrest) o de imposición imperativa de órdenes de alejamiento (ver Buzawa – Buzawa, 1996; 
Harrell – Smith, 1996), o en los que la persecución de estos delitos sea de oficio, sin tener en cuenta la 
voluntad de la víctima (no drop policies). Para un análisis de las ‘pro-arrest policies’ ver Chesney-Lind (2002). 
Hoyle – Sanders (2000: 26 y 29) indican a este respecto que, según la perspectiva de las víctimas, la 
intervención de la policía por sí sola es irrelevante para la finalización de las prácticas violentas, para lo cual es 
necesario una intervención de carácter social y no únicamente la intervención penal. Para una crítica a estas 
medidas ver Cretney – David (1997) y Mills (1999). Para una crítica respecto del impacto que estas medidas 
pueden tener en las mujeres inmigrantes ver Martin – Mosher (1995) y Coker (2004). Para un estudio reciente 
sobre la existencia de no ‘drop policies’ en casos de violencia de género en España ver Larrauri (2005 y 2007), 
Faraldo (2007), Reneaum (2011) o Martín (2013). 
317 Para un análisis de la jurisprudencia española en este ámbito ver Montaner (2007: 14 y ss), Martínez (2008: 
358 y ss), Fuentes (2009: 123 y ss). Para un análisis de la orden de alejamiento desde una perspectiva procesal 
ver Senés (2008). 
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14; Martínez, 2008: 363). En este caso, si la mujer se encontrase en situación de 

irregularidad y fuera condenada podría ser expulsada en virtud de lo establecido en el art. 

89.1 CP, o bien por vía administrativa, por aplicación del art. 57.7 LOEx. Por otra parte, 

aunque residiera regularmente en España, el hecho de haber sido condenada podría dar 

lugar a su expulsión por vía administrativa, ya que la Ley de Extranjería prevé la posibilidad 

de expulsar a los extranjeros que sean condenados a penas privativas de libertad superiores 

a un año (art. 57.2 LOEx) o no renovar el permiso de residencia a aquellas personas que 

tengan antecedentes penales (arts. 31.7.a LOEx), de manera que la víctima se encontraría 

en una situación de irregularidad sobrevenida que podría conllevar la expulsión del 

territorio (art. 57.1 LOEx). 

 

Si la mujer rechazara la intervención del sistema penal por cualquier circunstancia o no 

quisiera declarar en el proceso penal podría estar favoreciendo que se dictara una sentencia 

absolutoria, lo que en su caso supondría que no podría ‘acreditar’ su situación de víctima de 

violencia de género a efectos de obtener la autorización de residencia y trabajo por 

circunstancias excepcionales, y en su caso, que se pudiera iniciar el procedimiento 

sancionador correspondiente, en atención a lo indicado en el art. 31bis de la Ley de 

Extranjería.  

 
Por último, es importante recordar que oficialmente no se dispone de información respecto 

de si se han producido expulsiones por esta causa318, si bien, como se indicó en el primer 

capítulo de este trabajo, sí se han detectado casos puntuales de víctimas violencia de género 

en los que se ha incoado un procedimiento de expulsión e incluso se ha decretado el 

ingreso de la mujer en un Centro de Internamiento para Extranjeros (ver capítulo I). 

 
 

3.3. Dificultades para el acceso a las ayudas reguladas en la LO 1/2004, de 28 de 

diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género 

El paso de las víctimas de violencia de género por el sistema penal puede suponer un 

debilitamiento de su situación económica, tanto para las propias víctimas como para sus 

familias, no solo por los costes que conlleva el proceso, principalmente en los casos en los 

                                                
318 Sobre la cuestión de si las mujeres víctimas de violencia de género son protegidas o expulsadas por el 
sistema y la intersección entre la normativa de extranjería y de género en Estados Unidos ver Shapiro (2002). 
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que las mujeres no cumplen los requisitos para el acceso a la justicia gratuita319, sino 

también por las consecuencias que el propio proceso penal puede provocar, como la 

pérdida del empleo de la propia víctima o del agresor, sobre todo si resulta en una sentencia 

condenatoria de prisión320. 

 

Con el fin de resolver algunas dificultades económicas que puede conllevar el propio 

proceso, la LO 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la 

Violencia de Género adoptó varias medidas para las víctimas (ver Mateu, 2007). A 

continuación se analiza el acceso de las mujeres inmigrantes a estos recursos, prestando 

especial atención a la situación de aquellas que residen irregularmente en España. 

 

En lo que respecta al acceso a la asistencia jurídica gratuita, el art. 20 LO 1/2004 establece la 

posibilidad de que las mujeres víctimas de violencia de género puedan disponer de este 

servicio desde el primer momento de la intervención penal – en instancia policial – siempre 

y cuando cumplan con los requisitos establecidos. Desde la doctrina (Acale, 2006a: 386) se 

ha cuestionado el acceso efectivo a este recurso en el caso de las mujeres que residen 

irregularmente en España. Según los arts. 2 y 3 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de 

Asistencia Jurídica Gratuita, tienen derecho a este servicio las personas físicas que se 

encuentre residiendo en España y no tengan recursos para litigar, independientemente de 

su situación administrativa. Sin embargo, hasta 2009 la Ley de Extranjería, en consonancia 

                                                
319 Según lo establecido en los art. 2 y 3 de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de Asistencia Jurídica Gratuita – 
reformada en el año 2005 por la Ley 16/2005, de 18 de julio, y recientemente por el RD 3/2013, de 22 de 
febrero, por el que se Modifica el Régimen de Tasas en el Ambito de la Administración de Justicia y el 
Sistema de Asistencia Jurídica Gratuita – tendrán derecho a la asistencia jurídica gratuita ‘los ciudadanos 
españoles, los nacionales de los demás Estados miembros de la Unión Europea y los extranjeros que se 
encuentren en España, cuando acrediten insuficiencia de recursos para litigar’ y ‘litiguen en defensa de 
derechos o intereses propios, o ajenos cuando tengan fundamento en una representación legal’. Respecto a las 
víctimas de violencia de género, indica que no será necesario que acrediten previamente carecer de recursos 
cuando soliciten defensa jurídica gratuita especializada, que en su caso se les prestará de inmediato; si bien, 
hasta la reforma llevada a cabo en 2013, si finalmente no se les reconocía el derecho a la misma, éstas debían 
abonar al abogado y al procurador, en su caso, los honorarios devengados (art. 3.5 de la Ley 1/1996).  
320 A este respecto cabe recordar que las mujeres extranjeras acceden en mayor medida que las nacionales a 
empleos precarios y pocos valorados socialmente en los que el riesgo de perder el trabajo y la dificultad para 
garantizar sus derechos laborales es mayor (Mestre, 2001, 2002, 2004 y 2005a; Parella, 2000 y 2003; Solé, 
2000; Montañés – Moyano: 2006; Cárdenas – Monreal – Pérez, 2008; Solé et al. 2009). Asimismo, en su caso 
las consecuencias de la pérdida del trabajo, tanto propio como del agresor, pueden afectar a las familias en el 
país de origen, que en ocasiones dependen de los envíos de dinero que hacen llegar los familiares inmigrados, 
de manera que el debilitamiento económico tendría en estos casos un mayor alcance. 
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con lo indicado en el art. 2.e de la Ley 1/1996321, solo preveía este servicio para extranjeros 

residentes inmersos en procedimientos administrativos relativos a la entrada, expulsión o 

asilo (art. 22 LOEx).  

 

Para hacer frente a esta situación se modificó el art. 22 la Ley de Extranjería, a través de la 

LO 2/2009, con el fin de que los extranjeros puedan recibir asistencia jurídica gratuita en 

cualquier jurisdicción, no únicamente en procedimientos administrativos, y en los mismos 

términos que los ciudadanos españoles. Sin embargo, como señala Amnistía Internacional 

(2005: 5), aunque se conceda el servicio de asistencia jurídica gratuita a las mujeres 

inmigrantes víctimas de maltrato, no está garantizada la igualdad y la calidad en la respuesta. 

La falta de formación de los abogados de oficio en materia de extranjería podría ser un 

problema para el acceso a la información y a la justicia de estas mujeres, que por sus 

circunstancias específicas, necesitan conocer sus derechos no solo como víctimas de 

violencia de género, sino como extranjeras, y en ocasiones irregulares.  

 

Por último, debe considerarse que en el art. 22 LOEx se reconoce el derecho a asistencia 

jurídica gratuita únicamente a los extranjeros que sean parte en el proceso, por lo que en los 

casos en los que la mujer decida no constituirse como parte en el proceso, por ejemplo en 

los casos en los que comparezca únicamente como testigo, según la regulación de 

extranjería, no tendría acceso al ejercicio de este derecho. Por el contrario, la reforma de la 

Ley de Asistencia Jurídica, llevada a cabo por el RD 3/2013322, reconoce este derecho a 

todas las víctimas de violencia de género independientemente de su situación 

administrativa, por lo que cabría asumir, al menos en el plano normativo, que actualmente 

todas las mujeres víctimas de este tipo de delincuencia tienen prevista la asistencia jurídica 

gratuita.  

                                                
321 Este artículo hace referencia al acceso de los extranjeros a la asistencia jurídica gratuita. A este respecto se 
indica que tendrán derecho a la asistencia letrada y a la defensa y representación gratuita a este recurso en el 
orden contencioso-administrativo, así como en la vía administrativa previa, siempre que acrediten 
insuficiencia de recursos para litigar en los procedimientos relacionados con la denegación de su entrada en 
España, su devolución o expulsión del territorio español, y en todos los procedimientos en materia de asilo 
(art. 2.e Ley 1/1996). 
322 El RD 3/2013, de 22 de febrero, añade un apartado al art. 2 de la Ley 1/1996, en el que indica que ‘con 
independencia de la existencia de recursos para litigar, se reconoce el derecho de asistencia jurídica gratuita, 
que se les prestará de inmediato, a las víctimas de violencia de género, de terrorismo y de trata de seres 
humanos en aquellos procesos que tengan vinculación, deriven o sean consecuencia de su condición de 
víctimas…’. Asimismo, no se requerirá a las víctimas que se personen como parte en el proceso, sino 
únicamente cuando ‘se formule denuncia o se inicie un procedimiento penal’. 
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La LO 1/2004 recoge en los arts. 21 y 22 los derechos laborales y de Seguridad Social de las 

víctimas que son trabajadoras en el mercado formal y de aquellas que por sus condiciones 

pueden solicitar la prestación por desempleo. Así, aquellas que se encuentran trabajando en 

economía sumergida o en una situación laboral de irregularidad no tendrán derecho, a 

ninguno de estos beneficios.  

 

Uno de los derechos laborales323 reconocidos en la LO 1/2004 a las trabajadoras que sean 

víctimas de maltrato y que afecta de forma particular a las mujeres extranjeras es la 

movilidad geográfica, es decir, el derecho a que su empleador, en la medida de lo posible, 

garantice el mismo puesto de trabajo en un área geográfica diferente, siempre que así lo 

solicite la víctima. A este respecto, la Ley de Extranjería indica que los extranjeros que 

tengan autorización inicial de residencia y trabajo podrán ejercer su profesión en un área 

que no excederá en ningún caso la Comunidad Autónoma324. Por tanto, en el caso de las 

víctimas extranjeras que tengan una autorización de residencia inicial, este derecho a la 

movilidad laboral estaría limitado por la aplicación de la Ley de Extranjería, que no 

establece a este respecto ninguna excepción para las mujeres que sufren violencia de 

género. Es importante destacar que, aunque el legislador no ha previsto esta circunstancia 

en el caso de las trabajadoras que tengan su autorización de residencia y trabajo por cuenta 

propia o ajena o por reagrupación familiar, sí la ha tenido en cuenta para los casos de 

mujeres en situación de irregularidad administrativa. En su caso, se prevé que siempre que 

obtengan la autorización temporal de residencia y trabajo temporal por circunstancias 

excepcionales, podrán trabajar en cualquier sector de actividad o ámbito territorial (art. 133 

RD 557/2011).  

 

La Ley Integral repara en la necesidad favorecer el empleo de las víctimas de violencia de 

género, para lo que propone la elaboración de un programa específico dentro del ‘Plan de 

Empleo del Reino de España’ (art. 22 LO 1/2004). Estas medidas concretas dirigidas a las 

víctimas de maltrato son accesibles únicamente para aquellas que ‘estén inscritas como 

                                                
323 Entre los que se encuentra la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, la suspensión de la 
relación laboral con reserva de puesto de trabajo o el cambio de centro de trabajo, entre otros. 
324 Regulado en el art. 37.2 LOEx, para los permisos de trabajo por cuenta propia, y en el art. 38.5 LOEx, 
para los permisos de trabajo por cuenta ajena. En este último caso se prevé la excepción a esta limitación en 
función de lo que indiquen las leyes, pero en el caso de las mujeres víctimas de violencia de género no se ha 
realizado ninguna precisión ni en el reglamento de desarrollo de la LOEx (RD 557/2011) ni en la LO 1/2004. 
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demandantes de empleo’, lo cual impide a las mujeres en situación irregular acceder a este 

derecho, ya que no cabe la posibilidad de que se inscriban como demandantes de empleo 

mientras carezcan de autorización de residencia y de trabajo. Esta circunstancia se ha 

resuelto con la reforma de la LOEx llevada a cabo por la LO 2/2009, en la que se prevé la 

concesión de un permiso de residencia y de trabajo provisional, para el tiempo que dure el 

proceso, siempre que la víctima obtenga una orden de protección a su favor o informe 

favorable del Ministerio Fiscal y solicite la autorización de residencia por circunstancias 

excepcionales (art. 31bis LOEx). Esta nueva regulación permite, al menos de forma 

temporal, que la mujer que se encuentre en estas circunstancias pueda inscribirse como 

demandante de empleo y acceder a los derechos asociados a este requisito.  

 

A este respecto, si se tienen en cuenta los datos aportados por el Ministerio de Igualdad 

(2009a: 6 y ss) se puede observar que, a pesar de que las mujeres inmigrantes representan 

alrededor de un tercio de las denuncias por violencia de género325 (véase Tabla 4), tan solo 

el 13,7% de los contratos bonificados suscritos por mujeres víctimas de violencia entre 

enero de 2003 y mayo de 2008, lo fueron por trabajadoras extranjeras. A pesar de no existir 

datos sobre el porcentaje de mujeres que solicitan el acceso a estos contratos ni sobre su 

situación administrativa, se puede al menos afirmar que las mujeres inmigrantes están 

infrarrepresentadas, respecto del porcentaje de mujeres que denuncian, en el acceso a los 

contratos bonificados. Ello se podría explicar con tres argumentos: a) no cumplen los 

requisitos establecidos para el acceso a estas ayudas, por lo que no pueden ni siquiera 

solicitarlas – por ejemplo en el caso de trabajadoras en economía sumergida o residentes en 

situación administrativa irregular; b) no reciben la información necesaria sobre estas ayudas 

y desconocen que puedan ser beneficiarias de este derecho; o c) las solicitan pero no se las 

conceden.  

 

Además de los derechos jurídicos y laborales descritos hasta el momento, la LO 1/2004 

prevé el acceso a recursos económicos específicos para mujeres víctimas de violencia de género (art. 

                                                
325 Sería quizás más correcto comparar el porcentaje de mujeres que accede a estos recursos con el porcentaje 
de las que obtienen una orden de protección o sentencia condenatoria, ya que según el art. 23 LO 1/2004 es 
lo que se exige para acceder a los recursos. Sin embargo, no se dispone de esa información. Únicamente se ha 
publicado por el Consejo General del Poder Judicial (2011a: 10) que el 34% de las mujeres que solicitan una 
orden de protección son extranjeras, pero no se indica en ningún momento el porcentaje de extranjeras a las 
que se les concede dicha orden. 
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27). Así, se contempla una ayuda económica que equivaldrá a seis meses de subsidio por 

desempleo y podrá ser solicitada por las víctimas con rentas inferiores al 75% del salario 

mínimo interprofesional, o aquellas que, estando desempleadas, obtengan un informe del 

Servicio Público de Empleo en el que se indique la dificultad de la mujer para encontrar 

trabajo. Estos requisitos impiden a aquellas víctimas que no están inscritas en el Servicio 

Público de Empleo acceder a estas ayudas, por lo que las mujeres que no disponen de una 

autorización para trabajar o las que se encuentran en una situación de irregularidad en 

España no podrán solicitarlas hasta que no obtengan dicha autorización o dispongan de un 

contrato laboral formal.  

 

La falta de previsión específica para este colectivo implica que la situación administrativa 

aún continúe suponiendo una traba para el acceso efectivo a los recursos (Acale, 2006a: 

382-385)326. El Consejo Económico y Social (en Amnistía Internacional, 2007a: 22-23) 

reconoce de forma explícita que las mujeres inmigrantes en situación irregular no acceden 

en la práctica a las ayudas económicas previstas en la LO 1/2004 ni a las ayudas genéricas, 

como por ejemplo la Renta Activa de Inserción327 (RAI), debido a la exigencia de requisitos 

‘imposibles’ de cumplir, como estar inscrita como demandante de empleo (Acale, 2006a: 

382-385; Ministerio de Igualdad, 2009b: 291-292; Naredo, 2009). Esta misma idea se 

confirma en los datos publicados en el Plan de Atención y Prevención de la Violencia de 

Género en la Población Extranjera Inmigrante 2009-2012, según los cuales del total de 

ayudas sociales reconocidas entre enero de 2006 y el 31 de mayo de 2008 al amparo del 

artículo 27 LO 1/2004, el 14,9% fueron concedidas a mujeres inmigrantes (Ministerio de 

Igualdad, 2009a: 6), a pesar de que como se ha indicado aproximadamente un 35% de las 

denuncias son presentadas por extranjeras.  

                                                
326 Larrauri (2003: 279) ya destacó que la ‘exigencia de requisitos formales’ podía operar como un obstáculo 
en el acceso a la justicia. Si bien esta autora se refería a las víctimas de violencia de género en general, se 
puede observar en este caso cómo esta barrera opera de forma específica en las mujeres inmigrantes. 
327 El acceso a la Renta Activa de Inserción se regula por el RD 1369/2006, de 24 de noviembre, que prevé 
que las víctimas de violencia de género acreditadas por la administración, que no convivan con el agresor, 
estén inscritas como demandantes de empleo, no tengan derecho a prestación por desempleo o renta agraria y 
carezcan de rentas superiores al 75% del salario mínimo interprofesional, puedan optar a esta ayuda. Además 
se prevé que aquellas víctimas que hayan tenido que cambiar obligatoriamente de residencia en los 12 meses 
anteriores a la solicitud de la RAI o durante su concesión puedan recibir un pago suplementario equivalente a 
tres meses de RAI. En el RD 1369/2006 no se hace ninguna referencia expresa a las mujeres extranjeras o a 
su situación administrativa, sin embargo, el requisito de ser demandante de empleo o de ser víctima acreditada 
por la administración puede suponer un obstáculo para estas mujeres, por las razones que ya se han expuesto 
a lo largo de este trabajo.  
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El legislador contempla en el art. 21 LO 1/2004 el acceso de las víctimas de violencia de 

género a recursos sociales ‘de atención, de emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación 

integral’, ofrecidos por entidades autonómicas y locales, para garantizar la protección, 

asistencia y prevención de la violencia, principalmente a través de: programas de inserción 

sociolaboral, acceso a la vivienda pública e ingreso en una casa de acogida (art. 19 LO 

1/2004). A este respecto algunas autoras (Caro, 2003; Acale, 2006a: 386) han subrayado las 

dificultades de las mujeres inmigrantes para el disfrute de estas medidas.  

 

El acceso a las ayudas relativas a la inserción sociolaboral se regula en el RD 1917/2008, de 

21 de noviembre, por el que se Regula el Programa de Inserción Sociolaboral para Mujeres 

Víctimas de Violencia de Género. En su art. 1 se exige una vez más que las víctimas estén 

inscritas como demandantes de empleo en los Servicios Públicos de Empleo, o en su 

defecto, que estén incorporadas al Programa de RAI por ser víctimas de VG328. En este 

programa específico de empleo no se prevé ninguna medida concreta para las mujeres 

extranjeras, salvo en lo que respecta a la necesidad de que los programas de inserción 

laboral, que se llevarán a cabo por las Comunidades Autónomas, tengan en cuenta las 

necesidades específicas de determinados grupos, como puede ser el idioma. Por lo tanto, en 

la práctica, las mujeres extranjeras en situación de irregularidad administrativa se enfrentan 

a las mismas dificultades que encuentran para acceder a las ayudas descritas anteriormente, 

ya que el hecho de no estar inscrita en el Servicio Público de Empleo impide el ejercicio de 

este derecho reconocido en la LO 1/2004.  

 

Otra medida de carácter social prevista por la LO 1/2004 es el acceso a una vivienda 

pública, a la que tendrán prioridad las mujeres víctimas de violencia de género ‘en los 

términos en los que determine la legislación aplicable’ (art. 28 LO 1/2004). El régimen de 

vivienda pública está regulado actualmente en el Plan Estatal de Vivienda 2009-2012 (PEV) 

aprobado por RD 2066/2008, en el que se establecen los criterios generales para la 

                                                
328 Asimismo, con el objetivo de incentivar la contratación de las víctimas de violencia de género se prevé la 
bonificación para aquellas empresas que contraten a víctimas de violencia de género. Esto implica que las 
mujeres extranjeras que pueden optar a este beneficio son las que tienen su situación regularizada con un 
permiso de trabajo, ya que las empresas no podrán contratar a las personas que se encuentren en una 
situación de irregularidad administrativa o no tengan una autorización para trabajar en España. 



158 
 

solicitud, que posteriormente se gestiona a nivel autonómico329. Por tanto, el ejercicio 

efectivo de este derecho depende en última instancia del lugar de residencia de las víctimas. 

En el PEV se hace una única referencia a las mujeres víctimas de violencia de género al 

establecer que éstas pueden ser beneficiarias de las ayudas recogidas en el mismo, siempre y 

cuando cumplan los requisitos generales establecidos en dicho plan y en la Comunidad 

Autónoma correspondiente (art. 1.2.e PEV), entre los que se encuentran los siguientes: no 

ser propietarios de ninguna otra vivienda, estar inscritas como demandantes de vivienda 

pública, y disponer de ingresos familiares mínimos y no superar los máximos (art. 3 PEV). 

 

Dos aspectos pueden dificultar el cumplimiento del requisito de estar inscrito como 

solicitante de ayudas de vivienda pública en el caso de mujeres extranjeras: en primer lugar, 

es necesario estar empadronado en la ciudad en la que solicitas la vivienda, y en segundo 

lugar, se ha de cumplir con unos ingresos mínimos demostrables a través de la declaración 

del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas330. En cuanto al primer aspecto, a pesar 

de que cualquier persona, independientemente de su situación administrativa, tiene derecho 

a empadronarse en su lugar de residencia331, si se tienen en cuenta las últimas reformas 

llevadas a cabo en materia de Extranjería332, es posible que las personas en situación 

irregular decidan no empadronarse por el temor a que a través del padrón la policía pueda 

conocer su situación de irregularidad y proceder a su expulsión. En lo que respecta al 

segundo aspecto, aquellas personas que estén trabajando en la economía sumergida, que no 

tengan autorización de trabajo o que a pesar de trabajar en la economía formal no lleguen a 

los ingresos mínimos exigidos, no podrán responder al requisito relativo a los ingresos 
                                                
329 La especial atención a las víctimas de violencia de género se encuentra en la regulación que llevan a cabo 
las Comunidades Autónomas, que son quienes gestionan y tramitan la concesión y adjudicación de las 
viviendas. Así por ejemplo, en el caso de Cataluña, el Decreto 13/2010, de 2 de febrero, del Plan para el 
Derecho a la Vivienda del 2009-2012, establece algunas especificidades para las mujeres víctimas de violencia 
de género y otros colectivos vulnerables, normalmente tendientes a flexibilizar los requisitos de acceso (art. 
5.b y 24) y a otorgar mayores ayudas económicas para el pago de la entrada de la vivienda (art. 30.2). 
330 Véase por ejemplo la web de la Oficina de Vivienda de Barcelona: 
https://w30.bcn.cat/APPS/ofhreghabitatge/paginas/ShowPagina.do?idPagina=3 
331 A este respecto cabe indicar que a pesar de no existir datos publicados al respecto, organismos como SOS-
Racismo han constatado que una parte importante de las quejas que recibe su Servicio de Atención y 
Denuncia en Barcelona se debe a la dificultad o impedimento que encuentran algunos extranjeros para 
efectuar el empadronamiento en determinados municipios de Cataluña, a pesar de cumplir los requisitos 
legales establecidos a tal efecto (Alicia Rodríguez, coordinadora del Servicio de Atención y Denuncia de SOS-
Racismo Catalunya, comunicación personal, 22 de noviembre de 2012). 
332 La reforma de la LOEx llevada a cabo por la LO 2/2009 facilita el acceso policial al padrón municipal con 
el fin de ejercer un control sobre los flujos migratorios. A este respecto ver la STC 16/2013, de 31 de enero, 
publicada en el Boletín Oficial del Estado, número 49, de martes 26 de febrero de 2013 (p. 99 – 141). 
Consultada el 27 de junio de 2013: http://www.boe.es/boe/dias/2013/02/26/pdfs/BOE-A-2013-2167.pdf 
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mínimos para el acceso a la vivienda pública, aunque sean víctimas de violencia de género. 

En este sentido, si se tienen en cuenta las condiciones de acceso de las mujeres extranjeras 

al mercado laboral y las condiciones en las que desempeñan sus trabajos, sobre todo 

aquellas que trabajan en el ámbito doméstico y del trabajo sexual, se podría contemplar que 

estas mujeres tendrán mayores dificultades para poder cumplir o demostrar este requisito. 

 

Por último, el acceso a casas de acogida también está regulado a nivel autonómico, por lo 

que pueden existir tratamientos diferenciados en función del lugar en el que se resida la 

víctima (Acale, 2006a: 386). A pesar de que no existen datos respecto de las condiciones de 

acceso a las casas de acogida, existe constancia de que en algunos casos se ha restringido el 

ingreso en función de la situación administrativa de la víctima, al denegar este servicio a 

mujeres por no tener el permiso de residencia333. Es importante mencionar que a pesar de 

que se garantice el acceso efectivo a las casas de acogida, es necesario que su 

funcionamiento esté adaptado a las necesidades de las mujeres, teniendo en cuenta sus 

especificidades culturales e idiomáticas (Amnistía Internacional, 2005: 5; Kulwicki, 2010: 

729). La falta de adecuación de las casas de acogida, por ejemplo en lo que respecta a la 

previsión de servicios de mediación cultural o de interpretación, puede dar lugar a que 

finalmente las mujeres no obtengan la ayuda necesaria para poner fin a la violencia o que 

simplemente decidan no hacer uso de este servicio por la falta de adaptación a su 

problemática específica (ver en el ámbito internacional Bent-Goodley, 2005; Donnelly et 

al., 2005; Kulwicki, 2010).  

 

 

  

                                                
333 Información facilitada por la Dra. Ruth Mestre i Mestre (A Coruña, 20 de enero de 2010). Casos similares 
se han detectado en EEUU, en los que se exigía un nivel determinado de inglés o ser residente legal en el país 
para acceder a una casa de acogida (Raj – Silverman, 2002: 386). 
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CAPÍTULO IV. BARRERA IDIOMÁTICA Y DERECHO A LA INFORMACIÓN 

DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO: EL SERVICIO DE 

INTERPRETACIÓN EN EL SISTEMA PENAL   

 

A lo largo de este trabajo se ha indicado que las mujeres inmigrantes sufren 

aproximadamente tres veces más violencia de género de lo que correspondería a su 

representación en la sociedad (véase capítulo II). Asimismo, se ha puesto de manifiesto la 

relevancia de la barrera idiomática como uno de los principales factores que aumentan las 

dificultades para acceder a la información y para comunicarse, tanto con la sociedad en 

general, como con el sistema penal en particular (ver Abraham, 1995; Perry et al., 1998; Bui 

– Morash, 1999; Perilla, 1999; Dutton et al., 2000; Raj – Silverman, 2002; Menjívar – 

Salcido, 2002; Bui, 2003; Amnistía Internacional, 2005, 2007 y 2008; Parmar – Sampson, 

2005; Federación de Mujeres Progresistas, 2007). A pesar de esta constatación apenas se 

han realizado trabajos específicos respecto de la respuesta del sistema penal en casos de 

víctimas con barrera idiomática334. 

 

En este capítulo se analiza la problemática de las mujeres extranjeras que son víctimas de 

violencia de género y que desconocen el idioma 335. En concreto se estudia cómo se 

garantiza en su caso el derecho a la información a lo largo del proceso penal. Los objetivos 

específicos son:  

a) Determinar en qué medida el derecho a la información se garantiza en casos de 

víctimas con barrera lingüística, de manera que estas mujeres puedan recibir la 

información correcta y necesaria sobre los recursos que tienen a su alcance para 

                                                
334 Únicamente se han conseguido encontrar en Estados Unidos dos informes, del Nacional Centre for State 
Courts (Abraham et al., 2006) y de la National Latino Alliance for the Elimination of Domestic Violence 
(Medina – Vasquez, 2004), y algunas aportaciones dentro del informe Battered Women’s Justice Project 
(Ham, 2004). Ver también Copps – Erez (2003: 159-160). En España se han realizado trabajos a este respecto 
pero desde el ámbito lingüístico (Molina, 2006). 
335 Como se ha indicado, la extranjería es un concepto jurídico que viene determinado por la nacionalidad, de 
manera que serán extranjeras todas aquellas mujeres que no tengan nacionalidad española. Sin embargo, el 
concepto ‘inmigrante’ es un concepto sociológico que tiene una connotación negativa, y sirve para definir a 
las mujeres que llegan a España procedentes de países pobres o en vías de desarrollo, con un proyecto 
económico y unas necesidades laborales específicas. La barrera idiomática tendría lugar por tanto en el caso 
de mujeres extranjeras, aunque no necesariamente inmigrantes, que no pueden comunicarse y/o que no 
entienden castellano. El objeto de análisis de este capítulo es la respuesta del sistema penal a víctimas de 
violencia de género que tienen una barrera idiomática, independientemente de si éstas son o no inmigrantes. 
Si bien, como se puso de manifiesto en la Introducción de este trabajo, se puede considerar que la mayoría de 
mujeres extranjeras que entran en contacto con el sistema penal español son mujeres inmigrantes. 
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poner fin a la situación de violencia, los derechos de los que son beneficiarias como 

víctimas de este tipo de delitos y las consecuencias del proceso penal, especialmente 

por lo que respecta a su situación administrativa y en su caso la de sus hijos y el 

agresor. 

b) Averiguar si se garantiza la asistencia de un intérprete a lo largo del proceso penal y 

las condiciones de la misma. 

 

Para ello se realiza en primer lugar una síntesis teórica de la regulación normativa y el 

contenido del derecho a la información, prestando especial atención a las circunstancias 

específicas de las víctimas de violencia de género, y en un segundo apartado se exponen los 

resultados obtenidos en un estudio exploratorio llevado a cabo en Cataluña, respecto de la 

asistencia del intérprete a mujeres que tienen una barrera idiomática. 

 

El análisis de la información que se ofrece a las víctimas de violencia de género336 con 

barrera idiomática es conveniente por tres razones. En primer lugar, existe un derecho a la 

información que, como se indicará a lo largo del primer apartado, ha sido reconocido a las 

víctimas de delitos, tanto a nivel nacional como europeo. La información ofrecida a las 

personas que han sufrido un delito ha sido considerada una herramienta básica para 

garantizar los derechos fundamentales de defensa y de tutela judicial efectiva (Martín, 2012: 

59 y ss), reconocidos en el art. 24 de la Constitución Española (CE), por lo que se estima 

relevante conocer si el sistema penal garantiza este derecho a las mujeres que no entienden 

el idioma del país de acogida.  

 

En segundo lugar, las instituciones públicas han manifestado un especial interés en lo que 

respecta a la regulación, el contenido y la garantía del derecho a la información en el caso 

específico de las víctimas de violencia de género. En el ámbito internacional se puede ver 

recogido en los artículos 10, 14 y 16 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer (1979), así como en el punto 35 de la 

Declaración y Plataforma de Acción de Beijing (1995). Por su parte, en el ámbito nacional 

                                                
336 Cabe recordar que, tanto en el ámbito internacional como en el ámbito europeo, los textos institucionales 
utilizan el término ‘violencia de género’ para referirse a la violencia que se ejerce contra las mujeres por el 
hecho de ser mujeres, incluyendo por tanto todas las manifestaciones de violencia por razón de género, al 
contrario que en España, donde la LO 1/2004 utiliza ese mismo término para hacer referencia a la violencia 
ejercida por el hombre contra su mujer pareja o ex-pareja. 
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esta preocupación se ha puesto de manifiesto en el Plan Nacional de Sensibilización y 

Prevención de la Violencia de Género 2007-2008, en el que se reconoce la especial 

vulnerabilidad de las mujeres inmigrantes y se prevé la elaboración de folletos informativos 

y guías en varios idiomas. Asimismo, en el Plan de Atención y Prevención de la Violencia 

de Género en la Población Extranjera Inmigrante 2009-2012, se insiste en la importancia 

de la información de calidad como medio para que la prevención y los recursos lleguen a 

todas las víctimas, y se indica como uno de los objetivos concretos ‘ofrecer la información 

sobre violencia de género en el formato adecuado’337.  

 

Por último, hay que tener en cuenta las consecuencias negativas que puede tener para las 

víctimas el hecho de no disponer de información sobre el proceso penal y los recursos. En 

este sentido, principalmente en el ámbito norteamericano (Abraham, 1995: 461-462; Lee, 

2000: 219 y 226; Menjívar – Salcido, 2002: 903; Raj – Silverman, 2002: 374; Bui, 2003: 225-

226), y también en España (Gaspar, 2003: 47; Amnistía Internacional, 2005 y 2007), se ha 

puesto de manifiesto que una vez que las mujeres han accedido al sistema penal la barrera 

idiomática impide o dificulta: a) la recepción de información sobre su funcionamiento; b) el 

conocimiento y el acceso a los diferentes recursos; y c) la comprensión del relato de la 

víctima por parte de los profesionales, obstaculizando que se evalúe con precisión el 

alcance de la situación de violencia que sufren las mujeres y mermando la eficacia de su 

trabajo. Así, se ha considerado que la desinformación es lo que produce una mayor 

insatisfacción a las víctimas dentro del marco del proceso penal, por lo que no únicamente 

puede dar lugar a una reducción de la eficacia del trabajo policial y judicial, sino que 

también puede provocar un malestar en las víctimas (Shapland, 1996: 213, citado en Martín, 

2012: 59). 

 

Expuesto el reconocimiento del derecho a la información y la importancia de llevar a cabo 

un análisis más exhaustivo al respecto, se analiza a continuación su estatuto jurídico, el 

                                                
337 Este objetivo se concretó con la edición de folletos en varios idiomas – rumano, ruso, búlgaro, árabe, 
chino, francés, inglés, con posibilidad de ampliación a otros idiomas –, y con la puesta a disposición de las 
víctimas en su idioma materno los impresos básicos de la denuncia – principalmente los relativos a la orden 
de protección y a los derechos de las víctimas. Asimismo, el derecho a la información de las mujeres con 
barrera idiomática se ha intentado garantizar con la creación de una línea telefónica, disponible en 54 idiomas, 
a través de la cual las mujeres víctimas o personas implicadas en un proceso de violencia – familiares o 
testigos, entre otros – pueden hacer uso de este recurso para informarse sobre los procedimientos a seguir, 
sus derechos y otros recursos disponibles. 
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alcance y contenido de este derecho y si se hace efectivo en el caso específico de las 

víctimas de violencia de género con barrera idiomática. 

 

 

1. Derecho a la información de las víctimas de violencia de género  

El estudio de la situación de las víctimas del delito en el marco del proceso penal y su 

estatuto jurídico ha sido relativamente reciente en nuestro país (ver al respecto Larrauri, 

1992; Tamarit, 1994 y 1998; Solé, 1997; Subijana, 2000 y 2006; Escaler, 2004; Tardón, 2008; 

Balerdi, 2010; Tamarit et al., 2010 y 2011; Martín, 2012). 

 

En lo que respecta a la regulación legal del derecho a la información, cabe indicar que éste 

se ha reconocido en el ámbito europeo principalmente a las personas imputadas en un 

proceso penal. El derecho a un juicio justo se recoge en el artículo 6 del Convenio Europeo 

de Derechos Humanos (CEDH), en el que se indica que todo acusado tiene derecho como 

mínimo ‘a ser informado en el más breve plazo, en una lengua que comprenda y de manera 

detallada, de la naturaleza y de la causa de la acusación formulada contra él’ (art. 6.3.a 

CEDH). Por tanto, parece que el derecho de la víctima no tendría cabida en este artículo 6 

CEDH. 

 

No obstante, a pesar de no estar recogido el derecho a la información de las víctimas en la 

CEDH, sí se ha reconocido en otros documentos internacionales y europeos. Así, la 

Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó en 1985 la Resolución 40/34, de 29 de 

noviembre de 1985, de la Asamblea General de la ONU, sobre Declaración sobre los 

Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso de Poder, en la 

que se sentaban las bases para el reconocimiento de los derechos de las víctimas de delito. 

Unos meses antes se habían promulgado en Europa las Recomendaciones del Comité de 

Ministros del Consejo de Europa a los Estados Miembros, aprobadas el día 28 de junio de 

1985, Dirigidas a Mejorar la Situación de las Víctimas en el Derecho y el Proceso Penal338 

(para un análisis detallado ver Subijana, 2000: 94-95).  

                                                
338 Estas recomendaciones recogían, entre otros, el deber de la policía de informar a las víctimas sobre sus 
posibilidades de obtener asistencia jurídica y sobre la reparación del daño, así como sobre la investigación. 
Asimismo, se indicaba que la víctima tendría que ser informada sobre la fecha y lugar del juicio y sobre cómo 
conocer las resoluciones que se dictasen respecto del proceso penal en el que estaba inmersa. 
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Además de las Recomendaciones mencionadas, cabe destacar la Decisión Marco del 

Consejo, de 15 de marzo de 2001, Relativa al Estatuto de la Víctima en el Proceso Penal 

(2001/220/JAI), en la que se instaba a los Estados firmantes a garantizar que la víctima 

pueda ser oída a lo largo del proceso y se reconocía el derecho de las víctimas a recibir 

información sobre el tipo de servicios de asistencia y asesoramiento a los que podía 

dirigirse, cómo y dónde presentar la denuncia o sobre la sentencia del tribunal ‘desde el 

primer contacto con las autoridades policiales, por los medios que se consideren adecuados 

y, cuando sea posible, en lenguas de comprensión general’ (art. 4). Además, en la citada 

Decisión Marco se indicaba que ‘los Estados tomarán las medidas necesarias para reducir 

cuanto sea posible las dificultades de comunicación que afecten a la comprensión y a la 

participación de la víctima en las fases importantes del proceso penal, cuando ésta sea 

testigo o parte en las actuaciones, en los términos comparables a los aplicables al 

procesado’ (art. 5).  

 

En el ámbito europeo el derecho a la información está actualmente recogido en la Directiva 

2012/29/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que 

se establecen Normas Mínimas sobre los Derechos, el Apoyo y la Protección de las 

Víctimas de Delitos, y por la que se sustituye la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo 

(en adelante Directiva 2012/29/UE) 339.  

 

Las víctimas del delito tienen asimismo reconocido este derecho en la legislación nacional, 

en Ley de Enjuiciamiento Criminal340 (en adelante LECr) y en el art. 15 de la Ley 35/1995, 

de 11 de diciembre, de Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y Contra la 

Libertad Sexual341(en adelante Ley 35/1995). Por otra parte, las víctimas de violencia de 

género en España también son titulares de este derecho, regulado de forma explícita en el 

art. 18 LO 1/2004, en cuyo punto primero se indica que ‘las mujeres víctimas de violencia 
                                                
339 Se prevé en su art. 27 que los Estados miembros pondrán en vigor sus disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas necesarias para cumplir lo establecido en la misma antes del mes de 
noviembre de 2015. Para un análisis de la armonización del estatuto jurídico de las víctimas en la Unión 
Europea ver Hoyos (2012). 
340 Aprobada por RD de 14 de diciembre de 1882 por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
publicado en el Boletín Oficial del Estado, número 260, de 17 de diciembre de 1882. Entre otros, el derecho a 
la información se regula en los siguientes artículos: 506.3, 544ter.8, 629, 659, 785.3, 789.4, 792.4 y 973.2 LECr. 
341 Autores como Solé (1997: 24- 25) consideran que esta ley se aprobó como consecuencia de la normativa 
europea en materia de derechos de las víctimas y que sirvió para sentar las bases del estatuto jurídico de las 
víctimas del delito en el proceso penal español (Subijana, 2006: 225). Para un examen más exhaustivo acerca 
del fundamento y las prestaciones recogidas en esta ley ver Subijana (2006: 195 y ss). 
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de género tienen derecho a recibir plena información y asesoramiento adecuado a su 

situación personal, a través de los servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las 

Administraciones Públicas’342.  

 

Por último, cabe aclarar que este derecho se otorga a las víctimas, entendidas como las 

personas ofendidas o perjudicadas por la comisión de un hecho delictivo. La doctrina 

procesalista utiliza los términos ‘ofendido’ – quien es titular del bien jurídico protegido – y 

‘perjudicado’ – aquel que sufre las consecuencias del delito en términos patrimoniales o 

morales (Ramos, 2000: 65-68; Gimeno – Moreno – Cortés, 2003: 39 y ss; Martín, 2012: 35). 

Es frecuente que se haga uso de ambos términos indistintamente para hacer referencia a la 

víctima del delito, terminología más propia del Derecho Penal (Martín, 2012: 35). Las 

víctimas del delito tienen derecho a personarse en el proceso penal como acusación 

particular y ser parte en el mismo, y de ello dependerá la extensión de sus derechos a lo 

largo de dicho proceso (ver a este respecto Solé, 1997: 19-25; Asencio, 2008: 62 y ss; 

Martín, 2012: 35-42). En este capítulo haré referencia, siguiendo la terminología utilizada en 

la Directiva 2012/29/UE, al derecho a la información reconocido a las víctimas del delito, 

entendiendo como tal a las personas que hayan sufrido un daño o perjuicio directamente 

causado por una infracción penal, independientemente de que se hayan constituido en 

parte acusadora en el proceso o no. 

 

 

1.1. Estatuto jurídico del derecho a la información de las víctimas 

Visto su reconocimiento en la Directiva Europea 2012/29/UE y en la normativa nacional, 

la doctrina procesalista española (Ramos, 1991: 167-168; Carocca, 1997: 239 y ss; Gimeno 

– Moreno – Cortés, 2003: 42 – 44; Martín, 2012: 57-64) considera que el derecho de las 

víctimas del delito a recibir información en el marco de un proceso penal se construye 

                                                
342 El derecho a la información de las víctimas de violencia de género ha sido también reconocido en textos 
normativos autonómicos, como es el caso de Cataluña, en la Ley 5/2008, de 24 de abril, del Derecho de las 
Mujeres a Erradicar la Violencia Machista, en cuyo art. 9 se recogen las actuaciones de información y 
sensibilización social, especificando que ‘para diseñar y distribuir la información a la que hace referencia este 
artículo se tiene que atender a las particularidades territoriales, culturales, religiosas, económicas, sexuales y 
personales de la población’ (art. 9.3 Ley 5/2008) y que las actuaciones ‘se tiene que llevar a cabo de manera 
que se garantice el acceso universal a estas actuaciones, teniendo en cuenta las situaciones personales y 
sociales que puedan dificultar el acceso’ y que ‘se tienen que ofrecer en formato accesible y comprensible y se 
tiene que garantizar el uso de las modalidades y las opciones de comunicación que sean necesarias’ (art. 9.4 
Ley 5/2008). 



167 
 

como un requisito necesario para garantizar el derecho constitucional a la tutela judicial 

efectiva343. Este derecho a la tutela judicial efectiva está recogido en el art. 24.1 CE344. Es un 

derecho fundamental que hace referencia al acceso a los Tribunales y al ejercicio de la 

acción en el proceso penal con el fin de obtener una resolución motivada por parte de los 

órganos de la jurisdicción penal345 (Ramos, 1991: 24-27 y 32-36; Gimeno – Moreno – 

Cortés, 2003: 27 y ss; Blanco, 2009: 615; Martín, 2012: 57-58). Asimismo, comprende el 

derecho de no padecer indefensión346 durante el procedimiento y la garantía del principio 

de contradicción (Blanco, 2009: 628-630). A este respecto autores como Subijana (2006: 

73) han entendido que el derecho a la información reconocido a las víctimas de violencia de 

género en el art. 18 LO 1/2004 es una previsión para mejorar su protección procesal y su 

acceso al proceso y a los Tribunales.  

 

El deber de información se constituye como uno de los requisitos para garantizar la tutela 

judicial efectiva (Martín, 2012: 59) y el acceso al proceso (Subijana, 2006: 228-229). Como 

se analizará en las páginas siguientes, este derecho se materializa informando a las víctimas, 

                                                
343 En general la doctrina procesalista se han centrado en los derechos de la parte acusada (ver Carocca, 1997; 
Gimeno – Moreno – Cortés, 2003: 49 y ss). Para un estudio más exhaustivo del derecho a la tutela judicial 
efectiva desde una perspectiva procesalista ver Asencio (2008: 43 y ss), Ortells (2011: 259 y ss) o Martín 
(2012: 57-65).  
344 ‘Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de 
sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión’ (art. 24.1 CE). Para 
un análisis constitucional del precepto ver Blanco (2009: 615-630). 
345 Así, el ejercicio de la tutela judicial efectiva ‘no puede pretender un pronunciamiento de actuación del ius 
puniendi, sino tan solo la obtención de una resolución motivada, fundada y congruente, bien sobre su 
actuación, bien sobre la suspensión del proceso o sobre la declaración de la inocencia del acusado’ (Gimeno – 
Moreno – Cortés, 2003: 27). En este sentido, el Tribunal Constitucional ha manifestado que la tutela judicial 
efectiva es un ius ut procedatur, pero en ningún caso implica un derecho a obtener una condena o a iniciar un 
proceso penal (para un análisis más exhaustivo ver Gimeno – Moreno – Cortés, 2003: 30; Blanco, 2009: 615-
616). Respecto de este ius ut procedatur que ostenta el ofendido, Blanco (2009: 618) indica que ‘no contiene, ni 
un derecho absoluto a la incoación de toda instrucción penal, ni un derecho incondicionado a la apertura del 
juicio oral (SSTC 203/1989, de 4 de diciembre, y 191/1992, de 16 de noviembre), pero en todo caso ha de 
posibilitar el libe acceso de las partes al proceso’.  
346 A este respecto cabría plantearse a partir de qué momento la víctima es titular del derecho a la no 
indefensión: en un estadio ‘preprocesal’, como es en el ámbito policial, o bien a partir de su primer contacto 
con el sistema judicial (Dr. Ramón Escaler, profesor agregado de Derecho Procesal de la Universidad 
Pompeu Fabra, comunicación personal). La Ley de Enjuiciamiento Criminal regula los derechos procesales de 
las víctimas, una vez iniciado el proceso penal, pero no hace referencia a sus derechos en sede policial, 
mientras que la Directiva 2012/29/UE reconoce de forma expresa sus derechos desde el primer contacto con 
el sistema penal, incluyendo por tanto el ámbito policial. En este sentido, sería importante reflexionar en qué 
medida no garantizar el derecho a la información en sede policial podría suponer un atentado contra el 
derecho a la no indefensión de las víctimas, y por tanto, a su derecho constitucional a la tutela judicial 
efectiva, principalmente teniendo en cuenta que es frecuente que la víctima establezca su primer contacto con 
la policía. 
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entre otros aspectos, de (Ramos, 1991: 167-168 y 2000: 69-70; Gimeno – Moreno – Cortés, 

2003: 42 -43; Blanco, 2009: 618; Subijana, 2006: 228-229):  

a) Su posibilidad de ser parte en la causa (a través del ‘ofrecimiento de acciones’347, 

regulado en los arts. 109348, 659 y 771 LECr). 

b) Su posibilidad de solicitar asistencia jurídica gratuita, asistencia médica y psicológica y 

la indemnización o las ayudas económicas que pudieran corresponderle (art. 15 Ley 

35/1995). 

c) La fecha y el lugar del juicio (arts. 659 y 785.3 LEcr, en su modificación realizada por 

la Ley 13/2009, de 3 de noviembre). 

d) Cualquier auto de resolución del caso y la sentencia, tanto en primera instancia como 

en apelación (arts, 742.2, 789.4 y 792.4 LECr, modificados por la Ley 13/2009). 

e) Los actos procesales que pueda afectar a su seguridad, en el caso de víctimas de 

delitos regulados en el art. 57 CP349. 

 

Además de la tutela judicial efectiva, una línea de la doctrina procesal (ver Ramos, 1991: 17 

y 2000: 22; Martín, 2012: 64) ha interpretado que el derecho de defensa (art. 24.2 CE350) 

                                                
347 Esta diligencia procesal se recoge en los arts. 109, 761.2, 771.1 y 782.2a LECr y está enmarcada dentro del 
derecho constitucional a la acción popular y privada (art. 125 CE), que otorga el derecho al acceso al proceso 
penal como medio para la defensa de los intereses del ofendido o perjudicado (Solé, 1997: 33). Este acto 
procesal puede llevarse a cabo tanto en las diligencias policiales como en la primera comparecencia de la 
víctima en el juzgado de instrucción (Martín, 2012: 108). El derecho a la información juega un rol 
fundamental en lo que respecta a la obligación por parte de los operadores del sistema penal de otorgar a la 
víctima la posibilidad de constituirse en parte en un proceso en el que se juzga el atentado contra derechos de 
los que es titular, ya que se considera que no poner en su conocimiento la existencia de tal proceso implicaría 
un atentado contra su derecho a la tutela judicial efectiva y de defensa (Solé, 1997: 32). Asimismo, se ha 
indicado que la información a las víctimas tendría que tener lugar, de forma preceptiva, desde los primeros 
inicios del proceso, y en cualquier caso en el momento del ofrecimiento de acciones, ya que es entonces 
cuando la víctima necesita conocer toda la información necesaria sobre sus derechos y las implicaciones del 
proceso (Solé, 1997: 36-37). Para un examen más exhaustivo ver Solé (1997: 31 y ss), Escaler (2004: 31 y ss) y 
más recientemente Martín (2012: 107 y ss).  
348 Art. 109 LECr modificado por la LO 14/1999, de 9 de junio, de Modificación del Código Penal de 1995, 
en Materia de Protección a las Víctimas de Malos Tratos, y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y por la Ley 
13/2009, de 3 de noviembre, de Reforma de la Legislación Procesal para la Implementación de la Nueva 
Oficina Judicial (en adelante Ley 13/2009). 
349 ‘Los jueces o tribunales, en los delitos de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y 
contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la 
inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico, atendiendo a la gravedad de 
los hechos o al peligro que el delincuente represente, podrán acordar en sus sentencias la imposición de una o 
varias de las prohibiciones contempladas en el artículo 48, por un tiempo que no excederá de diez años si el 
delito fuera grave o de cinco si fuera menos grave’ (art. 57.1 CP) 
350 ‘Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia 
de letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones 
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar 
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, 
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corresponde a ambas partes del proceso. En el caso de las víctimas este derecho es 

entendido como la necesidad de garantizar: a) su no indefensión, a través de la asistencia 

letrada351 (Subijana, 2006: 230-231; Martín, 2012: 64); b) su intervención en el juicio, a 

través de la notificación352 de las actuaciones y resoluciones sobre la incoación del proceso 

penal y hasta su finalización (Carocca, 1997: 255); y c) la posibilidad de formular 

alegaciones y contradecir (Carocca, 1997: 264-268). Por lo tanto, el derecho a la 

información de las víctimas también sería concebido como uno de los requisitos para 

garantizar el derecho de defensa, principalmente en lo que respecta a la necesidad de que 

reciban notificaciones y la información necesaria sobre el proceso y sobre los derechos que 

les asisten y que permiten asegurar su no indefensión y su posibilidad de realizar los 

recursos y alegaciones que pudieran corresponder en cada caso, como su derecho a 

designar un abogado o a la asistencia jurídica gratuita. 

 

Una vez expuesto el soporte constitucional del derecho a la información que la doctrina 

procesalista sitúa en los derechos a la tutela judicial efectiva y de defensa, se procede a 

analizar su contenido y extensión, esto es, de qué exactamente tienen que ser informadas 

las víctimas del delito, y en particular las víctimas de violencia de género. Para ello es 

necesario revisar de la Directiva 2012/29/UE, así como lo expuesto en España en la Ley 

de Enjuiciamiento Criminal, en la Ley 35/1995 y en la LO 1/2004. 

 

 

 

 

 

                                                                                                                                          
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos 
presuntamente delictivos’ (art. 24.2 CE). Para un análisis constitucional del precepto ver López (2009: 651-
657). 
351 A este respecto Subijana (2006: 229) indica que la información inicial ofrecida a las víctimas debería ser 
‘precisa e íntegra’ para garantizar el conocimiento sobre sus derechos, a pesar de lo expuesto en el art. 776.2 
LECr, en el que se indica que la información tiene que ser rápida y no será vinculante para el desarrollo del 
procedimiento, convirtiéndose así en una práctica rutinaria que no permite constatar si efectivamente las 
víctimas han comprendido la información, siendo esto secundario. 
352 Cabe indicar la discusión generada sobre de la necesidad de que la notificación suponga la toma de 
conocimiento efectivo del contenido de la resolución que se notifica, entendiendo autores como Carocca 
(1997: 217-219), a diferencia de lo interpretado por la doctrina mayoritaria en España, que este requisito no es 
necesario y que en caso de no tener lugar no generaría indefensión, de manera que bastaría con la simple 
entrega de la notificación (para un análisis de la discusión ver Carocca, 1997: 219 y ss) 
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1.2. Alcance y contenido del derecho a la información de las víctimas 

La Directiva 2012/29/UE regula de forma exhaustiva el estatuto jurídico353 de las víctimas 

a lo largo de todas las instancias del proceso penal y refleja la importancia del derecho a la 

información como medio para garantizar el apoyo y la protección a las víctimas de delito, 

mostrando una especial sensibilidad hacia las víctimas extranjeras. Así por ejemplo, ya en 

sus consideraciones iniciales hace referencia a la necesidad de que los derechos reconocidos 

no se vean supeditados a la situación administrativa o a la nacionalidad de las víctimas 

(párrafo 10), reconoce que la situación de las víctimas de violencia en la pareja puede 

agravarse cuando existe una dependencia económica, social o administrativa (párrafo 18), y 

considera necesario para hacer una correcta evaluación individualizada del riesgo que se 

tenga en consideración, entre otras circunstancias, el estatuto de residente y las dificultades 

de comunicación (párrafo 56). Apunta también que la información tiene que ofrecerse de 

manera que garantice que las víctimas pueden ‘adoptar decisiones con conocimiento de 

causa sobre su participación en los procesos’ (párrafo 26), siendo esta garantía 

especialmente relevante en el caso de las extranjeras, debido a las consecuencias que puede 

tener la intervención del sistema penal respecto a su situación administrativa y a su 

residencia en el país de acogida. 

 

La Directiva 2012/29/UE reconoce en su art. 3 el ‘derecho a entender y ser entendido’, lo 

cual modifica sustancialmente el alcance respecto a lo regulado en la citada Decisión Marco 

del Consejo de 2001, en la que se reconocía únicamente el derecho a ‘ser oído’. En la 

actualidad no únicamente se requiere que la víctima sea escuchada, sino también que sea 

entendida por los profesionales del sistema penal y que comprenda los términos del 

proceso. El derecho a la información de las víctimas de un delito comprendería el derecho 

a recibir información desde el primer contacto con una autoridad competente (art. 4 

Directiva 2012/29/UE), de manera que desde ese momento la víctima tiene que ser 

informada de: 

                                                
353 Sobre la necesidad de unificar la tutela de la víctima ver Escaler (2004). A este respecto cabe indicar que el 
Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal, con el objetivo de adecuarse a las normas del Derecho de 
la Unión Europea, dedica su Capítulo III al ‘Estatuto de la Víctima y Régimen de la Acusación Particular’ 
(arts. 65 a 76). En el art. 70 del Anteproyecto se recoge el derecho de las víctimas a recibir ‘por lo medios 
adecuados y de forma comprensible la información pertinente para la protección de sus intereses’. Sin 
embargo, y a pesar de que concentra en un único artículo cuál es la información que tienen derecho a recibir 
las víctimas, no se reconoce de forma expresa su derecho al intérprete, contrariamente a lo que indica la 
Directiva 2012/29/UE, como se verá a lo largo de este apartado. 
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a) Los servicios de apoyo de los que puede hacer uso 

b) Los procedimientos relativos a la denuncia 

c) Las medidas de protección 

d) Las posibilidades de obtener asistencia jurídica 

e) Los medios para acceder en su caso a la indemnización y para solicitar el reembolso 

de los posibles gastos ocasionados por su participación en el proceso penal 

f) El acceso al servicio de interpretación 

g) Los procedimientos a su alcance para el caso en el que la autoridad competente 

vulnere alguno de sus derechos 

h) La forma en la que puede informarse sobre el desarrollo de la causa 

 

El alcance de la información ofrecida a las víctimas puede variar en función de sus 

necesidades específicas y de la fase del proceso (art. 4.2 Directiva 2012/29/UE), teniendo 

éstas además derecho a recibir información sobre la causa (art. 6 Directiva 2012/29/UE). 

Así, los Estados garantizarán que la víctima sea notificada, teniendo en cuenta su voluntad 

de recibir o no información al respecto (art. 6.4 Directiva 2012/29/UE), de: 

a) Cualquier decisión tomada por los profesionales que corresponda sobre la no 

iniciación del proceso 

b) La hora y el lugar del juicio 

c) Los cargos imputados al infractor 

d) La sentencia firme 

e) La situación en la que se encuentra el proceso penal  

f) Cualquier cambio relacionado con las circunstancias del imputado o penado, como 

por ejemplo su puesta en libertad 

 

El derecho a la información regulado especialmente en los artículos 4 y 6 de la Directiva 

2012/29/UE se recoge en términos similares en la legislación nacional. Sin embargo, a 

diferencia de la Directiva Europea, en España los derechos reconocidos a las víctimas en el 

proceso penal no se encuentran de forma específica y explícita en una normativa 

independiente, sino que por el momento están regulados a lo largo del articulado de la Ley 
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de Enjuiciamiento Criminal354. En esta ley se recoge la obligación de informar a las víctimas 

de delitos de las cuestiones que se detallan a continuación, indicando además de forma 

explícita quién es el profesional responsable en cada caso de garantizar que las víctimas 

sean informadas: 

a) La Policía Judicial, de acuerdo a lo expuesto en el art. 771 LECr, en una primera 

actuación, mantendrá informadas a las víctimas, de forma escrita, de los derechos que 

les asisten sobre la personación en el proceso hasta el momento de la calificación del 

delito, y sobre sus posibilidades de restitución, reparación e indemnización (en los 

términos establecidos en los arts. 109355 y 110 LECr), indicando que el hecho de no 

personarse en la causa no implica que renuncien a las acciones civiles, que ejercitará en 

su caso el Ministerio Fiscal. Asimismo, se les informará de su derecho a designar un 

abogado o a solicitar uno de oficio, así como de su posibilidad de solicitar la asistencia 

jurídica gratuita, en su caso, y de estar informadas de las actuaciones que tengan lugar. 

b) El Secretario Judicial informará a la víctima: de su posibilidad de constituirse en parte 

(ofrecimiento de acciones) y de las ayudas que pudieran corresponderle conforme a la 

legislación vigente (arts. 109 y 776.1356 LECr), independientemente de que ya hubiera 

sido informada de ello por la Policía Judicial; sobre qué es el proceso penal y en qué 

consiste, así como la posibilidad de asignarle un abogado de oficio y de solicitar 

asistencia jurídica gratuita; de la fecha y lugar de celebración del juicio, información que 

será transmitida por escrito a la víctima, sea o no parte en el proceso (arts. 659 y 785.3 

LECr); de la fecha de la vista, en el caso de impugnación a la sentencia (art. 791.2 

LECr); y de la sentencia, aunque las víctimas no se hubieran personado en la causa (art. 

742, 789.4 y 792.4 LECr) 

c) El Juez informará de: la decisión del Ministerio Fiscal de no formular escrito de 

acusación, para que éstas puedan presentarse como acusación particular si no lo 

hubieran hecho con anterioridad (arts. 782.2 y 800.5 LECr); y en el caso de víctimas de 

delitos recogidos en el art. 57 CP, asegurará que éstas tengan conocimiento sobre los 

actos procesales que puedan afectar a su seguridad (art. 109 LECr). 

                                                
354 Cabe recordar que el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal que se encuentra actualmente en 
vías de tramitación dedica su Capítulo III al ‘Estatuto de la Víctima y Régimen de la Acusación Particular’ 
(arts. 65 a 76). 
355 Cabe recordar que los artículos 109, 785.3, 742 y 789.4 LECr han sido modificados por la Ley 13/2009. 
356 Artículo modificado por la LO 15/2003. 
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d) Se ofrecerá información sobre las circunstancias personales del imputado (art. 506.3357 

LECr), si bien el legislador no indica en este caso quién será la persona encargada de 

garantizar tal información, ni si se reconoce a las víctimas que no se hayan personado 

como parte en el proceso. Este aspecto es especialmente controvertido en el caso de las 

víctimas de violencia de género, ya que dadas las particularidades de este delito, podría 

ser más frecuente que no se constituya en parte en el proceso, y por tanto, que no 

tengan acceso a esta información.  

 

Asimismo, la Ley de Enjuiciamiento Criminal dedica el art. 544ter LECr al tratamiento 

específico de los casos de violencia doméstica, entre los que se incluye la violencia hacia la 

mujer pareja o ex-pareja, indicando en lo que respecta al derecho a la información de estas 

víctimas que: 

a) La autoridad judicial, el Ministerio Fiscal, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, las 

oficinas de atención a la víctima o los servicios sociales o instituciones asistenciales 

dependientes de las Administraciones públicas han de informar sobre la posibilidad de 

solicitar una orden de protección (art. 544ter.3 LECr). 

b) El Secretario Judicial358 se encargará de notificar la orden de protección a las partes 

(art. 544ter.8359 LECr) e informará de forma permanente a las víctimas a las que se les 

haya acordado una orden de protección sobre la situación procesal del imputado y su 

situación penitenciaria, en su caso, así como sobre el alcance de las medidas cautelares 

que hayan sido adoptadas (art. 544ter.9 LECr).  

 

Además, el art. 109 LEC, tras su modificación realizada por la LO 14/1999, de 9 de junio, 

establece de forma explícita que en casos de violencia de género, entre otras, será el Juez el 

encargado de informar a las víctimas de aquellos actos procesales que pueda afectar a su 

                                                
357 Artículo modificado por la LO 13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal en Materia de Prisión Provisional. 
358 La modificación llevada a cabo por la Ley 27/2003, de 31 de julio, Reguladora de la Orden de Protección 
de las Víctimas de Violencia Doméstica indicaba que sería el Juez quien tendría que notificar a las partes la 
orden de protección. Sin embargo, algunos autores (ver Utrilla, 2006: 238), consideraron que esta notificación 
tendría que llevarse a cabo por el Secretario Judicial. Atendiendo a estas críticas el legislador modificó 
nuevamente el artículo 544ter.8 LECr, a través de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, para indicar que será el 
Secretario Judicial quien se encargue de la comunicación de la orden de protección a las partes. 
359 Los arts. 544ter.8 y 9 LECr han sido modificados por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. 



174 
 

seguridad. A este respecto han manifestado su desacuerdo autoras como Utrilla360 (2006: 

238) o Martín (2012: 61-62), al considerar que la persona encargada de tales notificaciones, 

como en el caso de la obligación de informar a las víctimas y testigos sobre las resoluciones 

relativas al penado que puedan afectar a su seguridad (art. 990 LECr), tendría que ser el 

Secretario Judicial, y no el Juez.  

 

Además de la regulación contenida en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, el derecho a la 

información de las víctimas se recoge en la Ley 35/1995. A este respecto autores como 

Subijana (2006: 225) han considerado que la regulación nacional es insuficiente a efectos de 

protección de las víctimas, si bien, su situación mejoró con la aprobación de esta ley, que 

sirvió para consolidar el estatuto jurídico de las víctimas en el proceso penal español361 

(Solé, 1997: 25; Subijana, 2006: 225-226). En el art. 15 Ley 35/1995 se indican los deberes 

de información para con las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual. La 

información que se les debe transmitir y las personas encargadas362 de ello son:  

a) Los Jueces, Magistrados, miembros de la Carrera Fiscal, autoridades y funcionarios 

públicos que intervengan en la investigación informarán a las víctimas de la posibilidad y 

forma en la que se pueden solicitar las ayudas reguladas en dicha ley (art. 15.1 Ley 

35/1995). 

b) La autoridades policiales encargadas de la investigación informarán sobre el curso de 

la investigación, salvo que esta información pudiera poner en peligro el resultado (art. 

15.2 Ley 35/1995). 

                                                
360 Utrilla (2006: 238) indica que será el Secretario Judicial quien deberá notificar, en casos de violencia de 
género, ‘los autos relativos a la situación personal del imputado a la mujer y demás perjudicados cuya 
seguridad pudiera verse afectada por la resolución’. 
361 A este respecto también se ha considerado que la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal llevada a 
cabo por la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de Reforma de la Legislación Procesal para la Implantación de 
la Nueva Oficina Judicial ha supuesto un gran avance en lo que respecta al derecho de información de las 
víctimas. 
362 Se puede observar que es el Secretario Judicial el funcionario que juega el rol más relevante en la garantía 
del derecho a la información de las víctimas en el ámbito procesal. A este respecto, cabe resaltar que la autora 
del único artículo que se ha encontrado respecto de la importancia de garantizar el derecho a la información a 
las víctimas de violencia de género es una Secretaria Judicial, quien además insiste en la importancia de que las 
víctimas conozcan no solo sus derechos, sino también las consecuencias de la denuncia, en particular la 
indisponibilidad de la pena y la medida de alejamiento que se puede imponer al agresor y que implica la 
prohibición de convivencia (Utrilla, 2006: 234). En este mismo sentido se han manifestado Heim et al. (2012: 
141), quienes indican que ‘es fundamental que las mujeres entiendan perfectamente cuáles son los escenarios 
posibles a los que se enfrentan si deciden llevar el caso ante la justicia, puedo ello puede evitar algunos 
problemas’.  
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c) El Secretario Judicial informará sobre: las posibilidades de restitución y reparación del 

daño, así como del beneficio de la justicia gratuita; la fecha y el lugar del juicio; y la 

notificación de la resolución del proceso (art. 15.4 Ley 35/1995). 

 

Por otra parte, el Ministerio Fiscal también tiene un papel importante en el deber de 

informar a las víctimas, de acuerdo y a lo indicado en la Instrucción 8/2005, de la Fiscalía 

General del Estado, sobre el Deber de Información en la Tutela y Protección de las 

Víctimas en el Proceso Penal (en adelante Instrucción 8/2005), y a lo establecido en el art. 

124.1 CE, en virtud del cual se atribuye al Ministerio Fiscal el deber de velar por los 

derechos de los ciudadanos. Esta Instrucción regula los deberes de información del 

Ministerio Fiscal para garantizar la protección de las víctimas363 en el proceso penal, que 

consisten en informar sobre: 

a) La posibilidad de constituirse en parte en el proceso, a través del ofrecimiento de 

acciones (arts. 109, 761.2, 771.1 y 782.2a LECr) 

b) La fecha y lugar del juicio 

c) Las resoluciones judiciales y la notificación de la sentencia  

 

Asimismo, la Instrucción 8/2005 amplía el contenido de la información que tienen que 

recibir las víctimas al indicar que deben ser informadas de las actuaciones del Ministerio 

Fiscal en supuestos de conformidad del acusado y de suspensión de la pena impuesta, 

haciendo especial referencia a los motivos sobre la conformidad o sobre la suspensión, en 

su caso, así como sobre las consecuencias de la misma en lo que respecta a la pena 

impuesta y a la resolución del proceso. 

  

Por último, es importante destacar que además de la regulación del derecho a la 

información recogida en la Directiva 2012/29/EU, la LECr, la Ley 35/1995 y la 

Instrucción 8/2005, las víctimas de violencia de género tienen reconocido este derecho de 

                                                
363 La Instrucción 8/2005 regula la información que han de recibir las víctimas en función de su grado de 
vulnerabilidad, y la actividad del Ministerio Fiscal al respecto. En este sentido, la Instrucción define el grado 
de vulnerabilidad de las víctimas en función del delito del que hayan sido objeto, siendo la violencia de género 
uno de los delitos cuyas víctimas son reconocidas como vulnerables que requieren de una especial atención en 
lo que respecta a su derecho a la información. 
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forma explícita en el art. 18 de la LO 1/2004364. En él se indica que todas las víctimas, 

independientemente de sus circunstancias, tienen derecho a recibir toda la información 

necesaria sobre ‘las medidas contempladas en esta Ley relativas a su protección y seguridad, 

y los derechos y ayudas previstos en la misma, así como la referente al lugar de prestación 

de los servicios de atención, emergencia, apoyo y recuperación integral’. La LO 1/2004 

indica además que las víctimas de violencia de género deberán ser informadas de la 

posibilidad de acogerse al programa de teleasistencia365, con el fin de garantizar su 

protección en casos de alto riesgo de victimización, así como los derechos laborales y las 

prestaciones a la seguridad social que se recogen en los arts. 21 y 22 LO 1/2004 (Utrilla, 

2006: 236-237). 

 

En definitiva, el análisis de la normativa europea y nacional nos indica que las víctimas de 

violencia de género, independientemente de que se hayan constituido o no en parte en el 

proceso penal, tienen derecho a ser informadas sobre los recursos disponibles en materia 

de protección, apoyo y asesoramiento, las incidencias acontecidas a lo largo del proceso, la 

sentencia y resoluciones judiciales dictadas, y la situación del agresor (véase Tabla 9).  

  

                                                
364 La LO 1/2004 también indica en su Exposición de Motivos que ‘se apoya a las víctimas a través del 
reconocimiento de derechos como el de la información, la asistencia jurídica gratuita y otros de protección 
social y apoyo económico’. 
365 A este respecto, los datos publicados por el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer (2010b: 151) 
indican que a 31 de diciembre de 2009 el número de usuarias del servicio de teleasistencia para víctimas de 
violencia de género ascendía a 13.696, siendo la media de mujeres que acceden al servicio mensualmente de 
635, mientras que aquellas que dejan de utilizarlo son 517. Asimismo, se pone de manifiesto que, en 
diciembre de 2005 y diciembre de 2009, el 20,1% de las víctimas que hicieron uso de este servicio eran 
extranjeras, de las cuales el 44,8% eran iberoamericanas, el 31% de la Unión Europea y el 19% africanas 
(Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 2010b: 159-160). 
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Tabla 9: Contenido del derecho a la información y entidad o profesional encargado de garantizar este derecho 
Contenido de la información Profesional encargado de informar Normativa366 

Protección/apoyo/asesoramiento 
- solicitud de orden de protección 
 
- notificación de la orden de protección 
- servicios u organizaciones de apoyo y 
el tipo de asistencia que puede recibir  
- ayudas reguladas en al Ley 35/1995 y 
procedimiento para su solicitud 
- posibilidad de obtener en el proceso 
penal la reparación del daño 
- asistencia jurídica gratuita 
- ayudas y derechos regulados en la LO 
1/2004 
- medios para solicitar reembolso de 
gastos acontecidos a lo largo del 
proceso 
- derecho a ser informada 

 
Autoridad judicial, Ministerio Fiscal, 
FFCC de Seguridad, servicios sociales367  
Secretario Judicial 
Secretario Judicial / Policía Judicial 
 
Jueces, Magistrados, Fiscales y otros 
funcionarios públicos que intervengan  
Secretario Judicial 
 
Secretario Judicial 
SD368 
 
SD 
 
 
SD 

 
LO 1/2004 (art. 18) 
 
LECr (art. 544ter.3 y 8) 
LECr (art. 109 y 771) 
 
Ley 35/1995 (art. 15.1) 
 
Ley 35/1995 (art. 15.4) 
 
Ley 35/1995 (art. 15.4) 
LO 1/2004 (art. 18) 
 
Directiva 2012/29/UE (art. 4) 
 
 
Directiva 2012/29/UE (art. 6) 

Proceso 
- ofrecimiento de acciones 
 
 
- procedimientos relativos a la 
denuncia 
- curso de la investigación 
- fecha y lugar del juicio 
 
 
 
- decisión de no iniciar el proceso y 
motivación de la misma 
- actuación del Ministerio Fiscal en 
casos de conformidad y suspensión 
- no acusación del Ministerio Fiscal 
- cargos imputados al infractor 
- actos procesales que puedan afectar a 
su seguridad 

 
Secretario Judicial / Policía Judicial 
 
Ministerio Fiscal 
SD 
 
Autoridades policiales 
Secretario Judicial 
 
Ministerio Fiscal 
 
SD 
 
Ministerio Fiscal 
 
Juez 
SD 
Juez 

 
LECr (arts. 109, 659 y 771) 
Ley 35/1995 (art. 15.4) 
Instrucción 8/2005, de la FGE 
Directiva 2012/29/EU (art. 4) 
 
Ley 35/1995 (art. 15.2) 
Ley 35/1995(art. 15.4) 
LECr (arts. 659 y 785.3) 
Instrucción 8/2005, de la FGE 
 
Directiva 2012/29/UE (art. 6) 
 
Instrucción 8/2005, de la FGE 
 
LECr (arts. 782.2 y 800.5) 
Directiva 2012/29/UE (art. 6) 
LECr (art. 109) 

Sentencia / resoluciones judiciales 
- notificación de la sentencia (por 
escrito) 
 
- notificación de la ejecución de la 
sentencia 
- resoluciones judiciales 

 
Secretario Judicial 
 
Ministerio Fiscal 
SD 
 
Ministerio Fiscal 

 
Ley 35/1995 (art. 15.4) 
LECr (art. 742.2, 789.4 y 792.4) 
Instrucción 8/2005, de la FGE 
Directiva 2012/29/UE (art. 6) 
 
Instrucción 8/2005, de la FGE 

Situación del imputado/penado 
- cambios relacionados con las 
circunstancias del agresor  

 
 
Secretario Judicial 

 
 
LECr (art. 506.3 y 544ter.3) 

Fuente: Elaboración propia a partir de lo dispuesto en la normativa vigente (Julio, 2013) 
 
 

  

                                                
366 En aquellos casos en los que la regulación tiene lugar en la Directiva 2012/29/UE y en la normativa 
española se especifica únicamente la segunda, por ser esta más completa al indicar quién garantiza el derecho. 
367 Entre los que se incluyen las oficinas de atención a la víctima o instituciones asistenciales dependientes de 
las Administraciones públicas. 
368 Se recuerda al lector que el acrónimo SD sirve para indicar la falta de existencia de datos al respecto. 
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1.3. Derecho a la información y víctimas de violencia de género con barrera 

idiomática 

Después de exponer el reconocimiento legal y el contenido del derecho a la información, 

procedo a analizar el caso específico de las víctimas de violencia de género con barrera 

idiomática, con el objetivo de determinar si en su caso este derecho a la información está 

garantizado. Dadas sus especiales circunstancias parece claro que para garantizar la 

comunicación efectiva entre la víctima y los profesionales del sistema penal en estos casos 

se requiere la asistencia de un intérprete o traductor que desde el inicio del proceso en sede 

policial y hasta la finalización de la ejecución de la sentencia pueda asegurar que las mujeres 

reciben la información necesaria, suficiente y clara para garantizar sus derechos procesales 

como víctimas de un delito369, en el caso que nos ocupa, de violencia de género. 

 

En el ámbito europeo el derecho de las víctimas del delito que tienen barrera idiomática a la 

asistencia de un intérprete se ha reconocido por primera vez de forma explícita370 en el art. 

7 de la Directiva 2012/20/UE371, donde se recoge el ‘Derecho a traducción e 

interpretación’, con el objetivo de garantizar los derechos a ser oído (art. 5 Directiva 

2012/29/UE) y a ser entendido y entender el proceso (art. 3 Directiva 2012/29/UE372).  

 

                                                
369 Se han realizado estudios sobre el intérprete en el ámbito público general (Valero, 2004, 2005 y 2006; El 
Hasnoaoui, 2005; Smith, 2005; Rubio, 2008), y también en el ámbito sanitario (ver en España el estudio 
realizado por García – Serrano, 2009) o jurídico (Hale, 2002, 2004, 2008a y 2008b; Donatti – Donatti, 2005; 
González, 2005; Nieto, 2005; Ortega – Foulquié, 2005; Richardson et al., 2005), aunque no se han 
encontrados trabajos específicos sobre el rol del intérprete en delitos de violencia de género. 
370 La Decisión Marco del Consejo 2001/220/JAI, actualmente derogada, ya contemplaba en su articulado el 
derecho a la interpretación y la traducción de las víctimas, aunque no dedicaba un artículo explícito a su 
tratamiento. Sin embargo, en su art. 5 establecía lo siguiente respecto de las garantías de comunicación: ‘los 
Estados miembros tomarán las medidas necesarias para reducir cuanto sea posible las dificultades de 
comunicación que afecten a la comprensión y a la participación de la víctima en las fases importantes del 
proceso penal, cuando ésta sea testigo o parte en las actuaciones, en términos comparables a los aplicables al 
procesado’.  
371 Asimismo, en sus consideraciones iniciales se indica que debe garantizarse que la víctima pueda ser 
entendida durante el proceso, teniendo en cuenta entre otros factores su conocimiento del idioma o sus 
dificultades de comprensión o comunicación (párrafo 21), y establece que ‘siempre debe proporcionarse a la 
víctima un servicio de interpretación gratuito, durante el interrogatorio, y para facilitarle su participación 
activa en las vistas judiciales’ (párrafo 34), confirmando lo ya regulado en el art. 5 de la Decisión Marco del 
Consejo (2001/220/JAI). 
372 ‘Los Estados miembros adoptarán las medidas adecuadas para ayudar a las víctimas para que entiendan y 
puedan ser entendidas desde el primer momento y durante toda actuación necesaria frente a cualquier 
autoridad competente en el contexto de los procesos penales, incluyéndose el caso de que dichas autoridades 
les faciliten información’ (art. 3.1 Directiva 2012/29/UE) 
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De este derecho al intérprete son titulares todas las víctimas que lo soliciten, de acuerdo 

con su estatuto en el sistema de justicia penal del Estado, e implica:  

a) La asistencia gratuita de un intérprete a lo largo del proceso, ‘al menos durante las 

entrevistas o en las tomas de declaración en los procesos penales, ante las autoridades de 

instrucción y judiciales, incluso durante los interrogatorios policiales’, haciendo uso en 

su caso de dispositivos electrónicos o telemáticos para facilitar la comunicación (arts. 7.1 

y 2 Directiva 2012/29/UE). 

b) La traducción gratuita de la información necesaria para ejercer sus derechos 

procesales, incluyendo todo lo relativo a las decisiones tomadas por parte de los 

operadores jurídicos sobre poner fin al proceso penal y los motivos de dicha decisión, 

salvo que el ordenamiento del Estado en cuestión no exija tal motivación, así como a la 

hora y el lugar del juicio (arts. 7.3 y 4 Directiva 2012/29/UE). 

c) La posibilidad de presentar la denuncia en una lengua que entiendan o siendo asistidas 

por un intérprete en su caso, así como de recibir de forma gratuita una traducción de la 

misma (arts. 5.2 y 3 Directiva 2012/29/UE).  

 

En la normativa nacional no se recoge de forma expresa el derecho a un intérprete que 

pueda asegurar el acceso a la información de las víctimas con barrera idiomática373, si bien, 

cabría entender que la intervención de un intérprete en su caso formaría parte de la garantía 

del derecho a la tutela judicial efectiva, como se ha confirmado desde la doctrina 

procesal374. Sí se reconoce sin embargo el derecho de los detenidos, procesados y presos 

(arts. 398 y 520.2.e LECr) y de los testigos que no hablen o entiendan el idioma (art. 440 

LECr) a ser asistidos por un intérprete375. El objetivo fundamental en este caso es facilitar 

la comunicación y que los funcionarios judiciales puedan realizar las preguntas pertinentes, 

así como recibir las respuestas que los interesados consideren oportunas. Asimismo, en el 

art. 762.8 LECr, referido a la tramitación del procedimiento abreviado, se establece que 

‘cuando los imputados o testigos no hablaren o entendieren el idioma español, se procederá 
                                                
373 A este respecto cabe indicar que el Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal tampoco prevé de 
forma expresa este derecho. Se desarrolla de forma más exhaustiva como uno de los derechos de la persona 
investigada o detenida, pero no de la víctima. 
374 María del Carmen Navarro, profesora de Derecho Procesal de la Universidad Autónoma de Barcelona 
(comunicación personal, 26 de junio de 2013). 
375 El derecho de los imputados en un proceso penal a la traducción se ha regulado en el ámbito europeo a 
través de la Directiva 2010/64/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010, 
Relativa al Derecho a Interpretación y a Traducción en los Procesos Penales (para un examen más exhaustivo 
sobre su contenido y su proceso de aprobación ver Vidal, 2010). 
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de conformidad con lo dispuesto en los artículos 398, 440 y 441, sin que sea preciso que el 

intérprete designado tenga título oficial’. 

 
Tampoco la LO 1/2004 hace referencia directa a la problemática de las mujeres 

inmigrantes víctimas de violencia de género que tienen barrera idiomática. Esta ley recoge 

el derecho a la información de todas las mujeres, y si bien no menciona de forma explícita a 

las mujeres inmigrantes que no entienden el idioma, sí indica que se deberán de prever ‘los 

medios necesarios para que las víctimas de violencia de género que por sus circunstancias 

personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la 

información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho’ (art. 18.3 LO 

1/2004)376. En este sentido, se puede inferir que las mujeres con barrera lingüística, cuyas 

circunstancian aumentan la dificultad en su acceso a la información, también tendrán 

garantizado este derecho. 

 

Este breve análisis permite concluir que en España las víctimas que desconocen el idioma 

no tienen reconocido de forma explícita el derecho a la asistencia de un intérprete, salvo en 

aquellos casos en los que sean testigos en la causa377. Si bien es cierto que en sede judicial 

las víctimas son siempre llamadas a declarar en calidad de testigos378, y por tanto en este 

ámbito las mujeres tendrían en principio prevista la asistencia de un intérprete, cabría 

realizar algunos matices al respecto. 

 

El reconocimiento de la víctima como testigo en la causa penal no sería suficiente para 

garantizar el derecho a la información regulado en la normativa europea y española, ya que 

en España la obligación de que los testigos sean asistidos por un intérprete se limita al 

ámbito judicial, como indican los arts. 440 y 768.8 LECr, y no abarca la sede policial o lo 

                                                
376 La LO 1/2004 sí recoge sin embargo la garantía del acceso a la información a las víctimas con 
discapacidad, entiendo como tal a aquellas mujeres que tengan problemas auditivos, al indicar que ‘esta 
información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con discapacidad, tales 
como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comunicación, incluidos los sistemas alternativos y 
aumentativos’ (art. 18.2 LO 1/2004). 
377 Cabe indicar también que los intérpretes que asisten a las partes en el proceso y a los testigos no tienen que 
tener una formación académica específica. Así, en el art. 441 LECr se indica que en el caso de que el 
intérprete no tenga el título de intérprete se nombrará a cualquier persona que sepa el idioma, y como último 
recurso se redactarán las preguntas y se remitirán a la Oficina de Interpretación de Lenguas del Ministerio del 
Estado para que sean traducidas y entregadas en presencia del Juez al testigo, quien contestará en su idioma, 
que a su vez será traducido por el mismo procedimiento. 
378 Jorge Vergara, Juez de Violencia sobre la Mujer (comunicación personal, consulta realizada el 29 de mayo 
de 2013). 
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relativo a la asistencia jurídico-social, por ejemplo en los contactos que a lo largo del 

proceso la víctima tenga con su abogado o con la Oficina de Atención a la Víctima. Se 

podría considerar por tanto que la intervención del intérprete en estos casos tendría un 

carácter utilitarista para el sistema penal, desde el momento en que se limita a facilitar a los 

magistrados el conocimiento de los hechos durante la toma de declaración y el juicio, y no a 

garantizar que la víctima sea informada de los recursos asistenciales, jurídicos y económicos 

que le son reconocidos o que se le traduzcan las diferentes actuaciones a lo largo del 

proceso, como puede ser la sentencia, el juicio o las notificaciones que se le hagan llegar 

referentes a la fecha y lugar del juicio o la situación del procesado, entre otras. 

 

En consecuencia, cuando el legislador prevé en su ordenamiento el derecho a la 

información de las víctimas del delito, desatiende la situación específica de las mujeres 

inmigrantes que desconocen el idioma oficial al no incluir en su articulado el derecho al 

intérprete. Esta invisibilidad de las mujeres con barrera idiomática es especialmente 

relevante para aquellas que residen en España de forma irregular o en situación de 

reagrupación familiar, en cuyo caso el permiso de residencia depende de su vínculo con 

agresor. A este respecto cabe indicar que no se contempla ningún organismo dentro del 

sistema penal que informe a las víctimas extranjeras sobre las consecuencias que pueda 

tener para ellas y sus familias el propio proceso penal, principalmente en relación a su 

permiso de residencia y/o a la posible expulsión, tanto propia como del agresor. En este 

sentido, cuando no se proporcione un intérprete a las víctimas que se encuentren en estas 

circunstancias, cabría plantearse si se está infringiendo su derecho a la tutela judicial 

efectiva recogido en el art. 24 CE, en la medida en que pueden estar siendo privadas del 

acceso efectivo a los Tribunales y de su ejercicio a la acción en el proceso penal, al tiempo 

que no se está garantizado su derecho a no padecer no indefensión. 

 

Debe recordarse que la asistencia de un intérprete a las víctimas que no hablan el idioma 

está dispuesta en el art. 7 de la Directiva Europea 2012/29/UE. Sin embargo, el hecho de 

que en España no se contemple, tanto en la normativa vigente como en el Anteproyecto de 

Ley de Enjuiciamiento Criminal que está actualmente en proceso de aprobación, puede 

afectar a la garantía del derecho de información de las víctimas, y en última instancia, como 

se ha visto a lo largo de este apartado, a su derecho a la tutela judicial efectiva.  
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Las posibles consecuencias de la falta de información sobre determinados aspectos 

específicos, como es la situación administrativa de las víctimas y los agresores, y de la no 

asistencia de un intérprete podrían ser: a) la expulsión, tanto del agresor como de la propia 

víctima, en el caso de que sean extranjeros extracomunitarios; b) la falta de acceso a la 

información sobre el proceso penal; c) el desconocimiento de los recursos jurídicos, 

sociales y económicos a los que pudiera tener acceso como víctima de violencia de género; 

y d) la ausencia de comunicación con los profesionales del sistema penal, lo cual reduce 

también la efectividad y eficiencia de los operadores jurídicos.  

 

Una vez analizado el estatuto jurídico y el contenido de los derechos a la información y al 

intérprete de las víctimas de violencia de género, a continuación expongo el estudio 

exploratorio realizado en Cataluña para conocer la intervención del intérprete en el sistema 

penal en casos de maltrato.  

 

 

2. Víctimas de violencia de género con barrera idiomática y servicio de 

interpretación 

El derecho a la información es entendido por la doctrina procesalista como un requisito 

para garantizar el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva (véase Gimeno – 

Moreno – Cortés, 2003: 42-44; Subijana, 2006: 228-229; Martín, 2012: 57-64). La 

información que tienen que recibir las víctimas de violencia de género está relacionada con 

los recursos disponibles en materia de: a) protección, apoyo y asesoramiento; b) el proceso; 

c) la sentencia y resoluciones dictadas a lo largo del mismo; y d) la situación del agresor 

(véase Tabla 9). En el caso específico de las víctimas extranjeras no se prevé la necesidad de 

informarles sobre su situación administrativa o la de su agresor, ni sobre las consecuencias 

que la intervención del sistema penal podría suponer al respecto379. Además, en aquellos 

casos en los que las víctimas no hablen el idioma oficial, la asistencia del intérprete depende 

                                                
379 Se recuerda al lector que en el caso de mujeres en situación de irregularidad ‘si del procedimiento penal 
concluido no pudiera deducirse la situación de violencia de género, se incoará el expediente administrativo 
sancionador por infracción del artículo 53.1.a) o se continuará, en el supuesto de que se hubiera suspendido 
inicialmente’ (art. 31bis LOEx). Así, las mujeres que se encuentren en una situación de irregularidad 
administrativa y en cuyo proceso no haya podido demostrarse que son víctimas de violencia de género podrán 
ser expulsadas del país. 
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de la discrecionalidad de los funcionarios, ya que normativamente no está prevista en todas 

las fases del proceso. 

 

Para entender cómo funciona el servicio de interpretación y las dificultades que tienen las 

mujeres con barrera idiomática que han sufrido violencia de género, durante los meses de 

abril a septiembre de 2010 se llevó a cabo en el área metropolitana de Barcelona380 un 

estudio exploratorio sobre la respuesta del sistema penal a estas víctimas. La hipótesis de 

partida para la elaboración de este estudio es que en el caso de víctimas de maltrato que no 

entienden castellano el derecho a la información no está garantizado, y en consecuencia, su 

derecho a la tutela judicial efectiva como víctimas de un delito podría verse vulnerado. No 

mantenerlas informadas podría dar lugar a que las mujeres desconozcan el curso del 

proceso penal, así como los derechos y los recursos sociales, económicos y jurídicos a los 

que tienen acceso como víctimas de violencia de género, con las consecuencias que ello 

pudiera conllevar. En este sentido, se considera relevante conocer si se garantiza el derecho 

al intérprete, y en última instancia, si las mujeres con una barrera idiomática reciben la 

información en los términos descritos en el apartado anterior. 

 

La investigación se realizó utilizando dos instrumentos metodológicos. Por un lado se llevó 

a cabo la observación participante en el Juzgado de Guardia de Violencia sobre la Mujer de 

Barcelona381 en un periodo de quince días alternos durante el mes de julio de 2010, en 

diferentes horas y días de la semana, para observar el funcionamiento del juzgado y su 

respuesta a las víctimas con barrera idiomática. Por otro lado, se llevaron a cabo entrevistas 

semiestructuradas a profesionales que hacen uso del servicio de interpretación y a los 

propios intérpretes para conocer el funcionamiento de este servicio en los diferentes 

ámbitos de justicia382, las condiciones en las que se presta y la opinión que los diferentes 

profesionales tienen sobre este servicio. Asimismo, se entrevistó a víctimas de violencia de 
                                                
380 Dada la dificultad para encontrar profesionales del sistema penal y mujeres víctimas de violencia de género 
con una barrera idiomática dispuestos a ser entrevistados, tres de las entrevistas se tuvieron que realizar en el 
término judicial de Girona. Si bien en un principio esta circunstancia se planteó como problemática, 
finalmente sirvió para poder comparar la respuesta del sistema en dos ciudades diferentes y corroborar la 
similitud en la respuesta del sistema penal a las víctimas de violencia de género en Cataluña. 
381 La observación participante se intentó llevar a cabo también en el ámbito policial, pero el permiso fue 
denegado bajo el pretexto de preservar la intimidad de las víctimas. 
382 Concretamente el estudio se centró en el ámbito policial, judicial y asistencial. A este respecto, cabe indicar 
que se utiliza el término ‘ámbito asistencial’ para hacer referencia a los servicios sociales (Oficina de atención 
a las Víctimas y Equipo de Asistencia a las Mujeres), de asistencia jurídica y al propio servicio de 
interpretación. 
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género extranjeras que tenían dificultades en la comunicación o comprensión en castellano, 

con el fin de conocer su experiencia y obtener información sobre los problemas que ellas 

mismas detectaban al respecto, así como su nivel de conocimiento sobre el funcionamiento 

del sistema y los recursos a los que tienen acceso. Concretamente se realizaron cuatro 

entrevistas a Mossos d’Esquadra miembros de los Grupos de Atención a la Víctima de 

Barcelona (GAV), cuatro a jueces de Barcelona (dos Jueces Penales y dos Jueces de 

Violencia sobre la Mujer - JVM), una a un trabajador de la Oficina de Atención a la Víctima 

(OAV, Ciudad de la Justicia de Barcelona), una a un miembro del Equipo de Atención a las 

Mujeres (EAD, Ayuntamiento de Barcelona), cuatro a abogados del turno de oficio de 

violencia (dos en el área de Barcelona y dos en el área de Girona383), cuatro a intérpretes 

que trabajan en el servicio de justicia (tres en Barcelona y una en Girona), y cuatro a 

mujeres víctimas de violencia de género con barrera idiomática. 

 

Se considera relevante destacar las dificultades para contactar con mujeres que han sufrido 

maltrato. Para el desarrollo de esta investigación el contacto con las víctimas se intentó 

establecer a través de cuatro vías diferentes: a) los servicios de atención a las mujeres, 

concretamente, a través de la Oficina de Atención a las Víctimas y el Equipo de Atención a 

las Mujeres del Ayuntamiento de Barcelona; b) los abogadas de oficio; c) la policía 

autonómica catalana – Mossos d’Esquadra; y d) los juzgados. En lo que respecta a los 

servicios asistenciales y a los Mossos d’Esquadra el resultado fue negativo, bien porque no 

se obtuvo respuesta – como en el caso de la Oficina de Atención a las Víctimas de Reus – o 

bien porque la petición fue denegada – como en el caso de los Mossos d’Esquadra o el 

Equipo de Atención a las Mujeres del Ayuntamiento de Barcelona. En cuanto a los 

abogados de oficio, dada la especificidad de la investigación, el resultado tampoco fue 

positivo, principalmente debido al volumen de trabajo de las abogadas y a la dificultad de 

volver a contactar con las mujeres que no conocen el idioma, por lo que finalmente no se 

consiguió establecer el contacto con ninguna mujer a través de los letrados. Así, la única vía 

que nos ha permitido tener acceso a un grupo de mujeres ha sido a través de los juzgados: 

el Juzgado de Guardia de Violencia contra la Mujer de Barcelona y los Juzgados Penales de 

Girona. 

 
                                                
383 Dos de ellos fueron entrevistados en el propio juzgado, en los momentos previos y posteriores a la 
asistencia a la víctima, y los otros dos fueron entrevistados en sus despachos. 
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El acceso a las víctimas fue por tanto arduo y complejo. Se consiguió entrevistar a cuatro 

mujeres de las siguientes nacionalidades: india, egipcia, brasileña y macedonia. Es 

importante asimismo mencionar la dificultad de mantener la comunicación una vez que 

ellas accedían a participar en la investigación. A pesar de que el primer contacto se 

establecía en los juzgados, conseguir que las mujeres realizaran la entrevista en un lugar 

ajeno al ámbito judicial y en una fecha posterior supuso un problema, por lo que 

finalmente se procedió a la realización de las entrevistas en los propios juzgados en el 

mismo momento en el que ellas otorgaban su consentimiento. Dos ejemplos de esta 

situación son los ocurridos con dos de las víctimas inicialmente contactadas, de 

nacionalidad marroquí y china, que en un primer momento mostraron su conformidad para 

participar en la investigación, y sin embargo, posteriormente bien manifestaron que ya no 

querían participar o bien fue imposible retomar el contacto. 

 

 

2.1. Datos sobre víctimas con barrera idiomática 

La información sobre cuántas mujeres víctimas de violencia de género requieren el uso de 

un intérprete en el ámbito del sistema penal es de difícil acceso. Ninguno de los datos 

publicados por el Instituto de la Mujer, el Consejo General del Poder Judicial o el 

Observatorio Estatal contra la Violencia Doméstica y de Género ofrece información sobre 

el porcentaje de víctimas de maltrato que tienen barrera lingüística ni sobre el porcentaje de 

casos en los que se hace uso del intérprete. A pesar de que la observación participante 

permitió constatar que era frecuente el uso del servicio de interpretación en los Juzgados de 

Guardia de Violencia sobre la Mujer, ya fuera para la víctima o para el agresor, estos datos 

no están recogidos, y por tanto no es posible conocer de forma exacta la magnitud del 

problema. 

 

Para obtener alguna información sobre la incidencia de la barrera idiomática en casos de 

violencia de género y realizar una aproximación al fenómeno se contactó con Seprotec, la 

empresa de traducción e interpretación subcontratada por el Departamento de Justicia para 
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cubrir los servicios de interpretación en el ámbito judicial384, quien facilitó los datos que se 

detallan en la Tabla 10. 

 
Tabla 10: Lenguas solicitadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de Barcelona (enero - abril 2010) 

Lengua solicitada TOTAL PORCENTAJE 
Árabe 36 39,6% 
Chino 17 18,7% 
Inglés 13 14,3% 

Rumano 9 9,9% 
Urdú 7 7,7% 

Francés 4 4,4% 
Ruso 3 3,3% 

Tagalog 3 3,3% 
Otros385 18 19,8% 
TOTAL 110 100% 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados por Seprotec 
 

Respecto de estas cifras cabe realizar algunas apreciaciones. En primer lugar, es necesario 

valorar la dimensión que tienen estos 110 casos en los que se solicita intérprete respecto del 

total de casos de violencia de género instruidos por los Juzgados de Guardia de Barcelona. 

Según los datos indicados por Seprotec, la media de solicitudes mensuales de intérprete en 

los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de Barcelona es de 27,5. De acuerdo con la 

información publicada por el Consejo General del Poder Judicial, en 2010 los Juzgados de 

Violencia sobre la Mujer de Barcelona recibieron un total de 3.678 denuncias, lo que 

supone un total de 306 denuncias mensuales. Si bien no se indica qué porcentaje de dichas 

denuncias fueron interpuestas por mujeres extranjeras, la información analizada en el 

segundo capítulo de este trabajo muestra que éstas representan aproximadamente un 35% 

del total de mujeres que denuncian este tipo de delitos. Teniendo en cuenta lo expuesto se 

podría estimar que en Barcelona en 2010 alrededor de 107 denuncias mensuales habrían 

sido presentadas por mujeres extranjeras386. Por lo tanto, en un principio, parecería que 

                                                
384 En un primer momento nos dirigimos a los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de Barcelona para 
averiguar en cuántos casos se solicita el servicio de un intérprete para las víctimas de violencia de género, pero 
nos indicaron que no recogen datos al respecto ni realizan ninguna estadística, por lo que fue imposible 
obtener información por esta vía.  
385 En esta categoría se incluyen las lenguas que se han solicitado en menos de tres ocasiones (Bangla, 
Búlgaro, Coreano, Georgiano, Griego, Hindi, Italiano, Mandinga, Moldavo, Polonés, Portugués, Tailandés, 
Ucraniano y Wolof). 
386 Todos los datos utilizados proceden de una elaboración propia a partir de los datos publicados por el 
CGPJ (última consulta: 12 de marzo de 2013):  
http://www.poderjudicial.es/cgpj/ca/Temes/Estadistica_Judicial/Activitat_judicial_per_tribunal__PC_AXI
S_ 
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aproximadamente en un 25% de los casos instruidos por los Juzgados de Violencia sobre la 

Mujer de Barcelona en los que la víctima es extranjera se solicita un intérprete.  

 

Sin embargo, hay que tener en cuenta dos cuestiones: por un lado, entre las 107 mujeres 

extranjeras que denuncian violencia de género se encuentran aquellas procedentes de países 

de Latinoamérica, y que por tanto no requerirán de la asistencia de un intérprete; y por otro 

lado, la información disponible no permite afirmar que la solicitud del intérprete se realice 

para asistir a la víctima y no al imputado, como se verá a continuación. Por lo tanto, la falta 

de datos sobre la nacionalidad de las víctimas o para qué parte en el proceso se solicita el 

intérprete dificulta realizar conclusiones al respecto. 

 

En segundo lugar, según lo indicado por los jueces de guardia entrevistados, así como por 

el responsable de la empresa que facilitó la información, en los datos expuestos no se 

refleja el total de casos en los que se solicita el servicio de interpretación desde los Juzgados 

de Violencia sobre la Mujer para las víctimas de este tipo de delitos. A este respecto habría 

que tener en cuenta lo siguiente:  

a) En ocasiones, sobre todo en los Juzgados de Guardia, dado el escaso margen de 

tiempo en el que se desarrolla el proceso, no es posible prever con suficiente 

antelación la necesidad de un intérprete, lo que supone que la solicitud no se realice a 

través del programa informático creado a tal efecto – y que a su vez es utilizado por la 

empresa encargada de proporcionar el servicio para contabilizar las solicitudes – sino 

contactando directamente por teléfono con el servicio de interpretación de los 

juzgados387, por lo que no se puede asegurar que estos casos estén incluidos en la 

información facilitada.  

b) Los datos expuestos no reflejan el total de mujeres que llegan al juzgado con barrera 

idiomática y necesitan la asistencia de un intérprete. No existe ningún protocolo de 

actuación ni unos requisitos de comprensión mínimos que sirvan como referente para 

solicitar la ayuda de un intérprete en el caso de las víctimas, sino que depende del 

supuesto concreto y de las consideraciones que al respecto realice el funcionario que se 

encargue del caso, pudiendo optar por hacer uso de la asistencia de un familiar o algún 

                                                
387 La empresa subcontratada tiene un espacio fijo en la Ciudad de la Justicia de Barcelona en el que de forma 
continua hay intérpretes de las lenguas más comunes. En el caso de que de forma inmediata los profesionales 
de justicia necesiten hacer uso de un intérprete se contacta con este servicio. 
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funcionario del sistema penal que se encargue de facilitar la comunicación388 en lugar 

de solicitar un intérprete.  

c) La información recogida en la Tabla 10 hace referencia a todas las solicitudes de 

intérpretes realizadas por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, pero no se detalla 

si la solicitud se realiza para asistir al denunciado o a la víctima, por lo que no es 

posible determinar en qué porcentaje los usuarios de este servicio son las mujeres. 

 

Por último, la representación de idiomas como el inglés o francés, por ejemplo, podría no 

deberse a que las víctimas con barrera lingüística sean inglesas, sino a que es más sencillo 

encontrar un intérprete de este idioma que de alguna otra lengua minoritaria. Por tanto, 

estos datos no son un reflejo de la distribución las nacionalidades que llegan a los juzgados 

de violencia sobre la mujer, sino únicamente de aquellas que requieren más a menudo de 

los servicios de interpretación. 

 

En definitiva, estos datos sirven para ofrecer una aproximación de la magnitud del uso del 

intérprete en supuestos de violencia de género y de cuáles son las lenguas más solicitadas en 

estos casos. Con base en lo observado en los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y en la 

información extraída de las entrevistas realizadas, se puede considerar que la falta de 

protocolos o guías que indiquen a los funcionarios cómo actuar en casos de víctimas de 

violencia de género puede favorecer que haya casos en los que la mujer extranjera con 

barrea idiomática no sea asistida por un intérprete. Esto puede ocurrir por ejemplo cuando 

algún funcionario o alguna persona que acompaña a la víctima se encarga de facilitar la 

comunicación, o cuando la mujer ‘más o menos’ entiende el idioma, en cuyo caso se utiliza 

directamente la lengua oficial por parte del funcionario. Si bien estos casos no tienen lugar 

en sede judicial, donde se tiende garantizar unos servicios mínimos, sí es frecuente que 

ocurra con los abogados, los psicólogos y los trabajadores sociales, e incluso con la policía. 

Para explicar mejor esta percepción se dedican los siguientes apartados a exponer el uso del 

intérprete a lo largo del sistema penal. 

 

 

                                                
388 Como se verá a continuación, los diversos profesionales entrevistados ponen de manifiesto que los 
imputados tienen que tener garantizado el derecho al intérprete, pero no así las víctimas, en cuyo caso los 
profesionales no lo consideran propiamente un derecho. 
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2.2. Derecho al intérprete y sistema policial 

La policía es una de las primeras instancias del sistema penal con las que las víctimas entran 

en contacto (Hartman – Belknap, 2003: 350; Gillis et al., 2006: 1.152). Por ello, la Directiva 

2012/29/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que 

se establecen las Normas Mínimas sobre los Derechos, el Apoyo y la Protección de las 

Víctimas de Delitos, en su art. 7.1, reconoce la necesidad de garantizar el derecho a la 

información desde los inicios del proceso, en instancia policial. Ello indica la relevancia de 

conocer cómo se gestiona el servicio de interpretación en este ámbito para entender la 

problemática de las mujeres que no hablan el idioma oficial cuando acuden a comisaría o 

cuando la policía se persona en el lugar de los hechos respondiendo a la llamada de un 

tercero o de la propia víctima. 

 

Una vez que se establece el primer contacto con la policía las víctimas de violencia de 

género son derivadas al Grupo de Atención a la Víctima (GAV). Aunque hay comisarías 

donde se garantiza este servicio los fines de semana, lo más frecuente es que únicamente 

estén disponibles durante la semana y en un horario de mañana y/o de tarde. Esto implica 

que hay casos en los que las víctimas son trasladas al juzgado sin haber tenido contacto con 

los especialistas de estos grupos de atención. A este respecto, se desconoce el porcentaje de 

mujeres que efectivamente son derivadas a este servicio respecto del total de víctimas de 

violencia de género que entran en contacto con la policía, y si la barrera idiomática puede 

tener algún impacto en la decisión de derivar o no a las mujeres al GAV. 

 

El GAV es un servicio ofrecido por los Mossos d’Esquadra y supervisado por el Grupo 

Regional de Atención a la Víctima, que está compuesto por oficiales de policía con una 

formación y sensibilización específica en materia de violencia de género, aunque no así en 

materia de extranjería e inmigración. Está encargado de recibir a las víctimas y hacer el 

seguimiento correspondiente de los casos de violencia de género, para lo cual realizan una 

valoración de riesgo y establecen un contacto continuo con las mujeres, en función del 

riesgo establecido. Asimismo, se encargan de informar sobre los recursos que tienen a su 

disposición y ofrecer protección en caso de que exista un riesgo de que vuelvan a sufrir 

maltrato por parte de sus parejas. 
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Cuando los Mossos d’Esquadra reciben a una víctima con barrera idiomática en principio 

se garantiza la comunicación a través de un servicio de interpretación gestionado por una 

empresa privada389 que, mediante concurso público, ha sido contratada por la 

Administración para tal efecto. Cuando se necesita la colaboración de un intérprete el 

oficial de policía se pone en contacto telefónicamente con la empresa y ésta se encarga de 

tramitar las gestiones para que éste llegue en el mínimo tiempo posible, dependiendo del 

ámbito geográfico desde el que se solicita el servicio. Asimismo, en función de las 

dimensiones y las necesidades de la comisaría, hay intérpretes ‘presenciales’ – aquellos que 

se encuentran de forma continua en la comisaría – siendo los idiomas más comunes el 

árabe, francés, inglés, alemán e italiano. Siempre que en la comisaría haya algún intérprete 

presencial del idioma que se requiere el contacto con el intérprete es directo, en la misma 

comisaría y en el mismo momento en el que se necesita la traducción. 

 

Una vez analizado brevemente el funcionamiento del servicio de interpretación en el 

ámbito policial se exponen a continuación algunos de los conocimientos extraídos de las 

entrevistas realizadas a los miembros del GAV. Por un lado, se pone de manifiesto una falta 

de previsión legal. En el Protocolo de Actuación y Coordinación de Fuerzas y Cuerpos de 

Seguridad del Estado y Abogados ante la Violencia de Género Regulada en la Ley Orgánica 

1/2004, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, se incluye un 

documento estandarizado que se entrega a las mujeres, en el que se detallan los derechos 

recogidos en la LO 1/2004390. Sin embargo, en el protocolo no se hace referencia alguna a 

los supuestos en los que las víctimas no puedan entender el idioma ni a las actuaciones que 

la policía y los abogados tendrían que llevar a cabo en estos casos. 

 

Por otro lado, esta falta de previsión legal aumenta la discrecionalidad de la policía respecto de 

contactar o no con el servicio de interpretación. En la práctica son los propios policías, ya 

sean los que atienden en primera instancia a las víctimas o los miembros del GAV, en su 

caso, los que deciden si solicitan la asistencia del intérprete o si, por el contrario, utilizan 

otros medios, como la asistencia de familiares o amigos que acompañan a la víctima, 

                                                
389 Durante el periodo de realización del estudio la empresa encargada de garantizar el servicio de 
interpretación en el ámbito policial de Cataluña era K.M.Al Arabi S.S. 
390 Consultado el 23 de mayo de 2013 en: 
http://www.interiuris.es/archivos/dilig_infor_abogados_violencia_de_genero.pdf 
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pudiendo éstos estar también vinculados al agresor. A pesar de que la decisión de contactar 

al intérprete oficial es discrecional, algunos policías pusieron de manifiesto sus reticencias 

respecto de hacer uso de familiares o amigos:  

  

Bueno, si es inglés o francés, pues en comisaría tenemos gente. O bien yo hablo 
inglés u otro compañero habla francés, pues ya vemos…. O sea, tardas más en 
explicarte, en dar el razonamiento, porque hay palabras técnico-policiales, y en 
esto nos ahorramos [tiempo]. A mi, personalmente, no me gusta usar ni 
familiares ni amigos en traducciones, más que nada porque no son totalmente 
objetivos, son subjetivos (E3, GAV) 

 

Por último, es importante destacar las creencias de los policías entrevistados respecto de las 

víctimas de violencia de género, especialmente aquellas con barrera idiomática. En primer 

lugar, indicaron que el contacto con el servicio de interpretación para el caso de las víctimas 

no es obligatorio en esta instancia del proceso. A través de la convicción de que las víctimas 

no tienen un derecho a intérprete en instancia policial, y ante la falta de un protocolo que 

regule esta situación, se consigue fomentar la discrecionalidad de contactar con un 

intérprete profesional. Así, esta decisión queda bajo la voluntad del oficial encargado de 

recoger la denuncia en cada momento, pudiendo dar lugar a una respuesta diferencial no 

justificada. Esta percepción de no obligatoriedad de la participación del intérprete en el 

caso de las víctimas se puede observar en el siguiente fragmento: 

 

A una víctima le puede hacer de intérprete cualquier persona, siempre se ponen 
los datos de la persona que lo hace. A una persona denunciada solo puede ser 
una empresa de intérprete, porque si es un familiar puede influir en la 
declaración, si es un agente de policía no lo puede hacer porque también 
influiría en la declaración y va en contra de los derechos de la persona (E1, 
GAV) 

 

Una segunda creencia observada es que si el policía lo estima oportuno puede tomar la 

declaración a través del uso de otros medios diferentes a la asistencia de un intérprete que 

puedan servir para facilitar la comunicación: con la ayuda de algún compañero que hable el 

idioma de la víctima o algún otro idioma en el que ambos se puedan entender, aunque no 

sea en la lengua materna de la víctima, o como se indicó anteriormente, con la asistencia de 

la persona que acompaña a la víctima. No obstante, no hacer uso de un intérprete 

profesional puede afectar de forma negativa al desarrollo de la propia investigación. Así, 
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puede incidir en la correcta comprensión de los hechos por parte de la policía, pudiendo 

dar lugar a la pérdida de información importante para la averiguación de los hechos y para 

la resolución del caso, y pudiendo incluso afectar a la valoración del tipo de delito por el 

que se inculpa al agresor. Esto implicaría que el hecho de no contar con la asistencia de un 

intérprete oficial pudiera mermar la capacidad de la policía en sus obligaciones de 

protección de las víctimas y de aclaración de los hechos. 

 

Una tercera creencia afirma que lo más importante en el caso de las víctimas de violencia de 

género es crear un clima de confianza en el que se sientan seguras y puedan hablar con más 

tranquilidad, como se indica en los siguientes fragmentos: 

 

Es más el clima y las circunstancias, la empatía a la hora de que se tranquilicen, 
se habla.... (E2, GAV) 
 

A mi lo que me gusta es crear un clima de confianza con el traductor y con la 
víctima, aunque no pueda expresarme, pero a base de gestos y de contacto 
visual con la víctima y con el traductor para que vea que, que bueno, pues que 
aunque sea a tres y haya una barrera lingüística pues se puede crear un clima de 
confianza (E3, GAV) 

 

Esta creencia de los policías respecto al clima de confianza se ha constatado también en las 

entrevistas realizadas a las mujeres. Así, una de las entrevistadas, de nacionalidad india, 

hacía constar que en el primer contacto con la policía, que había tenido lugar en la calle tras 

una agresión en la vía pública, ella se comunicó con el oficial que la atendía a través de la 

intervención de uno de los trabajadores sanitarios, un hombre de nacionalidad italiana que 

hablaba inglés y español. A pesar de que no tuvo el servicio de un intérprete hasta que no 

llegó a los juzgados, ella consideró el contacto con la policía como uno de los momentos 

clave a la hora de entender que era víctima de un delito y que la policía le podía ayudar, 

precisamente por el clima de confianza que se creó con el oficial que la atendió en la calle y 

el trabajador de la ambulancia que facilitó la comunicación entre ambos: 

 

Los sanitarios me aseguraron que no me pasaría nada y que ellos me cuidarían, 
y cuando la policía llegó yo dije que no quería denunciar y ellos me dijeron que 
me ayudarían y me transmitieron mucha confianza... supe que la ley estaba de 
mi parte (E1, mujeres víctimas de violencia de género, traducción propia del 
inglés)  
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Sin embargo, y a pesar del clima de confianza creado, la mujer entrevistada decidió no 

prestar declaración y no denunciar al agresor y desconocía los derechos que le 

correspondían como víctima de violencia de género, entre ellos la posibilidad de solicitar la 

autorización de residencia y de trabajo por circunstancias excepcionales. En este caso, la 

falta de información acerca de la posibilidad de regularizar su situación administrativa 

favoreció su decisión de volver a su país con su familia. Por tanto, a pesar de que el clima 

de confianza puede considerarse positivo, no asegura necesariamente que los derechos de 

las víctimas se garanticen. 

 

Por otra parte, es importante mencionar algunos problemas a los que hace frente la policía 

a la hora de tratar con mujeres víctimas de violencia de género que tienen barrera 

idiomática. Uno de ellos es cómo realizar el seguimiento para garantizar tanto el correcto 

desarrollo de la investigación como la protección de la mujer. En este sentido cabe indicar 

que desde la policía no se hace uso continuo de los servicios de interpretación y que el 

contacto con la mujer no es directo, sino que los policías optan por mantener la 

comunicación con algún familiar o amigo para, a través de ellos, intentar estar al corriente 

de la situación en la que se encuentra la mujer y procurar garantizar su protección. Así lo 

pone de manifiesto uno de los oficiales entrevistados: 

 

Normalmente, cuando usamos el intérprete en comisaría ya buscamos que 
tengan algún familiar o algún conocido que nos pueda servir de traductor en 
ese momento, porque tenemos que realizar llamadas de seguimiento, contactar 
con ellas varias veces para saber su estado, darle un mínimo de protección y 
ayuda, para que no se sienta desvalida tampoco (E3, GAV) 

 

Otro problema detectado es que, teniendo en cuenta que el GAV es un grupo especializado 

en el tratamiento de las víctimas de violencia de género, no todas las víctimas son derivadas 

al mismo. Así lo ponen de manifiesto las mujeres entrevistadas391, quienes confirman que, 

en el momento de llegar al juicio, aún no habían tenido contacto alguno con ningún 

                                                
391 En uno de los casos esta falta de contacto ha podido ser porque la agresión se produjo por la noche, 
cuando el GAV no está de servicio, y la mujer fue atendida en la calle por un Mosso d’Esquadra. En el otro 
caso, porque la mujer fue atendida por un Guardia Urbano. En estos dos casos, se observó que la 
desinformación sobre los recursos que tenían a su disposición, tanto sociales como económicos, y las 
consecuencias del proceso, eran aún mayores que en el caso de las otras dos mujeres, quienes ponían de 
manifiesto más conocimiento al respecto, aunque también su falta de oportunidad para decidir respecto de si 
querían iniciar o continuar el proceso o no. 
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miembro del GAV, únicamente con los oficiales de policía que las habían atendido en un 

primer momento y que las habían tomado declaración. Esta situación podría tener lugar 

porque, según lo indicado por la propia policía, muchos de los altercados ocurren durante 

la noche o el fin de semana, momento en el que los miembros especializados no están de 

servicio.  

 

A este respecto cabe indicar que, según lo expuesto por los entrevistados, en el caso de 

mujeres que no hablan el idioma oficial del país de acogida, el primer contacto con el 

sistema público tiende a producirse con mayor frecuencia a través de la policía, 

normalmente a partir de la llamada de algún testigo o porque ellas mismas acuden 

personalmente a la comisaría de policía en compañía de algún familiar o amigo392. Se podría 

afirmar por tanto que estas mujeres podrían tener un menor contacto con servicios sociales 

de atención a las víctimas y desconocer en mayor medida el funcionamiento del sistema 

penal. En este sentido, si no han sido informadas por otras agencias sociales, y además no 

son derivadas a los GAV cuando interviene la policía, se podría formular la hipótesis de 

que en su caso el proceso podría iniciarse sin que la víctima tenga la información previa 

necesaria para valorar de las consecuencias que para ellas y sus familias tiene dicha 

intervención. 

 

En definitiva, la investigación realizada confirma que el derecho a la información de las 

víctimas con barrera idiomática no está garantizado en el ámbito policial, por las siguientes 

razones:  

a) No hay una previsión legal que recoja el procedimiento de actuación policial en casos 

de mujeres víctimas de violencia de género que no hablen castellano. 

b) El contacto con los Grupos de Atención a la Víctima – que son los que tienen una 

formación especializada y facilitan la información y el seguimiento necesario a las 

víctimas – no está garantizado, ya que depende del momento en el que tenga lugar la 

agresión y de las circunstancias concretas de cada caso. 

                                                
392 Esta afirmación coincide con lo indicado por algunas investigaciones realizadas en el ámbito comparado 
(Abraham, 1995; Perry et al., 1998; Bui – Morash, 1999; Perilla, 1999; Dutton et al., 2000; Raj – Silverman, 
2002; Menjívar – Salcido. 2002; Bui, 2003; Parmar – Sampson, 2005) acerca de las implicaciones de la barrera 
idiomática en el aislamiento social y el acceso a la información. 
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c) Existe una discrecionalidad en la decisión de contactar al intérprete y no hay ningún 

tipo de control de esta discrecionalidad que permita afirmar que, siempre que la mujer 

desconoce el idioma y existe una barrera de comunicación, se hace uso de un intérprete 

profesional. 

d) Las creencias de los policías respecto del uso del intérprete: no es obligatorio; es un 

tema de importancia menor; cualquier persona puede realizar la traducción; y es más 

importante crear un clima de confianza. 

 

Por tanto, en el ámbito policial no se requiere la presencia de un intérprete para facilitar la 

comunicación con las víctimas, y tanto el primer contacto como el seguimiento posterior 

de las mujeres puede realizarse a través de otros medios, sin garantizar la comunicación y la 

comprensión de la información. Con esta conclusión no se pretende afirmar que la 

respuesta de policía sea valorada negativamente por las víctimas o que éstas no estén 

satisfechas a este respecto393, sino poner de manifiesto la situación de aquellas mujeres que 

desconocen el idioma y la garantía del derecho a la información en estos casos. 

 

 

2.3. Derecho al intérprete y sistema judicial 

La gestión del servicio de interpretación en el ámbito judicial es similar a la que tiene lugar 

en instancias policiales. Hay una empresa privada que es contratada por el Departamento 

de Justicia a través de un concurso público, y que se encarga de facilitar intérpretes a los 

juzgados cuando así se solicita. Asimismo, en la Ciudad de la Justicia de Barcelona hay un 

espacio reservado para el ‘Servicio de Traducción e Interpretación’, donde se encuentran 

los intérpretes de las lenguas que son requeridas con mayor frecuencia. La solicitud del 

intérprete la realizan los funcionarios del juzgado a través de una aplicación informática, en 

la que se ha indicar la lengua solicitada, el lugar y la hora de la intervención. Esta solicitud 

llega a los servicios centrales de la empresa y, en el caso de que se necesite alguna lengua 

que en esos momentos no se encuentre en la Ciudad de la Justicia, se gestiona el trámite en 

el periodo de tiempo más breve posible, siendo el máximo establecido de dos horas394. Una 

                                                
393 Sobre la respuesta de la policía a las víctimas de violencia de género ver Hoyle (1998). En España ver Blay 
(2013b). 
394 Este es el circuito habitual, sin embargo, en algunos casos, cuando en el atestado policial no se prevé el uso 
de intérprete, los funcionarios de los juzgados de guardia realizan la solicitud directamente por teléfono. 
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vez que el traductor llega, se le pone directamente en contacto con el abogado y con la 

mujer. 

 

De las entrevistas realizadas se ha extraído la siguiente información. Por un lado, el 

intérprete en ningún caso tiene acceso al expediente del caso ni habla con la mujer fuera del 

marco de la declaración o del juicio. A este respecto, los profesionales del sistema penal 

consideran que el intérprete debe de evitar el contacto con la mujer fuera del proceso penal 

para garantizar una interpretación objetiva y no contaminada. Sin embargo, la literatura 

sobre traducción en contextos legales considera más óptimo para realizar una traducción 

más exacta tener conocimiento de los antecedentes del caso y de la situación de la persona 

a quien se va a realizar la traducción (para un examen más exhaustivo ver Hale, 2004; 

Richardson et al., 2005).  

 

Por otro lado, como se ha mencionado anteriormente, en la solicitud realizada desde los 

juzgados en ningún caso se hace referencia al hecho de que la interpretación se solicita para 

un perjudicado o un imputado, ni tampoco se menciona el delito que se ha cometido o si se 

requiere de algún intérprete con unas características determinadas en función de la labor 

que va a realizar – por ejemplo, con una sensibilización de género o unos conocimientos 

específicos en materia de extranjería. En el caso de que la solicitud provenga de los 

Juzgados de Violencia sobre la Mujer se entiende que el intérprete prestará sus servicios en 

un supuesto de violencia de género, si bien, en el momento de acudir a los juzgados éste 

desconoce si va a realizar una traducción a una víctima o a un imputado, o si se trata de un 

caso de maltrato ocasional o de violencia sexual, por ejemplo. En cuanto a los Juzgados 

Penales, el intérprete ni siquiera dispone de información sobre si es solicitado para un 

delito de violencia de género o para otro tipo delictivo. 

 

Además de estos conocimientos sobre el funcionamiento del servicio de interpretación en 

sede judicial, la realización de este estudio ha permitido detectar tres problemas en cuanto a 

la garantía de la comunicación y al acceso efectivo a la información de las víctimas con 

barrera idiomática. En primer lugar, no se traduce el juicio. A pesar de que en estos casos 

siempre hay un intérprete en el juzgado para facilitar la comunicación, la única parte del 

juicio que se traduce a la mujer es cuando el juez, el fiscal o alguno de los abogados se 
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dirige directamente a ella para solicitar alguna información. Por lo demás, la declaración del 

imputado y las intervenciones de los magistrados no se traducen, de manera que la mujer 

no tiene posibilidad de realizar intervención alguna respecto del contenido del juicio, al no 

entender lo que en él se dice. Esto hace que los derechos de los cuales es titular como 

víctima de un delito, como el derecho a una tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) o a ejercer 

la acción penal (arts. 109 y 110 LECr), pudieran verse reducidos.  

 

En segundo lugar, no hay un seguimiento por parte del juzgado en lo que respecta a la 

entrega de notificaciones a la víctima, especialmente sobre la comunicación de la sentencia 

una vez finalizado el proceso. La notificación se entrega directamente a la víctima o se le 

envía por correo en la lengua oficial (art. 15 Ley 35/1995 y arts. 742.2, 789.4 y 792.4 LECr), 

sin que haya garantías de que la mujer lo entienda correctamente y comprenda el contenido 

de la sentencia395. A este respecto cabe tener en cuenta que la continuidad de la relación 

entre mujeres y su abogado es compleja, ya que según lo expuesto por los profesionales 

entrevistados396, en el caso de que exista un contacto entre ambos, éste tiene lugar a través 

de algún familiar o amigo, en ningún caso a través de un traductor profesional. 

 

Finalmente, se observó que las mujeres que desconocen el idioma, ni las entrevistadas ni las 

que fueron atendidas por el Juzgado de Guardia durante los días en los que se llevó a cabo 

la observación participante, fueron derivadas a la Oficina de Atención a las Víctimas para 

recibir información y hacer un seguimiento, como indica el art. 15 de la Ley 35/1995. Si 

bien es cierto que el estudio realizado no permite concluir si la no derivación a la Oficina 

de Atención a la Víctima de las mujeres que desconocen el idioma es o no una práctica 

habitual en sede judicial, sí cabe mencionar que durante el periodo de observación la 

                                                
395 Al respecto cabe recordar la discusión mencionada en el primer apartado de este capítulo sobre la 
necesidad de que el Estado garantice que la víctima entienda el contenido de la notificación (ver Carocca, 
1997: 218-219). Bajo mi punto de vista es necesario que la víctima comprenda el contenido de las 
notificaciones, en consonancia con lo establecido en la Directiva 2012/29/UE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se Establecen Normas Mínimas sobre los Derechos, el Apoyo 
y la Protección de las Víctimas de Delitos, en cuyo art. 3 se reconoce el derecho de las víctimas a entender y 
ser entendidas a lo largo del proceso. 
396 Los abogados entrevistados, colegiados en los Ilustres Colegios de Abogados de Barcelona y Girona, 
afirmaron en las entrevistas que ellos no disponen de un servicio de interpretación que puedan utilizar a fin de 
garantizar la comunicación entre el abogado y sus clientes. 
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derivación de estas víctimas no tuvo lugar397. A este respecto, no se ha encontrado ningún 

protocolo de actuación que indique en qué casos es necesario facilitar el contacto de las 

mujeres que han sufrido violencia de género con la Oficina de Atención a la Víctima. Según 

lo indicado en las entrevistadas, la derivación a este servicio se produce en los siguientes 

casos:  

 

Cuando las víctimas son menores, cuando se niegan a declarar, cuando el juez se 
‘emociona’, cuando lloran mucho, cuando hay que gestionar acogida (E1. OAV).  

 

En este mismo sentido se manifestaba uno de los Jueces de Violencia sobre la Mujer 

entrevistados, quien indicaba que sus criterios para decidir sobre la derivación son:  

 

La gravedad del delito y/o cuando las mujeres dubitativas, por ejemplo si han 
venido [al juzgado] varias veces y no saben si denunciar o no (E1, JVM) 

 

Sin embargo, las mujeres con barrera lingüística que acudieron a los juzgados durante la 

observación participante, y tres de las cuatro mujeres entrevistadas, no quisieron personarse 

como parte en el proceso, y a pesar de ello no fueron derivadas a la OAV. Por tanto, si la 

barrera idiomática fuera un criterio que se toma en cuenta por parte de los Jueces y 

Secretarios Judiciales a la hora de decidir si derivar o no a una víctima al servicio de 

atención, entonces podría implicar que el acceso de estas mujeres a uno de los principales 

recursos públicos creados para las víctimas de violencia, en el que se les informa sobre las 

ayudas económicas y sociales disponibles, se podría ver reducido, pudiendo encontrarse 

estas mujeres perjudicadas por esta práctica398.  

 

En definitiva, el estudio realizado permite afirmar que, en el ámbito judicial el intérprete 

está presente durante la declaración de la mujer ante el juez y durante el juicio, pero a lo 

                                                
397 Esta observación permitiría considerar que, cuando el contacto con los GAV falla por cualquier causa, y 
además los juzgados no derivan a las mujeres a la OAV, se pueden dar casos en los que la mujer haya pasado 
por dos instituciones públicas y a pesar de ello no conozca sus derechos y qué recursos tiene a su disposición.  
398 La observación participante ha permitido comprobar, y así lo constató la Oficina de Atención a las 
Víctimas, que una gran parte de las mujeres no llega a su servicio porque no hay una derivación de los 
juzgados. Es importante tener en cuenta los resultados de trabajos realizados a este respecto en el ámbito 
comparado (Gillis et al., 2006: 1.154), en los que se indica que cuando la víctima es enviada a los servicios 
sociales, tiene el doble de posibilidades de continuar con el proceso, por lo que esta derivación podría tener 
incluso consecuencias en lo que respecta a su decisión y voluntad de mantener o no la intervención del 
sistema penal. 
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largo del proceso de investigación – a efectos por ejemplo de notificar una citación – y una 

vez ha finalizado el juicio no se cuenta con la presencia de un intérprete que pueda traducir 

los contactos con el abogado, la preparación de la acusación o incluso la propia sentencia, 

entre otros aspectos. Por lo tanto, tampoco en este caso se garantiza que el contacto y la 

comunicación continua entre el juzgado y la mujer a lo largo de todo el proceso se realice a 

través de un intérprete profesional, como se indica en el art. 7 de la Directiva Europea 

2012/20/UE.  

 

 

2.4. Derecho al intérprete y sistema asistencial 

El análisis de los servicios asistenciales en este trabajo se ha centrado en los siguientes399: 

abogados de oficio, Oficina de Atención a las Víctimas y Equipo de Atención a las Mujeres 

del Ayuntamiento de Barcelona. A continuación se procede a explicar el funcionamiento de 

cada uno de estos servicios y los conocimientos adquiridos al respecto a partir de las 

entrevistas realizadas. 

 

El acceso a un abogado de oficio desde el primer contacto con el sistema penal es uno de 

los servicios de asesoramiento y asistencia jurídica más relevantes para las víctimas de 

violencia de género, tanto en la instancia policial como a lo largo de todo el proceso penal 

(art. 20 Ley Integral y art. 2.g de la Ley 1/1996, de 11 de enero400). Se considera que el 

abogado juega un rol muy relevante en este aspecto, por un lado, porque facilita y aclara la 

información sobre el proceso que le ha sido transmitida a la víctima por parte de la Policía 

Judicial, el Secretario Judicial o el Juez, en su caso, y por otro lado, porque es quien prepara 

la acusación particular, si la víctima se ha personado como parte en el proceso, y quien se 

encarga de defender sus intereses (Solé, 1997: 36; Subijana, 2006: 230-232; Martín, 2012: 

101 y ss). 

 

                                                
399 La decisión de realizar entrevistas a profesionales de estos ámbitos se basó principalmente en la necesidad 
de entrevistar a trabajadores del ámbito asistencial público, que directa (Oficina de Atención a las Víctimas y 
abogados del turno de oficio) o indirectamente (Equipo de Atención a las Mujeres, EAD) están vinculados 
con el sistema penal, así como en la disponibilidad de dichos trabajadores para realizar las entrevistas. 
400 Artículo añadido por el RD 3/2013, de 22 de febrero, por el que se modifica el régimen de tasas en el 
ámbito de la Administración de Justicia y el sistema de asistencia jurídica gratuita. 
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En lo que respecta al funcionamiento del servicio de interpretación en el caso de los 

abogados del turno de oficio, cabe indicar que según lo manifestado por los letrados 

entrevistados es inexistente. Los abogados hacen uso de los intérpretes que en su caso 

asisten a la víctima en sede policial y en juzgados, pero no tienen acceso a un servicio 

específico gestionado por el Colegio de Abogados. Por tanto, en los casos en los que hay 

barrera idiomática, los abogados de oficio tienen que esperar a que desde la comisaría o el 

juzgado se realice la solicitud del intérprete a la empresa contratada para poder establecer 

las primeras comunicaciones con su cliente. A partir del momento en el que llega el 

intérprete, la mujer presta declaración de los hechos, si lo considera oportuno, y tras la 

toma de declaración por el policía o por el juez ésta tiene un momento para hablar con el 

abogado.  

 

En este sentido, la observación participante y las entrevistas realizadas a los abogados de 

oficio permitieron confirmar que, cuando la víctima tiene una barrera idiomática, la 

asistencia del intérprete a los abogados dependerá de la voluntad del propio intérprete. Así, 

en aquellos casos en los que intervenga un intérprete en instancias policiales o judiciales, los 

abogados únicamente contarán su asistencia durante los interrogatorios y las tomas de 

declaración, pero en las comunicaciones anteriores y posteriores entre el abogado y la 

víctima éste no está obligado a colaborar más allá de lo que le indique el policía, en 

instancia policial, o el juez, en instancia judicial. Por otra parte, si el abogado o la víctima 

necesitan ponerse en contacto tendrán que hacerlo necesariamente a través de algún amigo 

o familiar, pero en ningún caso dispondrán de acceso al servicio de interpretación, como 

afirma una de las abogadas entrevistadas: 

 

Por ejemplo, por teléfono tenemos problemas, porque muchas veces llamas y 
la persona no entiende y... Bueno, te pasa con alguien que es la vecina o que... 
entonces tú te pones a explicar, a quien sea, que necesita que te aporte tal 
documento, que venga un día aquí... (E1, abogada) 

 

A este respecto, las mujeres entrevistadas ponían de manifiesto la falta de relación con los 

abogados, ya que su primer contacto tiene lugar en el momento de la declaración ante la 

policía o el juzgado, sin tener oportunidad para explicarles su situación previamente o 

asesorarse sobre las consecuencias de declarar o personarse como parte en el proceso, entre 



201 
 

otras cuestiones. Por otra parte, indican que una vez finalizada la declaración ante el juez, y 

hasta el momento del juicio, no vuelven a tener contacto alguno con sus abogados.  

 

La situación descrita tiene, a mi parecer, dos consecuencias negativas para las víctimas 

extranjeras con barrera idiomática. Por un lado, el hecho de no poder comunicarse con el 

abogado antes de prestar declaración impide que la mujer pueda resolver dudas jurídicas, 

principalmente en lo que respecta a las consecuencias que puede tener el proceso en su 

situación administrativa, y en su caso la del agresor, y que pueden afectar de forma directa a 

su vida y a la de su familia y a su decisión sobre continuar o no con el proceso penal. Y por 

otro lado, la falta de comunicación de la víctima con el abogado durante el proceso puede 

afectar directamente a su derecho a la información, que podría verse mermado por el hecho 

de no contar con la presencia de un intérprete profesional en los contactos que pudieran 

producirse entre las víctimas y los abogados a lo largo del proceso penal. 

 

El segundo servicio asistencial analizado es la Oficina de Atención a la Víctima (OAV), que 

en Barcelona está gestionada por el Departamento de Justicia de la Generalitat de Cataluña 

y situada en la Ciudad de la Justicia. A la OAV llegan víctimas de delitos, generalmente 

derivadas desde otros servicios, como la policía o los juzgados, aunque también en algunos 

casos pueden acceder directamente sin necesidad de haber establecido un contacto previo 

con el sistema de justicia. Una de sus tareas fundamentales es evaluar el riesgo que las 

mujeres víctimas de maltrato tienen de sufrir una nueva situación de violencia, informarles 

sobre los recursos sociales y económicos disponibles y realizar un seguimiento.  

 

En estas oficinas el contacto con el servicio de interpretación se gestiona de forma similar a 

los juzgados: en el caso de que necesiten la asistencia de un intérprete se ponen en contacto 

con el servicio de interpretación ubicado en la Ciudad de la Justicia de Barcelona, y cuando 

su asistencia es requerida dentro del marco de un proceso judicial y éste no se encuentra en 

el servicio presencial de la Ciudad de la Justicia los profesionales de la OAV contactan 

directamente con la empresa contratada por el Departamento de Justicia de la Generalitat 

de Catalunya. 
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El problema principal con el que se encuentran los trabajadores de la OAV es que cuando 

tienen que comunicarse con la mujer fuera del marco de un proceso judicial, por ejemplo 

para confirmar una fecha para hacerle una entrevista de seguimiento, no disponen del 

servicio de interpretación. En estos casos, según lo indicado por los entrevistados, la 

Administración considera que el contacto con el intérprete no está justificado, por lo que 

los profesionales de este servicio hacen uso de algún familiar o amigo o intentan 

comunicarse en alguna lengua común, como el inglés o el francés. 

 

En definitiva, los profesionales de la OAV, a pesar de formar parte de una función pública 

creada para atender y asistir a las víctimas de delitos, no tienen acceso a un servicio de 

interpretación en los mismos términos que los funcionarios de la policía o los juzgados, y 

no pueden disponer de la asistencia de un intérprete en cada una de las actuaciones que 

llevan a cabo con las víctimas. Esta situación, atendiendo a lo manifestado por la persona 

entrevistada, dificulta el desarrollo de su trabajo y afecta de forma negativa al acceso a los 

recursos de las mujeres con barrera lingüística. 

 

El tercer servicio asistencial analizado es el Equipo de Atención a las Mujeres (EAD), 

gestionado por el Ayuntamiento de Barcelona. Quizás precisamente por su desvinculación 

del sistema de justicia penal, el EAD se muestra manifiestamente diferente de los servicios 

descritos hasta el momento, tanto en lo que respecta a la información que se ofrece a las 

mujeres como en la gestión del servicio de interpretación. El EAD es un organismo de 

asesoramiento y atención a las mujeres, accesible a todas las víctimas de violencia que 

necesiten realizar cualquier tipo de consulta relativa a su situación, estando situadas siempre 

en un primer plano401. En el caso de que la mujer desconozca el idioma, el EAD tiene 

contratada una empresa privada402 diferente a la que presta sus servicios al Departamento 

de Justicia, que se encarga de cubrir la demanda de intérpretes.  

 
                                                
401 Estas mujeres pueden llegar al EAD derivadas desde otros servicios, como centros de salud, asociaciones 
de mujeres o de inmigrantes, o incluso la policía, y normalmente suelen llegar acompañadas por algún familiar 
o amigo, si bien en algunas ocasiones acuden solas. Una gran parte de las mujeres que llegan a este servicio no 
interponen denuncia, lo cual no es un impedimento para que reciban la asesoría y el seguimiento que precisen, 
aunque sí supone una traba a la hora de acceder a determinados recursos y ayudas que requieren para la 
acreditación de la situación de víctima de violencia de género la presentación de una orden de protección 
dictada a su favor o una sentencia condenatoria, como se ha descrito a lo largo de este trabajo.  
402 Durante el periodo de realización del estudio la empresa contratada por el Equipo de Asesoramiento de la 
Mujer del Ayuntamiento de Barcelona era ABD Traduccions. 
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La persona entrevistada confirmó que la presencia de las mujeres inmigrantes que hacen 

uso de este servicio es elevada, estimándose alrededor de un 40% en el año 2009. Si bien no 

pudo precisar cuántas de ellas necesitan un intérprete, sí insistió en que ‘muchas de ellas lo 

necesitan’, y en la importancia de garantizar que los equipos de interpretación estén 

formados y sensibilizados con la violencia de género para que puedan eliminar la barrera 

idiomática y de comunicación que existe con estas mujeres.  

 

La entrevista realizada permite efectuar varias apreciaciones. En primer lugar, se observan 

dos diferencias fundamentales con el servicio de interpretación ofrecido en el sistema 

penal: el EAD garantiza en todos los casos que la interpretación se haga a cargo de una 

mujer, incluso cuando no se solicita de forma expresa por la víctima, y en este servicio se 

procura que la intérprete sea siempre la misma durante todas las sesiones, para crear un 

clima de confianza y evitar que la mujer tenga que exponer su situación de violencia ante 

diferentes personas cada vez que acuda a este servicio. En segundo lugar, las traductoras 

que asisten en el EAD tienen formación, o al menos sensibilidad, tanto en materia de 

género como de extranjería. Cuando se realiza la solicitud del intérprete a la empresa 

gestora, las intérpretes a quienes se les encarga la traducción son conscientes de que van a 

traducir a una mujer extranjera que ha sufrido violencia de género. Por último, en el caso de 

que no se pueda garantizar la asistencia presencial del intérprete, existe un servicio de 

atención telefónica inmediato, que si bien no es considerado el más óptimo por los 

miembros del EAD, sirve para garantizar la comunicación en un primer momento. 

 

 

2.5. Reflexiones sobre el servicio de interpretación en el sistema penal 

Después de exponer el alcance del problema de la barrera idiomática en el caso de las 

víctimas de violencia de género y los conocimientos adquiridos a partir de las entrevistas 

realizadas sobre el funcionamiento del servicio de interpretación y el derecho al intérprete 

en los distintos estamentos del sistema penal – policial, judicial y asistencial, se procede a 

continuación a realizar algunas reflexiones respecto de la gestión de este servicio y de la 

actitud de los profesionales jurídicos hacia los propios intérpretes403. 

 
                                                
403 No se incluye en este análisis lo relativo al servicio ofrecido por el EAD, por considerar que es un servicio 
asistencial ajeno al propio sistema de justicia. 
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La primera observación es la problemática que genera la falta de previsión legal respecto del 

derecho del intérprete en casos de víctimas del delito. Únicamente se ha previsto en la Ley 

de Enjuiciamiento Criminal (art. 440 LECr) la asistencia del intérprete en casos de testigos 

de delitos que intervengan en sede judicial, y desde una perspectiva utilitarista del sistema. 

Como se ha indicado, en casos de violencia de género las víctimas son llamadas a declarar 

en sede judicial como testigos del hecho delictivo, independientemente de que se hayan 

constituido en parte en el proceso o no404. Pero en estos supuestos, el objetivo es que los 

magistrados puedan tomar declaración y constatar la versión de los hechos de la mujer, y 

no garantizar su derecho de información como víctima de violencia de género en los 

términos descritos en el apartado primero de este capítulo. 

 

Esta falta de previsión legal tiene tres implicaciones:  

a) La asistencia del intérprete en casos de víctimas con barrera idiomática depende de la 

discrecionalidad del funcionario, que será quien decida en última instancia si solicita la 

intervención del servicio de interpretación oficial o si hace uso de terceros – 

funcionarios, amigos y familiares de la víctima, principalmente. 

b) Fomenta el desconocimiento de la importancia y el alcance que puede tener para las 

propias víctimas y para el desarrollo del proceso penal el hecho de que las mujeres no 

estén correctamente informadas. Todo ello podría favorecer la inseguridad jurídica y 

provocar situaciones de desigualdad material en las que la atención que reciban las 

víctimas dependerá del profesional que tramite el caso. 

c) Provoca que los servicios de interpretación no estén presentes en fases claves del 

proceso penal, como pueden ser las comunicaciones con el abogado, el juicio – durante 

el cual no se traducen las declaraciones del imputado o de los testigos ni las aportaciones 

de los abogados o del Ministerio Fiscal – o la entrega de notificaciones, entre otras. El 

hecho de que no se lleve a cabo una interpretación en estos estadios del proceso podría 

en ocasiones reducir las posibilidades de las víctimas de conocer y acceder a los recursos 

creados y de ejercer sus derechos – como por ejemplo realizar alegaciones respecto del 

relato de los testigos o del imputado o recurrir la sentencia –, lo que como se ha 

mencionado puede mermar a sus derechos de defensa y a la tutela judicial efectiva. 

Asimismo, podría también afectar negativamente al desarrollo de la investigación para la 
                                                
404 Jorge Vergara, Juez de Violencia sobre la Mujer (comunicación personal, consulta realizada el 29 de mayo 
de 2013). 
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resolución del caso, y por tanto, a la efectividad y eficiencia de la Administración de 

Justicia405.  

 

Respecto al último punto mencionado, algunos de los entrevistados, aunque siempre 

afirmando que la asistencia del intérprete no es preceptiva, han reconocido que la barrera 

idiomática reduce la fluidez en la comunicación, de manera que en estos casos únicamente 

se puede obtener información puntual y no un discurso continuado del relato de la mujer 

del que se pueda obtener información relevante para la calificación de los hechos o para 

evaluar su riesgo de victimización: 

 

Esos detalles, esas cosas que a lo mejor son importantes pero ella no las 
percibe como tal son las que se pierden un poco con el traductor... siempre se 
pierde, sí... tienes que acabar haciendo pregunta-respuesta, y tú puedes no 
pensar en una circunstancia que ella te la podría contar si estuvieras en una 
asociación libre, ¿no? Hablando... y se pierde información, evidentemente (E2, 
GAV). 

 

En segundo lugar, se ha detecto en los profesionales del sistema penal la existencia de creencias 

y prejuicios respecto de las víctimas con barrera idiomática. Entre las creencias más 

habituales destacan las siguientes: la asistencia del intérprete en casos de víctimas no es 

obligatoria; la comunicación la puede garantizar un tercero; y es más importante crear un 

clima de confianza en el que la víctima se sienta protegida que la intervención de un 

intérprete oficial.  

 

Estas creencias se han detectado en las entrevistas realizadas, a pesar de que si la traducción 

se lleva a cabo por un familiar o una persona que no sea un intérprete profesional puede 

tener consecuencias negativas para las víctimas, fundamentalmente en lo que respecta a su 

acceso a los recursos y a su conocimiento sobre el funcionamiento del sistema penal y las 

                                                
405 El hecho de que no haya una traducción precisa en el momento de recoger la denuncia podría en algunas 
ocasiones determinar el curso del proceso, pudiendo favorecer que éste finalice con un sobreseimiento o una 
absolución, por ejemplo en los casos en los que el juez considere que el discurso y la declaración de la mujer 
no han sido similares en la comisaría y en el juzgado, y que por tanto hay una falta de coherencia y 
uniformidad en su declaración. En este sentido, se consideraría imperativo garantizar el derecho a la 
comunicación de las mujeres, no solo porque favorece un mejor conocimiento de los recursos que están a su 
disposición y de la situación procesal que están viviendo, sino porque la declaración estará recogida con más 
exactitud y precisión, lo que facilitará la labor de los profesionales del sistema penal y servirá para ofrecer una 
mejor respuesta al derecho a la tutela judicial efectiva y a la necesidad de protección de estas mujeres. 
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consecuencias del proceso – en especial en los casos en los que las mujeres o sus parejas se 

encuentran en España de forma irregular o en régimen de reagrupación familiar.  

 

En tercer lugar, además de la falta de previsión legal y de las creencias de los profesionales 

del sistema penal, se ha observado que no se garantiza que sea el mismo intérprete el que asista a 

la víctima a lo largo de todo el proceso penal, desde la instancia policial hasta la finalización 

del mismo. El hecho de que las empresas contratadas por instancias policiales y judiciales 

sean diferentes impide que el intérprete sea la misma persona a lo largo del proceso, y 

como consecuencia, implica que la mujer tendrá que relatar los hechos en varias ocasiones 

ante personas diferentes406.  

 

En cuarto lugar, se ha observado que en el sistema de justicia no se tienen en cuenta las 

preferencias de las víctimas respecto del intérprete, principalmente respecto al sexo o 

nacionalidad del mismo, como se puede observar en el siguiente fragmento: 

 

Evidentemente no le pregunto si le gusta este traductor... no le puedo dar a 
elegir porque es ese traductor y le cojo la denuncia con lo que hay. Claro, no le 
pregunto a la señora cómo se encuentra la señora de cómoda con... o sea, yo 
veo como se encuentra y le cojo la declaración y tal, es que, o sea, no le 
pregunto a la señora si se encuentra cómoda con el traductor ... la señora viene 
a denunciar a una hora, y a esa hora le atiende una señora o un señor, lo que 
toca, porque yo entiendo que son igual de competentes los hombres que las 
mujeres (E4, GAV). 

 

A este respecto, algunos de los profesionales entrevistados pusieron de manifiesto que las 

víctimas de determinados delitos, como es el delito de violencia de género, particularmente 

si ha habido algún acto de violencia sexual, prefieren realizar la declaración ante una mujer. 

Sin embargo, siempre puntualizaban que su organismo no podía atender a este tipo de 

peticiones. Asimismo, tanto los profesionales del ámbito asistencial como las mujeres 

entrevistadas indicaron que, en ocasiones, las mujeres prefieren un intérprete de otra 

nacionalidad diferente a la suya, sobre todo en casos de minorías étnicas no numerosas, en 

las que cabe la posibilidad de que los miembros de la comunidad y el intérprete se 

                                                
406 De hecho, ni siquiera en la misma instancia se garantiza que el intérprete sea el mismo cuando la mujer 
tenga que prestar declaración en varias ocasiones, por ejemplo cuando presta declaración ante el juez y 
posteriormente en el momento del juicio. 
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conozcan e incluso sean amigos o familiares de la propia víctima o del agresor407. En este 

sentido, considero que el sexo o la nacionalidad del intérprete son variables que pueden 

afectar a la actitud de las víctimas, por lo que sería oportuno atender a sus preferencias a fin 

de que la mujer pueda sentirse más cómoda para relatar su experiencia de violencia, de 

manera que se pueda obtener una mayor información al respecto para el correcto desarrollo 

de la investigación. 

 

En quinto lugar, se ha detectado que los intérpretes que trabajan en el ámbito de justicia 

tienen una formación deficiente. No existe un control externo por parte de empresas y de la 

Administración en lo que respecta a la capacitación que tiene que tener un intérprete y los 

requisitos mínimos que tiene que superar para realizar interpretaciones en el contexto 

legal408, lo que puede afectar negativamente a la calidad de las traducciones y al desarrollo 

del proceso. Estas características del servicio de interpretación no solo afectan a la calidad 

del servicio, sino que aumentan las dificultades para garantizar el derecho a la información 

en los términos descritos en el primer apartado de este capítulo.  

 

Esta formación deficiente se observa asimismo en lo que respecta a sus conocimientos en 

materia de género y de extranjería. Las profesionales del sistema penal entrevistados 

consideran que no es necesario que los intérpretes dispongan de formación en este sentido, 

a pesar de lo manifestado en el Informe de Expertos del Consejo General del Poder 

Judicial (CGPJ, 2011b: 28), en el que se menciona la necesidad de que las personas que 

intervienen en casos de violencia de género estén formados, ‘debiendo [su formación] 

comprender además las especificidades derivadas de los supuestos de discapacidad y 

                                                
407 Así, en el caso de una de las víctimas entrevistadas, de origen indio, se pudo observar en los juzgados su 
interés en que su intérprete fuera de lengua inglesa, y sin embargo, se le negó esta petición porque era de 
nacionalidad india y su idioma materno era el hindi, a pesar de que hablaba un perfecto inglés y ella misma 
indicó que toda su educación se había realizado en este idioma. En la entrevista la víctima afirmó que su 
interés en que el intérprete fuera de lengua inglesa se debía a que temía que en el caso de ser de ser de origen 
indio éste pudiera conocer al agresor o a ella misma, lo que podría afectar en su caso a su toma de decisiones 
sobre cómo gestionar la violencia y el propio proceso penal. 
408 En lo que respecta al ámbito de Barcelona, a través del estudio realizado se ha podido comprobar que para 
formar parte de los servicios de interpretación en el ámbito de justicia no se exige a los intérpretes una 
formación universitaria específica, y en ocasiones tampoco una capacitación concreta referente al ámbito de 
justicia penal. Incluso, en función de la lengua que necesite ser traducida, no se exige formación alguna, sino 
únicamente ser bilingües, tal y como ha informado el coordinador de Seprotec (Josep Solé, comunicación 
personal). En lugares como California (Estados Unidos), sin embargo, se exige que el intérprete esté 
‘certificado’ – que haya pasado un examen de la administración a nivel estatal, además de la certificación 
profesional o universitaria requerida – o ‘registrado’ –que haya pasado un examen fluido de inglés, aunque no 
tenga un diploma otorgado por una institución educativa del Estado (Richardson et al., 2005: 19).  
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exclusión social que, en ocasiones, afectan a las víctimas (mujeres extranjeras en situación 

administrativa irregular…)’. Así se observa en la siguiente declaración: 

 

No. Es más, ellos simplemente sirven como un puente de comunicación. A mi 
entender, es lo único para lo que deben servir. Incluso la formación la van 
adquiriendo poco a poco, o sea, a medida que van haciendo traducciones (E3, 
GAV) 

 

En sexto lugar, el estudio realizado ha permitido constatar la existencia de una desconfianza 

hacia los intérpretes409 por parte del resto de profesionales, como se puede observar en los 

siguientes fragmentos: 

 

 Lo típico, que pasan dos minutos hablando para decirte: ‘ha dicho que sí’. No, 
¡te ha dicho algo más! (E2, GAV). 
 

Cuando estás en el interrogatorio, muchas veces a una pregunta muy concisa, él 
quiere... pues bueno, va dando a la persona interrogada aclaraciones o 
matizaciones, o se va, como nos pasaría a lo mejor a nosotros, nos vamos 
enrollando un poco y vamos dando explicaciones, intentamos a lo mejor... 
claro, y ves que a lo mejor están un rato hablando, ¿no?, y esto siempre lo 
decimos, porque es curioso ¿no?, y luego él insiste, y entonces entran en una 
especie como de dialogo entre ellos ¿no? Cuando tú le dices ‘simplemente que 
me diga que sí o que no, y luego pasamos a las matizaciones que quiera’, y 
entonces a lo mejor después de estar un rato hablando dice, ‘no, que no,... que 
no lo hizo’. Te quedas un poco, ‘¿pero de qué han hablado? (E1, JVM) 

 

Bajo mi punto de vista, esta desconfianza podría venir provocada por cuatro razones: a) el 

profesional que hace la entrevista deja de controlar la situación y quizás puede percibirse 

como dependiente del intérprete; b) la ausencia de requisitos mínimos para la realización de 

interpretaciones en el contexto jurídico y la consecuente falta de formación de algunos 

intérpretes; c) la falta de coordinación y comunicación entre los diferentes estamentos que 

                                                
409 A este respecto cabe mencionar que, según la literatura en materia de interpretación en el contexto legal 
(Hale, 2004: 1 y ss), los intérpretes se enfrentan al menos a cuatro problemas que también han sido 
detectados en este trabajo: a) la sospecha constante por parte del resto de profesionales del ámbito de la 
justicia de que no está realizando una interpretación fiel el discurso original; b) la especificidad y complejidad 
del proceso penal, que dificulta la interpretación y la transmisión de información de forma precisa y concreta.; 
c) la falta de adecuación del sistema a la labor de los traductores, quienes realizan su trabajo en condiciones 
laborales poco óptimas, tanto en lo que respecta al lugar y la forma en la que se realiza la traducción, como a 
las condiciones salariales; y d) la mala valoración que el resto de profesionales del ámbito de la justicia, 
principalmente abogados, jueces, policías y fiscales, e incluso las personas a quienes interpretan, tienen de los 
intérpretes y de su labor  
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trabajan directamente con las víctimas de violencia de género y los intérpretes, 

principalmente en lo que respecta a los jueces410; y d) la consideración por parte del resto de 

los profesionales de que la intervención del intérprete podría tener alguna influencia 

negativa en la víctima o en el desarrollo de la investigación, y por tanto, en la resolución del 

proceso. 

 

Por último, los profesionales del sistema penal pusieron de manifiesto cuál tendría que ser 

el rol del intérprete en el ámbito de justicia penal. A este respecto, y a pesar de lo indicado por los 

académicos sobre la interpretación en el contexto legal411, todas las personas entrevistadas 

señalaron que los intérpretes tienen que hacer una traducción literal412 de lo que la mujer 

dice, sin entrar a valorar ni el registro ni el contexto del caso concreto, y sin realizar 

ninguna aportación personal sobre las víctimas o el discurso. Algunos ejemplos de ello son 

los siguientes fragmentos obtenidos de las entrevistas realizadas a distintos profesionales: 

 

Su función es traducir, y ya está. Literalmente (E1, GAV) 
 
El problema del intérprete es que interpreta (E1, OAV) 

                                                
410 Un ejemplo claro es el caso de algunos jueces que consideran que los intérpretes hacen una interpretación 
muy amplia o restringida de la respuesta de la persona a la que están traduciendo, mientras que los intérpretes 
por su parte insisten en la dificultad de traducir literalmente algunos conceptos, por lo que en ocasiones están 
obligados a ‘interpretar’, ya que hay palabras que no existen en la lengua de origen o de destino, y por tanto, 
no siempre es viable la realización de una traducción literal. 
411 A este respecto se ha indicado que a través de la traducción literal se pierde parte del mensaje que la 
persona que quiere transmitir, pudiendo incluso dificultar la comunicación. En principio se considera que el 
papel del intérprete tendría que ir encaminado a poner a la persona que no entiende el idioma en la misma 
posición que otra persona que lo entiende, eliminando la barrera idiomática (Hale, 2004: 8 y ss). Sin embargo, 
con base en lo manifestado por los entrevistados, esto podría causar cierto rechazo dentro del marco legal, 
donde todos los implicados esperan que el intérprete realice una traducción literal, siendo esta la opción más 
valorada por los operadores jurídicos con el objetivo de evitar malos entendidos con el resto de profesionales. 
412 Incluso los propios intérpretes afirmaron que las interpretaciones deberían de ser literales, si bien, 
reconocían que en el ámbito de justicia no siempre es fácil, ya que no se dan las circunstancias más óptimas y 
en ocasiones tienen que interpretar palabras, frases o expresiones que en otra lengua no existen. Este 
convencimiento generalizado de que el intérprete tiene que centrarse únicamente en realizar una traducción 
literal podría explicar el rechazo de los profesionales hacia los mediadores culturales, ya que éstos no se 
limitan a traducir, sino que hacen aportaciones personales que en ocasiones pueden influir o modificar en el 
discurso de las mujeres. En este sentido, tanto los profesionales que hacen uso del intérprete – abogados, 
psicólogos, jueces y policías – como los propios intérpretes, consideran que es más positiva la participación 
de intérpretes que se limiten a hacer una traducción lo más parecida posible al relato de la mujer, que la 
participación de un mediador cultural que pueda ‘contaminar’ su discurso con sus aportaciones personales, tal 
y como se puede observar en el siguiente fragmento: 
 ‘porque un mediador cultural podrá intentarnos hacer ver el comportamiento... o explicarnos por qué una 
persona, como tú dices, ha podido tardar en denunciar, porque lógicamente no tanga asumidos los derechos 
de los que forman parte en la Sociedad occidental en la que se encuentra.... quizás sería más adecuado a un 
nivel más asistencial’ (E1, Juez de Violencia sobre la Mujer). 
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En este sentido, los profesionales del sistema penal parten de la base que, dado que los 

intérpretes van a realizar una traducción literal, no necesitan conocer el caso concreto ni 

tener información adicional sobre el contexto socio-cultural de las víctimas o las 

circunstancias en las que ha tenido lugar el delito. En este sentido, algunas de las personas 

entrevistadas, ante la pregunta ‘¿crees que es necesario explicar a los intérpretes el caso 

antes de que hagan la traducción?’, respondían: 

 

No tiene por qué. Su función es traducir y ya está. Todas las preguntas que se 
salen de su ámbito no le corresponde a él contestarlas (E1, GAV) 

 

No, no es necesario. Tú ten en cuenta una cosa, de eso ya me encargo yo, yo 
soy el conocedor en principio del caso (E3, GAV) 

 

En definitiva, las apreciaciones derivadas del estudio se pueden resumir en lo siguiente: 

a) No hay un derecho al intérprete en casos de víctimas con una barrera idiomática. 

Ello puede conllevar que se desconozca la importancia de mantener informadas a las 

víctimas y que la asistencia del intérprete sea discrecional, y por tanto, que pueda no 

estar garantizada en fases clave del proceso.  

b)  En el caso de las víctimas de violencia de género el derecho al intérprete no se ha 

considerado preceptivo, por lo que cualquier persona puede realizar la traducción, 

siendo lo más relevante crear un clima de confianza.  

c) El intérprete no es el mismo en las distintas fases del proceso, y además no se tienen 

en cuenta las preferencias de la víctima respecto al sexo y a la nacionalidad del 

mismo.  

d) Los intérpretes no tienen constancia del caso hasta el momento en el que se realiza la 

traducción en sede policial o judicial, y desconocen el contexto de las víctimas y sus 

circunstancias personales.  

e) La formación de los intérpretes es deficiente, lo que ha podido favorecer las actitudes 

de desconfianza por parte de los profesionales y la consideración de que su labor 

tiene que limitarse a la realización de traducciones literales.  
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CONCLUSIONES 

 

Esta tesis doctoral tiene por objeto analizar la violencia contra las mujeres inmigrantes en el 

ámbito de la pareja413. Con esta investigación se pretende establecer si estas mujeres sufren 

más violencia de género que las españolas y si la respuesta que les ofrece el sistema de 

justicia penal español está adecuada a sus necesidades específicas, prestando especial 

atención a las víctimas con barrera idiomática.  

 

En este trabajo se entiende por mujer inmigrante aquella procedente de un país 

extracomunitario, ‘pobre’ o en vías de desarrollo, que llega a España con un proyecto 

migratorio primordialmente económico (Colectivo IOÉ, 2000: 167 y ss; Holgado, 2006: 

178). A la categoría ‘inmigrante’ se han asociado diversas connotaciones negativas en 

función de la raza, la cultura, la religión, el color de piel, la clase social o el país de origen, 

entre otras variables, que pueden incidir en la posición de vulnerabilidad a la violencia de 

las mujeres inmigrantes y en sus relaciones con el sistema penal414. Esta acepción, sin 

embargo, comporta la dificultad de encontrar información sobre cómo afecta el maltrato a 

estas mujeres. Los datos disponibles en España sobre violencia de género recogen la 

variable ‘extranjería’, concepto jurídico que define a las personas que no tienen 

nacionalidad española. No obstante, no siempre se dispone de información sobre el país de 

procedencia de las víctimas y los agresores, y se carece de datos sobre su pertenencia a una 

minoría étnica o su condición de inmigrantes. A pesar de esta complicación inicial, 

teniendo en cuenta que más de las tres cuartas partes de las víctimas de violencia de género 

son extracomunitarias (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012a: 18-19; 

Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 2011b: 64), y asumiendo el posible sesgo 

que pueda conllevar, se ha considerado razonable asumir que los datos publicados sobre 

mujeres extranjeras víctimas de violencia de género hacen referencia en la mayoría de los 

supuestos a mujeres que encajarían en la categoría de ‘inmigrantes’ adoptada en esta tesis.  

                                                
413 Para este trabajo se han utilizado los términos ‘violencia de género’, ‘violencia contra la mujer en la pareja’ 
y ‘maltrato’ para hacer referencia a la violencia que se ejerce contra la mujer por parte de quien sea o haya sido 
su pareja. 
414 Las investigaciones llevadas a cabo a este respecto se centran en el análisis de estas variables como factores 
de riesgo. Ver en este sentido Abraham (1995), Bograd (1999), Bui – Morash (1999), Mehrotra (1999), Lee 
(2000), Raj – Silverman (2002), Menjívar – Salcido (2002), Bui (2003), Benson et al. (2004), Caetano – Field 
(2004), Hampton – Gelles (1994); Dupont – Sokoloff (2005a), Parmar – Sampson (2005), Abu-ras (2007), 
Hazen – Soriano (2007), Klevens et al. (2007), Raghavan et al. (2009), Taft et al. (2009), Kulwicki et al. (2010). 
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Para responder a los objetivos planteados el trabajo se ha estructurado en cuatro capítulos. 

En el primer capítulo se analiza el impacto de la inmigración en el discurso y las políticas 

públicas sobre violencia de género en España. En otros países de nuestro entorno la 

visibilización social y el tratamiento político y legal de la violencia en la pareja han estado 

impulsados por el denominado ‘movimiento de las mujeres maltratadas’ (Medina, 2002: 25-

26; Valcárcel, 2009: 177). En España, la regulación legal de la violencia de género fue 

liderada por mujeres académicas desde diferentes ámbitos (véase entre otras Larrauri, 2003, 

2005 y 2007a; Laurenzo, 2003 y 2005; Asúa, 2004; Acale, 2006a; Maqueda, 2006 y 2007; 

Laurenzo – Maqueda – Rubio, 2008). Además, en la toma de conciencia social y en las 

medidas adoptadas ha tomado especial protagonismo el feminismo ‘oficial’415, que parte de 

un enfoque ‘universalista’416 (Ptacek, 1999) por el que considera que la causa principal del 

maltrato es la desigualdad de género, y se caracteriza por el énfasis en el uso del Derecho 

Penal como instrumento para luchar contra este tipo de violencia.  

 

Esta mayor visibilidad favoreció la aprobación de diversas modificaciones del Código Penal 

encaminadas a aumentar las penas en supuestos de violencia contra la mujer en la pareja. La 

primera de ellas fue llevada a cabo en 1989, año en el que se reguló por primera vez como 

delito autónomo la violencia habitual en el ámbito doméstico. En 2004 se promulgó la LO 

1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 

Género (en adelante LO 1/2004). Esta ley, además de continuar optando por una mayor 

intervención penal, adoptó un enfoque integral que preveía la creación de diferentes 

derechos sociales, económicos y jurídicos, encaminados a prevenir la violencia contra la 

mujer en la pareja y a dotar de recursos a las víctimas para poner fin al maltrato.  

 

Este proceso reformista, especialmente la LO 1/2004, fue criticado por una parte de la 

doctrina penal, que puso de relieve las dificultades para identificar su objeto de protección: 

las mujeres que sufren violencia por el hecho de ser mujeres, las mujeres agredidas por 

quien sea o haya sido su pareja o los sujetos ‘especialmente vulnerables’ (Asúa, 2004: 203; 

                                                
415 Este término ha sido utilizado en nuestro país por autores como Larrauri (2007a: 15), Maqueda (2007: 9 y 
ss y 2008: 84) o Sáez (2007:14). 
416 Esta perspectiva universalista sirvió para favorecer la identificación social con las víctimas (Schwartz, 1988: 
374; en España ver Larrauri, 2007a: 379), pero también para desvincular la violencia contra las mujeres de 
otras formas de opresión de carácter estructural derivadas del imperialismo, clasismo y racismo (Dupont – 
Sokoloff, 2005a: 45-46). 
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Corcoy, 2005: 1.234; Maqueda, 2006: 178 y ss; Larrauri, 2007a: 99). Desde el ámbito penal 

se señaló la dificultad de valorar el elemento subjetivo de intención de subordinación a la 

mujer, ya que a pesar de contemplarse en el art. 1.1. LO 1/2004, no se recoge de forma 

explícita en los tipos penales vigentes. Al respecto el Tribunal Supremo ha manifestado en 

reiteradas ocasiones la necesidad de que exista un ‘actuar en posición de dominio del 

hombre frente a la mujer para que el hecho merezca la consideración de violencia de 

género’ – véanse la STS 58/2008, de 25 de enero de 2008; STS 654/2009, de 6 de junio de 

2009; y STS 1177/2009, de 24 de noviembre de 2009. No obstante, recientemente ha 

dictado sentencias en sentido contrario – véase la STS 510/2009, de 12 de mayo de 2009 –, 

por lo que la discusión aún no se considera resuelta (Vargas, 2009). 

 

Un sector de la judicatura ha mostrado también su desacuerdo con las reformas. En un 

primer momento se  interpusieron cuestiones de inconstitucionalidad417 al art. 153 CP por 

considerar que atentaba contra el principio de proporcionalidad de las penas418 (Laurenzo, 

2007: 42-43 y 2008: 336), las cuales fueron desestimadas por el Tribunal Constitucional por 

ser ‘notoriamente infundadas’ (véanse los ATC 233/2004, de 7 de junio de 2004 y el ATC 

332/2005, de 13 de septiembre de 2005). Además, la modificación del art. 153 CP realizada 

por la LO 1/2004, por la que se eleva la pena cuando el autor del delito sea el hombre y la 

víctima la mujer que sea o haya sido su pareja, también suscitó numerosas cuestiones de 

inconstitucionalidad por considerar que atentaba contra el principio de igualdad (Laurenzo, 

2006b: 80 y ss). El Tribunal Constitucional las resolvió a través de la STC 59/2008, de 14 

de mayo de 2008, en la que concluye que el art. 153 CP no infringe el principio de igualdad 

(para un examen más exhaustivo ver Larrauri, 2009) 

 

Por último, algunas corrientes del feminismo han manifestado su disconformidad, entre 

otros aspectos, con el aumento de la intervención penal, y han señalado que la LO 1/2004 

desprotege a las mujeres que son víctimas de delitos cometidos por personas con las que no 

mantienen o han mantenido un vínculo afectivo, como ocurre con las víctimas de trata, de 

                                                
417 Planteadas por el Juzgado de Instrucción número 1 de Sant Viçent del Raspeig y por el Juzgado de lo 
Penal número 12 de Valencia, en ambos casos con la oposición del Ministerio Fiscal. 
418 La LO 11/2003, de 29 de septiembre, de Medidas Concretas en Materia de Seguridad Ciudadana, 
Violencia Doméstica e Integración Social de los Extranjeros, supuso la elevación a delito del maltrato 
ocasional en el ámbito de la pareja, que pasó a regularse en el art. 153 CP, y la posibilidad de imponer la pena 
de prisión como una de las sanciones principales por la comisión de estos hechos, junto con el trabajo en 
beneficio de la comunidad. 
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prostitución forzosa o acoso en el ámbito laboral (véase Duran, 2004: 12; Corcoy, 2005: 

1.232 y ss; Maqueda, 2006: 177; Larrauri, 2007a: 98-101; Laurenzo, 2008: 333).  

 

Las reformas penales estuvieron acompañadas de la aprobación de otras medidas, como la 

creación de organismos públicos destinados al estudio exhaustivo de la violencia de género. 

Con esta finalidad se crearon el Observatorio contra la Violencia Doméstica y de Género, 

constituido en 2002, y el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, formado en 

2006 por indicación de la LO 1/2004 (art. 30). La información publicada desde entonces ha 

permitido constatar empíricamente lo que ya habían puesto de manifiesto diversas 

profesionales419 y organismos (Amnistía Internacional, 2003 y 2004): que las mujeres 

inmigrantes tienen mayor riesgo de ser maltratadas por sus parejas que las españolas420. Esta 

cuestión no había sido contemplada en las reformas penales aprobadas, ni siquiera en la LO 

1/2004, que a pesar de su carácter integral y de reconocer el mayor riesgo de victimización 

de las mujeres inmigrantes (art. 32 LO 1/2004), no aprueba medidas concretas para atender 

a sus necesidades y a su problemática específica.  

 

Como consecuencia de este mayor conocimiento empírico se reavivaron las críticas al 

enfoque ‘universalista’ (Ptacek, 1999). Se señaló, entre otras cuestiones, que este enfoque 

no permite explicar por qué lo niveles de igualdad de un país no son inversamente 

proporcionales a sus tasas de violencia contra las mujeres o que no tiene en cuenta que la 

violencia puede variar en función de la intersección con otros tipos de desigualdad, como 

pueden ser los acontecidos por razón de etnia o de exclusión social (véase Cerezo, 2000; 

Larrauri, 2005 y 2007a; Stangeland, 2005). La disposición de datos sobre la afectación de la 

violencia favoreció que se renovara el debate sobre sus causas y el rol de la inmigración en 

el riesgo de victimización.  

 

La puesta en marcha de la LO 1/2004 puso de manifiesto la dificultad de garantizar el 

acceso efectivo de las mujeres inmigrantes a los recursos económicos, sociales y jurídicos 

                                                
419 A este respecto se pueden consultar las intervenciones en las Comisiones del Congreso de los Diputados 
para Debatir el Anteproyecto de Ley Integral de Carmen Ronei, presidenta de la Asociación de Asistencia a 
Mujeres Víctimas de Violencia; Micaela Navarro, Consejera de Igualdad y Bienestar Social de la Junta de 
Andalucía; y Antonia Caro Hernández, representante de las Asociaciones de Derechos Humanos en 
Andalucía (Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, 22 de julio y 9 de septiembre de 2004).  
420 Los datos a este respecto serán analizados más adelante. 



215 
 

contemplados en dicha ley. Especialmente en el caso de mujeres en situación de 

irregularidad, muchos de estos obstáculos eran generados por la normativa que regula la 

inmigración. Ello dio lugar al planteamiento de numerosas críticas a la LO 4/2000, de 11 

de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España, y su Integración 

Social (en adelante Ley de Extranjería), basadas fundamentalmente en tres aspectos: a) 

aumenta las dificultades a las que las mujeres en situación irregular se enfrentan para 

interponer la denuncia y acceder a los recursos al contemplar su sanción en todo caso; b) 

exigía obtener una orden de protección o incluso una sentencia condenatoria – en el caso 

de las mujeres indocumentadas –  para poder solicitar la regularización administrativa, cuya 

concesión además era potestativa; y c) no preveía la concesión de la autorización para 

trabajar en el caso de mujeres reagrupadas y aquellas que obtengan el permiso de residencia 

por ser víctimas de violencia de género (Amnistía Internacional, 2003, 2005 y 2007; Corcoy, 

2005: 1.237; Acale, 2006a: 373; Larrauri, 2007a: 35; Rueda, 2008: 112-114; Ministerio de 

Igualdad, 2009b: 29). En este sentido, se ha indicado que la vulnerabilidad de las mujeres 

inmigrantes puede estar vinculada al estatus administrativo, especialmente en el caso de 

mujeres reagrupadas o en situación irregular (Ararteko, 2003: 8; Acale, 2006b). 

 

Las criticas realizadas a la falta de visibilidad de las víctimas inmigrantes en la normativa de 

género y de extranjería favorecieron que se desarrollaran medidas específicas para el 

tratamiento de la violencia de género en este colectivo, con el objetivo inicial de reducir su 

vulnerabilidad y favorecer su acceso a los recursos contemplados en la LO 1/2004. A 

continuación se exponen tres de las medidas más destacadas. 

 

La primera de ellas fue la aprobación de la Instrucción 14/2005, de la Secretaría de Estado, 

sobre Actuación de Dependencias Policiales en Relación con Mujeres Extranjeras Víctimas 

de Violencia Doméstica o de Género en Situación Administrativa Irregular (en adelante 

Instrucción 14/2005). Esta Instrucción insta a la policía a averiguar la situación 

administrativa de las mujeres que denuncien violencia de género e incoar el procedimiento 

sancionador cuando estén indocumentadas. La sanción por estancia irregular se ejecutará 

una vez finalizado el proceso penal, siendo el castigo aplicado una multa, si la mujer puede 

demostrar a través de una sentencia condenatoria que es víctima de violencia de género, o 

la expulsión, en caso contrario. La Instrucción 14/2005 podría reflejar una desconfianza 
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institucional hacia las víctimas de violencia de género extranjeras y la presunción de que 

denuncian por razones ajenas a su victimización (Amnistía Internacional, 1005: 9, np. 14; 

Acale, 2006a: 404), ya que este es el único caso en el que se obliga a la policía a constatar la 

situación administrativa de la persona que denuncia o si ésta ha cometido alguna falta 

administrativa, como es la estancia irregular en España. 

 

En segundo lugar, se elaboró el Plan de Atención y Prevención de Violencia de Género en 

Población Extranjera Inmigrante 2009-2012, en el que se reconoce de forma explícita el 

mayor riesgo de sufrir violencia de las mujeres inmigrantes. Este plan pretende implantar 

medidas para asegurar que estas víctimas puedan ejercer los derechos que les corresponden, 

como formar y sensibilizar a los profesionales que intervienen con población extranjera o 

adaptar la atención a las circunstancias específicas de las mujeres inmigrantes. Entre otros 

aspectos resalta la importancia de la información para que la prevención y los recursos 

lleguen a todas las víctimas, incluidas las extranjeras irregulares. Para ello plantea como uno 

de sus objetivos fundamentales la creación de canales de información que estén adaptados 

a sus necesidades concretas, como la incorporación de información acerca de los derechos 

de las víctimas y de los recursos disponibles en la prensa y en los medios de comunicación 

‘específicamente destinados a población extranjera, y utilizados por dicha población’ 

(Ministerio de Igualdad, 2009a). 

 

Finalmente, en el plano normativo se han aprobado desde el año 2003 diversas 

modificaciones de la Ley de Extranjería, siendo las más relevantes la LO 2/2009, de 11 de 

diciembre, de Reforma de la LO 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de 

los Extranjeros en España y su Integración Social (en adelante LO 2/2009) y la LO 

10/2011, de 27 de julio, de Modificación de los Artículos 31 bis y 59 bis de la LO 4/2000, 

de 11 de enero sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración 

Social (en adelante LO 10/2011). Ambas reformas estaban inicialmente encaminadas a 

responder a algunas de las críticas realizadas por la doctrina, como la necesidad de otorgar 

la autorización de trabajo a las mujeres reagrupadas o de retirar la exigencia de obtener una 

sentencia condenatoria para que las víctimas indocumentadas pudieran regularizar su 

situación administrativa.  

 



217 
 

Desde la aprobación de estas reformas las mujeres reagrupadas tendrán en todo caso 

autorización para trabajar en España, y en caso de sufrir violencia de género pueden 

solicitar una autorización de residencia y trabajo independiente, para ellas y para sus hijos, 

siempre que el juez dicte una orden de protección, o en su defecto, el Ministerio Fiscal 

informe de la existencia de violencia. Las mujeres en situación de irregularidad 

administrativa pueden solicitar una autorización temporal de residencia y trabajo por 

circunstancias excepcionales, vigente para un periodo de cinco años, para ellas y para sus 

hijos, siempre que obtengan una orden de protección o informe del Ministerio Fiscal en el 

que se corrobore el maltrato. Esta autorización será concedida si el procedimiento finaliza 

con una sentencia condenatoria o una resolución de la que se pueda deducir que ha sufrido 

maltrato, en caso contrario procede la expulsión. Otra novedad importante es que durante 

el periodo en el que dure el proceso, y siempre que se haya solicitado la autorización 

anteriormente referida, se concederá a las mujeres indocumentadas y a sus hijos, en su caso, 

un permiso de residencia y trabajo provisional.  

 

A pesar de las modificaciones aprobadas, las reformas legislativas no eliminaron el carácter 

potestativo de la concesión de la autorización de residencia y trabajo independiente a las 

mujeres reagrupadas, por lo que su regularización no depende de haber sufrido violencia de 

género sino de la voluntad de la autoridad competente para resolver sobre su solicitud. 

Además, durante el periodo de resolución de la solicitud estas mujeres continúan 

dependiendo jurídicamente del agresor, ya que su situación administrativa seguirá siendo la 

de ‘reagrupada’. Por otra parte, las mujeres en situación irregular siguen siendo sancionadas 

en todo caso, con una multa, si del procedimiento se deduce que han sido víctimas de 

violencia de género, o con la expulsión, en caso de que no puedan demostrar a efectos 

legales la victimización. A este respecto Virginia Álvarez421, responsable de Política interior 

de Amnistía Internacional España, señalaba que ‘la incoación de un expediente de 

expulsión se aplaza, pero llegará al final del proceso’. 

 

Lo expuesto en el primer capítulo permite concluir que el Estado desarrolla políticas que 

invisibilizan a las mujeres inmigrantes y no tienen en cuenta las situaciones de desigualdad a 

las que pueden verse sometidas las víctimas cuando en ellas convergen diferentes tipos de 
                                                
421 Noticia consultada el 6 de julio de 2013:  
http://e-mujeres.net/noticias/avances-proteccion-inmigrantes-victimas-violencia-machista 
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opresión y subordinación, como ocurre en el caso de aquellas que además de ser mujeres, 

inmigrantes y víctimas de violencia de género, se encuentran en una situación de 

irregularidad administrativa, desconocen el idioma y/o no tienen una red social de apoyo. 

Dirigir las políticas al colectivo ‘mujeres’ tiene como contrapartida ocultar las diferencias de 

un grupo que es heterogéneo, lo que podría dificultar el acceso a la justicia y a los recursos 

de las que, además de la victimización, tienen otras problemáticas adyacentes. 

 

El desarrollo de políticas contradictorias en algunos aspectos puede afectar negativamente a 

las estrategias de las mujeres para hacer frente al maltrato. Resulta incoherente encomendar 

a una misma institución la obligación de proteger y al mismo tiempo perseguir a las 

víctimas de violencia de género en situación irregular, ya que a través de la LO 1/2004 se 

prevé la protección pública de las víctimas de este tipo de violencia y se crean recursos 

específicos para ayudarlas a poner fin a la situación de violencia, mientras que la Ley de 

Extranjería regula la defensa y custodia de las fronteras del Estado y la expulsión de 

aquellas personas que incumplan alguno de sus preceptos, objetivo que determina toda la 

política de extranjería y el control de los flujos migratorios (Mestre, 2001; Acale, 2006b: 

154).  

 

Ante esta disyuntiva, el Estado parece decantarse por la protección de las fronteras y no 

por la salvaguarda de los derechos de las mujeres extranjeras víctimas de maltrato (Mestre, 

2005c: 318 y 321). Un ejemplo de ello es el uso de la denuncia por violencia de género 

como un instrumento para detectar a aquellas mujeres indocumentadas, quienes serán 

sancionadas por infringir el art. 53 LOEx. Diseñar una política de estas características 

coloca a las mujeres en una situación objetiva de desamparo y ambivalencia porque, por un 

lado les obliga a denunciar para poder acceder a los recursos y regularizar su situación 

administrativa, y por otro utiliza su denuncia para sancionarlas por el incumplimiento de 

una norma administrativa.  

 

Otro ejemplo de esta prioridad en la protección de las fronteras del Estado sería la 

aplicación del art. 57.7.a LOEx, según el cual los agresores que tengan una orden de 

expulsión previa a la imputación por violencia de género, podrán ser expulsados en un 

plazo máximo de tres días. En este supuesto podrían darse dos circunstancias que 
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perjudicarían a la víctima: a) podría no obtener una orden de protección422, y por tanto no 

acceder a los recursos previstos en la LO 1/2004, y en su caso, a la regularización de su 

situación en España; b) si se encontrara en situación irregular en España, al no obtener una 

sentencia condenatoria podría ser sancionada con la expulsión423 del territorio en aplicación 

del art. 31bis LOEx, y eventualmente al mismo país que su agresor si ambos tuvieran la 

misma nacionalidad, quedando en este caso desprotegida (Acale, 2006a: 402). 

 

Si bien la política de extranjería ha sido reformada en los últimos años con el objetivo de 

proteger y garantizar los derechos de las mujeres inmigrantes que han sufrido maltrato, la 

concesión de la regularización a aquellas mujeres que se encuentren en régimen de 

reagrupación familiar en el momento de la victimización continúa siendo potestativa. 

Además, en el caso de que se encuentran en situación de irregularidad administrativa, serán 

siempre sancionadas, siendo la medida aplicada la expulsión cuando del procedimiento no 

se pueda deducir que han padecido violencia.  

 

El segundo capítulo analiza la discusión acerca de si las mujeres inmigrantes sufren más 

violencia de género que las españolas y examina las explicaciones específicas que se han 

sugerido para comprender este tipo de violencia. En primer lugar, se han revisado los datos 

disponibles sobre violencia contra la mujer en la pareja, que como ya advertimos solo 

recogen la información en función de la variable ‘extranjería’. Los datos publicados a este 

respecto muestran que las mujeres extranjeras denuncian haber sufrido maltrato en un 

porcentaje aproximadamente tres veces superior a lo que correspondería a su representación en 

la población (ver Tablas 4 y 5, páginas 63 y 65). Uno de los argumentos que podrían 

explicar este fenómeno es que estas mujeres tienden en mayor medida que las españolas a 

denunciar este tipo de violencia. Sin embargo, las investigaciones realizadas sobre las 

actitudes hacia la denuncia del maltrato, tanto en España (Medina, 2001) como en el 

ámbito internacional (Abraham, 1995; Perry et al., 1998; Bui – Morash, 1999; Menjívar – 

                                                
422 Según lo indicado por diversos magistrados entrevistados, la orden de protección se reserva para aquellos 
casos en los que existe un peligro para la vida o la integridad física de la víctima, siendo uno de los supuestos 
en los que no se prevé su concesión si el imputado ha sido expulsado del país. 
423 Si bien es cierto que a través de la reforma de la Ley de Extranjería llevada a cabo por la LO 10/2011 se 
prevé la posibilidad de que la víctima no sea expulsada si obtiene una resolución de la que pueda deducirse 
que ha sufrido violencia, por el momento no existen unos criterios claros y exhaustivos que determinen en 
qué casos se considera que la mujer ha sido víctima de maltrato, y en cualquier caso, la decisión depende de la 
voluntad de la autoridad gubernativa competente para conceder las autorizaciones de residencia solicitadas. 
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Salcido, 2002; Raj – Silverman, 2002; Bui, 2003; Krane – Oxman-Martínez, 2005), 

cuestionan este argumento, principalmente señalando que en las mujeres extranjeras se 

observan en mayor medida factores asociados a la decisión de no denunciar la violencia, 

como la desconfianza hacia el sistema penal. 

 

La sobrerrepresentación de las mujeres inmigrantes se ha intentado explicar en este trabajo 

con el análisis de las Macroencuestas de Violencia de Género realizadas en España por el 

Instituto de la Mujer (2006) y el Centro de Investigaciones Sociológicas (Ministerio de 

Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012b). Ambas encuestas concluyen que las mujeres 

inmigrantes sufren aproximadamente dos veces más violencia en la pareja que las españolas (ver 

Gráficos 3 y 4, páginas 70 y 71). Asimismo, las cifras sobre mujeres fallecidas en España 

indican que las extranjeras son asesinadas por su pareja o ex-pareja en un porcentaje que 

incluso cuadruplica su representación en la sociedad (véase Tabla 6). Estos datos permiten 

plantear que su sobrerrepresentación en las denuncias se debe a que efectivamente son más 

maltratadas.  

 

Para explicar las causas de la violencia de género se han desarrollado teorías criminológicas 

desde diferentes perspectivas: psicológica, sociológica y feminista. Si bien estas teorías no 

se han centrado en la situación específica de las mujeres inmigrantes, sí han puesto de 

relieve determinados factores de riesgo que tienen mayor presencia en este colectivo. Las 

dificultades socioeconómicas han sido uno de los factores más resaltados, porque pueden 

obstaculizar el acceso a los recursos sociales, educativos y económicos, aumentar los niveles 

de estrés en la pareja y/o favorecer la residencia en barrios desestructurados, entre otros 

aspectos (Mehrotra, 1999; Axelrod et al., 2000; Raj – Silverman, 2002; Menjívar – Salcido, 

2002; Benson et al., 2003; Bui, 2003; Caetano – Field, 2004; Dasgupta, 2005; Raghavan et 

al., 2009: Humphreys – Nixon, 2010). No obstante, también se ha afirmado que cuando las 

mujeres obtienen un mayor estatus que su pareja masculina y tienen mayor acceso a los 

recursos socioeconómicos, educativos y laborales, se podría generar un conflicto que 

eventualmente podría desencadenar situaciones de violencia (Goode, 1971; Rodman, 1972; 

Gelles, 1974; Hornung et al., 1981; Gelles – Cornell, 1990; Gelles, 1993a). Se ha indicado a 

este respecto que las extranjeras tienen más posibilidades que sus homólogos masculinos de 

acceder al mercado de trabajo en el país de recepción, lo que les otorgaría un mayor estatus 
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y poder dentro de la pareja y un mayor acceso a los recursos, pudiendo ello aumentar el 

riesgo de maltrato. Por tanto, aunque las dificultades socioeconómicas se han subrayado 

como uno de los factores de riesgo más relevantes para las mujeres inmigrantes, cabría 

tener en cuenta cómo en su caso el acceso a los recursos y el ascenso en el estatus dentro 

de la pareja pueden también conllevar situaciones de violencia. 

 

Un segundo factor señalado frecuentemente por la doctrina ha sido la cultura, respecto de 

la cual se han realizado dos afirmaciones: el maltrato en la población inmigrante tiene lugar 

porque en sus países de origen existe una mayor tolerancia a la violencia como medio de 

resolución de conflictos, especialmente en el ámbito de la pareja (Raj – Silverman, 2002; 

Dupont – Sokoloff, 2005a; Raghavan et al., 2009); la causa se encuentra en la mayor 

prevalencia de prácticas de control y subordinación de las mujeres en su cultura de origen 

(Perry et al., 1998; Bui – Morash, 1999; Perilla, 1999; Lee, 2000; Morash et al., 2007; Zavos, 

2010). No obstante, cada víctima, en función de sus circunstancias y de su posición social 

podría verse sometida a una mayor o menor vulnerabilidad ante la violencia, que además 

variará en la medida en que dichas circunstancias se modifiquen. Es arriesgado por tanto 

atribuir la causa de la victimización de las mujeres inmigrantes a la influencia de los factores 

culturales sin atender a otras variables como la barrera idiomática o el estatus migratorio, 

así como a su contexto específico, considerando por ejemplo la nacionalidad de su pareja o 

situación familiar424. Por ello, resultaría imposible realizar el análisis de las dificultades 

económicas o el mayor aislamiento social de las mujeres inmigrantes sin tener en cuenta su 

acceso al mercado laboral o la incidencia de las políticas de extranjería o el 

desconocimiento del idioma en su integración social. 

 

A pesar de que las variables económicas y culturales son las que con mayor frecuencia se 

han mencionado para explicar la victimización de las mujeres inmigrantes, considero que 

merecen una especial mención dos factores de riesgo que afectan de forma específica a este 

grupo. El mayor aislamiento social al que están sometidas las mujeres inmigrantes, 

especialmente aquellas recién llegadas al país de acogida o las que tienen dificultades en la 

                                                
424 Cabe recordar al lector que se estima que aproximadamente un 25% de las mujeres inmigrantes son 
maltratadas por hombres españolas, (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, 2012a: 18; 
Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 2010b: 61), por lo que el argumento de que son maltratadas 
debido a ‘su cultura’ tendría que ser cuestionado al menos en estos casos. 
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comunicación, puede posicionarlas en una situación de vulnerabilidad ante la violencia 

(Stets, 1991; Mehrotra, 1999; Menjívar – Salcido, 2002; Raj – Silverman, 2002; Bui, 2003; 

Dasgupta, 2005; Nova, 2009). En su caso su integración social y el contacto con la sociedad 

de acogida podría verse mermado, así como las posibilidades de conocer los recursos 

formales disponibles para las víctimas de maltrato. En estas circunstancias la sujeción a su 

pareja aumentaría, situándolas en una posición de riesgo ante la violencia. 

 

El estatus administrativo irregular puede jugar también un rol relevante en la victimización de 

las mujeres extranjeras. Las leyes de extranjería definen su posición en la sociedad y en la 

familia, así como su acceso a los recursos laborales, sociales y económicos, en unos 

términos que las posicionan en una situación de desigualdad material, no solo respecto a su 

pareja, sino a la sociedad. De acuerdo a lo indicado por las investigaciones, las propias leyes 

pueden suponer en ocasiones un obstáculo para el acceso a los recursos, y además, ser 

utilizadas por el agresor como un instrumento de control de las víctimas, por lo que afectan 

directamente a su victimización (Bui – Morash, 1999; Kwong, 2002; Raj – Silverman, 2002; 

Erez et al., 2003; Agnew, 2009; ver en España Casal – Mestre, 2002; Mestre, 2002 y 2004). 

 

Es importante resaltar que, de acuerdo a la teoría feminista de la interseccionalidad, cada 

una de las variables expuestas tiene que analizarse teniendo en cuenta su intersección con 

las demás, y el resultado de dicha intersección es lo que define su vulnerabilidad a la 

violencia de género (Bograd, 1999 y 2005; Bui, 2003; Dupont – Sokoloff, 2005a; Burguess 

– Proctor, 2006; Erez et al., 2009). Es conveniente realizar el análisis de las causas de la 

violencia de género desde un enfoque interseccional que tenga en cuenta distintas formas 

de opresión social y cómo afectan los diversos tipos de desigualdad a las mujeres, tanto la 

acontecida por razón de género, como las que puedan tener lugar por su condición de 

inmigrantes, su etnia, su posición social, su religión, su estatus administrativo o la barrera 

idiomática425. Con base en este argumento se podría considerar que la violencia contra las 

mujeres no es solo una forma de control masculino, sino también una forma de opresión y 

control social (Bograd, 2005: 26), de manera que la causa de la violencia no sería el 

patriarcado en sí mismo, sino su intersección con otras formas de subordinación.  

                                                
425 Ver Abraham (1995), Mehrotra (1999), Axelrod et al. (2000), Lee (2000), Menjívar – Salcido (2002), Bui 
(2003), Gaspar (2003), Dupont – Sokoloff (2005a y 2005b), Sokoloff – Pratt (2005), Burman et al. (2010), 
Zavos (2010).  
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Por ello, es necesario cuestionar el rol de las políticas de extranjería y del propio Estado en 

la victimización de las mujeres extranjeras o en sus capacidades para poner fin a la situación 

de violencia (Bent-Goodley, 2005; Burman – Chantler, 2005; Kulwicki et al., 2010). Cabe 

recordar que las normas de extranjería y el estatus migratorio pueden incidir en la 

decisiones de las mujeres sobre cómo enfrentarse a la situación de maltrato (Bent-Goodley, 

2005), y a su vez pueden ser utilizadas por el maltratador para amenazar a las mujeres, 

aumentar su capacidad de control y evitar que denuncien (Mosher, 2009: 61-62). En 

España algunas autoras (Mestre, 2001), en la línea de lo indicado por otras investigaciones 

realizadas en el ámbito comparado (Kwong, 2002; Burman – Chantler, 2005; Green, 2007; 

Kulwicki et al., 2010), han señalado que la situación de invisibilidad y desprotección de las 

inmigrantes, tanto en la normativa que regula la violencia de género como en la de 

extranjería, puede en ocasiones provocar una situación de desamparo, especialmente para 

aquellas que son irregulares.  

 

En el tercer capítulo se examina el acceso de las mujeres inmigrantes víctimas de maltrato al 

sistema de justicia penal, concretamente: a) si la justicia penal es un recurso accesible para 

estas mujeres; b) las características de la respuesta del sistema penal; y c) las consecuencias 

del proceso penal en las mujeres inmigrantes víctimas de este tipo de violencia. 

 

El estudio del paso de las mujeres inmigrantes por el sistema penal se ha considerado 

oportuno porque estas mujeres tienen mayor riesgo de ser víctimas de maltrato y el 

Derecho Penal se ha consolidado como una de las principales herramientas para la 

prevención y erradicación de este tipo de violencia. Además, para acceder a los recursos 

previstos en la LO 1/2004 y/o regularizar la situación administrativa, en el caso de las 

extranjeras irregulares o reagrupadas, es necesario obtener una orden de protección o, en su 

defecto, un informe del Ministerio Fiscal (art. 23 LO 1/2004 y arts. 19 y 31bis LOEx), por 

lo que la denuncia es obligatoria para aquellas mujeres que necesiten acceder a estos 

recursos. 

 

Si bien la atención a la respuesta del sistema penal a las víctimas de violencia de género que 

son inmigrantes ha sido escasa (Coker, 2003: 831), en la última década se han llevado a 
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cabo investigaciones en el ámbito comparado426 sobre las barreras a las que se enfrentan 

estas mujeres en su acceso a la justicia. Estos estudios muestran que la condición de 

inmigrante de las víctimas afecta negativamente a las dificultades a las que tienen que hacer 

frente para interponer la denuncia. En el caso de las mujeres inmigrantes cabría destacar 

tres obstáculos específicos para el acceso al sistema de justicia penal: 

a) La propia regulación de extranjería: el estatus administrativo y el temor a la expulsión 

afecta especialmente a las mujeres en situación de irregularidad o reagrupadas, así como 

a aquellas cuya pareja pudiera ser expulsada a consecuencia de la imputación o la 

condena (Girardo, 1995: 269; Pratt, 1995: 92; Miedema – Wachholz, 1998: 22; Côté et 

al., 2001: 54; Orloff, 2001; Copps – Erez, 2003: 158; Orloff et al., 2003: 67-69: 

Campbell, 2009: 21; Mosher, 2009: 62; Wolhuter – Olley – Denham, 2009: 68, Macy – 

Rizo, 2011: 251). 

b) El desconocimiento del idioma: puede suponer un perjuicio al incidir en el 

conocimiento y acceso a la información sobre el sistema de justicia penal y los recursos 

(Copps – Erez, 2003: 159), aumentar su aislamiento social, su invisibilidad y su 

dependencia respecto del agresor (Bograd, 2005: 32-33; Miedema – Wachholz, 1998: 5; 

Kwong, 2002: 141) y limitar su acceso a diversos servicios y recursos sociales, 

económicos y jurídicos (Kulwicki et al., 2010: 729). 

c) Las barreras culturales: la educación en un contexto en el que la construcción de una 

familia es uno de roles sociales atribuidos a la mujer y la violencia en la pareja se 

considera un problema privado. Ello puede afectar negativamente a la decisión de las 

víctimas de denunciar, ya que en estos supuestos la mujer carecería de apoyo social para 

poner fin a la situación de violencia a través de un agente externo, la denuncia podría 

suponer una ruptura con el modelo social aprendido, y en caso de separación podría ser 

estigmatizada por su grupo social427. Por otra parte se ha indicado que la cultura puede 

incidir en la percepción que las mujeres tienen del sistema penal, favoreciendo su 

identificación con un sistema racista y autoritario que no es adecuado para responder a 

sus necesidades (Kanuha, 1996; Bograd, 2005). 

                                                
426 Davis (1985), Rasche (1988), Scheelbeek (1993), Martin – Mosher (1995), Miedema – Waccholz (1998), 
Bui – Morash (1999), Kwong (2002), Burman – Chantler (2005), Hirsch et al. (2007), Kulwicki et al. (2010), 
Macy – Rizo (2011). 
427 Véase entre otros Rasche (1988: 155-157), Huey-Long Son (1992: 704), Pratt (1995: 98), Kwong (2002: 40-
41), Copps – Erez (2003: 157-159), Erez et al. (2003: 239-243), Bhuyan – Senturia (2005: 897), Campbell 
(2009: 16), Kulwicki et al. (2010: 728-733), Vidales (2010: 534 y 537), Macy – Rizo (2011: 261). 
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Estos obstáculos inciden en otras dificultades, como el aislamiento social – que puede verse 

afectado por el estatus migratorio o el desconocimiento del idioma – o el miedo al aumento 

de las prácticas abusivas y a la reacción del entorno familiar – que puede estar influido por 

el contexto cultural de las víctimas. Del mismo modo, la desconfianza en el sistema penal 

puede venir determinada por la manipulación que pueda hacer el agresor de las leyes que 

regulan tanto la violencia de género como la extranjería428. Por tanto, puede afirmarse que 

la intersección de los diferentes obstáculos mencionados define la posición de las mujeres 

inmigrantes ante el sistema de justicia penal y sus posibilidades de denunciar el maltrato 

(Scheelbeek, 1993; Burman – Chantler, 2005; Dupont – Sokoloff, 2005a; Fugate et al., 

2005; Hirsch et al., 2007; Macy – Rizo, 2011).  

 

De acuerdo a diversas investigaciones realizadas en el ámbito comparado429, la respuesta 

ofrecida por algunos operadores jurídicos a las víctimas de violencia de género tiene unos 

rasgos específicos, que pueden a su vez variar en función de la nacionalidad de las víctimas 

o su pertenencia a una minoría étnica430. Ello conlleva que estos procesos reciban una 

respuesta diferencial respecto de aquellos que tienen lugar por otros delitos, 

particularmente porque en ellos puede tenerse en cuenta el uso del comportamiento de las 

víctimas y la cultura como factores relevantes para valorar la culpabilidad431 del imputado y 

la determinación de la pena432 (Martin – Mosher, 1995: 10; Bograd, 1999: 280; Baumer et 

                                                
428 A este respecto se han manifestado entre otros Miedema – Wachholz (1998: 25), Davis et al. (2001: 185), 
Raj – Silverman (2002: 386), Mosher (2009: 62), Orloff et al. (2009: 15), Worley – Owusu-Bempha (2009: 
466). 
429 Véase Bograd (1999) Austin – Buzawa (1993), Girardo (1995), Martin – Mosher (1995), Weitzer (1996), 
Erez – Belknap (1998), Bennett – Dutton – Goodman (1999), Baumer et al. (2000), Zatz (2000), Belknap – 
Hartman (2003), Holcomb et al. (2004), Boehnlein (2005), Belknap – Holsinger (2006), Gillis et al. (2006), 
Fearn – Franklin (2008), Wolhuter et al. (2009). 
430 Ver Kleck (1981), Paternoster (1984), Girardo (1995), Martin – Mosher (1995), Bograd (1999 y 2005), 
Sundby (2003), Boehnlein (2005), Burman – Chantler (2005), Dasgupta (2005), Mosher (2009), Taft et al. 
(2009), Macy – Rizo (2011). 
431 Cabe recordar que en la bibliografía analizada el término de culpabilidad utilizado no se corresponde con el 
concepto de culpabilidad en un sentido dogmático-penal, sino que se utiliza en un sentido criminológico, para 
referirse al grado de responsabilidad que, desde un punto de vista subjetivo, le atribuyen los funcionarios del 
sistema penal al imputado, en función de la gravedad del delito, los antecedentes penales o la credibilidad de 
las partes (ver Steffensmeier et al., 1993: 438 y ss). A lo largo de este trabajo se ha utilizado este concepto en 
su acepción criminológica. 
432 A este respecto se ha indicado que los juicios de valor que los profesionales jurídicos realizan sobre la 
actitud de las víctimas pueden estar basados en estereotipos étnicos o de género a los que las mujeres 
inmigrantes no siempre responden, pudiendo ello incidir en la credibilidad de su testimonio. La presencia de 
estos estereotipos ha sido identificada asimismo en uno de los estudios llevados a cabo en España a este 
respecto (Heim et al., 2012: 151). 



226 
 

al., 2000: 282; Zatz, 2000: 519; Sikora, 2001: 1.709 y ss; Holcomb et al., 2004: 880; Gillis et 

al., 2006: 1.163; Campbell, 2009: 8; Taft et al., 2009: 50; Macy – Rizo, 2011: 260).  

 

La respuesta diferencial del sistema penal podría deberse a que la toma de decisiones de los 

profesionales del sistema penal se ve afectada en ocasiones por posibles prejuicios sobre los 

delitos de violencia de género y sus víctimas. Algunos operadores jurídicos siguen 

considerando que la violencia de género es un problema privado y hacen uso de 

estereotipos sociales para minimizar el conflicto y la gravedad del delito. Ello puede afectar 

de forma especialmente negativa a las mujeres pertenecientes a minorías étnicas cuando 

estos estereotipos se usan para negar la victimización de determinados grupos y neutralizar 

el sufrimiento de las personas pertenecientes a los mismos (Rasche, 1988: 159; Bograd, 

2005: 31).  

 

Del mismo modo, se ha afirmado que algunos profesionales del sistema penal atribuyen a 

las víctimas una actitud poco cooperativa y una falta de credibilidad que puede afectar 

negativamente al desarrollo del proceso, así como el uso abusivo y utilitarista del sistema de 

justicia penal para acceder a determinados beneficios, como el permiso de residencia en el 

caso de las mujeres extranjeras433. Estas creencias sobre las víctimas de maltrato han podido 

contribuir a que algunos operadores jurídicos tengan una concepción devaluada de las 

mismas, a las que pueden identificar con mujeres no necesitadas o no merecedoras de 

protección penal, especialmente en aquellos casos en los que estiman que no ha existido 

una victimización real, lo que de acuerdo a diversas investigaciones, tiene mayor frecuencia 

en el caso de mujeres inmigrantes (Gross – Mauro, 1984: 107; Rasche, 1988: 159; Weitzer: 

1996: 315; Zatz, 2000: 518-519; Belknap – Hartman, 2003: 350; Sundby, 2003; Holcomb et 

al., 2004: 895) 

 

Una vez expuestas las mayores dificultades a las que se enfrentan las mujeres inmigrantes 

en su acceso al sistema penal y la respuesta diferencial que reciben de acuerdo a la literatura 

comparada, se analizan las consecuencias que puede tener para estas víctimas la 

intervención del sistema penal, especialmente en lo que respecta a la expulsión y al acceso a 

los recursos regulados en la LO 1/2004. 
                                                
433 Véase Belknap – Erez (1998: 251), Miedema – Waccholz (1998: 26), Ptacek (1999), Bennett – Dutton – 
Goodman (1999: 428), Belknap – Hartman (2003: 351-352), Gillis et al. (2006: 1.153), Mosher (2009: 59-60). 
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En primer lugar, la intervención del sistema penal puede conllevar la expulsión de su 

pareja434. En el caso de que el agresor sea extranjero extracomunitario, la imputación del 

delito, y en su caso la condena, pueden provocar que sea expulsado de España, ya sea por 

vía administrativa (arts. 31.7.a y 57.2 y 7a LOEx) o por vía penal (arts. 89.1 y 5 CP). La 

expulsión de su pareja podría afectar negativamente a las víctimas porque puede empeorar 

su situación económica y de la su familia, tanto si ésta se encuentra en España como en el 

país de origen (Miedema – Wachholz, 1998: 17; Mehrotra, 1999: 637; Copps –Erez, 2003: 

157; Campbell, 2009: 16-17). 

 

En segundo lugar, otra de las consecuencias que puede producir la intervención del sistema 

penal en el caso de víctimas extranjeras es su propia expulsión. Como se mencionó, el art. 

31bis LOEx indica que a aquellas mujeres indocumentadas que interpongan una denuncia 

por violencia de género se les incoará el procedimiento sancionador por estancia irregular, 

que será ejecutado en función de la resolución del proceso. Si del mismo no se puede 

deducir que la mujer ha sufrido violencia será expulsada del país. Además de la afectación 

que ello pueda suponer para la vida de las mujeres y sus familias, cabe señalar que la 

posibilidad de que sea expulsada puede incidir también a su toma de decisiones, ya que en 

caso de optar por no constituirse en parte en el proceso penal o no declarar podrían 

aumentar sus posibilidades de ser sancionada, sobre todo en aquellos supuesto en los que 

se carezca de pruebas al margen de su testimonio.  

 

Por último, se ha señalado el posible perjuicio económico que puede suponer para las 

víctimas el proceso penal. Con el fin de establecer si las inmigrantes se benefician de las 

medidas reguladas para reducir el debilitamiento económico de las víctimas se ha 

examinado su acceso a los recursos previstos por la LO 1/2004. Se ha observado que 

residir en España de forma irregular supone un impedimento para el disfrute de la mayoría 

de los derechos sociales y económicos recogidos en la LO 1/2004, ya que dificulta a estas 

mujeres el cumplimiento de algunos de los requisitos establecidos – entre otros, estar 

inscritas como demandantes de empleo, estar empadronadas o justificar unas rentas 

                                                
434 A este respecto cabe recordar que solo un 5,7% de las mujeres españolas que hicieron uso del servicio de 
asistencia telefónica indicaron que su agresor era extranjero (Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e 
Igualdad, 2012a: 18), por lo que se podría considerar que esta problemática afecta mayoritariamente a las 
víctimas extranjeras. 
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mínimas a partir de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

Asimismo, en el caso de las víctimas que dispongan de una autorización de residencia 

inicial y quieran acogerse a su derecho a la movilidad geográfica en el ámbito laboral (arts. 

21 y 22 LO 1/2004), la Ley de Extranjería impide que ejerzan su profesión fuera del ámbito 

de la Comunidad Autónoma para la que les fue concedida la autorización. Por último, 

Amnistía Internacional (2005: 5) ha señalado que, incluso en los casos en los que se les 

concedan las ayudas, la falta de adecuación de los servicios a las especificidades de las 

mujeres inmigrantes – cuando por ejemplo no se disponga de intérpretes o mediadores 

culturales – podría suponer en la práctica que no accedan de forma efectiva a estos 

recursos. 

 

El análisis realizado permite plantearse si el Derecho Penal es un medio adecuado para la 

prevención de la violencia de género435. Este debate es especialmente relevante si se tiene 

en cuenta que el acceso a los recursos y programas de protección y prevención regulados 

en la LO 1/2004, así como la posibilidad de solicitar la regularización de la situación 

administrativa en el caso de mujeres reagrupadas o indocumentadas, dependen del ‘éxito’ 

del proceso penal, esto es, de la obtención de una orden de protección o un informe del 

Ministerio Fiscal en el que se indique la existencia de violencia. Es necesario cuestionar la 

legitimidad de supeditar el acceso a los recursos regulados en la LO 1/2004 (art. 23) y la 

regularización de la situación administrativa en el caso de mujeres indocumentadas (art. 

31bis LOEx) o reagrupadas (art. 19 LOEx), a la obtención de una orden de protección o 

informe del Ministerio Fiscal en el que se indique que existen indicios de violencia436, 

principalmente teniendo en cuenta que su concesión no es una práctica habitual (Acale, 

2006b: 145; Heim et al., 2012: 136), ya que en 2011 tan solo un 17,5% de las víctimas que 

denunciaron malos tratos obtuvo una orden de protección (Consejo General del Poder 

Judicial, 2011a: 10).  

 

                                                
435 Algunos de los autores que han manifestado sus dudas sobre la adecuación del sistema penal para la 
protección de las mujeres han sido Austin – Buzawa (1993), Weitzer (1996), Baumer et al., 2000 (Zatz, 2000), 
Belknap – Hartman (2003), Holcomb et al. (2004), Gillis et al. (2006), Fearn – Franklin (2008); ver en España 
Larrauri (1994a, 2005 y 2007), Maqueda (2007), Toboso (2009). 
436 No obstante, como se ha indicado, es posible que incluso después de recurrir al sistema penal estas 
mujeres no accedan de forma efectiva a los recursos y tengan que utilizar otras vías alternativas para poner fin 
a la violencia, o en caso de carecer de otros medios, seguir padeciendo maltrato (Ararteko, 2003; Acale, 2006a: 
382-386; Amnistía Internacional, 2007b).  
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Además, en el caso de las mujeres extranjeras irregulares, para la concesión definitiva de la 

autorización de residencia y trabajo, se exige la obtención de una sentencia condenatoria o 

resolución de la que se pueda deducir que la denunciante ha sido víctima de violencia (art. 

31bis LOEx). Si se atiende a lo expuesto en la Tabla 3 (página 59), se observa que las 

posibilidades de obtener una sentencia condenatoria son reducidas, ya que teniendo en 

cuenta el porcentaje de sobreseimientos que se dictan en los Juzgados de Violencia sobre la 

Mujer y las sentencias absolutorias que dictan los Juzgados de lo Penal, se podría estimar 

que aproximadamente una cuarta parte de los asuntos tramitados finalizan con una 

condena. Por otra parte, la Ley de Extranjería no explicita en qué casos se considera que la 

resolución ‘permite deducir que ha habido violencia’, y por el momento se desconoce la 

aplicación de este precepto.  

 

En definitiva, dado que la obtención de órdenes de protección y de sentencias 

condenatorias no es frecuente cabría plantear la opción de aceptar otros medios de 

acreditación de la situación de violencia al margen de los obtenidos a través de la 

intervención del sistema penal, como ya se ha hecho en algunas Comunidades Autónomas. 

Así, en Cataluña, Ley 5/2008 de 24 de abril, del Derecho de las Mujeres a Erradicar la 

Violencia Machista, indica la validez de los informes del Instituto Catalán de las Mujeres o 

de instituciones con capacidad para reconocer el maltrato, como los centros de asistencia 

sanitaria (art. 33 Ley 5/2008). Por otra parte, para mejorar la efectividad del Derecho Penal 

en su objetivo de proteger a las víctimas de violencia de género y de prevenir este tipo de 

delincuencia quizás sería conveniente facilitar la accesibilidad de las víctimas al sistema de 

justicia penal, por ejemplo prohibiendo que las mujeres indocumentadas que denuncien 

este tipo de violencia puedan ser sancionadas, y no supeditar el acceso a los recursos a la 

intervención imperativa del sistema penal. 

 

El cuarto capítulo analiza de forma específica la respuesta del sistema penal a las víctimas que 

tienen problemas de comunicación por desconocimiento del idioma. Para ello se ha 

realizado un estudio exploratorio en Barcelona con el objetivo de determinar si en el caso 

de estas víctimas se garantiza el derecho a la información regulado en el art. 18 LO 1/2004 

y si a lo largo del proceso penal se asegura la asistencia de un intérprete. Esta aproximación 

al fenómeno de la barrera idiomática en el ámbito penal es relevante porque el 
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desconocimiento del idioma ha sido señalado como uno de los factores de riesgo en la 

victimización de las mujeres inmigrantes, que además de agravar su posición de 

vulnerabilidad ante la violencia, puede afectar negativamente a las relaciones que se 

establecen entre las víctimas y el sistema penal, así como a la garantía de sus derechos437.  

 

En un primer apartado se analizó el estatuto jurídico y el contenido del derecho a la 

información en España. Según lo dispuesto en la Directiva 2012/29/UE, del Parlamento 

Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen Normas 

Mínimas sobre los Derechos, el Apoyo y la Protección de las Víctimas de Delitos, y por la 

que se sustituye la Decisión Marco 2001/220/JAI del Consejo, las víctimas de delitos 

tienen reconocido de forma expresa el derecho a la información (arts. 3, 4 y 6). Asimismo, 

está recogido en la legislación española en términos similares a la normativa europea, en la 

Ley de Enjuiciamiento Criminal438 y en el art. 15 de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de 

Ayuda y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y Contra la Libertad Sexual, y 

específicamente para las víctimas de violencia de género en el art. 18 LO 1/2004. Mantener 

informadas a las víctimas (ver Tabla 9, página 177) es entendido por la doctrina procesalista 

como un requisito para garantizar los derechos constitucionales a la tutela judicial efectiva y 

de defensa (Ramos, 1991: 167-168 y 2000: 22; Carocca, 1997: 239 y ss; Gimeno – Moreno 

– Cortés, 2003: 42-44; Blanco, 2009: 615 y ss; Subijana, 2006: 228 y ss; Martín, 2012: 57-

64).  

 

No obstante, a pesar de la importancia que se otorga a la información, la problemática 

específica de las víctimas con barrera idiomática no está contemplada en las leyes 

nacionales. El derecho al intérprete está regulado expresamente en la normativa europea 

(art. 7 Directiva 2012/29/UE), sin embargo, la Ley de Enjuiciamiento Criminal no 

reconoce este derecho ni tampoco se han desarrollado protocolos para regular esta 

cuestión. De acuerdo a los arts. 440 y 768.8 LECr, la intervención del intérprete tiene lugar 

en casos de imputados o testigos, y está destinada a facilitar a los magistrados el conocimiento 

                                                
437 Véase Rasche (1988: 157), Huey-Long Son (1992: 704), Scheelbeek (1993: 77), Martin – Mosher (1995: 21), 
Pratt (1995: 95), Miedema – Wachholz (1998: 20), Kwong (2002: 141-142), Copps – Erez (2003: 157), 
Kasturirangan et al. (2004: 3239, Bhuyan – Senturia (2005: 898), Burman – Chantler (2005: 69-70), Gillis et al. 
(2006: 1.158), Lemon (2006: 38 y ss), Campbell (2009: 11-12), Kulwicki et al. (2010: 729), Vidales (2010: 536), 
Macy – Rizo (2011: 254 y 258). 
438 Entre otros, el derecho a la información se regula en los siguientes artículos: 506.3, 544ter.8, 629, 659, 
785.3, 789.4, 792.4 y 973.2 LECr. 



231 
 

de los hechos en el momento de la toma de declaración y del juicio. No existe una norma 

en la regulación española que asegure que la víctima con barrera idiomática sea informada 

de los recursos asistenciales, jurídicos y económicos o reciba la traducción de las diferentes 

actuaciones que tienen lugar a lo largo del proceso penal, como puede ser la sentencia, el 

juicio o las notificaciones que se le hagan llegar sobre la fecha y lugar del juicio o la 

situación del procesado, entre otras.  

 

En España, por tanto, las víctimas de violencia de género que desconocen el idioma no 

serán asistidas por un intérprete durante el proceso penal, ni en la instancia policial ni en 

sus contactos con los profesionales jurídico-sociales – abogados y servicios de atención 

social y psicológica. Únicamente dispondrán de este servicio en sede judicial, siempre que 

comparezcan en el juicio en calidad de testigos. No obstante, en estos supuestos se podría 

afirmar que el intérprete asiste al operador jurídico y no a la víctima, ya que como se ha 

señalado su participación tiene por objeto que los magistrados puedan entender la 

declaración del testigo, y no mantener informada a la víctima. 

 

Por tanto, cuando el legislador prevé en el ordenamiento el derecho a la información de las 

víctimas del delito desatiende la situación específica de las mujeres inmigrantes que 

desconocen el idioma oficial al no incluir en su articulado el derecho al intérprete. Esta 

ausencia es especialmente relevante para aquellas mujeres reagrupadas o indocumentadas, 

quienes necesitan disponer de información precisa sobre las consecuencias de la 

intervención del sistema penal y su situación administrativa para decidir recurrir o no a la 

denuncia. A este respecto no se ha previsto en España ningún organismo que les informe 

sobre las consecuencias que pueda tener para ellas y sus familias el propio proceso penal, 

principalmente en relación a su permiso de residencia y/o a la posible expulsión, tanto 

propia como del agresor. Cabría plantearse por tanto si en su caso se están infringiendo sus 

derechos constitucionales de defensa y a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE), ya que la 

falta de traducción puede impedir el acceso efectivo a los Tribunales y el ejercicio a la 

acción en el proceso penal, y producir indefensión.  

 

La desinformación sobre determinados aspectos que afectan de forma específica a las 

víctimas de violencia de género que son extranjeras y la ausencia de asistencia de un 
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intérprete podría conllevar que estas mujeres no accedieran a los recursos jurídicos, sociales 

y económicos a los que pudieran tener acceso como víctimas de maltrato. Por otra parte, la 

falta de un intérprete podría afectar negativamente a la comunicación con los profesionales 

del sistema penal, lo cual puede suponer una merma de la efectividad y eficiencia del 

trabajo que realizan los operadores jurídicos.  

 

Con el objetivo de conocer la problemática específica de las víctimas con barrera idiomática 

a lo largo del proceso penal y el funcionamiento del servicio de interpretación en el sistema 

penal en Cataluña se llevó a cabo un estudio exploratorio durante los meses de abril a 

septiembre de 2010. La metodología utilizada consistió en una observación participante 

durante quince días alternos en el Juzgado de Guardia de Violencia sobre la Mujer de 

Barcelona, y en la realización de un total de 18 entrevistas a profesionales del sistema penal 

– policías, jueces, abogados, intérpretes y trabajadores de servicios asistenciales – y a cuatro 

mujeres víctimas de violencia de género con barrera lingüística. De este estudio 

exploratorio se puede concluir lo siguiente:  

a) La falta de previsión legal del derecho al intérprete en casos de víctimas de violencia 

de género implica que su asistencia sea discrecional y dependa de la voluntad del 

funcionario encargado de tramitar el caso. Por tanto, no garantiza que esté presente en 

fases clave del proceso, como pueden ser las primeras declaraciones ante la policía o 

durante la intervención de terceros en el juicio. 

b) Los profesionales del sistema penal entrevistados consideran que la asistencia de un 

intérprete profesional es innecesaria. En su opinión la participación de un intérprete 

cuando la víctima desconoce el idioma no es obligatoria, ya que consideran que lo más 

relevante en estos casos es crear un clima de confianza y que la comunicación puede ser 

facilitada por un familiar (incluso en ocasiones por los propios hijos) o algún 

funcionario. 

c) En aquellos casos en los que se facilita la asistencia de un intérprete, no se garantiza 

que éste sea el mismo a lo largo del proceso, ni tampoco se respetan las preferencias de 

la víctima respecto del sexo y nacionalidad del mismo 

d) La formación de los intérpretes es deficiente. No se han regulado de forma clara y 

rigurosa los requisitos mínimos para el ejercicio profesional de la interpretación y 

traducción en el ámbito de justicia y no existe un control por parte de la Administración 
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sobre su formación. Además, carecen de conocimientos específicos en materia de 

género y extranjería, a pesar de las recomendaciones realizadas por el Consejo General 

del Poder Judicial (2011b: 28) sobre la necesidad de que los profesionales del sistema 

penal que trabajan con víctimas de maltrato estén formados en este sentido. 

e) Existe una desconfianza de los operadores jurídicos hacia la figura del intérprete 

provocada, entre otras cuestiones, por la falta de coordinación y comunicación entre los 

diferentes organismos que intervienen a lo largo del proceso, lo que puede favorecer 

presunciones erróneas sobre el servicio de interpretación. Del mismo modo, la 

desconfianza puede verse afectada por la creencia de que los intérpretes pueden ejercer 

una influencia negativa en el desarrollo de la investigación o ‘interpretar’ la declaración 

de las víctimas desde un punto de vista subjetivo, principalmente poro el temor de que 

con ello se pueda modificar su relato. 

f) Todos los profesionales entrevistados, incluidos los propios intérpretes, afirman que 

su trabajo tiene que limitarse a la traducción literal, a pesar de que las investigaciones 

realizadas han señalado que no es el método más óptimo en el contexto legal (Hale, 

2004: 8 y ss). Esta convicción se refleja asimismo en el rechazo casi generalizado a la 

figura del ‘mediador cultural’, quien no se limita a traducir literalmente el discurso que 

corresponda, sino que lo sitúa en un contexto concreto. 

 

Teniendo en cuenta lo expuesto, sería conveniente que los diferentes organismos 

encargados de recoger los datos sobre violencia de género pudieran recopilar información 

más exhaustiva, en la línea de lo indicado en el Plan Nacional de Sensibilización y 

Prevención de la Violencia de Género 2007-2008 (Ministerio de Trabajo y Asuntos 

Sociales, 2006a). Algunos ítems relevantes son por ejemplo la situación administrativa, la 

nacionalidad o el origen étnico, tanto de las víctimas como de los agresores. Ello permitiría 

realizar estudios más precisos y desarrollar medidas de actuación más acertadas. En este 

mismo sentido, sería conveniente que el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía 

General del Estado recogieran información sobre las órdenes de protección que se 

conceden a mujeres extranjeras y los informes que se dictan a efectos de corroborar la 

situación de maltrato, haciendo en todo caso referencia a las variables mencionadas. 
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Sería por otra parte aconsejable elaborar un protocolo de actuación para aquellos casos en 

los que la víctima tiene barrera idiomática y no puede comunicarse con los profesionales 

del sistema penal, con el fin de clarificar los medios para garantizar su derecho a recibir 

información. Asimismo, para desarrollar políticas que garanticen la igualdad en la respuesta 

del sistema penal y la protección a todas las víctimas, sería necesario tener en cuenta la 

interacción de diferentes factores que las pueden colocar en una mayor situación de 

vulnerabilidad, no solo ante la violencia, sino también ante el propio sistema. 

Concretamente, para mejorar la posición de las víctimas extranjeras, en particular aquellas 

con barrera idiomática, se considera oportuno que se incluya como objeto de información 

relevante en qué consiste el proceso penal y las consecuencias que del mismo se pueden 

derivar para ellas y para los imputados, especialmente en lo que respecta a su situación 

administrativa.  

 

A lo largo de este trabajo se ha podido observar que las medidas dirigidas a las mujeres 

inmigrantes víctimas de maltrato se han desarrollado cuando la aplicación de las políticas de 

violencia de género ha visibilizado su mayor riesgo de sufrir este tipo de violencia y su 

dificultad para acceder a los recursos, especialmente en el caso de la mujeres que residen en 

España irregularmente. La necesidad de contemplar sus circunstancias concretas ha 

conllevado la aprobación de un plan de prevención y atención específico y de diversas 

reformas de la Ley de Extranjería, con el objetivo de mejorar la situación de las mujeres 

extranjeras que son maltratadas por su pareja y reducir su vulnerabilidad ante el maltrato. 

Esta tesis doctoral pone también de relieve las dificultades de las víctimas que tienen 

barrera idiomática para acceder a la información a lo largo del proceso penal, en cuyo caso 

el derecho a la información y al intérprete no están garantizados.  
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